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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Alvear Valenzuela, Soledad

--Bianchi Chelech, Carlos

--Cantero Ojeda, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo

--García Ruminot, José

--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro

--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Larraín Peña, Carlos

--Letelier Morel, Juan Pablo

--Muñoz Aburto, Pedro

--Navarro Brain, Alejandro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime

--Rincón González, Ximena

--Rossi Ciocca, Fulvio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Tuma Zedan, Eugenio

--Uriarte Herrera, Gonzalo

--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrieron, además, los Ministros Secretario General de la Presidencia, señor Cristián Larroulet Vignau; de Salud, señor Jaime Mañalich Muxi, y de Transportes y Telecomunicaciones, señor Pedro Errázuriz Domínguez. Asimismo, estuvieron presentes el Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton Palma, y el asesor legislativo de esa misma Subsecretaría, señor Andrés Rodríguez Ariztía.
Actuó de Secretario el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:21, en presencia de 22 señores Senadores.

El señor PIZARRO (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor PIZARRO (Presidente).- Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 14ª y 15ª, especiales, en 16 de abril; 16ª y 17ª, especiales, en 17 de abril, y 18ª, ordinaria, en 30 de abril, todas del año en curso, que no han sido observadas.



(Véanse en los Anexos las actas aprobadas).

IV. CUENTA

El señor PIZARRO (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Dos de Su Excelencia el Presidente de la República:



Con el primero retira y hace presente la urgencia, en el carácter de “suma”, al proyecto que establece la Ley Orgánica de la Institucionalidad Estadística Nacional (boletín Nº 8.767-06).



Con el segundo retira y hace presente la urgencia, calificándola de “simple”, respecto de los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de ley que regula la venta y arriendo de video juegos excesivamente violentos a menores de 18 años y exige control parental a consolas (boletín N° 5.579-03).



2.-  Proyecto de acuerdo que aprueba el “Acuerdo para modificar el Tratado de Libre Comercio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de Canadá, hecho en Santiago el 5 de diciembre de 1996, tal como se ha modificado entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de Canadá”, firmado en Santiago, Chile, el 16 de abril de 2012 (boletín N° 8.869-10).



--Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



Cuatro de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero comunica que ha rechazado la observación formulada por Su Excelencia el Presidente de la República al proyecto de ley que reajusta el monto del ingreso mínimo mensual (boletín Nº 8.845-05) y que ha reunido el quórum necesario para insistir en el texto aprobado por el Congreso Nacional, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 73 de la Constitución Política de la República (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Véase en los Anexos, documento 1).


--Pasa a la Comisión de Hacienda.



Con el segundo hace presente que aprobó, en los mismos términos en que lo hizo esta Corporación, el proyecto de ley que ajusta normas del Estatuto del Personal de Gendarmería de Chile en materias de requisitos de ingreso y de promoción de cargos en las Plantas de Oficiales Penitenciarios y de Suboficiales y Gendarmes (boletín N° 8.563-07).



--Se toma conocimiento y se manda comunicar a Su Excelencia el Presidente de la República.



Con los dos últimos informa que ha prestado su aprobación a las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley sobre administración de fondos de terceros y carteras individuales, y deroga los cuerpos legales que indica (boletín N° 7.966-05) (Véase en los Anexos, documento 2).


--Pasa a la Comisión de Hacienda.



2. Proyecto de ley que regula la exhibición y ejecución artística en los bienes nacionales de uso público (boletín N° 8.335-24) (Véase en los Anexos, documento 3). 



--Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología. 



De la señora Ministra Secretaria General de Gobierno:



Responde solicitud de información, enviada en nombre del Senador señor Bianchi, acerca de los proyectos, propuestas y avances en el otorgamiento de un marco regulador de los asistentes de la educación.



Del señor Subdirector de Racionalización y Función Pública de la Dirección de Presupuestos:



Atiende petición, formulada en nombre del Senador señor Muñoz Aburto, sobre la factibilidad de enviar a tramitación legislativa un proyecto de ley para renovar la vigencia del incentivo al retiro para los funcionarios de las universidades estatales reguladas por la ley N° 20.374.



--Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes



De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, segundo informe recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que agrava penas y restringe beneficios penitenciarios en materia de delitos sexuales contra menores de edad  (boletín Nº 8.677-07) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 4).


De la Comisión de Salud, nuevo primer informe recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece modificaciones a la legislación sobre expendio, comercialización y producción de bebidas alcohólicas (boletines números 2.973-11, 4.181-11, 4.192-11 y 4.379-11, refundidos) (Véase en los Anexos, documento 5).


--Quedan para tabla.

Moción



Del Senador señor Bianchi, con la que da inicio a un proyecto de ley que modifica el artículo 155 del Código Civil para reducir el plazo que habilita a solicitar la separación judicial de bienes en caso de ausencia injustificada del marido (boletín N° 8.929-07) (Véase en los Anexos, documento 6).


--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Declaración de inadmisibilidad



Moción de los Senadores señores Chahuán, Girardi, Rossi, Ruiz-Esquide y Uriarte, con la que proponen un proyecto que modifica el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Salud, para eliminar la exigencia de carácter excepcional de las homologaciones de prestaciones médicas.



--Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva del Presidente de la República, conforme lo dispone el número 2° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

Proyecto de acuerdo



De los Senadores señores Prokurica, Horvath y Carlos Larraín, con el que se solicita al Presidente de la República el envío a tramitación legislativa de un proyecto de ley que autorice a Carabineros de Chile el cobro o la compensación de los gastos extraordinarios en que incurra con ocasión de actos masivos con fines de lucro organizados por particulares (boletín N° S 1.570-12) (Véase en los Anexos, documento 7).


--Queda para el Tiempo de Votaciones de la sesión ordinaria respectiva.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- En este momento ha llegado a la Mesa un mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República con el que retira y hace presente la urgencia, en el carácter de “discusión inmediata”, al proyecto de ley que establece la elección directa de los consejeros regionales (boletín N° 7.923-06).



--Se tiene presente la calificación y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la Cuenta.

)---------------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, hice llegar a la Mesa una petición a fin de abrir un nuevo plazo para formular indicaciones a dos proyectos de ley: uno, el relacionado con la nueva legislación sobre quiebra, y dos, el que crea el Sistema Elige Vivir Sano. 



Se trata de indicaciones ya elaboradas por el Ejecutivo y cuyo objetivo es rectificar algunas disposiciones. 



La idea es extender el plazo hasta las 5 de la tarde de hoy.



Por otro lado, solicito autorización para que la Comisión de Hacienda sesione paralelamente con la Sala un tiempo breve, con el objeto de ratificar un acuerdo que tomamos ad referéndum en relación con el proyecto sobre salario mínimo, que viene de la Cámara y está con “discusión inmediata”, como también para despachar la iniciativa que crea el Sistema Elige Vivir Sano, que tiene igual calificación.



Por tanto, pido dos cosas: plazo hasta las 5 de la tarde para formular indicaciones y la posibilidad de que la Comisión de Hacienda se reúna a esa misma hora a los efectos de pronunciarnos sobre ambas iniciativas.

El señor PIZARRO (Presidente).- Si no hay inconveniente, se extenderá el plazo hasta las 5 de la tarde para recibir las indicaciones a los proyectos señalados.



--Así se acuerda.

El señor PIZARRO (Presidente).- Con respecto a la otra solicitud, Senador Zaldívar, como estamos discutiendo la iniciativa sobre televisión digital, que requiere quórum, quisiera saber, con la experiencia que tiene usted, cuánto tiempo cree que necesita la Comisión para despachar los proyectos.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Veinte minutos, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- ¿Podrían ser menos?

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Es posible.

El señor PIZARRO (Presidente).- Bien.



Entonces, si le parece a la Sala, se autorizará el funcionamiento simultáneo de la Comisión de Hacienda por el lapso que se ha indicado.



Acordado.



En caso de que haya votaciones, llamaremos a sus integrantes, pues el recinto donde funciona se encuentra al lado.

)---------------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Es sobre la Cuenta, señor Presidente.



Acaba de declararse inadmisible una moción que presenté junto con los Senadores Ruiz-Esquide, Girardi, Rossi y Uriarte, para los efectos de introducir una modificación al decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, del Ministerio de Salud, para eliminar la exigencia de carácter excepcional de las homologaciones de tratamientos médicos.



Por lo tanto, solicito que se oficie al Ejecutivo pidiéndole el patrocinio para esa iniciativa.

El señor PIZARRO (Presidente).- Si no hay objeción, se enviará el oficio pertinente.



--Así se acuerda.

)---------------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor García-Huidobro.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señor Presidente, en nombre de la Comisión de Obras Públicas, solicito que se abra un nuevo plazo para presentar indicaciones al proyecto que establece compensaciones para los usuarios de agua potable, hasta el lunes 13 de mayo.

El señor PIZARRO (Presidente).- ¿Habría acuerdo en tal sentido?



Acordado.

)--------------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Muñoz Aburto.

El señor MUÑOZ ABURTO.- Señor Presidente, la Comisión de Trabajo y Previsión Social, en sesión del día de hoy, resolvió solicitar que se fije un nuevo plazo para formular indicaciones, hasta el lunes 13 de mayo, a las 16, en la Secretaría de la Comisión, al proyecto que amplía el plazo de derecho a ausentarse del trabajo, para la madre, cuando la enfermedad sufrida por el hijo sea cáncer (boletín N° 5.857-13), y también respecto de la iniciativa que fortalece el rol de la Superintendencia de Seguridad Social (boletín 7.829-13).

El señor PIZARRO (Presidente).- Si no hay objeción, se accederá a lo planteado.



--Así se acuerda.

)---------------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, quisiera consultar si la Comisión de Hacienda elaboró el informe relacionado con la iniciativa que crea el Sistema Elige Vivir Sano, o si, en su defecto, se podría poner en votación ese proyecto, porque entiendo que la Comisión iba a sesionar ahora.

El señor PIZARRO (Presidente).- Señor Senador, por petición del Presidente de dicho órgano, la Sala acordó ampliar el plazo de indicaciones para ese proyecto -al parecer hay que introducirle alguna modificación- hasta las cinco de la tarde del día de hoy, autorizando a la Comisión para funcionar paralelamente con la Sala con el propósito de analizar las observaciones presentadas por el Ejecutivo tanto a ese proyecto como al que reajusta el salario mínimo.

El señor PROKURICA.- ¿Se verían hoy en Sala esas iniciativas?

El señor PIZARRO (Presidente).- La idea es que, si se logra acuerdo al interior de la Comisión, se puedan tratar en un rato más.



Esa resolución todavía no la hemos adoptado, pero podremos hacerlo en el  momento oportuno.

El señor PROKURICA.- Muchas gracias, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Había pedido la palabra, señor Presidente, para ayudar a contestar la consulta del Senador Prokurica en el sentido de que se hace necesario ampliar el plazo para presentar indicaciones porque se incorporará una modificación que es de facultad exclusiva del Ejecutivo.



Con eso se formalizaría definitivamente el proyecto para que lo pueda ver la Sala.

El señor PIZARRO (Presidente).- Muchas gracias por la aclaración, Su Señoría.



Entiendo que el señor Ministro Larroulet ha dado, en todo momento, su consentimiento en cuanto a que esa es la situación en que nos encontramos.

V. ORDEN DEL DÍA

INTRODUCCIÓN DE TELEVISIÓN DIGITAL TERRESTRE

El señor PIZARRO (Presidente).- En el Orden del Día, corresponde continuar la discusión particular del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que permite la introducción de la televisión digital terrestre, con segundo y nuevo segundo informe de las Comisiones de Transportes y Telecomunicaciones y de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, unidas, informe de la Comisión de Hacienda, y urgencia calificada de “suma”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (6190-19) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En segundo trámite, sesión 8ª, en 13 de abril de 2011.



Informes de Comisión:



Transportes y Telecomunicaciones: sesión 30ª, en 5 de julio de 2011.



Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología y de Transportes y Telecomunicaciones, unidas (segundo): sesión 91ª, en 2 de enero de 2013.



Hacienda: sesión 91ª, en 2 de enero de 2013.



Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología y de Transportes y Telecomunicaciones, unidas (nuevo segundo): sesión 2ª, en 13 de marzo de 2013.



Discusión:



Sesiones 31ª, en 6 de julio de 2011 (se aprueba en general); 92ª, 93ª y 94ª, en 8, 9 y 15 de enero de 2013 (queda pendiente la discusión particular); 96ª, 100ª y 102ª, en 16 de enero, 5 y 6 de marzo de 2013 (queda pendiente la discusión particular); 1ª y 3ª en 12 y 19 de marzo (queda pendiente la discusión particular); 8ª, en 3 de abril de 2013 (queda para segunda discusión); 13ª, 19ª y 20ª, en 10 de abril y 7 de mayo de 2013 (queda pendiente la discusión particular).

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La última vez que se trató este proyecto quedó pendiente la votación de la indicación renovada 444 bis, que agrega un inciso final al actual artículo 17, contenido en el numeral 17, nuevo, del artículo 1° del proyecto.



El texto de esa modificación figura en la página 10 del boletín de indicaciones renovadas que Sus Señorías tienen a su disposición.



Ahora bien, los señores Senadores recordarán que se aprobó la reapertura del debate para los efectos de que se pudiera presentar una indicación al inciso sexto del artículo 17, referente a la transmisión de eventos deportivos.



A la Mesa han llegado indicaciones, del mismo tenor, para intercalar, en el artículo 17, el siguiente inciso sexto, nuevo:



“Los partidos de la selección nacional de fútbol profesional, que tengan el carácter de oficiales, en el evento de ser transmitidos, deberán serlo a través de señales de televisión de libre recepción, sin perjuicio de las transmisiones que puedan hacer los permisionarios de servicios limitados de televisión.”.



Firman las indicaciones los Senadores señores Sabag, Horvath, Eduardo Frei, señora Alvear y señores Patricio Walker, Espina, Chahuán, Navarro, Cantero, Prokurica, Escalona y Larraín Peña. 



La norma requiere quórum calificado para su aprobación.



Este nuevo inciso sexto del artículo 17 vendría a remplazar al que se rechazó en la sesión del día de ayer.

El señor PIZARRO (Presidente).- Esta norma tiene que ver con el debate que sostuvimos respecto a la transmisión de eventos deportivos.



Se acordó, por la unanimidad de la Sala, redactar indicaciones más acotadas.



Las presentadas son exactamente iguales y han sido patrocinadas, en total, por doce señores Senadores.



¿Se entregó copia de las indicaciones, señor Secretario?

El señor LABBÉ (Secretario General).- No, señor Presidente. No ha habido tiempo pues acaban de llegar a la Mesa.

El señor ORPIS.- Que las proyecten en la pantalla de la Sala, señor Presidente.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Puedo volver a leerlas.

El señor PIZARRO (Presidente).- Por favor, señor Secretario, vuelva a leer las indicaciones. Y a ver si las pueden poner también en las pantallas. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- Las indicaciones proponen intercalar un nuevo inciso sexto al artículo 17, del siguiente tenor:



“Los partidos de la selección nacional de fútbol profesional, que tengan el carácter de oficiales, en el evento de ser transmitidos, deberán serlo a través de señales de televisión de libre recepción, sin perjuicio de las transmisiones que puedan hacer los permisionarios de servicios limitados de televisión.”.

El señor PIZARRO (Presidente).- Hago presente a la Sala que las indicaciones, de idéntico texto, son producto del largo debate que hubo en la sesión del día de ayer y del consenso que se logró para obviar las inquietudes manifestadas por algunos señores Senadores.



En consecuencia, los que estén de acuerdo con ellas deben votar a favor, y los que no, en contra.



Además, la Mesa considera retirada la indicación 444 bis, del señor Girardi y otros señores Senadores, que había quedado pendiente. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- Así es, señor Presidente.



--Queda retirada la indicación renovada 444 bis.

El señor PIZARRO (Presidente).- En consecuencia, se pondrá en votación la indicación presentada.

El señor WALKER (don Patricio).- ¿Cuál, señor Presidente? 

El señor PIZARRO (Presidente).- Son iguales, señor Senador.

El señor WALKER (don Patricio).- Lo pregunto para los efectos de la historia de la ley.

El señor PIZARRO (Presidente).- Para tales efectos, quedarán consignadas las firmas de los doce señores Senadores. 



Sabemos que usted firmó una. ¡Y para su tranquilidad, su nombre quedará en letra de molde…!



En votación el texto de las indicaciones.



--(Durante la votación).
El señor PIZARRO (Presidente).- Se han inscrito para fundar su voto los Honorables señores Novoa, Navarro y Letelier.



Tiene la palabra, en primer lugar, el Senador señor Novoa.

El señor NOVOA.- Señor Presidente, esta indicación corrige gran parte de los problemas que se hicieron presentes en la sesión de ayer, pero creo que no deja de ser solo una aspiración de deseo.



Todos sabemos que el fútbol internacional se rige por normas y convenios. La selección chilena de fútbol participa en campeonatos organizados por la FIFA y no es dueña de hacer lo que quiera con su imagen, desde el momento en que ha suscrito ciertos compromisos.



Entonces, con esta indicación se solucionan todos los problemas mencionados. Pero -repito- pienso que aquí se está haciendo una expresión de deseo, que ojalá pueda cumplirse.



No es mi intención objetar la aprobación de la indicación, sino solo dejar constancia de mi opinión sobre el particular.



Me abstengo, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro para fundamentar su voto.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, la redacción ha sido revisada, consensuada y establece que los partidos de la selección nacional de fútbol profesional, en el caso de concretarse, podrán ser transmitidos por la televisión abierta, sin perjuicio de que los permisionarios de servicios de cable también puedan hacerlo. 



Se ha restringido a lo más importante: la masividad del fútbol. En el resto de las transmisiones, habrá amplias libertades de transmisión tanto para los canales abiertos como para los de cable.



La única restricción que se ha impuesto es que cuando las autoridades competentes celebren contrataciones con la FIFA, esa normativa se encontrará con que la transmisión de los partidos oficiales debe hacerla un canal abierto. Es una regulación, una restricción a aquello. No hay un perjuicio económico, sino una regulación que libremente el país se da.



Hemos discutido muchas veces sobre la extraterritorialidad de las leyes -es un tema que podemos abrir-, porque aquí no estamos hablando de un contrato entre privados, sino que se trata de una legislación, de carácter nacional, regulatoria de -aunque algunos me dirán que somos majaderos- un bien nacional de uso público.



Creo que la redacción es apropiada, toda vez que, salvaguardando el consenso necesario, busca asegurar la accesibilidad de todo el público a los partidos de “La Roja”, razón por la cual la votaré favorablemente.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP!



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, solamente deseo hacer constar que esta redacción fue el resultado de un acuerdo que se tomó ayer con la presencia del señor Ministro del ramo y de los Senadores señores Navarro, Espina, García-Huidobro y el que habla.



El Senador Espina, por razón de sus responsabilidades en la Región de La Araucanía, no está presente hoy día en esta sesión, pero el texto fue construido gracias a un acuerdo entre todos. Se trata de una redacción elaborada transversalmente para asegurar que al menos los partidos de la selección nacional de fútbol profesional sean vistos por todos los chilenos.



Queda pendiente el debate sobre qué pasa con los otros deportes. Yo quiero solamente consignar -me comprometí a ello con el Senador Espina- que este acuerdo fue transversal.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor García-Huidobro.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señor Presidente, seré muy breve.



Sin duda, la redacción original del inciso sexto del artículo 17 hacía que los deportes distintos del fútbol quedaran prácticamente imposibilitados de ser transmitidos por los canales de cable.



Por lo tanto, quiero valorar el acuerdo al que se llegó. 



La indicación propuesta favorece al fútbol. En definitiva, se mantiene lo que ocurre hoy día. Hay libertad para transmitir en especial todos los deportes que no son tan masivos. 



Si bien las selecciones nacionales tienen una presencia en el mundo, es importante apoyar el deporte en general. Por eso, los encuentros de las distintas disciplinas deportivas (handball, rugby, basquetbol, tenis, etcétera) seguirán siendo, en la televisión digital, transmitidos por los canales de cable.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, ayer no participé en esta conversación. 



Yo soy futbolista, igual que usted. Hemos jugado muchas veces. Por lo mismo, me parece relevante que los partidos de la selección nacional de fútbol profesional sean transmitidos. Pero es complejo no pensar en otros deportes que son igual de importantes en Chile. 

El señor LAGOS.- ¡El cricket…!

El señor GÓMEZ.- Aparte del cricket, hay deportes que tienen una cantidad significativa de aficionados a nivel nacional.



Entonces, creo que debiéramos procurar incluir -imagino  que a esta altura de los acuerdos ya no se puede- otros deportes: el atletismo, la gimnasia, el basquetbol. 



En la indicación se pensó en un solo deporte, en circunstancias de que en otras disciplinas hay gente esforzada que está trabajando con seriedad, que ha hecho campañas en el extranjero, que gana y que tiene todo el derecho a ser vista por todos los chilenos.



En consecuencia, me parece que haber circunscrito la norma propuesta al fútbol profesional constituye un avance; pero podría haberse incluido perfectamente otros deportes en los que se está compitiendo internacionalmente. Los chilenos aficionados a ellos tienen derecho a verlos.



Gracias, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, como se dijo ayer, esta fue una materia ampliamente debatida en la Comisión de Transportes y en las Comisiones unidas de Transportes y de Educación. De hecho, generó una controversia que incluso llegó a los medios de comunicación. ¡A raíz de ello, casi hubo un pugilato en esta Sala…!



Y finalmente se consagró un acuerdo: los partidos de la selección nacional de fútbol profesional que tengan el carácter de oficiales van a poder ser transmitidos por la televisión de libre recepción. Ello, independientemente de que los permisionarios de servicios limitados de televisión también puedan transmitirlos.



Creemos que de esta manera se salvan dos objetivos: primero, resguardar la libertad económica y, segundo, posibilitar que todos los chilenos tengan acceso a ese tipo de espectáculos.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Pérez Varela.

El señor PÉREZ VARELA.- Señor Presidente, esta indicación claramente perfecciona la propuesta que ayer provocó un debate tan intenso. 



El texto original del inciso sexto del artículo 17 establecía la prohibición de transmitir por cable cualquier evento deportivo en que participara una selección chilena, sea de fútbol, de tenis, de basquetbol, de atletismo o de cualquier otro deporte. 



La indicación que se nos presenta hoy es muy superior a lo planteado ayer. 



Ahora bien, hago presente que ella está inspirada en algo que no resiste ningún análisis. La voy a votar a favor, señor Presidente, pero hay que reconocer eso. Se parte de la base de que Canal 13, Televisión Nacional, Chilevisión o Megavisión -por nombrar los canales actualmente existentes- no van a tener interés en transmitir los partidos de la selección chilena. ¡Eso es absurdo! 



Si hay un mundial de fútbol, los canales nacionales, con sus auspiciadores, se la van a jugar por entero para quedarse con la señal. Sería ridículo que no compitieran por transmitir en sus pantallas un evento de tal naturaleza. 



Últimamente, vimos canales de televisión abierta que apostaron por transmitir las Olimpíadas de Londres, donde hubo atletismo, esgrima, etcétera. Y pudimos disfrutar en esos medios todos y cada uno de los deportes participantes. Ello, porque un director de televisión encontró que eso era importante y significativo para sus televidentes, y sus auspiciadores lo financiaron. 



Leyendo la norma, da la impresión de que algunos creen que para Megavisión, por ejemplo, no es negocio transmitir el mundial de fútbol. Es absurdo. Les estamos diciendo a Megavisión, a Chilevisión: “¿Saben? Están obligados a transmitir los partidos de la Roja”. ¡Pero si eso es un gran negocio para ellos! Lo ha sido siempre, porque el deporte genera televidentes y los auspiciadores apoyan todos los programas de alta sintonía.



Pero, bueno, ese es el debate al que hemos llegado. 



Estamos aprobando una norma que -reitero- mejora sustancialmente lo discutido ayer, pero no esconde al final una apreciación que, a mi juicio, es absolutamente errada. 



Ayer se dijo aquí que, si se transmitiera por cable un partido de la Roja, se nos estaría quitando el alma nacional, el escudo, los valores patrios. Por lo tanto, había que asegurar la trasmisión por televisión abierta.



 ¡Además, se señaló que la selección chilena de futbol no podía estar formada por jugadores que ganaran plata por ello! A lo mejor, alguno siente cierta nostalgia por los octogonales o hexagonales del verano, cuando venía el equipo de la Unión Soviética y todos sus jugadores pertenecían al Ejército soviético, o cuando jugaba el Vasas de Hungría, compuesto por soldados del Ejército húngaro. Esa es, a lo mejor, la aspiración que algunos tienen en este tipo de temas. Pero les quiero decir que ese mundo hace rato que se cayó.



Gracias, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, reconociendo lo señalado por el Honorable señor Pérez Varela, hago presente que, antes de que se propusiera la norma que nos ocupa esta tarde, un canal de cable perfectamente podía adjudicarse un mundial de fútbol y no vendérselo a un canal de televisión abierta.



El inciso que se discutió ayer tenía un segundo inconveniente: si bien resolvía el problema que acabo de mencionar, impedía en la práctica, por su redacción, que los eventos deportivos de interés nacional fueran transmitidos por cable al establecerse su difusión por canales de libre recepción. 



La indicación que estamos aprobando esta tarde soluciona ese problema. Señala que los partidos de la selección nacional de fútbol profesional que tengan el carácter de oficiales deberán ser transmitidos por medio de señales de televisión abierta, sin perjuicio de que, paralelamente, se llegue a acuerdo para transmitirlos por el cable.



En la práctica, se pueden dar muchas figuras: una, que los canales de libre recepción se adjudiquen el tema directamente; otra, que entre los canales abiertos y los de cable se formen alianzas estratégicas para transmitir, a través de las pantallas de unos y otros, los partidos de la selección chilena.



En consecuencia, señor Presidente, creo que la indicación propuesta resuelve adecuadamente los dos inconvenientes que se habían presentado con anterioridad.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).-  Tiene la palabra el Senador señor Girardi.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, creo que esta discusión tiene aspectos interesantes. 



Resulta igualmente relevante para la sociedad chilena el hecho de que haya una dimensión propietaria de nuestra selección nacional de fútbol, por cuanto tiene dueños, que pueden transar o negociar algo que no les pertenece.



Yo voy a hacer una presentación ante el Registro de Marcas Comerciales, porque considero que quienes inscribieron la selección chilena a su nombre no tienen derecho a ello. Violan la ley, pues la selección, de acuerdo con la Constitución, le pertenece a la sociedad toda. 



Se trata de visiones ideológicas distintas. Seguramente, a los colegas de enfrente lo descrito no les parece un problema en lo más mínimo. 

El señor LARRAÍN.- Eso no lo dice la Carta.

El señor GIRADI.- Sí lo establece. Los símbolos y colores patrios pertenecen al conjunto de la sociedad, y nadie se puede apropiar de ellos. Lo mismo se aplica al himno nacional y a otros emblemas.



Aquí hay buenos defensores de la nacionalidad, pero a veces están dispuestos a transarla si se dan buenos precios de mercado. Respecto de eso, mi visión es menos relativa. 



Tampoco considero, como señaló el Senador Pérez Varela, que esto deba ser una institución totalmente estatizada. No. Creo que, entre ambas posiciones hay un mundo de situaciones. 



Lo que no se puede aceptar es lo que manifestó el Honorable señor Orpis y que sí ha ocurrido: que los chilenos no puedan ver las transmisiones en directo de los partidos de la selección nacional de fútbol, siendo ello de su interés, y que estos sean transmitidos solo por cable y no por la señal de televisión abierta.



Ahí es donde colisiona el derecho de todos los chilenos de ser espectadores del juego de su selección nacional con los intereses comerciales que están de por medio.



Nosotros presentamos varias indicaciones en este sentido. A mi juicio, la que nos ocupa resuelve en parte el problema, por cuanto deja restringida la norma solo al ámbito de la selección nacional de fútbol. En mi concepto, esto debiera ir un poco más allá.



Yo sé que aquí hay muchos cultores del fútbol -varios somos fanáticos-, pero existen otros ámbitos en la vida del país que cuentan con representación de carácter oficial y que también pueden ser de interés nacional. Por eso la definición que planteamos en el inciso original era un poco más amplia. Contemplaba los dos elementos: uno, que el evento deportivo fuera oficial -es decir, que represente a la sociedad toda-, y el otro, que sea de interés nacional. 



Es cierto, puede haber un torneo de cricket, como algunos sostuvieron, en el que participe oficialmente nuestra selección en representación de Chile, pero tal partido no será de interés nacional. En cambio, sí lo serán muchos eventos oficiales de otras disciplinas.



Asimismo, pienso que hay ámbitos de la cultura que este país debiera hacer suyos. Se observa una escasez cultural, un espesor cultural milimétrico. Chile no ha apostado ni por la ciencia ni por la cultura, sí lo ha hecho en forma parcial por el deporte, solo focalizado en el fútbol. A mi juicio, este problema seguramente lo tendremos que remediar a futuro. 



Tal vez debiéramos haber propuesto una mejor redacción: los partidos de la selección no podrán ser transmitidos por los canales de pago, salvo que, de manera simultánea o previa, aquellos sean íntegramente transmitidos por la televisión de libre recepción. Lo que tendríamos que garantizar no es que un canal de cable no pueda transmitir un partido de la selección chilena, sino que lo haga en forma simultánea, íntegra y en directo con la televisión abierta.



Voy a votar a favor de la indicación, porque permite avanzar en la materia, aunque está lejos de resolver un problema más profundo, más complejo. 



Creo que acá se advierten visiones propietarias respecto de bienes públicos, que son de todos. Observo que algunos están dispuestos a relativizar una propiedad de todos los chilenos.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Rossi.

El señor ROSSI.- Señor Presidente, vamos a votar a favor la indicación que nos ocupa, porque pensamos que la selección nacional de fútbol es de todos los chilenos, lo cual debe plasmarse en la práctica y no ser solo un discurso.



Muchos podrán preguntar por qué el fútbol y no otra cosa. Creo que es legítimo y válido que una sociedad, que es representada en el Congreso, debata respecto de cuáles son los ámbitos del quehacer cultural a los que, por su relevancia y trascendencia, debiese permitirse el acceso público, sin ningún tipo de obstáculo, sin trabas, sin discriminación.



Los hechos concretos muestran que en Chile el fútbol es el deporte nacional. Quizás en China estaríamos hablando del bádminton o del tenis de mesa y en otros países, de otras disciplinas. La actividad deportiva es parte de la cultura, es un elemento identitario. Por eso sabemos lo que significa y representa para el pueblo chileno la selección nacional de fútbol.



Por lo tanto, al aumentar la oferta programática, al existir una parrilla más diversa, no cabe privar a la ciudadanía de cosas esenciales. Todo lo contrario, uno espera que las cuestiones fundamentales para los chilenos y las chilenas estén disponibles en la televisión abierta, sin perjuicio de que también se exhiban en la de pago. 



Por eso mismo, nos opusimos a que la señal de la televisión abierta fuera pagada. Ello habría conducido a que los programas de mayor interés, los más nuevos, los de mayor inversión, los más atractivos, se dieran a través de la señal de pago, caso en el cual ocurriría lo mismo que en España, donde lo peor, lo  más antiguo se transmite por la señal de libre recepción.



Pienso que esta indicación es tremendamente importante. 



Los chilenos que no cuentan con dinero para pagar el servicio de cable tienen todo el derecho de ver los partidos de la selección nacional. Y, como bien se ha dicho acá, la selección nacional -la marca “selección nacional”-, con todo lo que ella representa y significa, no es propiedad de un grupo económico, sino que pertenece a todos los chilenos. Eso es lo que queremos plasmar hoy día con esta indicación, que voy a votar a favor. Y espero que el Senado también la apruebe.



Siento que la ciudadanía no entendería que la Cámara Alta la privara de la posibilidad de ver por televisión los partidos oficiales de la selección chilena de fútbol. Resultaría inentendible. 



En mi concepto, nosotros estamos aquí para defender los intereses de los chilenos y las chilenas, especialmente de los más humildes, y no los de grupos económicos o los de quienes lucran con el fútbol.



He dicho.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la indicación que intercala, en el artículo 17, un nuevo inciso sexto (29 votos a favor, una abstención y un pareo), dejándose constancia de que se reunió el quórum constitucional exigido.


Votaron por la afirmativa las señoras Alvear, Pérez (doña Lily) y Rincón y los señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Frei (don Eduardo), García-Huidobro, Girardi, Gómez, Horvath, Lagos, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Sabag, Uriarte, Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



Se abstuvo el señor Novoa.



No votó, por estar pareado, el señor Tuma.

El señor PIZARRO (Presidente).- Le recuerdo al Senador señor Tuma que los pareos no corren cuando se trata de normas de quórum calificado.



Solicito la anuencia de la Sala para que ingrese el Subsecretario de Telecomunicaciones, don Jorge Atton.

El señor SABAG.- Sí.



--Se accede.

El señor PIZARRO (Presidente).- Señor Ministro, ¿requiere permiso para que ingrese alguien más a la Sala?

El señor ERRÁZURIZ (Ministro de Transportes y Telecomunicaciones).- Sí, señor Presidente: el asesor don Andrés Rodríguez.

El señor PIZARRO (Presidente).- Muy bien.



Si le parece a la Sala, entonces, también se autorizará el ingreso del señor Rodríguez.



--Se autoriza.

El señor PIZARRO (Presidente).- En resumen, quedan aprobadas las indicaciones presentadas en esta materia; se retira la indicación 444 bis del Senador señor Girardi, y queda despachado en su totalidad el artículo 17.



Tiene la palabra el señor Secretario. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- Corresponde ver el artículo 18 que se halla en la página 75 del comparado.



Hago presente que se propone intercalar en dicho precepto de la ley los incisos segundo y tercero, nuevos, pasando su actual inciso segundo a ser inciso cuarto. 



El Senador señor Novoa pidió votación separada del nuevo inciso segundo. 



Respecto del inciso tercero, según el informe comparado, en las Comisiones unidas se aprobó por unanimidad lo relativo a las municipalidades y, en votación dividida, lo tocante a las corporaciones y fundaciones municipales.



De consiguiente, habría que votar por separado lo que pidió el Senador señor Novoa y, también, lo aprobado por mayoría.



Este artículo no es de quórum especial, y requiere para su aprobación mayoría simple.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, igual hay que votar el primero de los incisos que las Comisiones unidas proponen intercalar en el artículo 18, porque no se aprobó en forma unánime, sino por 5 votos a favor y 2 en contra.



Por lo tanto, independiente de que el Senador señor Novoa haya solicitado votación separada del inciso, corresponde que nos pronunciemos al respecto.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En relación con el primero de los incisos, el Senador señor Novoa pidió votación separada, sin perjuicio de que igual corresponde votarlo por haberse aprobado solo por mayoría.

El señor PIZARRO (Presidente).- En votación el inciso segundo nuevo que las Comisiones unidas proponen intercalar en el artículo 18 de la ley.



Reitero que es de quórum simple. Se  votará conforme a la petición del Senador señor Novoa.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El inciso segundo nuevo que se propone intercalar en el artículo 18 de la ley expresa:



“Las concesiones de servicio de radiodifusión televisiva de libre recepción solicitadas por personas jurídicas con participación de capital extranjero superior al diez por ciento, sólo podrán otorgarse si se acredita previamente que en su país de origen se otorgan a los chilenos derechos y obligaciones en similares condiciones a las que estarían sujetos los solicitantes, de obtener la concesión. La infracción a lo dispuesto significará la caducidad de la concesión.”.



--(Durante la votación).

El señor PIZARRO (Presidente).- Para fundamentar el voto, tiene la palabra el Senador señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, me parece que debemos aprobar este inciso, porque ocurre que, en la radiodifusión, personas de distintos países invierten en Chile y adquieren una, dos, tres y hasta veinte radios; sin embargo, ningún chileno tiene el mismo trato en las naciones de origen de esos inversores.



La reciprocidad es un asunto que debemos ir estableciendo no solo en relación con los medios de comunicación, sino también en otras áreas. Porque Chile ya no es el de antes y hay empresarios nuestros que se atreven a invertir en otras naciones.



Alguien podrá decir que con eso frenaríamos la inversión extranjera. ¡Para nada! Porque, si queremos que quienes han adquirido canales tengan las mismas condiciones exigidas a los nacionales, me parece bueno establecer que en los países de origen de los inversores nos den similares condiciones.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Señores Senadores, está en votación el primero de los incisos que se propone intercalar en el artículo 18 de la ley.



¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el inciso segundo nuevo que las Comisiones unidas proponen intercalar en el artículo 18 (17 votos a favor, 2 en contra, una abstención y 3 pareos).



Votaron por la afirmativa la señora Rincón y los señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Escalona, Horvath, Larraín (don Carlos), Muñoz Aburto, Navarro, Pizarro, Prokurica, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



Votaron por la negativa los señores Novoa y Orpis.



Se abstuvo el señor Girardi.



No votaron, por estar pareados, los señores Coloma, Frei (don Eduardo) y Tuma.

El señor PIZARRO (Presidente).- El otro de los incisos que se debe votar establece que no podrán ser titulares de una concesión las municipalidades, las corporaciones y las fundaciones municipales.



Las Comisiones unidas aprobaron por unanimidad la prohibición de que las municipalidades sean titulares de una concesión y en votación dividida la parte relativa a las corporaciones y fundaciones municipales.



En votación el inciso tercero nuevo que las Comisiones unidas proponen intercalar en el artículo 18 de la ley.



--(Durante la votación).

El señor PIZARRO (Presidente).- Para fundamentar el voto, tiene la palabra el Senador señor Rossi.

El señor ROSSI.- Señor Presidente, pienso que los municipios no debiesen tener la posibilidad de adquirir un canal de televisión.



Yo viví la experiencia -creo que muchos Senadores también- de no ser del agrado del alcalde de turno y estar prácticamente vetado en el canal de televisión.



He tenido mala suerte, porque no le he achuntado nunca.



Hago la diferencia con lo que sucede en mi Región, porque en Arica ha sido distinto: el canal es mucho más pluralista.



Pero yo no he salido nunca en televisión en dos o tres años. Me parece que el Senador señor Orpis tampoco.



Señor Presidente, sinceramente creo que un canal de televisión debe estar en manos de quien pueda garantizar prescindencia, ecuanimidad, diversidad, pluralismo, objetividad, y no ser una instancia en donde muchas veces los alcaldes aparecen durante cuatro o cinco horas para hacer intervencionismo electoral.



Ello se presta para exhibir lo peor de la corrupción política.



Me parece muy bien que los canales de televisión no estén en manos de los municipios.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, lo señalado puede tener cierto sentido. Pero el inciso en discusión también va a excluir de esa posibilidad a la Asociación Chilena de Municipalidades, en sus dos expresiones: la opositora  y la oficialista.



Por ser el municipio la unidad base organizacional de la estructura institucional del país, no veo por qué su organización nacional no pueda tener acceso a un canal para difundir sus normas a los 345 alcaldes y concejos municipales asociados.



En esto de prohibir a los municipios ser titulares de una concesión -algunos se han endeudado altamente para adquirir un canal de televisión, sin una justificación adecuada-, no debiera excluirse a las asociaciones de municipios de la posibilidad de acceder a un canal televisivo.



Lamentablemente, la Asociación Chilena de Municipalidades se dividió. Pero, al menos, una concesión de 6 megahertz, administrada por la asociación de municipalidades, debiera ser posible.



Creo inadecuado prohibir a las municipalidades ser titulares de una concesión.



Se trata de una institución. Es como si se dijera que el Senado o la Cámara de Diputados no pueden adquirir un canal de televisión.



No veo por qué la asociación nacional de los municipios -que tiene distribución territorial completa y una injerencia vital en la vida de los habitantes de todo el país- no pueda ser titular de un canal televisivo. Pienso que sería interesante permitir la transmisión de los contenidos propios de los municipios en forma especializada.



Si este inciso prohíbe que la titularidad de una concesión sea de una asociación de carácter nacional -sería bueno preguntar al respecto al señor Ministro-,  yo no voy a estar de acuerdo.



Creo que debe preservarse la posibilidad de que la Asociación Nacional de Municipalidades sea titular de un canal, pero no las municipalidades en particular.



Por tanto, pregunto a los señores Ministro de Transportes y Subsecretario si ello es factible. Mi interpretación es que, con la referida norma, se excluye a la Asociación Nacional de Municipalidades de esa posibilidad.



Durante mucho tiempo hemos recibido quejas de los alcaldes de todos los signos políticos en el sentido de que cada vez que aprobamos una norma no financiada las municipalidades deban hacerse cargo del gasto correspondiente, aumentando de esa manera sus deudas.



Esta norma excluyente no será bien vista por los alcaldes de todos los colores políticos en lo relativo a su representación nacional.



Es necesario que una institución que agrupa a los municipios a nivel nacional pueda tener un canal, como ocurre con el Senado y la Cámara de Diputados. Y esperamos que sea con señal abierta.



Se lo planteo al señor Ministro.



Si la norma dijera que no podrán ser titulares de una concesión televisiva los municipios en particular, salvo las asociaciones nacionales, me parecería lo más adecuado.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP!

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Orpis. 

El señor ORPIS.- Señor Presidente, hablar de municipio es sinónimo de gobierno local. Y tal tema lo enfrentamos a propósito de Televisión Nacional y del gobierno nacional. 



Se dictó una ley especial para establecer la existencia de un concejo que fuera completamente pluralista, de manera de asegurar que personas que se desenvuelven en la cosa pública, en los municipios, en el gobierno central, tengan su correlato en autoridades tanto nacionales como locales. 



Como bien señaló el Senador señor Rossi, cuando no ocurre de esa forma y el municipio es el directamente involucrado, sin ese concejo, independiente del signo político de sus autoridades, al final se transforma en una señal de propaganda. 



Estaría dispuesto a legislar sobre la materia, pero haciendo un símil con Televisión Nacional; es decir, un canal público a nivel regional. Porque el día de mañana el problema también se puede presentar en los gobiernos tanto regionales como locales. Una legislación especial debe regular el asunto y establecer concejos pluralistas, pues es la única manera que, en definitiva, ese tipo de canales de televisión no hagan propaganda a quien ocupa la titularidad de un gobierno regional o local. 



En las condiciones actuales, estoy plenamente de acuerdo con la norma propuesta. Sin perjuicio de ello, creo que en esta legislación, o en una especial, debería normarse la televisión de carácter regional y local a semejanza de lo que es la señal pública, en este caso, de Televisión Nacional. 

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Gómez. 

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, el Senador señor Orpis me ahorró parte de lo que iba a decir. 



En mi opinión, es importante que los municipios tengan un canal de televisión. Pero tiene que haber regulación al respecto. Es muy complejo permitir una estación televisiva en la cual finalmente el alcalde o la autoridad de turno tenga todas las facultades de un concesionario, como las de apertura, etcétera, y de contar con un canal a su disposición. 



Por lo tanto, me parece interesante legislar para que eso sea factible, pero con una regulación especial. Porque aquí estamos hablando de la posibilidad de que el municipio pueda informar sobre campañas de utilidad pública de la comuna, programas educativos y muchas cosas interesantes. Pero debe haber reglas claras. 



Establecido el punto de manera tan abierta como se encuentra, me parece muy peligroso. 



Voy a aprobar el inciso propuesto por las Comisiones unidas. 

El señor PIZARRO (Presidente).- Para fundamentar el voto, tiene la palabra el Senador señor Cantero. 

El señor CANTERO.- Señor Presidente, voy a votar a favor de este inciso. Sin embargo, quiero consignar mi coincidencia con aquellos que expresan su preocupación por la forma en que debe ser entendida la dirección de tal espacio comunicacional. 



En efecto, que sea una autoridad unipersonal que además tenga un enfoque de generación política, lo encuentro inadecuado. Pero me parece muy razonable dejar establecido -el Ejecutivo debiera regularlo de alguna manera en las instancias pertinentes- que dicha dirección debe estar a cargo de un órgano colegiado, y que los municipios dispongan de él -llámese concejo municipal- y que sea presidido, precisamente, por el alcalde. 



Como dicho organismo recoge pluralidad y diversidad, en consecuencia, las decisiones deben responder a cierto análisis de la situación y tomarse de cara a la comunidad, en forma transparente. Con ello, quedaría cautelado el ámbito de preocupación expuesto por los señores Senadores. 



Voto a favor. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación. 



--Se aprueba el inciso tercero nuevo que las Comisiones unidas proponen intercalar en el artículo 18 (29 votos a favor y 2 pareos). 



Votaron por la afirmativa las señoras Pérez (doña Lily), Rincón y Von Baer y los señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Escalona, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Rossi, Sabag, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



No votaron, por estar pareados, los señores Coloma y Frei (don Eduardo).

El señor PIZARRO (Presidente).- En consecuencia, queda terminada la discusión del referido artículo. 

)----------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Antes de seguir con la próxima disposición, quiero aprovechar de saludar a los integrantes de los Clubes de Adultos Mayores Las Camelias y Los Encantos de la Compañía, de Graneros, que nos acompañan en las tribunas. 



Les expreso mis felicitaciones. 



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

)----------(

El señor PIZARRO (Presidente).- El Comité Renovación Nacional me ha solicitado que recabe la autorización de la Sala para que el proyecto de ley que establece el Sistema Nacional de Emergencia y Protección Civil y crea la Agencia Nacional de Protección Civil, que se informó en la Cuenta de hoy, también sea visto por la Comisión de Defensa. 



¿Habría acuerdo?

El señor LETELIER.- ¿Dijo de Defensa, señor Presidente?

El señor PIZARRO (Presidente).- Así es, señor Senador. 

El señor LETELIER.- Señor Presidente, el Sistema Nacional de Emergencia considera a los municipios dentro de sus actores fundamentales. 



No se trata de un problema de Defensa Nacional, en lo mínimo, sino de orden y de emergencia, donde puede darse la necesidad de que las Fuerzas Armadas interactúen. 



Quiero entender que el acuerdo es para que el proyecto sea visto en conjunto por las Comisiones de Defensa y de Gobierno, y no solo por la primera. 

El señor PROKURICA.- En Comisiones  unidas, señor Presidente. 

El señor PIZARRO (Presidente).- El acuerdo es para que lo estudie la de Gobierno y después la de Defensa. 



Así se planteó. 

El señor LETELIER.- Señor Presidente, mi inquietud obedece a que no se trata de un problema…

El señor PIZARRO (Presidente).- Señor Senador, no entremos al fondo del asunto. 



Si no hay acuerdo, someteré el asunto a la decisión de la Sala. Es lo más rápido. 



¿El Honorable señor Letelier daría el acuerdo para que la iniciativa vaya a la Comisión de Defensa?



Se acordó tramitarlo a  la Comisión de Gobierno y, además, pasarlo a la de Hacienda. 

El señor PROKURICA.- De Gobierno y de Defensa.

El señor PIZARRO (Presidente).- Se ha solicitado enviarlo también a Defensa, luego de ser vista en la de Gobierno.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, no entiendo. Porque la fundamentación que dieron fue que el asunto también atañe a la de Defensa, pero esta no es la instancia especializada, aunque las Fuerzas Armadas cumplan funciones distintas a las habituales. 



Por lo tanto, soy partidario de que el proyecto vaya a Comisiones unidas, porque de lo contrario se distorsiona el sentido que tiene. 

El señor PIZARRO (Presidente).- Para no hacer mayor cuestión, someteré al pronunciamiento de la Sala la solicitud formulada por el Comité Renovación Nacional. 



Los que estén de acuerdo con que la iniciativa vaya a la Comisión de Defensa, además de la de Gobierno, deben votar sí; y los que estén en contra, no. 



En votación. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación. 



--Se aprueba la petición para que el proyecto pase también a la Comisión de Defensa Nacional (24 votos a favor, 2 en contra, una abstención y un pareo). 



Votaron por la afirmativa las señoras Pérez (doña Lily), Rincón y Von Baer y los señores Bianchi, Cantero, Chahuán, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Kuschel, Larraín (don Hernán), Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Rossi, Sabag, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



Votaron por la negativa los señores Escalona y Letelier.



Se abstuvo el señor Pizarro.



No votó, por estar pareado, el señor Frei (don Eduardo).





)-------------(
El señor PIZARRO (Presidente).- Continúa la discusión del proyecto sobre televisión digital. 



Corresponde ocuparse del artículo 19. 



Tiene la palabra el señor Secretario. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- Informo a Sus Señorías que esta norma tiene carácter de ley orgánica constitucional y, de consiguiente, hay que votarla. Además, no le fueron introducidas modificaciones a su texto, que propone agregar dos incisos finales al artículo 19 de la normativa actual. 

El señor PIZARRO (Presidente).- Entiendo que este numeral no fue objeto de indicaciones y que fue aprobado por unanimidad. Por ende, le solicito a la Sala despacharlo en los términos que se plantean, con el quórum respectivo.



En votación el número 19.



--(Durante la votación).

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro, para fundamentar su voto.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, en la sesión de ayer discutimos por qué se hacía mención a la Fiscalía Nacional Económica en el artículo 16. Y el Ministro aclaró -y yo le retruqué- que ello se hacía en el ámbito de la propiedad.



Efectivamente, solo puede haber un concesionario por canal, pero el precepto que aprobamos ayer dice relación con la cesión del derecho de uso, con la transferencia.



La enmienda que se propone al artículo 19 establece que “la obligación de informar se extiende a los adquirentes del derecho de uso” cuando exista una modificación que tenga efectos sobre la libre competencia en lo relativo al avisaje, pero no sobre la concentración del espectro, ni tampoco cuando se trate de concesionarios que se autoarrienden el espectro o lo arrienden a sociedades relacionadas.



Vuelvo a advertir: debemos intentar generar la mayor regulación posible en esta ley para evitar la concentración del espectro no por la adquisición de la propiedad, sino por el otorgamiento del derecho de uso, el arriendo a sociedades relacionadas, a fin de no tener que recurrir luego a la Fiscalía Nacional Económica para que, con un criterio que hoy día desconocemos, determine cuándo existe tal concentración.



Creo que la preservación del pluralismo debe estar contenida en la normativa y no derivar de las resoluciones de un órgano supervisor. Esta es la ley madre. Por tanto, al dejar abierto este tema damos la posibilidad cierta de que a través de diversas formas (otorgamiento de derecho de uso, transferencia), la propiedad pueda concentrarse.



Por eso, prefiero que la enmienda en examen pase a la Comisión Mixta a ver si consensuamos ahí una definición, una redacción más afortunada, porque si la idea es evitar la concentración para preservar el pluralismo, claramente eso se debe reflejar también en el otorgamiento del derecho de uso, en la trasferencia. No solo en la propiedad, sino además en las sociedades relacionadas.



Quiero recordar el uso de las sociedades espejo en las universidades privadas; la cuestión de las mutuales. O sea, todo esto parte muy adecuadamente, pero cuando quedan rendijas abiertas hay abogados a los cuales se les paga muy bien por encontrarlas para burlar la ley.



Siento que estamos siendo permisivos al no colocar una mención expresa sobre el particular. Es cierto que tenemos la regulación que fija la propiedad de un canal por concesionario, pero no tratándose del uso diverso que aquí se señala.



A mi juicio, vamos a toparnos con problemas de concentración por el autoarriendo o el arriendo a sociedades relacionadas.



En consecuencia, voy a votar en contra de la modificación propuesta y, de haber consenso, soy partidario de que se vea en la Comisión Mixta. 



Deseo notar, señor Presidente, que todas estas dificultades las estamos derivando no a un órgano propio de la presente normativa: el Consejo Nacional de Televisión, sino a un órgano de regulación económica: el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia.



Entonces, la crítica de que las leyes son tramitadas de manera apresurada y de que no logran proveer claridad y regulación sobre ámbitos que les son propios, es efectiva en este caso, porque la normativa puede ser distorsionada, dependiendo del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia que nos toque al momento de una litis, de un cuestionamiento.



Voto en contra de las enmiendas propuestas al artículo 19 por los argumentos que he señalado, no por oponerme a que haya transferencia, otorgamiento del derecho de uso, arrendamiento, sino para evitar que se establezca en la ley la concentración de los medios.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP! 

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, lo único que tiene que hacer la Fiscalía Nacional Económica -presumo-, desde el momento en que solo puede existir una concesión, es verificar las modificaciones en la propiedad. Nada más.



Y si existe una institucionalidad respecto a esta materia, lo lógico es recurrir a ella y no crear una distinta.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, en el articulado se establecen tres criterios: primero, que Chile ha de garantizar -y hoy en día se verifica un debate sobre eso en las radios del país- el principio de la reciprocidad; segundo, que se debe evitar que ciertos entes como los municipios tengan concesiones; y tercero, algo muy básico: la obligación de informar.



Debo decir que comparto plenamente este último criterio, en el sentido de que exista la obligación de informar si hay concentración de propiedad. Y de hallarse fuera del marco de la ley, será la Fiscalía Nacional Económica la que deberá representarlo. 



Con tal fin se estableció esta norma: para que, cuando haya un traspaso del derecho de uso a cualquier título, la Fiscalía Nacional Económica pueda garantizar que no se viole la ley o impedir que alguien intente concentrar la propiedad.



Solo quiero dejar constancia de una inquietud, que no obedece a problema alguno de la ley, sino a cómo garantizamos que la Fiscalía Nacional Económica disponga del personal suficiente para evacuar los informes en debida forma y a tiempo, a los efectos de que la medida establecida en la última parte del numeral 4) no ocurra. Esperamos que siempre se entreguen dentro de los plazos.



Voto a favor.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el número 19, que agrega dos incisos finales al artículo 19 (28 votos a favor y uno en contra), dejándose constancia de que se reúne el quórum constitucional requerido.



Votaron por la afirmativa las señoras Pérez (doña Lily), Rincón y Von Baer y los señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Escalona, Frei (don Eduardo), García, García-Huidobro, Girardi, Horvath, Kuschel, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Letelier, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



Votó por la negativa el señor Navarro.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Pasamos ahora al artículo 22, donde se presentan las siguientes situaciones:



El Senador señor Novoa ha pedido votación separada de las letras d) y f) del precepto.



Además, se ha renovado la indicación N° 370, que agrega una letra d). Es así porque el texto aprobado en general contenía solo hasta la letra c). Pero, en realidad, la indicación renovada está correlacionada -por así decirlo- con la letra f) propuesta en el texto despachado por las Comisiones unidas, por cuanto se refiere también a una declaración jurada, aunque en términos distintos.



Eso es lo que afecta al artículo 22. 

El señor PIZARRO (Presidente).- Señor Secretario, para que todos entendamos lo mismo, lo propuesto en la indicación N° 370, en buenas cuentas, reemplazaría el texto de la letra f).

El señor LABBÉ (Secretario General).- Se ha pedido votación separada de ella.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Novoa.

El señor NOVOA.- Señor Presidente, yo entendí que, en virtud de un acuerdo que cumplí -el resto no-, se habían retirado las solicitudes de votación separada.

El señor PIZARRO (Presidente).- ¡Es que el señor Secretario todavía le sigue haciendo caso…!

El señor NOVOA.- ¡Así es...!



No tengo problema en retirar mi petición si se trata de normas aprobadas por unanimidad.



Eso sí, veamos primero la indicación renovada y después el texto.

El señor PIZARRO (Presidente).- Entonces, se pondrá en votación el artículo 22 en su conjunto. Trataremos y votaremos primero la indicación, y luego el texto. ¿Es de quórum especial, señor Secretario?

El señor LABBÉ (Secretario General).- No, señor Presidente.



En todo caso, es factible votar la indicación renovada siempre que exista texto.

El señor CHAHUÁN.- Hay que votar previamente el artículo.

El señor LABBÉ (Secretario General).- De consiguiente, en concepto de la Secretaría, hay que pronunciarse primero acerca del artículo.

El señor PIZARRO (Presidente).- En consecuencia, procedemos a votar el artículo 22, que fue aprobado por unanimidad en las Comisiones unidas, salvo la letra f), que es objeto de indicación.



En votación. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el artículo 22 propuesto por las Comisiones unidas, con excepción de la letra f) (23 votos a favor y un pareo).



Votaron por la afirmativa la señora Pérez (doña Lily) y los señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Escalona, García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Sabag, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



No votó, por estar pareado, el señor Frei (don Eduardo).

El señor PIZARRO (Presidente).- Ahora corresponde pronunciarse acerca de la indicación renovada N° 370.



El señor Secretario le dará lectura.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La indicación propone agregar una letra d), que pasa a ser f), del siguiente tenor:



“Declaración jurada en que se indique que se está cumpliendo fielmente con la normativa laboral o previsional contenida en la ley N° 19.889, de propiedad intelectual contenida en la ley N° 17.336 y la de los artistas intérpretes o ejecutante de prestaciones audiovisuales contenidas en la ley N° 20.243. Esta declaración podrá ser impugnada por cualquier persona o institución que tenga interés en ello y será el Consejo Nacional de Televisión quien defina si cumple o no con este requisito”.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Eso reemplaza a la letra f).

El señor PIZARRO (Presidente).- Así es. Es lo que hemos estado diciendo.



En votación la indicación renovada N° 370.



Quienes estén de acuerdo con el texto de la letra f) deberán votar en contra de la indicación. Aquellos que desean modificarlo tendrán que pronunciarse a favor.



--(Durante la votación)
El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Novoa.

El señor NOVOA.- Señor Presidente, pido que se vote en contra de la indicación y a favor del texto aprobado unánimemente por las Comisiones unidas. Porque lo que se está pidiendo acá es que se declare el cumplimiento de todas las normas, y eso siempre queda sujeto a controversia. El requisito objetivo es no haber sido condenado por violación de ciertas disposiciones. La declaración de que se está cumpliendo fielmente con la ley es algo que puede quedar sometido al criterio de cualquier persona, y generará un conflicto cada vez que se presente una norma.



Por lo tanto, creo que con las letras d) y f) que aprobaron las Comisiones unidas estarían cubiertos todos los casos señalados.



En tal virtud, pido que se rechace la indicación y que aprobemos la letra f) tal como fue despachada por las Comisiones unidas.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor  Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, esta situación la hemos discutido en varios artículos.



El texto propuesto por las Comisiones unidas habla de no haber sido condenado. Pero hay algunas situaciones que se producen que tienen que ver con las sociedades que se obliga a constituir a los artistas para poder ser contratados -lo han explicado en varias oportunidades-, y solo existe un fallo respecto a ese punto.



Entonces, lo razonable es que en este artículo se establezca claramente que debe efectuarse una declaración jurada en la cual se indique que se cumple fielmente con la normativa laboral o previsional. Cumplir o no una normativa legal no es factible de interpretación, sobre todo en estas materias. No hay ninguna razón para ello.



El hecho de que se diga “que no ha sido condenado” implica necesariamente haber recibido una sentencia. Uno está condenado cuando esta se encuentra ejecutoriada. Por lo tanto, si existe una sentencia de primera instancia, y se recurre a la Corte de Apelaciones y, después a la Corte Suprema, podría eventualmente no haber condena. Por consiguiente, ahí sí hay un problema de interpretación.



Creo que no es poco razonable que quien deba realizar esa declaración jurada la haga diciendo que cumple con la ley. Eso, en mi opinión, no implica interpretación.



Voto a favor.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Rincón.

La señora RINCÓN.- Señor Presidente, en verdad, el Senador Gómez me ha robado -por decirlo de alguna manera- casi todos los argumentos. Y me ha interpretado fielmente.



Esta discusión la sostuvimos en su minuto cuando analizamos el tema del Transantiago, y se incorporó una norma, si bien no igual a esta, muy similar. Y pienso que resulta absolutamente razonable, más aún cuando aquí se está señalando que será el Consejo Nacional de Televisión el que definirá si se cumple o no con el requisito.



Exigirle a quien pretende obtener una concesión en este ámbito una declaración jurada de cumplimiento de la normativa laboral y previsional me parece lo mínimo que se puede hacer.



Voto a favor de la indicación.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, como titular de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones y de las Comisiones unidas, y al igual que el resto de los Senadores que integraron esta instancia, he sido uno de los que han insistido en incorporar las infracciones a estas tres normativas legales como uno de los elementos determinantes para fijar la caducidad.



Sin embargo, hay problemas que me parecen supercomplejos y que me gustaría señalar.



Uno de ellos es que la indicación dispone que será el Consejo Nacional de Televisión el que definirá si se cumple o no con el requisito.



A mi juicio, en esta materia dicho organismo es del todo incompetente. No es un tribunal de la república, y difícilmente podrá determinar si un postulante o una persona que aspira a ser concesionaria de alguna de las señales, ya sea local, local de carácter comunitario, regional o nacional, reúne las condiciones requeridas.



Por tanto, hay que buscar una adecuación de la indicación planteada, porque no se le puede entregar esta atribución al Consejo Nacional de Televisión.



Hago presente lo anterior sin perjuicio de expresar que, como lo he sostenido, considero que hay que establecer los mecanismos para que los concesionarios no vulneren cualquiera de las tres normativas referidas a la propiedad intelectual y a las condiciones laborales de los trabajadores.



En consecuencia, habría que introducir algunas adecuaciones a esta indicación.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, este tema no solo cobra importancia en la ley en proyecto.



En el ámbito de la legislación laboral, ya se ha demostrado qué ocurre cuando el Estado administra un bien.



Por ejemplo, el Ministerio de Obras Públicas celebra un contrato -como sucedió en la Región del Biobío-, con dineros fiscales; después se interrumpe su cumplimiento, la empresa quiebra, no le paga a nadie; se va, y sigue adjudicándose contratos del Ministerio de Obras Públicas. Es más, algunas llegan a demandar al Estado, como ocurrió con la familia Bezanilla (BESALCO) en el caso de las cárceles. Este grupo ganó un juicio por 130 millones de dólares; dejaron inconclusa la construcción de los recintos penitenciarios, y abandonaron a centenares de subcontratistas.



Le pregunté al Ministro del ramo de la época cómo era posible que el MOP siguiera contratando a empresas que no solo no cumplen con la realización de la obra, sino que además demandan a esa Secretaría de Estado. Él me señalaba: “Tenemos que seguir otorgándoles contratos porque sería inconstitucional discriminarlos”.



Es decir, estamos frente a un tema que debe ser revisado. En el ámbito de la televisión digital parece del todo razonable que quien va a administrar un bien nacional de uso público al menos respete la legislación laboral. Si quiere administrar un canal, debe cumplir ese requisito. De lo contrario, que no administre.



Por lo tanto, demos protección a los trabajadores, a los artistas, a los realizadores audiovisuales, porque existe abuso.



Esta indicación va dirigida directo al corazón de los que se aprovechan de los artistas. Los representantes de estos últimos han estado presentes en las Comisiones unidas y han señalado que la propiedad intelectual no se respeta; que los programas grabados son vueltos a exhibir de manera reiterada sin que ellos reciban ni un peso; que se los obliga a firmar contratos por días o por temporada.



Considero de mínima lógica que el Estado, que entrega este bien, exija el cumplimiento de las leyes.



Uno podría decir: “Pertenece al ámbito privado”, lo cual también estimo que se debe regular.



Los subcontratistas hoy día sufren los estragos de una legislación pro empresa mandante, que les delega la responsabilidad a aquellos, que incumple normas y que, en definitiva, se aleja de la responsabilidad que debiera tener.



Esta indicación establece que los que quieran administrar un canal, tener una concesión, deben cumplir la ley. Y, si efectivamente se producen dificultades, será el propio Consejo el que analice, el que haga un estudio en Derecho, el que realice consultas. Pero no basta que la persona no haya sido condenada.



Cualquier juicio indemnizatorio -los señores Senadores lo saben- puede durar hasta tres años; los laborales pueden ser larguísimos.



Se requiere un especial cuidado en esta materia.



¿Cómo logra eso un canal de televisión? Mediante los contratos entre las partes, en los cuales se debe estipular todas las cláusulas y no dejarlos en blanco o dejar abierto el incumplimiento de la ley.



En la actualidad, la televisión en general, incluyendo a Televisión Nacional, incumple la legislación laboral. Y sería un craso error que el Senado aprobara esta normativa que pretende ampliar las concesiones sin tomar debida nota de lo relacionado con el abuso hacia los trabajadores.



No estoy disponible para aprobar una disposición mediante la cual, haya concesionarios de televisión digital que, aun no cumpliendo la legislación laboral, sigan haciendo usufructo de este bien nacional de uso público.



La indicación tiene una amplia gama de firmantes, y representa lo mínimo que podemos hacer.



En efecto, será el Consejo Nacional de Televisión el que podrá definir si no se cumple el requisito.



¿Qué harán los canales? Para eso están los tribunales. Me explico: podrán apelar ante un juzgado y llevar a cabo un proceso judicial si encuentran que sus derechos han sido atropellados.



La indicación genera una condición mediante la cual se va a estimular el cumplimiento fiel de la legislación laboral.



Habrá un incentivo adicional, porque no se establece en ella que por no cumplir el requisito alguien será excluido de manera definitiva. Se impugnará la decisión y el Consejo Nacional de Televisión determinará. Y habrá una apelación en tribunales.



Entonces, cuando alguien quiera postular a una concesión a sabiendas de que la letra f) establece estos requisitos se cuidará de cumplirlos y protegerá los derechos de los trabajadores.



Voto a favor de la indicación renovada.

El señor PIZARRO (Presidente).- Hay varios señores Senadores inscritos.



Tiene la palabra el Honorable señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, desde mi punto de vista, esta indicación da pie a varios comentarios que quisiera realizar.



El primero se refiere a un aspecto formal: me parece plenamente inadmisible. Sobre el particular, deseo pedir un pronunciamiento de la Mesa. Y si esta no lo hace o la declara admisible, solicito votación.



Esta indicación le otorga competencia al Consejo Nacional de Televisión al señalar que será este organismo el que determine si se cumple o no el requisito. Por lo tanto, se le está entregando una facultad. 



Desde esa perspectiva, la indicación resulta del todo inadmisible, pues el Parlamento carece de atributos para otorgar tales facultades.



Eso, en cuanto al aspecto formal.



Desde el punto de vista del mérito, son los tribunales de justicia los llamados a resolver este problema. Y en la indicación se los está reemplazando al entregar prerrogativas jurisdiccionales al Consejo Nacional de Televisión.



Ese camino me parece delicado.



Cuando existe controversia por el cumplimiento o no de una normativa -en este caso, de carácter laboral- le corresponde zanjarla a los tribunales de justicia. Estos se han creado en la sociedad para resolver los conflictos, pues son organismos especializados. 



Y me parece que ellos son los competentes para resolver esta materia.



Pero deseo dar a conocer un elemento adicional, que también es delicado desde la perspectiva de la competencia: esta norma puede convertirse en un mecanismo para chantajear y para bloquear la entrada de ciertos actores al negocio de la televisión. Porque bastaría que determinado concesionario, para sacar de la competencia a otro, efectuara una denuncia concreta en algunas de las materias que aquí se señalan.



Solo con eso el Consejo tendría que decir, por ejemplo: “Mire, eventualmente no está cumpliendo la legislación que se requiere en el ámbito laboral”.



Entonces, tal cual se halla redactada, considero que la norma podría prestarse para bloquear la entrada a esta actividad de ciertos actores que pretendan obtener una concesión televisiva.



En suma, mi primera aprensión tiene que ver con la admisibilidad de esta indicación, más allá de su mérito. Y pido un pronunciamiento de la Mesa al respecto.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Le recuerdo que está fundamentando su voto, Su Señoría.



Tiene la palabra el Senador señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, en realidad, al leer la indicación entiendo su objetivo: impedir que una persona pueda obtener una concesión si no cumple la normativa laboral o previsional o no respeta los derechos de propiedad intelectual y de los artistas o intérpretes contenidos en sus respectivas leyes.



¿Quién tiene que determinar eso? El tribunal competente.



Ahora, entiendo que la última parte de la indicación es pertinente. ¿Por qué? Porque, a pesar de la objeción de constitucionalidad del Senador Orpis, dice: “Esta declaración” -la que se señala en la primera parte del texto- “podrá ser impugnada por cualquier persona o institución que tenga interés en ello y será el Consejo Nacional de Televisión quien defina si cumple o no con este requisito”.



O sea, si alguien que ha sido condenado por incumplimiento laboral o previsional, por no respetar el derecho de propiedad intelectual o el de los artistas o intérpretes miente en su declaración, cualquier individuo podrá recurrir al Consejo Nacional de Televisión y expresar: “Este señor está mintiendo o no cumple”. Y será ese organismo el que deberá verificar que lo sostenido por el impugnador es cierto o no.



Pero una persona que realmente sea culpable tiene que haber sido condenada por un tribunal competente en temas laborales, o en derechos de propiedad intelectual o en los derechos de los artistas o intérpretes contenidos en la ley N° 20.243.



Ahora, yo modificaría la letra f) propuesta por las Comisiones unidas. Primero eliminaría la frase “y durante los 3 años calendario inmediatamente anteriores a la presentación de la solicitud”, pues considero que cualquier persona que incurra en tal conducta no debiera obtener una concesión, cualquiera que sea el tiempo que haya transcurrido.



Luego, le daría al Consejo Nacional de Televisión la capacidad de decidir cuando cualquier persona impugne una declaración falsa efectuada para obtener una concesión.



En tal sentido, me toca votar. ¿Y cómo lo haría? Me gustaría pronunciarme por la letra f) propuesta por las Comisiones unidas, complementándola con la parte final de la indicación renovada.



Desde ya, anuncio mi voto a favor de la reseñada letra f), aunque me encantaría suprimirle la frase “y durante los 3 años calendario inmediatamente anteriores a la presentación de la solicitud,” porque pienso que no debería existir tal plazo de prescripción para una conducta de este tipo.



Por esa razón, no me veo sino ante la posibilidad de votar en contra de la indicación. 



Sin embargo -reitero-, me alegraría que la letra f) se complementara con la parte final de la indicación renovada, que considero positiva.



Gracias.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.



No se encuentra en la Sala.



Y no hay más oradores inscritos. 

El señor GÓMEZ.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor PIZARRO (Presidente).- Usted ya fundamentó su voto.

El señor GÓMEZ.- Pero tengo derecho a usar el tiempo que me resta, ¿verdad?

El señor PIZARRO (Presidente).- Estamos en votación, señor Senador.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se rechaza la indicación renovada N° 370 (17 votos contra 6 y 2 pareos).


Votaron por la negativa la señora Von Baer y los señores Cantero, García-Huidobro, Kuschel, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Ruiz-Esquide, Sabag, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



Votaron por la afirmativa la señora Rincón y los señores Gómez, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro y Quintana.



No votaron, por estar pareados, los señores Coloma y Frei (don Eduardo).

El señor PIZARRO (Presidente).- En consecuencia, corresponde someter a votación la letra f) propuesta por las Comisiones unidas.




Si le pareciera a la Sala, se podría dar por aprobada con la misma votación anterior, a la inversa. 

El señor LETELIER.- No, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- No hay acuerdo.



En votación la letra f) del artículo 22.



--(Durante la votación).

El señor PIZARRO (Presidente).- Para fundamentar su voto, tiene la palabra el Senador señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Con su venia, señor Presidente, va a intervenir primero el Senador Letelier.

El señor PIZARRO (Presidente).- Muy bien.



Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, estimados colegas, autoridades de Gobierno -por su intermedio, señor Presidente-, este es un tema de fondo. Ya se cayó en el texto de la ley en proyecto el derecho preferente -requería quórum especial-, porque no se ha querido entender que dentro de los elementos fundamentales del correcto funcionamiento de los servicios han de existir el respeto irrestricto de las normas legales sobre derecho de propiedad; los criterios básicos en cuanto a derechos laborales, y el garantizar que quienes obtienen estas concesiones deben cumplir la ley.



Hoy la sociedad chilena no quiere más abusos, respecto de lo cual, al parecer, hay un diagnóstico compartido. Y una de las formas como se encubre el abuso es el establecer, para demostrar que uno no tiene problemas, este lenguaje donde se dice “que no ha sido condenado en virtud de” tales leyes.



Una lógica es no haber sido condenado en virtud de esas leyes; otra, una declaración jurada de que ellas se están respetando. Pero todos sabemos que, a pesar de que la ley exige que se pague un 2 por ciento por derechos de autor, la industria, por su poderío frente a los actores, les paga el uno por ciento -estos no tienen capacidad para obligar a que se les pague lo que corresponde- y los obligan a declararse como empresas personales y no como trabajadores de los canales. Por eso, hoy en día Impuestos Internos comienza a hacer una investigación -¡a buena hora!-, después del debate que ha habido en torno al proyecto que nos ocupa.



Señor Presidente, necesitamos construir un acuerdo sobre este tema. 



Se cayó el derecho preferente porque el Ejecutivo no quiso entender que esta norma es insuficiente.



Sin perjuicio de que la indicación presentaba ciertas debilidades al darle atribuciones al Consejo Nacional de Televisión, según algunos, el principio, el concepto rector es que, para tener derecho a este tipo de concesión, que es de todos los chilenos, se deben respetar, en forma incondicional, las tres leyes mencionadas. 



Resulta injusto poner la carga de la prueba sobre los trabajadores, sobre los afectados, quienes se encuentran en una posición de debilidad en un país donde el Código del Trabajo es tremendamente desigual; donde la posibilidad de defenderse es dispareja; donde los abusos los sufren los pequeños, los que están en situación o estado de necesidad.

¡Ese es el tema de fondo, señor Presidente!



Concuerdo en que es preciso dictar normas. Pero quiero advertirle al Ejecutivo -por su intermedio, señor Presidente- que no es posible pensar en reponer el derecho preferente, bajo ningún criterio, si lo que he mencionado no se rectifica.



Ya se le había señalado antes y lamento que el Gobierno insinúe que esto es suficiente. ¡No lo es! Por algo tuvimos presentes en el Congreso, durante tantas sesiones, a los actores y a sus dirigentes sindicales.



Señor Presidente, insisto en que aquí tenemos un cuello de botella tremendo, cuya resolución será condición indispensable para que el proyecto salga de Comisión Mixta con las disposiciones que le interesan al Ejecutivo.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, la materia en debate dice relación con algo muy relevante, que desde hace tiempo hemos estado tratando de que se considere por el Parlamento: las peticiones de quienes sufren con las faltas que se cometen en cuanto al trabajo y al desarrollo de la actividad artística.



¿Por qué digo que eso es importante? Porque el inciso primero del artículo 22, propuesto por las Comisiones unidas, expresa: “Para participar en los concursos públicos a que se refiere el artículo 15, los postulantes deberán someter al Consejo Nacional de Televisión, una solicitud que contendrá los antecedentes establecidos en las bases del llamado a concurso, los definidos en el inciso primero del artículo 18, y los siguientes:”.


Y el artículo 18 de la ley vigente dice: “Sólo podrán ser titulares de una concesión de servicio de radiodifusión televisiva de libre recepción o hacer uso de ella, a cualquier título, personas jurídicas de derecho público o privado, constituidas en Chile (…) Sus presidentes, directores, gerentes, administradores y representantes legales deberán ser chilenos y no haber sido condenados por delito que merezca pena aflictiva”.



O sea, tal disposición es clarísima respecto de cuáles son las condiciones que debe reunir un postulante a ser concesionario.



Entonces, no resulta lógico que se le permita que haga una declaración jurada que exprese que el solicitante “no ha sido condenado en virtud de las leyes N° 17.336,” -sobre propiedad intelectual, derecho de autor- “N° 19.889” -relativa a los trabajadores de artes y espectáculos- “y N° 20.243,”, acerca de los derechos morales y patrimoniales de los intérpretes de las ejecuciones artísticas fijadas en formato audiovisual.



Es decir, la carga finalmente va a significar que, en vez de establecer claramente lo que hemos tratado de conseguir a través de la discusión de este proyecto: que se respeten los derechos laborales, aquella en definitiva va a poder ser burlada. 



Sería mucho más simple que en la declaración jurada el postulante dijera “que cumple fielmente con la normativa laboral y previsional contenida en las leyes”, etcétera.





En cambio, se propone que en la declaración jurada “se estipule que no ha sido condenado” por infringir las leyes que mencioné. La verdad es que algunas normas de esos cuerpos legales ni siquiera van a ir al Código Laboral. Y puede presentarse una demanda civil, en la que quizá pasen 5 o 10 años antes de que se dicte sentencia. 



Entonces, lo que hemos tratado de hacer es que el concesionario cumpla con los derechos laborales, con los derechos de autor, con los derechos de los intérpretes de las ejecuciones artísticas. De manera que eso constituya una carga a la cual debe dar cumplimiento y demostrarlo así a través de esa declaración jurada. Y en el evento de que mienta, aplicar las sanciones que correspondan.



Cabe recordar lo sucedido en la licitación del litio. En ese caso se dijo: “No tengo tal cosa”. Se descubrió que no era así, se declaró desierta la licitación y se aplicó una sanción.



Entonces, ¿por qué no obligamos al solicitante a hacer una declaración donde exprese que cumple fielmente las normativas laboral y previsional? Ello sería mucho más fácil y directo que el sistema que se nos está planteando.



Voto en contra de este inciso.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, a mí me llama la atención, especialmente tratándose de abogados, que se juzgue a las personas antes de ser condenadas, en circunstancias de que, conforme a un principio fundamental del Derecho, se debe presumir la inocencia mientras no se pruebe lo contrario.



En el caso que nos ocupa, puede ocurrir que a alguien no se le permita postular a una señal simplemente porque existe en su contra una acusación por incumplimiento de la legislación laboral. ¿Pero qué sucede si, tiempo después, se determina que esa persona es inocente?



Eso no me parece correcto, señor Presidente. 



A mi entender, las controversias deben zanjarlas los tribunales de justicia. ¿Y cómo resuelven estos? Mediante sentencias. Pero, como ha ocurrido muchas veces, mientras las discusiones permanecen en sede judicial sin solución es incierto si el acusado es inocente o culpable. Y, al menos desde mi punto de vista, en tanto no se demuestre lo contrario se presume su inocencia.



Por lo tanto, solo si media una condena -este es el hecho objetivo- se le puede impedir al postulante participar en el concurso público respectivo.



Más aún, señor Presidente: aquí no solo basta la declaración jurada del solicitante.



En efecto, el inciso segundo de la letra f) del artículo 22 señala que “La información y los antecedentes que proporcionen los postulantes a un concurso público, relativos a la identidad de los solicitantes y a los aspectos más relevantes de su postulación, se mantendrán disponibles en el sitio web del Consejo”. Es decir, va a haber una información pública que entregará el postulante, a la cual, por consiguiente, todos tendrán acceso.



Quizás faltaría, existiendo esa información pública, darle un plazo al Consejo Nacional de Televisión para que, con relación a una denuncia, resuelva sobre la veracidad de un antecedente contenido en ella o acerca de datos omitidos.



No conozco el texto en su integridad. A lo mejor el punto se encuentra resuelto. Pero si faltara ese elemento, tal vez habría que incorporarlo.



En todo caso, reitero que creo en la presunción de inocencia y que, por ende, nadie puede ser impedido de postular a una señal si no media condena en su contra.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, recojo la apelación que el Senador Orpis hizo a los abogados de esta Sala. Porque en la letra f) que nos sugieren las Comisiones unidas, después de aludirse a la ley N° 20.243, hay algo que no me cuadra: “... y durante los 3 años calendario inmediatamente anteriores a la presentación de la solicitud, ni mantiene pendiente el cumplimiento de dichas sentencias.”.



¡En qué quedamos!



Yo pregunto: ¿Se exime a alguien por haber cumplido una sentencia? ¿Esa es la interpretación? O sea, ¿esa persona queda en condiciones de participar en la postulación?



La “y” no me cuadra.

El señor ORPIS.- Eso es porque cumplió la condena.

El señor NAVARRO.- Lo que queremos es establecer que si la persona fue condenada no puede postular.



¡El desincentivo al incumplimiento! ¡El incentivo al cumplimiento! 



En la indicación que la Sala rechazó se planteaba que cualquiera pudiese impugnar la declaración de fiel cumplimiento y que el Consejo determinara si se cumplía o no el requisito. 



Pero, en último término, la definición de aquel órgano puede ser apelada.



Aquí tenemos un híbrido raro.



Señor Presidente, yo le pediría a don Jorge Atton que me aclarara el porqué de la “y”.



Leo de nuevo la letra f): “Declaración Jurada del solicitante donde se estipule que no ha sido condenado en virtud de las leyes N° 17.336, N° 19.889 y N° 20.243, y durante los 3 años calendario inmediatamente anteriores a la presentación de la solicitud, ni mantiene” (algo está malo en esta redacción) “pendiente el cumplimiento de dichas sentencias.”.



¿Qué olfateo? Que van a decir que la persona pudo haber sido condenada pero cumplió la sentencia, lo que la deja libre de polvo y paja.



Señor Presidente, le pido al Ejecutivo que interprete esta norma, pues la “y” no me cuadra. 



Si el solicitante fue condenado durante los últimos tres años, no puede participar en la concesión. Y da lo mismo si cumplió o no la sentencia. Aquí se está cuestionando -y es el espíritu que veo reflejado- que en la declaración jurada se estipule el hecho de no haber sido condenado en virtud de las leyes que se individualizan. 



Si yo declaro no haber sido condenado por incumplimiento de esas leyes durante los tres años calendario inmediatamente anteriores, ¿a qué obedece la frase “ni mantiene pendiente el cumplimiento de dichas sentencias”? A que se abra la puerta para que baste el cumplimiento de la condena.



Entonces, el punto no radica en haber recibido una sentencia, sino en que esta se halle ejecutoriada y cumplida.



Por eso, le pido al Ejecutivo aclararme el punto. Ello, porque (vuelvo a decir) cuando surge el problema viene la interpretación y se usa la rendija.



Yo pregunto: ¿es impedimento para obtener la concesión una sola condena durante los últimos tres años o el cumplimiento de esta? 



En eso el precepto es nebuloso, está raro. De modo que pido una aclaración.



Voy a votar en contra de esta letra. Quienes la redactaron habrán de precisar su contenido. Y entiendo que esto ha sido también objeto de negociación.



Nuestra indicación era absolutamente clara: dejaba abierto el espacio para que el concesionario afectado reclamara ante los tribunales. Aquí, no; pareciera que, ejecutoriada y cumplida la sentencia, el individuo queda libre de polvo y paja.



Señor Presidente, ojalá que el Ejecutivo despeje nuestra duda. Porque permanentemente se nos acusa de legislar a la ligera, de no despachar artículos claros. Por tanto, le solicito al Gobierno precisión respecto a la norma que nos propuso.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP!



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Novoa.

El señor NOVOA.- Señor Presidente, acá estamos viendo cuáles son las condiciones para otorgar una concesión. 



Ahora, a los efectos de que el punto quede claro, debo subrayar que no estamos hablando de concesiones para las grandes cadenas que explotan a todo el mundo, sino de concesiones para redes nacionales y para redes regionales; de concesiones locales, y, además, de concesiones con medios de terceros. O sea, se trata de regular el derecho de cualquier chileno -no solo de quienes disponen de cuantiosos recursos- a tener una concesión.



De otro lado, creo que se debe ser extremadamente cuidadoso en cuanto a no entregarle a la autoridad administrativa -porque el Consejo Nacional de Televisión tiene ese carácter- poderes discrecionales sobre a quién se le da y a quién no.



Si no somos cuidadosos en la norma, perfectamente podremos encontrarnos con mecanismos para impedir la pluralidad, para impedir la competencia, para impedir que se establezca un canal regional, para impedir que con medios de terceros se logre una concesión.



La letra f) que se propone tiene la ventaja de que se refiere a un hecho concreto -el de haber sido condenado-, pero la desventaja de que no queda claro qué pasa con la persona que cumplió la condena, qué ocurre si existe una condena en virtud de una disposición laboral. Porque puede haber cien; pero eso no significa que sea un delincuente o alguien que viola los derechos en forma permanente.



La indicación renovada que se rechazó presentaba el inconveniente de que radicaba en el Consejo Nacional de Televisión una especie de facultad propia de un tribunal. 



Ahora bien, se planteó la posibilidad de que la referida indicación -reitero que la Sala la rechazó- se apruebe en el sentido de exigir una declaración jurada sobre el cumplimiento de las obligaciones, dejándola hasta ahí, de manera que si posteriormente se demuestra su falsedad ello signifique el no otorgamiento de la concesión o, si esta ya se entregó, incluso su anulación en los tribunales.



Si la norma se planteara así, yo estaría dispuesto a rever la votación ya realizada y a aprobar en su primera parte la indicación renovada que se desechó, o sea, en cuanto a exigir una declaración jurada respecto al cumplimiento de las obligaciones, de modo que el solicitante de la concesión se haga responsable de sus dichos.



El Consejo Nacional de Televisión podrá oír las impugnaciones, y eventualmente, si después de entregada una concesión se da cuenta de la falsedad de uno de los elementos tenidos en vista para otorgarla, perfectamente será posible anularla en los tribunales de acuerdo a las normas generales.



Me parece, señor Presidente, que esa sería una solución adecuada. Y para ello se requiere la unanimidad de la Sala.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, recogiendo un poco la intervención del Senador Novoa en el sentido de rever la votación de la indicación renovada que ya rechazamos, coincido en que podríamos lograr una redacción común para la letra f).



El Senador Navarro sostuvo -y con toda razón- que la frase final “ni mantiene pendiente el cumplimiento de dichas sentencias”, propuesta por las Comisiones unidas, confunde absolutamente la interpretación de la mencionada letra. 



Algo parecido sostuve yo en cuanto a la expresión “durante los 3 años calendario”. ¿Y por qué no cinco, por ejemplo?



Entonces, pienso que perfectamente podríamos llegar a un acuerdo en virtud del cual remplazáramos la letra f) por una parte de la indicación renovada que la Sala ya desechó. Así, ese literal diría: “Declaración jurada en que se indique que se está cumpliendo fielmente con la normativa laboral o previsional contenida en la ley N° 19.889, de propiedad intelectual contenida en la ley N° 17.336 y la de los artistas intérpretes o ejecutante de prestaciones audiovisuales contenidas en la ley N° 20.243”. Y el resto se eliminaría.



Ahora, en caso de que el solicitante no cumpla, podrá impugnarse su declaración jurada si fue falsa o no fidedigna.



Por lo tanto, si mediara acuerdo unánime de la Sala, perfectamente podríamos lograr una redacción acorde con el objetivo que se persigue: la existencia de una declaración jurada donde el incumbente indique que “cumple fielmente la normativa laboral o previsional contenida en la ley N° 19.889, de propiedad intelectual contenida en la ley N° 17.336 y la de los artistas intérpretes o ejecutante de prestaciones audiovisuales contenidas en la ley N° 20.243.”. Y punto final.



Es muy factible lograr acuerdo en tal sentido. Por lo que escuché a algunos Senadores, puede reunirse la unanimidad que se precisa para concretar tal redacción.

El señor PIZARRO (Presidente).- Como aún no ha terminado la votación -no es posible interrumpirla-, propongo que, tal como ocurrió ayer ante otra discrepancia, acojamos la sugerencia hecha por varios señores Senadores en la línea de mejorar la letra f) del artículo 22. Para ello se requiere la unanimidad de la Sala.



La idea es aprobar la letra f) en los términos que señaló el Honorable señor Zaldívar al final de su intervención, que, en mi concepto, recogen las propuestas formuladas por diversos señores Senadores.



¿Le parece a la Sala?



Acordado.



Tiene la palabra el señor Secretario General.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la letra f) del artículo 22 propuesta por las Comisiones unidas (15 votos favorables, uno en contra, una abstención y un pareo).



Votaron por la afirmativa las señoras Pérez (doña Lily) y Rincón y los señores Cantero, Chahuán, García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Larraín (don Carlos) Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Uriarte, Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



Votó por la negativa el señor Gómez.



Se abstuvo el señor Navarro.



No votó, por estar pareado, el señor Frei (don Eduardo).

El señor PIZARRO (Presidente).- Se dejará constancia en la Versión Oficial de la intención de voto favorable del Senador señor Girardi.



La Sala aprobó la letra f) propuesta por las Comisiones unidas. Pero, como hubo acuerdo unánime para abrir la posibilidad de estudiar una nueva indicación, en los términos planteados por el Honorable señor Zaldívar, les ruego a Su Señoría y a los Senadores señores Navarro y Novoa que la firmen a los efectos de someterla luego a la consideración de la Sala.



Mientras tanto, suspenderé por algunos minutos la tramitación de esta iniciativa para que el señor Secretario General dé cuenta de dos informes.

)-------------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En este momento han llegado a la Mesa los siguientes informes:



1.- De la Comisión de Hacienda, relativo a la observación formulada por Su Excelencia el Presidente de la República al proyecto de ley que reajusta el monto del ingreso mínimo mensual (boletín Nº 8.845-05), con urgencia calificada de “discusión inmediata” (Véase en los Anexos, documento 8).


2.- De la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, recaído en el proyecto de ley que concede la nacionalidad chilena por especial gracia al señor David Feuerstein (boletín N° 8.894-07) (Véase en los Anexos, documento 9).


--Quedan para tabla.

)-------------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Proseguimos el tratamiento del proyecto sobre televisión digital terrestre.



¿Está lista la indicación, Senador señor Zaldívar?

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Sí, señor Presidente. La hice llegar a la Mesa.

El señor PIZARRO (Presidente).- La indicación que podría generar acuerdo dice:



“f) Declaración jurada en que se indique que se cumple fielmente con la normativa laboral o previsional contenida en la ley N° 19.889, de propiedad intelectual contenida en la ley N° 17.336 y la de los artistas intérpretes o ejecutante de prestaciones audiovisuales contenidas en la ley N° 20.243.”.



Esa es la propuesta que concitaría la unanimidad de la Sala.



Entonces, la sometería a votación.



Además, hago presente que no se requiere quórum especial.

El señor GÓMEZ.- Así es.

El señor LARRAÍN.- De acuerdo.

La señora RINCÓN.- Conforme.

El señor PIZARRO (Presidente).- En votación...

El señor PROKURICA.- “Si le parece”, señor Presidente.

El señor NAVARRO.- Sí.

El señor NOVOA.- Aprobémosla por unanimidad.

El señor PIZARRO (Presidente).- Muy bien.



¿Le parece a la Sala?

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Sí, señor Presidente.

El señor LARRAÍN.- Por supuesto.



--Se aprueba por unanimidad la indicación sustitutiva de la letra f) del artículo 22.

El señor PIZARRO (Presidente).- A continuación, conforme a lo que conversamos, trataremos la observación del Ejecutivo recaída en la iniciativa que reajusta el ingreso mínimo mensual.



--Queda pendiente la discusión particular del proyecto sobre televisión digital terrestre.

REAJUSTE DE MONTO DE INGRESO MÍNIMO MENSUAL. VETO

El señor PIZARRO (Presidente).- Corresponde ocuparse, en segundo trámite constitucional, de la observación formulada por Su Excelencia el Presidente de la República al proyecto de ley que reajusta el monto del ingreso mínimo mensual, con informe de la Comisión de Hacienda y urgencia calificada de “discusión inmediata”.


--Los antecedentes sobre el proyecto (8845-05) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 7ª, en 2 de abril de 2013.


En trámite de Comisión Mixta, sesión 13ª, en 10 de abril de 2013.


Observación del Ejecutivo, en segundo trámite, sesión 21ª, en 8 de mayo de 2013.


Informes de Comisión:


Hacienda: sesión 9ª, en 9 de abril de 2013.


Certificado de la Comisión Mixta: sesión 18ª, en 30 de abril de 2013.


Hacienda (veto): sesión 21ª, en 8 de mayo de 2013.


Discusión:



Sesión 10ª, en 9 de abril de 2013 (se aprueba en general y en particular).

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El Ejecutivo presentó una observación al proyecto despachado por el Congreso Nacional para sustituir su artículo único por otros cuatro que Sus Señorías pueden consultar en la tercera columna del boletín comparado que tienen en sus escritorios.



La Cámara de Diputados rechazó la referida observación e insistió en el texto del proyecto aprobado por el Parlamento.



La Comisión de Hacienda, por tres votos contra dos, propone rechazar el veto.



Cabe tener presente que las observaciones se discuten en general y en particular a la vez; que no procede dividir la votación respecto de ellas, y que para insistir en el texto despachado por el Congreso Nacional se requieren los votos conformes de dos tercios de los Senadores presentes.

El señor PIZARRO (Presidente).- En discusión general y particular.



Tiene la palabra el Senador señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, nos encontramos ante un proyecto bastante sui géneris después de que el Ejecutivo perdió la votación en la Cámara Baja, donde se rechazó el veto.



En efecto, al haber logrado la Cámara Baja el quórum necesario para insistir en el texto que despachó el Congreso Nacional, solo quedó el artículo 4°, que dispone que “El mayor gasto fiscal que represente durante el año 2013 la aplicación de los artículos 1°, 2° y 3° de la presente ley, se financiará con cargo a los recursos del Tesoro Público.”. Pero como los artículos mencionados no existen, lo que queda es absurdo y la decisión del Senado no tiene ninguna incidencia.



Entonces, solo nos resta rechazar el veto, a fin de que el Gobierno envíe otra iniciativa de ley sobre reajuste del salario mínimo.



La Comisión de Hacienda, cuando analizó esta materia -y estaba presente el Ministro Secretario General de la Presidencia-, en principio estuvo de acuerdo con el planteamiento que nosotros hicimos. Y hay que despachar con cierta rapidez esta iniciativa, que se ha discutido durante más de un mes y medio. 



Por mi parte, espero que el Gobierno recapacite y mande un proyecto de ley que logre una votación suficiente en el Senado y en la Cámara, para poder tener un salario mínimo en fecha próxima.



Por eso, la propuesta mayoritaria de la Comisión -entiendo que el voto del Senador Kuschel responde más bien a su lealtad con el Gobierno- es rechazar el veto, para que por ningún motivo quede un artículo único como el que ya leí. De lo contrario, habría que publicar una ley que diría: “El mayor gasto fiscal que represente durante el año 2013 la aplicación de los artículos 1°, 2° y 3° de la presente ley, se financiará con cargo a los recursos del Tesoro Público”.



Por tales razones, pido a mis colegas votar en contra del veto, de manera que el Ejecutivo pueda enviar rápidamente otro proyecto.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro. 

El señor LARROULET (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Señor Presidente, efectivamente, tal como ha indicado el titular de la Comisión de Hacienda, el rechazo del veto presidencial en la Cámara de Diputados significa que el proyecto ha quedado reducido a un solo artículo, referido únicamente al financiamiento que involucraba el texto original.



Obviamente, como Ejecutivo, lamentamos el resultado que obtuvimos en la Cámara de Diputados, ya que de esa manera se impide elevar el salario mínimo y pagar las asignaciones familiares reajustadas, conforme a la intención del Ejecutivo de haberlo hecho con anticipación al período tradicional.



Por lo tanto, creemos que no tiene sentido aprobar el artículo propuesto por la Cámara.

El señor PIZARRO (Presidente).-  Gracias, señor Ministro.



Tiene la palabra el Senador señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, solo deseo hacer una consulta técnica. 



Si el Congreso rechaza este proyecto, ¿el Ejecutivo puede enviar otro para reponer el salario mínimo? Porque no sería justo que dejáramos sin salario mínimo a todos los trabajadores de nuestro país.



Sobre eso, quisiera una respuesta técnica, ya sea del Secretario, del Ministro o del Presidente de la Comisión de Hacienda.

El señor PIZARRO (Presidente).-  Tiene la palabra el Senador señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- La respuesta es afirmativa. El Gobierno puede presentar un nuevo proyecto sobre salario mínimo, seguramente con una cifra diferente, ojalá al alza y no a la baja. 

El señor PIZARRO (Presidente).- Entonces, vamos a proceder a votar el informe de la Comisión de Hacienda. 



Los que estén por rechazar el veto deben votar que sí, y los demás, que no.



En votación.



--(Durante la votación).

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro, para fundamentar el voto. 

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, este proyecto ha tenido una muy compleja tramitación. Todos compartimos la intención de aumentar el sueldo mínimo. Sin embargo, el Gobierno ha dicho que el monto propuesto es lo máximo que puede ofrecer. El resultado es paradojal, porque, aun cuando hay la voluntad de subirlo, lo concreto es que no se sube.



Está claro que el Ejecutivo puede presentar otro proyecto de ley en cualquier minuto. Yo espero que el señor Ministro, y el Gobierno en general -cosa que dudo, puesto que la actitud de su Vocera es cada día más agresiva-, no responsabilicen a la Oposición por este rechazo. En definitiva, todos queremos reajuste. Solo tenemos una diferencia en el guarismo, en el que hemos discrepado.



Por tanto, si se manda un proyecto de ley con un nuevo monto, ¡aplausos para el Gobierno!, ¡mérito para el Gobierno! Pero, si la actitud va a ser la de crispar el debate a partir de mañana respecto de aquellos que hayan rechazado un aumento del sueldo mínimo, estaremos en una situación compleja.



Siento que se nos pide votar lo inevitable, porque es lo único que podemos hacer si queremos ser coherentes con nuestro pronunciamiento anterior. 



Sometidos a este trance histórico,…

El señor LARRAÍN.- ¡“Trance histórico”…!

El señor NAVARRO.-… yo espero que el Gobierno sea claro en cuanto a cuál ha sido el punto en disputa. No es que no queramos reajuste. ¡Queremos reajuste, pero más elevado! Otros se muestran conformes con el que se ha planteado. Todos estamos en la línea de efectuar un reajuste, aun cuando hemos tenido diferencias en el guarismo.



Voy a votar favorablemente el informe de la Comisión de Hacienda, señor Presidente, porque es la única alternativa. La explicación que ha dado el Senador Zaldívar es clara, aunque para quienes no han seguido de cerca el debate puede no serlo tanto. El cómo la opinión pública asuma el tema dependerá del modo en que este le sea presentado.



Si se va a abrir un debate entre Gobierno y Oposición, bien, que se abra. Yo lo he dicho desde el inicio: si estoy por exigirle a este Gobierno de Derecha que llegue a los 210 mil pesos, es necesario que la próxima Presidenta de la República tenga la misma actitud y llegue a ese monto el 2014, el 2015. Solo así habría coherencia. 



Y porque estoy disponible para esa coherencia, señor Presidente, espero que el debate se haga en los mejores términos. El Gobierno tiene el legítimo derecho a discrepar de la Oposición, pero ojalá que esto no termine en un conjunto de descalificaciones cuando hay un punto de coincidencia. Todos queremos reajuste; hemos diferido en el guarismo, y espero que el Gobierno lo reconsidere e ingrese otro proyecto a la brevedad.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP!

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Chahuán, para fundamentar el voto.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, no puedo sino lamentar que en una discusión de salario mínimo terminemos con un proyecto en estas condiciones, sobre todo cuando se trataba de adelantar su tramitación. 



Pero también quiero apelar al Gobierno, porque, si el año pasado se hubiese acogido la propuesta de Renovación Nacional, ahora tendríamos un salario mínimo plurianual que en esta instancia estaría sobre los 205 mil pesos. 



Nosotros señalamos que era perfectamente posible, de acuerdo a las cifras macroeconómicas que manejábamos en aquel entonces, que en abril de este año tuviéramos un sueldo mínimo de 206 mil pesos.



¿Qué pasó? El Gobierno terminó ofreciendo idéntica cifra para el mismo mes de abril y en iguales condiciones. Por tanto, nos habríamos evitado el desgaste de una discusión en base a consideraciones más políticas que técnicas, que de alguna manera se ha manoseado con antecedentes o argumentos políticos, en circunstancias de que nosotros pedíamos que hubiese una norma que permitiera aplicar criterios técnicos para garantizar un salario mínimo plurianual, fijado por una comisión permanente que resolviera estos temas sin necesidad de tener este debate año a año, con el consiguiente desgaste que eso significa.



En consecuencia, nos habría gustado que el Gobierno hubiese escuchado a un Partido de Gobierno en su oportunidad.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- ¡Vamos a transcribir su alocución, señor Senador…!



Tiene la palabra el Senador señor Lagos.

El señor LAGOS.- Señor Presidente, solamente deseo consignar lo siguiente.



En declaraciones públicas del Gobierno y en una conversación que sostuvimos en el día de ayer con él, el Ministro de Hacienda se queja amargamente de que lleva un mes y fracción tramitando este proyecto de ley y de que, tras revisar las discusiones anteriores sobre salario mínimo, esta es la primera vez que ocurre una cosa así. De manera que se siente perjudicado, maltratado.



Quiero aprovechar esta tribuna para contarles lo que le dije en privado al Ministro de Hacienda. Le señalé que esa era una manera de ver las cosas: que a él le tocó un mes y medio de tramitación, y que le rechazaron el proyecto, con veto incluido, entre otras razones porque Diputados de la UDI no llegaron a votar a la Cámara de Diputados como correspondía que lo hicieran. Porque, con un voto más, no hubiese habido problema.



Pero ese no es el tema de fondo. No se trata solamente de decir: “Estuve un mes y medio y no me aprobaron el proyecto”. Ocurre que el Gobierno no se sentó a conversar el reajuste del salario mínimo ni con la CUT ni con nadie. A los trabajadores de Chile les comunicó el día anterior que iba a enviar un proyecto de ley, pero no les informó cuál era el guarismo. Unos entendieron que tal vez iba a negociar en la Cámara de Diputados (negociar en el sentido de llegar a un entendimiento). Tal cosa no ocurrió, sin embargo. Los más ingenuos pensamos: “Quizás cuando llegue al Senado el Ministro de Hacienda va a mejorar su propuesta inicial”. No obstante, eso tampoco ocurrió. Entonces, rechazamos la iniciativa y el proyecto, como expresó el Senador Chahuán, “volvió de vuelta” a la Cámara de Diputados sin que nuevamente pasara nada.



Entonces, una manera de ver la situación podría ser la siguiente: “Sí, el Ministro de Hacienda tuvo muy mala suerte, en el sentido de que le tocó tramitar el proyecto en un mes y medio”. Pero yo no recuerdo ninguna iniciativa de reajuste de salario mínimo que ingresara con un guarismo tan exiguo y saliera con otro del mismo tamaño, más si había espacio para llegar a un entendimiento. Pero acá no hubo ese espacio. Es bien notable la inflexibilidad que se dio de parte del Ministro. Eso sí que debería quedar en  el Libro Guinness, a propósito de la tramitación de un proyecto de salario mínimo por parte de este Gobierno.



Y así arribamos a una situación que no es grata.



Además, quiero decir algo: yo aspiro a ser Gobierno el próximo año. En consecuencia, me tengo que hacer cargo tanto de las cosas que manifiesto en esta Sala como de la forma en que voto, porque el año que viene me va a tocar a mí, tal vez, estar del otro lado del mesón.



Tampoco estamos pidiendo reajustes irresponsables; no estamos pidiendo que se le doble la mano a nadie. Aquí el único que se dobla la mano solo es el Ministro de Hacienda. Para ser bien franco, no recuerdo que un veto haya sido derrotado en mucho tiempo.



A mi juicio, ha habido un manejo que no ha sido feliz y no ha sido el adecuado.



Ojalá que en forma responsable el Gobierno pueda presentar luego un proyecto, que opere con la mayor capacidad de efecto retroactivo posible, y que, como diría con cierta… ¿Cómo podría decirlo?

El señor PIZARRO (Presidente).- Bonhomía.

El señor LAGOS.- ¿Bonhomía?

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Ironía.

El señor LAGOS.- Con cierta ironía, como me señala nuestro queridísimo Senador Andrés Zaldívar, venga con un guarismo al alza y no a la baja.

El señor PIZARRO (Presidente).- ¿Lo dice por lo de “más alto”?

El señor LAGOS.- Exactamente, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- ¡Senador Zaldívar, hace bien una risita de vez en cuando…!

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- No escuché.

El señor LAGOS.- ¡Estaba hablando de Senadores de estatura, y se refirió a usted…!

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Carlos Larraín.

El señor LARRAÍN (don Carlos).- Señor Presidente, señores Senadores, voy a votar en el sentido de que se haga el menor perjuicio posible. Y eso consiste en aceptar el informe de la Comisión, como sugirió don Andrés Zaldívar, porque, si no, vamos a estar promulgando una ley extrañísima, sin contenido.

El señor LAGOS.- ¡Pero con financiamiento…!

El señor LARRAÍN (don Carlos).- Con financiamiento, claro. ¡Sería un prodigio…! ¡Estaríamos financiando un “no gasto”, lo cual sería un récord legislativo…!

El señor LAGOS.- ¡Sería imposible ejecutarlo…!

El señor LARRAÍN (don Carlos).- ¡Muy difícil…!



Lo que quiero decir también es que ha quedado en claro que la Concertación votó en contra del aumento del salario mínimo, así fuese menor que el que sus miembros querían. Pero, más vale un pájaro en la mano que cien volando. Yo estoy seguro de que quienes ganan 193 mil pesos hubiesen estado muy contentos de llegar a ganar 205 mil, porque es un aumento sustancial: 22 mil pesos.

El señor WALKER (don Patricio).- Son solo 12 mil pesos, señor Senador.

El señor LARRAÍN (don Carlos).- Perdón: 12 mil pesos, efectivamente. Disculpen el error, no chico.



En conclusión, aquí hay una conducta errática de parte de quienes dicen representar a la gente más postergada.



Ahora, se ha sostenido, de paso, que la Ministra Cecilia Pérez es agresiva. Yo, francamente, considero agresiva esa expresión. La Ministra tiene un trabajo que desempeñar, cual es defender lo que hace el Gobierno (eso es lo lógico y natural). Por tanto, dejémosla que haga su labor.



Igualmente, quiero dejar constancia de que el aumento por carga que se propuso para las asignaciones familiares es verdaderamente de una modestia ejemplar: ¡481 pesos adicionales! Así que en este punto me subo, o me adhiero -es más elegante-, a lo que manifestó el Senador Chahuán. 



El año pasado tuvimos este asunto resuelto, en estrecha colaboración con la Democracia Cristiana…

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- ¡Pero no le hacen caso!

El señor LARRAÍN (don Carlos).- Es cierto, no me hacen caso, pero estoy acostumbrado. ¡Soy un hombre casado…!



Bromas subversivas aparte del Senador Zaldívar -por su intermedio, señor Presidente, para que vea que soy ordenado-, yo sostengo que aquí ha habido un auténtico diálogo de sordos. Y el resultado no pudo ser más malo. Habríamos fijado el salario mínimo por dos años; habríamos sustraído la discusión del tema a los vaivenes de un año electoral, y habríamos tecnificado -entre comillas- el proceso de determinación de su monto, con lo cual, a mi juicio, hubiéramos ahorrado mucho tiempo, se habría ganado en eficacia legislativa, y todo el mundo estaría más contento, ganando más, sobre todo en los márgenes de la operación de la economía, como son los que perciben el ingreso mínimo.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, quiero partir señalando que no creo que ninguna persona que hoy día gane el sueldo mínimo se sienta feliz, como se ha dicho, por el incremento propuesto. 



En esta materia debemos tener una responsabilidad mayor. 



Lamento profundamente que no se haya llevado a cabo un diálogo que en el fondo permitiera haber alcanzado un acuerdo en este tema. La vez pasada discutimos varias propuestas con respecto al aumento de las cargas familiares, al incremento que se podría efectuar en un período de tres años para alcanzar los 250 mil pesos.



Una preocupación legítima que hay que tener en el Congreso es que un grupo no menor -tal vez mayor- de mipymes, de pequeños y medianos emprendedores, es el que asume este delta, esta diferencia, este aumento, y, por tanto, el Estado también debe ver de qué manera contribuye a que efectivamente el incremento que hoy de nuevo estamos discutiendo no sea solo de cargo del pequeño o mediano empleador. 



Este es un asunto tremendamente serio, señor Presidente. Quienes nos están viendo a través de las pantallas de televisión a esta hora de la tarde puede que hayan apreciado algunas intervenciones -unas más jocosas que otras-, pero estamos hablando, ni más ni menos, de lo que significa el ingreso de todos los meses para una persona con su grupo familiar. De eso estamos hablando, señor Presidente: de los milagros que hay que hacer para poder llegar a fin de mes, teniendo cancelados los consumos básicos, las colegiaturas, la alimentación, los remedios, etcétera. 



Y una de las cosas que faltan en la discusión es establecer otro aspecto no menor: ¿cuándo vamos a incorporar en el debate del ingreso mínimo la situación de las pensiones mínimas, que es otro de los temas que constituyen una materia de Estado, una materia de cualquier Gobierno y que incluso trascienden a estos? Es un asunto de Estado el que una persona jubilada, que tiene como único sustento la pensión que recibe, pueda tener a lo menos un ingreso que le permita llegar en forma digna a fin de mes. Y esa situación, señor Presidente, desgraciadamente no está ocurriendo.



Por lo mismo, tomaría esto como una última oportunidad. Y tal vez es lo que el Gobierno debería ver: el que se haya caído la propuesta porque no se consensuó con ninguna organización, con ninguna institución; porque no hubo diálogo, y porque se impuso una cifra que ya no es válida.



Por lo tanto, lo que le queda hoy al Gobierno es ver en esto una oportunidad para buscar acuerdos y consensos y, de esa manera, señor Presidente, terminemos de una buena vez por definir el salario mínimo en nuestro país. Y eso se hace considerando los costos de una canasta que claramente no es igual en las distintas Regiones. Hay que establecer macrozonas, cuestión que ya hemos planteado muchas veces; hay que definir un aumento de salario a lo menos cada dos o tres años. Nuestra economía permite hacer una proyección para esos períodos y de ese modo evitar que todos los años se repita la misma discusión, que se contamina, y se contamina, desgraciadamente, en perjuicio directo de quienes ganan el salario mínimo.



Tomémoslo como una oportunidad. 



Es un tema serio e importante para cientos de miles de familias que viven en nuestro país, que esperan  que el Ejecutivo y el Congreso establezcan un sueldo digno. Pero también hay preocupación en los pequeños y medianos emprendedores, quienes no pueden asumir una carga tan importante mes a mes.



He dicho.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Seré muy breve, señor Presidente.



El sueldo mínimo está muy lejos del ingreso medio familiar. El ingreso per cápita de Chile está aún más lejos del ingreso mínimo. Y estas son las causas del malestar, incluso de la rabia, que se expresan en ciertos sectores del país. Ello constituye, sin duda, una de las manifestaciones más concretas de la desigualdad.



La proposición de 205 mil pesos como ingreso mínimo para una familia, considerando el nivel de desarrollo que hay en Chile, es del todo insuficiente.



Lamento que un Gobierno que dice que el país ha crecido tanto económicamente y que presenta una inflación tan baja defienda algunas distorsiones en estos días. El señor Ministro de Hacienda le echa la culpa al aumento en el precio de los plátanos para explicar las últimas cifras registradas en los indicadores económicos.



Lo único cierto es que el debate del ingreso mínimo no es una indexación a lo que pasa en el resto de la economía, como algunos sostienen. No me canso de repetirlo: se ha demostrado que eso no es verdad.



Tampoco me canso de reiterar que en el Gobierno del Presidente Frei Ruiz-Tagle se impulsó un reajuste del sueldo mínimo en porcentajes altísimos. Y ello no generó los impactos que aquí muchos economistas advirtieron. Así lo dijo esa tecnocracia dedicada a sustentar visiones de la macroeconomía, que cree que al aumentar el salario mínimo en niveles mayores la economía se vendrá al suelo. Sin embargo, en los hechos, quedó demostrado que ello no es así.



Señor Presidente, nuestro país necesita el debate que está pendiente.



El pacto político que permitió la transición, al igual que el pacto fiscal que en un tiempo posibilitó el crecimiento, requirió una discusión muy a fondo.



Uno de los componentes básicos de un nuevo pacto de estabilidad para Chile pasa por la valorización del trabajo de las personas, en particular el de aquellos a quienes no se les permite organizarse. Porque los que están ganando el ingreso mínimo habitualmente son los que no tienen derecho a sindicalización. Y si intentan organizarse, los echan, por la precariedad de sus empleos. Con demasiada frecuencia -por lo menos en la Sexta Región, que represento- les dicen: “Si no te gusta, te vas; la puerta es ancha”.



En ese sentido, más allá de que el Ejecutivo tendrá que mandarnos otro proyecto para viabilizar el reajuste del sueldo mínimo, espero que se generen las condiciones para un acuerdo plurianual en el aumento del ingreso, en el cual no solo se considere el IPC y la productividad, sino también un factor que se viene discutiendo desde hace más de 15 años, que tiene que ver con redistribución y justicia social.



Eso es lo que no ha habido en este último tiempo. 



Urge una reflexión entre todos nosotros: Chile hoy tiene -no solo puede- que incorporar la variable de redistribución al momento de definir los ingresos autónomos mínimos para las personas que entregan su energía al proceso productivo del país.



He dicho.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, seré muy breve y, al mismo tiempo, quizás poco original.



Llevo muchos años participando en este debate y, a mi juicio, los argumentos que habitualmente se entregan son los mismos. Todos sabemos que el sueldo mínimo no es suficiente para vivir; todos quisiéramos que fuera muchísimo mayor; todos sabemos que los Gobiernos tratan de ser especialmente responsables en esta materia; todos sabemos que hay que presionarlos un poquitito para que hagan un esfuerzo mayor, en fin. Los argumentos que aquí damos normalmente se repiten año tras año.



Solo quiero hacerme cargo de una aseveración hecha por el Senador Lagos -por su intermedio, señor Presidente-, quien dijo que lo ocurrido en esta oportunidad estaba para el Libro de los récords Guinness, porque la iniciativa tuvo su tramitación y no pasó nada. Parecía que había salido un guarismo más chico que el que entró...

El señor LAGOS.- ¡Dije que era igual!

El señor LARRAÍN.-… o igual.



En realidad, puede tener razón en su afirmación. Sin embargo, quiero expresarle que me ha tocado estar muchos años en la Oposición. Nosotros tenemos más experiencia en esa posición política que quienes hoy se encuentran en ella. Hemos sido opositores a Gobiernos muy distintos a lo largo de varios años, en fin. Y le puedo recordar al señor Senador que existe un “manual de la Oposición”, que dice que hay cosas que no se hacen.



Nunca nosotros rechazamos un reajuste del sueldo mínimo, porque -reitero- hay cosas que no se hacen. El monto será muy negativo o insuficiente -y uno siempre queda con ese sabor amargo-, pero es peor lo que está ocurriendo hoy día.



He dicho.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, pido al Ministro Secretario General de la Presidencia que tome nota de que, en un encuentro reciente, realizado en la comuna de Quellón, provincia de Chiloé, el conjunto del movimiento sindical allí reunido acordó solicitar a la autoridad económica del país la regionalización del salario mínimo, en concordancia con lo que han resuelto otros movimientos sociales surgidos en el país en el curso del último tiempo.



No se trata de desconocer, por ejemplo, que esa fue una bandera de lucha muy importante del Movimiento Social por Aysén.



Dadas las características de lejanía geográfica y las condiciones insulares de la provincia de Chiloé, los trabajadores de esa zona acordaron pedirle a la autoridad las modificaciones legales pertinentes con el propósito de que se establezca un salario mínimo de 300 mil pesos.



Todo indica que, en este caso, las cifras son bastante favorables al respaldo de la tesis propuesta, por el elevado precio de los combustibles, que influye tanto en el transporte de carga y de pasajeros dentro de la isla como en el encarecimiento de los alimentos y del abastecimiento de los artículos de construcción y de otros insumos, que llegan a un precio considerablemente mayor.



Hasta ahora la autoridad económica -en este Gobierno y en los de la Concertación- ha mostrado una posición de rechazo a incursionar en una alternativa de esta naturaleza.



Pero entiendo que la evolución del país y las nuevas exigencias que se están colocando al sistema político aconsejarían entrar a estudiar nuevas opciones. Porque no es igual la situación de los trabajadores de menores ingresos a lo largo y ancho del país. La realidad de las familias es claramente distinta. 



Además, los costes de transportes se han encarecido enormemente. Ante ello, como todavía estamos a la espera del proyecto de ley espejo del Transantiago, que permitirá entregar un subsidio al transporte de pasajeros, lo que influirá directamente en la tarifa, creo que lo planteado se hace aún más necesario.



Asimismo, quisiera solicitar al señor Ministro Secretario General de la Presidencia, destacado partícipe del Ejecutivo, que el Gobierno se abra a un planteamiento mayor, en lugar de enviar una iniciativa legal que simplemente reitere los 205 mil pesos propuestos hasta ahora. Todo indica que hay conciencia en el país de que tal volumen de ingreso se encuentra por debajo de las exigencias que nuestra sociedad dispone como mínimos civilizatorios para que una familia de menores ingresos pueda vivir con la dignidad que merece.



Señor Presidente, este es un debate que va más allá de los guarismos. No vamos a entrar en la discusión de si las estadísticas del INE son correctas o no.



En el caso de la Región de Los Lagos, que represento, no cabe ninguna duda de que la situación salarial da cuenta de un trabajo precario que afecta decisivamente a sus habitantes. De hecho, se ha producido un retroceso en la capacidad de ingresos de los hogares.



El abuso que se comete contra las normas laborales, la ausencia de estabilidad en el trabajo, la proliferación de ocupación por obra o faena (trabajo a trato) han ido generando un deterioro enorme en las condiciones salariales. 



En consecuencia, creo que el Ejecutivo debiese hacer el esfuerzo de enviar una propuesta no que reitere simplemente los 205 mil pesos, sino que tenga la capacidad y apertura suficiente para aumentar tal guarismo, de manera que, con un nuevo proyecto de ley, podamos llegar al acuerdo necesario para mejorar las condiciones de vida de las familias que viven del ingreso que deriva de su esfuerzo laboral cotidiano. 



He dicho. 

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Muñoz Aburto. 

El señor MUÑOZ ABURTO.- Señor Presidente, los trabajadores magallánicos vienen pidiendo desde la década de los ochenta un ingreso mínimo mensual regionalizado. Y lo han hecho durante todo ese tiempo porque en los años setenta el sector privado otorgaba una asignación de zona, lo cual les permitía mejorar sus ingresos para enfrentar el costo de la vida tan alto y diferente que se da en Magallanes con relación al resto del país. 



La Central Unitaria de Trabajadores hace una semana fijó como aspiración para dicha Región un salario mínimo mensual de 325 mil pesos. Eso da cuenta de la situación socioeconómica especial de quienes vivimos en Magallanes. 



Dentro de los costos que inciden en las difíciles y distintas condiciones de vida que tenemos en comparación con el resto de Chile, se hallan las elevadas tarifas de agua, luz, gas -vale decir, de todos los servicios básicos-, y los altos precios de los alimentos, en especial de verduras. 



Por otra parte, debo señalar que algunas de las tantas razones que provocan la obtención de pensiones tan bajas son la precariedad del trabajo y las menguadas remuneraciones. Quienes hoy día cotizan por el ingreso mínimo serán los futuros viejos pobres con que nos encontraremos en 20 o 30 años más. En mi opinión, en la medida que no haya una justa y legítima redistribución y no exista un mejoramiento de los sueldos, las pensiones van a seguir siendo reducidas. 



Cuando se analicen las bondades, fortalezas, debilidades y los problemas del sistema de las AFP en el seminario que se desarrollará mañana al efecto en la sede del Congreso en Santiago -desde ya invitamos a todos los señores Senadores-, indudablemente se señalarán dos factores fundamentales que explican las disminuidas pensiones: la precariedad de los empleos y las bajas remuneraciones. 



Ojalá que el proyecto que envíe el Ejecutivo contemple un sueldo mínimo superior a 205 mil pesos y tome en consideración todo lo planteado tanto por quien habla como por los otros colegas que me han antecedido en esta materia.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor García-Huidobro. 

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señor Presidente, en primer lugar, lamento profundamente la situación ocurrida en la Cámara de Diputados -y lo digo públicamente-: parlamentarios de la Alianza no se presentaron a votar la observación formulada por el Presidente de la República. ¡Eso habla muy mal de la política y de la responsabilidad que debemos asumir ante el reajuste de remuneraciones que necesitan los más pobres!



Al respecto, también puedo recordar que, cuando la Concertación tuvo problemas en la Cámara Baja para aprobar el salario mínimo debido a que algunos de sus parlamentarios rechazaban el monto propuesto, fuimos nosotros, siendo Oposición, los que aportamos los votos al Gobierno para que se acogiera la iniciativa pertinente. Porque la UDI en eso ha actuado siempre responsablemente. 



Sin embargo, deploro lo que sucedió hoy. La primera responsabilidad de un parlamentario es estar en las sesiones cuando se voten los proyectos. Para eso fue elegido por el pueblo.



En segundo lugar, también lamento que, por irresponsabilidad de algunos, se hayan perdido dos meses con todo lo que se ha tramitado el asunto. Las personas que ganan el sueldo mínimo han dejado de percibir 12 mil pesos mensuales, como bien dijo el Senador Carlos Larraín. Son 24 mil pesos en total. Ello no se recuperará. Son dos meses perdidos. 



Por otra parte, quiero valorar lo planteado respecto de las asignaciones familiares, pero también llamar a la reflexión. 



Históricamente -estoy hablando de muchos años atrás-, la asignación familiar ha sido un apoyo del Estado a quienes tienen hijos y esposa como cargas. 



Yo valoro lo sugerido por el Senador señor Zaldívar durante la discusión de este proyecto. También creo que debemos realizar un esfuerzo adicional para que las familias con más hijos puedan llevar una vida más digna. Ya se hizo un pequeño esfuerzo. Pero, aunque el aumento de 8 por ciento parece importante, en la práctica resulta insuficiente: corresponde a un poco más de 400 pesos, casi medio kilo de pan.



Por eso, señor Presidente, pido que seamos muy responsables con el trabajo que debamos realizar de aquí en adelante. Porque, que yo recuerde, nunca había ocurrido que se rechazara un veto en esta materia. Eso habla muy mal del apoyo que le tenemos que dar a la gente más necesitada. 



En todo caso, el costo de lo propuesto no lo paga el Estado -excepto en lo relativo a las asignaciones familiares- ni las grandes empresas, sino las pymes. 

El señor LETELIER.- ¡Y la agricultura! 

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- También. 



Por lo tanto, lamento profundamente lo que ha ocurrido, lo cual nos debe mover a una reflexión. Y reitero mi molestia por la no concurrencia de parlamentarios oficialistas -¡y de mi Partido!- a votar el veto el día de hoy. Es una irresponsabilidad enorme, y espero que la dirección de mi Partido adopte las medidas que correspondan. 



He dicho. 

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Rincón. 

La señora RINCÓN.- Señor Presidente, el martes recién pasado sostuvimos una reunión con el Ministro señor Larroulet, oportunidad en la que le planteé nuestras inquietudes respecto del veto. No contaba entonces con una bolita de cristal para anticipar el resultado de lo que iba a pasar hoy. Pero ello es parte del trasfondo de esta discusión.



Anoche en Televisión Nacional el nuevo Director del INE dijo que convocará a una serie de expertos para revisar lo relativo al IPC.



Tal como señaló el señor Ministro el martes en la mañana, el cálculo de dicho indicador puede ser discutible y el error que conlleva puede variar el índice en más o en menos. 



Pero, sin lugar a dudas, hay algo claro, que ayer en las noticias se reiteró con mucha fuerza: es necesario revisar tal situación y entregarle al país certeza en cuanto al costo de la vida. 



Hombres y mujeres que perciben el salario mínimo ven cada mes que su remuneración no les alcanza para vivir. Por tanto, el monto del ingreso mínimo tiene que estar en sintonía con el incremento del costo de la vida. 



Señor Presidente, las reflexiones formuladas en la discusión del salario mínimo en orden a mejorar los montos de las asignaciones familiares -es una propuesta del Senador Zaldívar- y del sueldo mínimo y a ver los indicadores para fijar el estándar o el piso necesario para enfrentar el gasto general mensual de las familias, es algo que debemos repensar. 



Obviamente, cuando abordamos tal debate, no podemos dejar de tener presentes a aquellas familias que laboran en condiciones aún más precarias.



En la conversación que sostuvimos en la testera con los Senadores señores Gómez y Pizarro -Vicepresidente y Presidente de la Corporación, respectivamente-, preguntábamos qué pasa con aquellas personas que deben vivir con la remuneración de los programas de emergencia. 



En la comuna de Valparaíso, que alberga al Congreso Nacional, algunos hogares subsisten con lo que obtienen por pagos vinculados a programas de emergencia. Y laboran en actividades insertas en una política permanente que se arrastra por más de quince años y que absorbe algo que el municipio ha de hacer por mandato legal: el aseo y el ornato. Y no le estamos proveyendo a la municipalidad de Valparaíso -esto se repite en Concepción, en Talcahuano y en otras partes del país- los recursos suficientes para contratar en forma permanente a sus trabajadores, de modo que cumplan su función legal. Y no les aseguramos el derecho a vacaciones ni a leyes sociales; los sacamos del sistema normal de contrato de trabajo y, por tanto, de la protección de seguridad social.



Entonces, la discusión es mayor aún: el monto del salario mínimo tiene que orientar o nivelar la discusión en nuestro país. Cómo se calcula ese salario y el IPC no es algo menor. Podrá haber distintas miradas y diferentes opiniones, pero lo que se relataba ayer y se veía en Televisión Nacional es que el Director del Instituto Nacional de Estadísticas -hombre serio, conocido y reconocido- convocó a un grupo de expertos para saber qué está pasando en las materias de su responsabilidad. 



El IPC es un indicador relevante.



Las familias más sencillas del país estiman que sus remuneraciones no aumentan como lo hace el costo de la vida. Y además nos enfrentamos a situaciones irreales y engañosas respecto de programas de emergencia que se arrastran durante mucho tiempo y que no dan protección suficiente a los trabajadores.



Le expresé al Ministro Larroulet ayer martes en la mañana que insistir con el veto no era sano ni bueno y que había que revisar el monto del salario mínimo. Nunca pensé que ocurriría lo que pasó en la Cámara de Diputados. Y escuché atentamente al Senador señor García-Huidobro cuando explicaba por qué había acontecido eso, y que tendrán que poner orden en sus bancadas. Pero, a mi juicio, más allá de lo que representa ese hecho desde el punto de vista parlamentario, implica una tremenda oportunidad para hacer una revisión del tema y que no vuelva a suceder lo de siempre: el próximo año estaremos nuevamente discutiendo lo mismo -en realidad en unos meses más, porque debemos zanjar el problema- y repetiremos los argumentos. 



Señor Presidente, ratifico lo obrado por la Comisión de Hacienda y espero que el Ejecutivo envíe un buen proyecto de ley que recoja nuestras aspiraciones.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, este debate se viene repitiendo año tras año y cada vez hay más parlamentarios que intervenimos y que expresamos nuestro deseo de ponernos de acuerdo, de una vez por todas, respecto de cómo se reajustan las remuneraciones de los trabajadores.



El incremento automático a que siempre hemos aspirado debería considerar los factores de inflación. Pero ahora, aunque hubiésemos alcanzado un acuerdo, no habría podido funcionar el sistema automático, fundamentalmente porque no hay, a ciencia cierta, una cifra que dé garantías respecto del índice del costo de la vida.



Una cosa es lo que diga el INE y otra distinta lo que determina el mercado como pérdida del poder adquisitivo de la canasta básica, que sustenta el hogar de las familias más modestas.



En eso se basa el reajuste del salario mínimo: en la espera de que una canasta familiar pueda ser sostenida.



En la fórmula de reajuste automático, debe considerarse un factor de equidad, de crecimiento, de productividad y de distribución, para que los sectores que menos ganan puedan disminuir la enorme brecha que los separa de los que ganan más y que nos sitúa como el país más desigual en la distribución del ingreso.



Se mencionaba que los efectos de la política de reajustes que hasta ahora hemos aplicado tienen que ver también con la calidad de vida de los pensionados y del monto de las jubilaciones. Porque aquí hay un mercado laboral que, en definitiva, es el espejo de lo que ocurre con los pensionados. Y el desajuste, las irregularidades y la injusticia tienen a miles de jubilados viviendo con rentas de hambre, miserables, que ni siquiera les alcanzan para disfrutar, para alimentarse ni para medicinarse. Entonces, después de haber entregado toda una vida al trabajo, muchos no reúnen una cotización que les asegure una renta digna, porque el sistema está diseñado así: las AFP, la banca y las grandes empresas administran la plata de los trabajadores para fortalecer el mercado de capitales, el cual garantiza el crecimiento pero no buenas pensiones. 



Tal vez me van a decir qué tiene que ver eso con el salario mínimo. Mucho. Porque, mientras haya salarios de hambre, vamos a estar empujando a que los trabajadores no coticen, porque cualquier peso les sirve a ellos para lograr un nivel mínimo de alimentación.



Entonces, aquí tenemos un incentivo perverso para mantener más bajas las pensiones y para que cada vez que alguien jubile pase a engrosar las filas de los pobres. 



Es una fábrica de pobres lo que diseñamos como salario mínimo y lo que estructuramos como un sistema de previsión social. Este se basó en el supuesto de que los trabajadores que reciben sueldos mínimos tengan contrato desde temprana edad, lo que no es cierto. Y mucho menos cierto es que demuestren regularidad en sus cotizaciones. El 90 por ciento de los afiliados al sistema de AFP no tiene cubierto ni siquiera el diez por ciento de sus cotizaciones.



Por tanto, aquí tenemos una distorsión que nace a partir de lo injusto del mercado laboral, donde los trabajadores no cuentan con derecho a huelga, no hay negociación colectiva y donde existe el multirrut. 



La precariedad del empleo es el reflejo, en definitiva, de la sociedad que estamos creando.



Por eso, a mi entender, la insistencia del Gobierno en una pensión y en un sueldo mínimo absolutamente insuficientes horadan cada vez más las bases de una sociedad y crean mucha más inseguridad e infelicidad.



En consecuencia, lo que el Congreso debiera hacer es aprobar el informe de la Comisión de Hacienda que rechaza el reajuste propuesto, por no corresponder a la realidad del país ni satisfacer la exigencia de justicia de los trabajadores.



Voto a favor del informe de la Comisión de Hacienda.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Quintana.

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, considero que en este debate, desde su inicio, se ha hecho todo mal. El Gobierno, hace algunos meses, partió con una estrategia mediática, comunicacional, con una cadena nacional de televisión, para informarnos acerca de algunos bonos y del adelantamiento de una discusión que, en tiempos normales, debió haberse hecho con tranquilidad entre junio y julio. 



Pero el Ejecutivo tomó otro camino.



Uno, de manera  legítima, puede sospechar que eso fue para evitar que los candidatos se pronuncien . Algunos de ellos hablan de todo. Pero poco escuchamos a los candidatos Allamand y Golborne respecto de cuál es el ingreso mínimo que se debiera ofrecer cuando se afirma que el país crece a los niveles que el Gobierno sostiene.



Entonces, tenemos un escenario complejo, donde el Gobierno todos los días intenta compararse con Administraciones anteriores, avalado en cifras, pese a saber que estas no son su fuerte. Por lo menos las relativas a políticas públicas no lo son. 



Este es el régimen de las cifras dudosas. Tenemos una CASEN respecto de la cual el país no cree cuántos son los pobres. Se efectuó un censo donde no sabemos cuántos habitantes efectivamente hay en Chile, cuántos se encuestaron y cuántos se estimaron. La cifra de inflación no la creen  el mundo popular ni tampoco los bancos. O sea, tenemos hoy un serio problema. Se encuentra afectada la fe pública en el cuentakilómetros del vehículo, en su motor, en la parte esencial. El INE informa respecto del desempleo, pero tampoco creemos en sus números.



Entonces, estamos ante un uso y abuso de los superpoderes de la Carta de 1980 por parte de un Ministro y del Gobierno. El señor Felipe Larraín es el Ministro del veto. Nunca había visto a un Secretario de Estado que usara y abusara de esta herramienta que le da una Constitución deslegitimada.



Por lo tanto, esto que se ha hecho mal, sin que haya habido debate con el mundo laboral ni con la CUT, en un intento de adelantar una discusión que debió realizarse con tranquilidad y calma en junio, hoy día se encuentra en el peor camino. Y esto no lo dice solo la Oposición. Lo han manifestado especialmente los Diputados de la Alianza con la misma claridad que lo estamos planteando hoy.



Francamente, el Gobierno no escucha. Está enamorado de sus cifras, que son dudosas, adulteradas muchas veces, como ha quedado en evidencia, con un INE que no genera confiabilidad y que ha perdido respeto.



Por lo tanto, pido al Ejecutivo más humildad, especialmente en temas tan sensibles como este, que afecta a los trabajadores y a los sectores de menores ingresos. 



En la Región de La Araucanía, el Gobierno dice que estamos con pleno empleo, según datos actuales del INE, y que se han reducido drásticamente los planes de empleo. 



Hoy día nos estamos dando cuenta de que todo este paraíso -no hablo del de las Islas Vírgenes, sino del paraíso económico que el Ejecutivo ha relatado que tenemos- en verdad no es tal.



Por eso, actualmente, no hay posibilidad de aprobar algo como esto. Lo increíble es que quienes están siguiendo este debate verán que aquí habrá una amplia mayoría para aprobar el informe de la Comisión de Hacienda, que rechaza el reajuste del Gobierno; pero, a pesar de esta inmensa mayoría -seguramente sobrepasará los veinte votos-, el Ejecutivo terminará haciendo lo que quiere. A lo mejor con seis, siete votos, el Gobierno va a imponer su criterio. Eso es lo que no se entiende. Existe una mayoría del país y de los trabajadores; no obstante, al final, en este esquema, el Ministro, el del veto, el señor Larraín, abusa de los superpoderes de la Constitución de 1980, y son los trabajadores los que pierden.



Voto a favor del informe de la Comisión de Hacienda.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el informe de la Comisión de Hacienda (19 votos a favor, 9 en contra, 3 abstenciones y 2 pareos) y, en consecuencia, queda rechazada la observación del Presidente de la República.



Votaron a favor la señora Rincón y los señores Bianchi, Chahuán, Escalona, Girardi, Gómez, Lagos, Larraín (don Carlos), Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Pizarro, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



Votaron en contra las señoras Pérez (doña Lily) y Von Baer y los señores García-Huidobro, Kuschel, Larraín (don Hernán), Novoa, Orpis, Pérez Varela y Uriarte.



Se abstuvieron los señores Cantero, Horvath y Prokurica.



No votaron, por estar pareados, los señores Frei (don Eduardo) y Tuma.
)-------------(

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En este momento han llegado a la Mesa el segundo informe de la Comisión de Salud y el informe de la de Hacienda recaídos en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Sistema Elige Vivir Sano (boletín Nº 8.749-11) (Véanse en los Anexos, documentos 10 y 11 ).
El señor LARRAÍN.- “En votación”.

El señor URIARTE.- Que se apruebe sin discusión.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- ¿Por qué no lo aprobamos?

El señor PIZARRO (Presidente).- Queda para tabla.



Debo recordar que, dentro del espíritu para conformar la tabla de hoy, la idea fue que, si se daba cuenta del informe de la Comisión de Hacienda, el proyecto se analizaría de inmediato, porque además tiene “discusión inmediata”.



Solicito el asentimiento de la Sala para tratar la mencionada iniciativa.

El señor NAVARRO.- ¿Y la hora de Incidentes, señor Presidente?

El señor PIZARRO (Presidente).- No se preocupe, señor Senador. Si despachamos el proyecto antes de las 19:30, habrá hora de Incidentes.



¿Habría acuerdo para tratar el proyecto ya individualizado?



Acordado.

CREACIÓN DE SISTEMA ELIGE VIVIR SANO

El señor PIZARRO (Presidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Sistema Elige Vivir Sano, con segundo informe de la Comisión de Salud e informe de la de Hacienda, y urgencia calificada de “discusión inmediata”.


--Los antecedentes sobre el proyecto (8749-11) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 100ª, en 5 de marzo de 2013.


Informe de Comisión:


Salud: sesión 1ª, en 12 de marzo de 2013.


Salud (segundo): sesión 21ª, en 8 de mayo de 2013.


Hacienda: sesión 21ª, en 8 de mayo de 2013.


Discusión:


Sesión 7ª, en 2 de abril de 2013 (se aprueba en general).

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La Comisión de Salud, para los efectos reglamentarios, deja constancia de que los artículos 3º, 5º, 7º, 8º, 9º, 11 y 12 no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones. Estas disposiciones, con excepción del artículo 12, que recibió una enmienda en la Comisión de Hacienda, deben darse por aprobadas, salvo que algún señor Senador, con acuerdo unánime de los presentes, solicite su discusión y votación.



--Se aprueban reglamentariamente.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La enmienda de la Comisión de Hacienda -la de Salud no hizo- intercala un artículo 12, nuevo, del siguiente tenor:



“Artículo 12.- Créase el cargo de Secretario, contrata, grado 2, de la Secretaría Ejecutiva Elige Vivir Sano en la Subsecretaría de Servicios Sociales, al que le corresponderá desempeñar funciones de carácter directivo o de jefatura.



“Modifícase la Ley de Presupuestos del Sector Público para el año 2013, en la Partida 21, Capítulo 01, Programa 01, de la siguiente manera:



“a. Increméntase la dotación máxima de personal vigente de la Subsecretaría de Servicios Sociales, en un cupo.



“b. Auméntase la autorización máxima para el cumplimiento del artículo septuagésimo tercero de la ley N° 19.882, en un cupo, de la Subsecretaría de Servicios Sociales.”.



El artículo 12 pasó a ser 13, suprimiéndose su inciso segundo.



Estas enmiendas fueron adoptadas por unanimidad en la Comisión de Hacienda.

El señor PIZARRO (Presidente).- En discusión particular.



Tiene la palabra el señor Ministro Secretario General de la Presidencia.

El señor LARROULET (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Señor Presidente, este es un proyecto muy importante que el Ejecutivo ha impulsado desde hace un largo tiempo. Apunta en la dirección de mejorar la calidad de la salud y las condiciones de vida de los chilenos. Quien ha tomado el liderazgo de esto es la Primera Dama. Para nosotros, es de altísimo interés que sea aprobado hoy en el Senado y que, de esa manera, se transforme en ley, lo que es tan relevante para mejorar la calidad de vida de los chilenos.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Ruiz-Esquide.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, en la Comisión de Salud hubo unanimidad respecto de esta iniciativa, porque se consideró que constituía un avance, si bien podemos discutir la generalización de los temas que en ella se tratan.



Solo para los efectos de la Versión Oficial, y a raíz de las palabras de nuestro querido amigo Ministro, deseo señalar que en verdad su trámite no ha demorado mucho, porque él habló de “largo tiempo”. Pero aquí hemos tratado la iniciativa con una velocidad digna de mejor causa. 



Reitero que hemos trabajado con una tremenda rapidez, que estoy cierto el Ministro agradecerá.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, en primer lugar, agradezco la voluntad de los Senadores de las Comisiones de Hacienda y de Salud del Senado, quienes tuvieron especial consideración con la posibilidad de institucionalizar un programa del Gobierno del Presidente Piñera.



Este es el segundo programa que será recordado por la opinión pública de la labor de la Administración del Presidente Piñera, que fue encabezado por la Primera Dama, Cecilia Morel.



En ese sentido, deseo señalar que este Sistema tiende fundamentalmente a establecer conductas de vida saludable, a dejar de lado el sedentarismo (si bien las cifras han sido auspiciosas durante esta Administración: hoy día, 7 de cada 10 personas son sedentarias, en circunstancias de que cuando asumió el Gobierno 8 de cada 10 lo eran, los resultados todavía no son buenos, aunque van en la línea correcta) y, además, posibilita fijar un eje concentrado sobre todo en la alimentación saludable.



Sabido es que las enfermedades crónicas no transmisibles van a generar un cambio epidemiológico en los próximos 20 a 30 años, particularmente las asociadas a la alimentación concentrada en consumo de productos altos en grasas saturadas, azúcares y sodio.



Por lo mismo, hemos expresado claramente que este Sistema apunta en la dirección correcta, y su institucionalización va a permitir que la obra del Gobierno del Presidente Piñera, en este aspecto, permanezca en el tiempo.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- En votación las enmiendas aprobadas por unanimidad en la Comisión de Hacienda.



--(Durante la votación).

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Uriarte, para fundamentar el voto.

El señor URIARTE.- Señor Presidente, seré muy breve.



Felicito, en primer término, a la Primera Dama y a todo el equipo de profesionales que la asesoran, por haber tenido la ocurrencia de hacer de una buena idea una política pública que se proyecte en el tiempo, con horizontes requeridos de verdad por las políticas de Estado.



Este Sistema se halla orientado a mejorar la calidad de vida de todos los chilenos, y por esa razón nos involucramos en el presente proyecto. Este también comprende a todas las reparticiones públicas, a todos los servicios públicos, a todos los Ministerios en una tarea que se debe coordinar. Y ahora, a través de esta iniciativa, lo vamos a lograr.



Por tal motivo, volveremos a votar que sí -en este caso, las enmiendas referidas- y esperamos que este proyecto se transforme rápido en una ley que realmente le cambie la vida a millones de chilenos.



Muchas gracias.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro, para fundar el voto.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, voy a votar a favor de esta iniciativa, que se generó en una extraordinaria idea.



Apoyo en plenitud el liderazgo que ha mostrado la Primera Dama, Cecilia Morel, en la materia. Creo que se trata de un Sistema que merece respaldo unánime y transversal, a fin de que efectivamente quienes tengan la responsabilidad de llevarlo adelante puedan hacerlo.



Quiero señalar que en sus inicios, cuando surgió el Programa Elige Vivir Sano, tuvimos la posibilidad de debatir ciertos aspectos del estilo de vida y de la conducta que se deben modificar. Por ejemplo, el comer más pescado.



Chile consume 6 kilos de pescado al año en promedio, a diferencia de Japón, que supera los 90 a 100 kilos, y es un país estrictamente pesquero. 



Existe una lejanía. Se requieren políticas públicas para aumentar el hábito saludable de comer pescado.



Respecto a la JUNAEB, que alimenta a millones de estudiantes en Chile, señalábamos que se debía promover el llamado a licitación descentralizado, a fin de que efectivamente las propiedades y las características de los alimentos de cada Región pudieran incluirse en la licitación. Porque vivir sano y comer sano no es lo mismo en Punta Arenas que en Arica. Por consiguiente, se requiere diversidad y facultades propias para que aquello se realice.



Cuando preguntábamos acerca de los programas de la Universidad de Concepción relativos a la elaboración de productos especiales, nutritivos, para los estudiantes, la JUNAEB siempre nos respondía: “Tenemos que llamar a una licitación nacional; por lo tanto, lo que importa es el precio”.



Me parece que el Sistema Elige Vivir Sano tiene que crear conciencia -junto con llevar a realizar la modificación administrativa respectiva- de que Chile es un país diverso, tiene distintos factores culturales -por ejemplo, en La Araucanía-, y de que la consideración del precio como el elemento principal, y no la calidad, en programas centralizados tan relevantes como el de alimentación de la JUNAEB, lleva a distorsiones muy importantes.



Espero que el establecimiento de este Sistema se traduzca en acciones trascendentes de innovación. Porque vivir sano y tener una vida sana es distinto en cada una de las Regiones. Se trata de materias -reitero- de carácter cultural, en especial la relacionada con la alimentación de los estudiantes, particularmente de enseñanza básica. 



Si antes en ese nivel educacional el problema era la desnutrición, hoy día lo es la obesidad. Por tanto, hay que desarrollar programas importantes, intensivos, e involucrar a todos los actores sociales.



Anhelo que este proyecto de ley se traduzca en lo inmediato en iniciativas que vayan modificando las prácticas que nos han llevado al actual estado.



Uno podría buscar responsabilidades. Pero, en general, espero que cada uno de los Ministerios colabore. Aquí se ha hablado de que habrá una coordinación entre ellos. Y ojalá que ello se cumpla.



Me pronunciaré a favor de esta iniciativa, con la esperanza de que la localización de este Sistema en el Ministerio de Desarrollo Social sea lo más adecuado. Le estamos dando a esta Secretaría de Estado una facultad muy importante, y siento que al respecto tiene que haber la máxima responsabilidad.



Esta normativa va a originar modificaciones legales. Y ojalá que los proyectos derivados de ella los tramitemos con la misma celeridad, prontitud e intensidad con que debatimos el que nos ocupa. Porque este, en sí mismo, establece criterios, ratifica legalmente un conjunto de iniciativas, pero su aplicación va a requerir mayores reformas en las prácticas del Estado y también de los privados.



Confío en que tengamos la capacidad de implementar las atribuciones incluidas en la normativa en proyecto, a fin de que sea efectiva.



Voto a favor de esta extraordinaria idea. Y en particular, me sumo a las felicitaciones hacia la Primera Dama, Cecilia Morel, quien ha sido una de las principales impulsoras de esta iniciativa legal.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP!

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Lily Pérez.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Señor Presidente, este es un proyecto precioso, liderado por la Primera Dama de la nación, y hoy día tenemos la posibilidad de convertirlo en algo con mayor permanencia, que continúe más allá del término de este Gobierno.



Como dije, se trata de una iniciativa preciosa porque, además, involucra cuatro aspectos muy relevantes en la vida de la gente.



En primer término, la salud de las personas.



Sabemos que en nuestro país las enfermedades cardiovasculares, los problemas relacionados con el corazón, con el sedentarismo, con el alcoholismo, con el tabaquismo, son muy impactantes en la vida de la gente. Hombres, mujeres, gente joven, adultos mayores sufren esas complicaciones.



Por lo tanto, este proyecto apunta claramente a mejorar la salud de la población.



En segundo lugar, se provoca un impacto en la educación, porque los niños, que son cada día más conscientes de su alimentación y de la importancia que esta tiene en su futuro, hacen también que sus padres conozcan nuevos aspectos de elegir vivir sano y comer de manera distinta.



Creo que esta influencia en la educación tiene gran trascendencia, y probablemente veremos sus frutos en el mediano y largo plazo.



Asimismo, produce un efecto importante en la cultura porque, sin lugar a dudas, promover que las personas consuman alimentos sanos y cambien sus hábitos alimenticios genera esa consecuencia. Hoy día, gracias al Programa Elige Vivir Sano, que dirige la Primera Dama, la gente conoce más sobre los productos lácteos, el pescado y los crustáceos de nuestras costas; existe mayor conciencia respecto de las legumbres: dónde se siembran y se cosechan, en qué Regiones. Y eso impacta nuestra cultura.



Por último, para qué hablar del efecto en la calidad de vida de las personas. Indudablemente, cuando las personas toman conciencia de que su alimentación refleja el tipo y la actitud de vida que tienen y de que afecta notoriamente su salud, se dan cuenta de que es muy importante para su calidad de vida.



Por tales razones -y por numerosas otras, pero estas son las de mayor relevancia, a mi juicio-, apoyo esta iniciativa y siento gran orgullo de que se haya impulsado bajo el alero del actual Gobierno.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, deseo partir felicitando a la Primera Dama por esta iniciativa, que establece un Sistema que contará cada año con presupuesto, que irá en la línea de una vida más sana y de una alimentación más sana, enfocada fundamentalmente en los niños, en los más jóvenes.



Señor Presidente, quiero reiterar ahora una preocupación acerca de este proyecto, que expuse con anterioridad y que compartí también con mucha gente de la Región de Magallanes, cuando la recorrí en las últimas semanas. Allí conté un poco sobre esta iniciativa y la forma, por ejemplo, de promover una alimentación distinta, que permita evitar que muchos adultos mayores lleguen al final de sus días en condiciones clínicas o médicas delicadas, con problemas cardiovasculares, diabetes u otros males generados por una mala alimentación desde temprana edad.



El punto es que la situación es claramente diferente de la señalada por uno de los Senadores que me antecedieron en el uso de la palabra, porque debe tomarse en cuenta la realidad de los diversos lugares del territorio.



Si en mi Región a un adulto mayor el médico le dice: “Coma entre 3 y 5 frutas al día”, debe tenerse presente que en Magallanes la fruta es 30 a 40 por ciento más cara que en la zona central del país, por poner un ejemplo.



Y si a alguien que padece diabetes y que percibe una pensión de 80 mil, 90 mil o 150 mil pesos se le indica: “Usted no debe alimentarse con fideos, papas ni arroz; no tiene que consumir carbohidratos”, se muere de hambre. 



No se trata de que las personas no quieran elegir vivir sano, sino de que no tienen la opción de alimentarse de modo más sano. Y en el caso de los adultos mayores de mi Región, el consumo diario de verduras y frutas resulta impensable.



Por eso, nosotros habíamos tratado de avanzar mediante una indicación -no se recogió la idea- que iba en la línea de pedirle al Gobierno que, dado que esto no se halla contemplado en el Presupuesto, se incorporara en él una canasta de alimentación de frutas y verduras para los adultos mayores. Y lo solicitaremos en el del próximo año.



Reitero que estoy hablando de la Región de Magallanes -que represento en el Senado-, donde el costo de la vida está muy por sobre la media del resto del territorio. 



Sin embargo, creo que eso ocurre también en las demás Regiones, porque las pensiones de nuestros adultos mayores son similares en todo el país. 



Por lo tanto, ¡qué interesante sería que pudiéramos abrir esta opción de elegir vivir sano con la posibilidad de que, así como a esas personas se les entregan remedios o leche, también recibieran por lo menos una canasta que les permitiera una alimentación más balanceada a través del consumo de verduras y frutas, que hoy día -al menos a los adultos mayores de Magallanes- les resulta absolutamente imposible adquirir!



Duele constatar eso. Duele mucho saber, cuando uno se reúne con ellas y con ellos, que por más que deseen comer una fruta, están impedidos de hacerlo; no pueden elegir alimentarse en forma más sana.



Entonces, ¡bien por este proyecto de ley! Lo felicito, nos alegramos de que se esté tramitando y lo votaremos favorablemente. Nos parece una buena política pública que se va a implementar en Chile.



Pero repito que vamos a insistir cuanto sea necesario para que se abra un espacio en el Presupuesto de cada año y se incorpore la distribución de una alimentación mucho más sana, enfocada en los adultos mayores.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, solo quiero manifestar que la iniciativa constituye una gran idea, pero se le asigna muy poca plata. De manera que ojalá no se generen expectativas que no se van a materializar.



Les ruego a los colegas que lean el proyecto de ley que estamos aprobando: crea, en el Ministerio de Desarrollo Social, la Secretaría Ejecutiva Elige Vivir Sano (a cargo de un Secretario), dependiente de la Subsecretaría de Servicios Sociales, y aumenta la dotación de esta en un cupo, para funciones críticas. 



¡Eso es todo lo nuevo en recursos!



En consecuencia, creo que esta idea va a tener que esperar que llegue un Gobierno más generoso, para que ponga el dinero que hace falta.



Gracias.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, creo que sobran los comentarios positivos para la iniciativa, así que solo deseo aprovechar esta oportunidad para referirme a una indicación que yo presenté -fue rechazada en la Comisión- y que tenía como propósito evitar efectos indeseables en este Sistema.



Dicha indicación planteaba, básicamente, que si una persona no cumplía con el objetivo de lograr hábitos y estilos de vida como los que se promueven, ello no fuera un impedimento para obtener algún beneficio del Estado. O, al revés, que ese objetivo no se convirtiera en un requisito para postular a otro beneficio especial. Es decir, que tuviera cuerda propia, cuerda separada; que no fuera un elemento que apoyara ni que inhibiera la obtención de alguna ayuda del Estado.



Señor Presidente, no obstante que dicha indicación fue rechazada, quiero que quede constancia, para la historia de la ley, de que este Sistema tiene todos los méritos y virtudes que aquí se han reseñado, pero que ha de interpretarse en la forma indicada. Ello, para que en ningún caso, por ejemplo, un municipio que de repente lo promueva o tenga participación en él, empiece a manipular esa información en forma discrecional y a exigir su cumplimiento como requisito previo para la entrega de algún beneficio en un ámbito específico, como el de la salud municipal.



Eso es lo que solicito, señor Presidente. Y no reviste mayor complicación ni dificultad, pero puede tener un alcance práctico muy significativo.



Gracias.

El señor BIANCHI.- ¡Muy bien!

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueban las enmiendas aprobadas por unanimidad en la Comisión de Hacienda (19 votos a favor y un pareo), quedando aprobado en particular el proyecto y despachado en este trámite.



Votaron por la afirmativa las señoras Pérez (doña Lily), Rincón y Von Baer y los señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Escalona, García-Huidobro, Gómez, Kuschel, Larraín (don Hernán), Letelier, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Ruiz-Esquide y Uriarte.



No votó, por estar pareado, el señor Frei (don Eduardo).

El señor HORVATH.- Pido que se agregue mi voto a favor, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Y el mío.

El señor QUINTANA.- También el mío.

El señor PIZARRO (Presidente).- Se dejará constancia de la intención de voto positivo de los Senadores señores Horvath, Zaldívar y Quintana.



Terminado el Orden del Día.

VI. INCIDENTES

PETICIONES DE OFICIOS

El señor LABBÉ (Secretario General).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor PIZARRO (Presidente).- Se les dará curso en la forma reglamentaria.

)----------(



--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:



De la señora ALVEAR:



A la señora Ministra de Obras Públicas, pidiéndole información sobre PROYECTO “AUTOPISTA COSTANERA CENTRAL” (Región Metropolitana).



De los señores CHAHUÁN y LARRAÍN FERNÁNDEZ:



A la señora Ministra de Educación y al señor Ministro de Hacienda, solicitándoles antecedentes respecto a FALTA DE ENVÍO A CONGRESO NACIONAL DE INFORME SOBRE RESOLUCIÓN DE “DEUDA HISTÓRICA” CON PROFESORES MUNICIPALES.



Del señor LARRAÍN FERNÁNDEZ:



Al señor Director General de Aguas, requiriéndole ENVÍO DE LISTADO DE ORGANIZACIONES DE USUARIOS DE DERECHOS DE APROVECHAMIENTO DE AGUAS CONSUNTIVOS.

)----------(

El señor PIZARRO (Presidente).- En Incidentes, tiene la palabra, en el turno de la Democracia Cristiana, la Senadora señora Rincón.


CRÍTICA A UTILIZACIÓN DE PROGRAMA PROEMPLEO PARA FINANCIAR FUNCIONES MUNICIPALES PERMANENTES. OFICIOS

La señora RINCÓN.- Señor Presidente, en nombre de los Comités Radical Social Demócrata y Demócrata Cristiano, solicito oficiar a la señora Ministra del Trabajo y Previsión Social pidiéndole responder un oficio, enviado el 22 de enero del presente año, con relación al Programa de Generación de Empleo contemplado en la Asignación 264, Glosa 07 del Programa 03 PROEMPLEO, Partida Ministerio del Trabajo y Previsión Social.



Esa materia tiene que ver con el proyecto sobre salario mínimo, que tratamos anteriormente.



De acuerdo a la información de que disponemos, hay ejecutores municipales con cobertura aprobada para el año 2013 por el Comité de Seguimiento de Empleo por un monto total de poco más de 922 mil millones de pesos, correspondiente, básicamente, a proyectos del Programa PROEMPLEO en las Regiones Octava, Quinta y Décima (comuna de Palena).



En el caso de la Quinta Región, la comuna de Valparaíso tiene un total de 777 cupos de empleos de emergencia. O sea, hay prácticamente 800 cupos que el municipio utiliza para cumplir las funciones de aseo y ornato.



Nosotros remitimos el oficio referido a la señora Ministra a través del Senado, y hasta la fecha no hemos recibido respuesta. 



Si consideramos el sentido que tiene ese Programa -según lo señalan su historia y el documento que el señor Ministro de Hacienda subrogante hizo llegar a esta Corporación-: “paliar las contingencias de desempleo producidas por alguna emergencia o contracción económica, en una comuna, provincia o región determinada”, y los indicadores que registra nuestro país, que hablan de pleno empleo y de un desarrollo económico exitoso, obviamente uno concluye: “Algo está pasando; algo no está bien”. 



Nosotros creemos que aquí se está disfrazando una situación de empleo necesario -en este caso, en la comuna de Valparaíso- con este tipo de programas, e incumpliendo la ley, porque esta gente no tiene derecho ni a vacaciones, ni a protección en materia de seguridad social.



Por lo tanto, señor Presidente -y este es un tema más que hemos conversado con los Senadores Chahuán, Lagos y Gómez-, es urgente que la Ministra responda, pues considero que se debe contratar a estas personas formalmente, con toda la normativa que corresponde.



Señor Presidente, el Senador Chahuán me está pidiendo una interrupción.

El señor PIZARRO (Presidente).- Como se ha producido un problema técnico, sugiero que termine su intervención, señora Senadora. Después se le concederá la palabra al Honorable señor Chahuán.

El señor GÓMEZ.- Yo también la solicité, señor Presidente.

La señora RINCÓN.- En seguida cerraré mi exposición y dejaré que intervenga el Senador Chahuán.



Señor Presidente, mi petición apunta a lo siguiente: primero, a recabar una respuesta de la Ministra sobre el tema planteado; y segundo, a que esta Corporación oficie a las autoridades pertinentes para que se contrate a esta gente.



Estimo necesario revisar específicamente la situación de la Municipalidad de Valparaíso y ver de qué manera se suplementan los recursos de ese municipio, para que se incorpore a estas personas al presupuesto normal y puedan cumplir con una función que es legal: el aseo y ornato de la comuna. 



Me parece que eso es lo que corresponde. Así, estaríamos dando un tremendo ejemplo y regularizando algo que se arrastra por más de 15 años.



Ahora, señor Presidente, le concedo la interrupción al Senador Chahuán.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, quiero agradecer la deferencia de la Senadora Ximena Rincón, quien ha impulsado con mucho ahínco desde la Comisión de Trabajo una iniciativa para poder visualizar la realidad de las trabajadoras de los programas de generación de empleo.



Quiero decirles que la situación planteada se da en determinadas comunas del país, en la zona sur y en Valparaíso, y la tratamos de incorporar en la Ley de Presupuestos. Sin embargo, eso no fue posible debido a que el Ejecutivo finalmente vetó la normativa sobre esta materia.



A nuestro juicio, acá efectivamente se están vulnerando las condiciones laborales de estas trabajadoras, hecho que afecta particularmente a las comunas de Palena, Arauco, Cañete, Contulmo, Coronel, Curanilahue, Hualqui, Lebu, Los Álamos, Lota, Nacimiento, Negrete, Penco, San Pedro de la Paz, Santa Bárbara, Talcahuano, Tirúa, Tomé y Valparaíso, donde todavía permanecen los trabajos derivados de los programas de generación de empleo asociados a los municipios.



Quiero agregar que, por una cuestión de técnica legislativa, las personas que trabajan conforme a esos programas fueron consideradas como que estaban haciendo uso de un beneficio social. Y, por consiguiente, tal particularidad les es incompatible con los bonos que entregan los Gobiernos.



Por ello, con los Senadores Lagos, Gómez y la Senadora Rincón, pedimos que se corrigiera esa discordancia y que la Ministra del Trabajo enviara un proyecto de ley, asunto que también lo hablamos con el Subsecretario del ramo.



Y ahora queremos apelar nuevamente porque se trata de una situación crítica que afecta a muchas trabajadoras, en particular -vuelvo a insistir- de la comuna de Valparaíso. 



Por último, señor Presidente, deseo hacer notar al Gobierno que se han reducido los programas de generación de empleos en la provincia de San Antonio, en las comunas del litoral central, aspecto en el que también hemos estado trabajando con el Senador Lagos.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- A continuación, tiene la palabra el Senador señor Gómez, también en el tiempo de la Democracia Cristiana.



¡Esta es la cosa más transversal que hemos visto en los últimos años…!

El señor GÓMEZ.- Tenemos un acuerdo transversal sobre este punto, señor Presidente, por una razón: porque este es un tema social muy importante.



Hace mucho tiempo que estas personas, no solo en la Región de Valparaíso, sino en todos los lugares mencionados por los señores Senadores, vienen solicitando que lo que realizan, que es transitorio, quede establecido definitivamente en lo que corresponde: en un contrato de trabajo.



Con motivo de la discusión del proyecto de Ley de Presupuestos se había logrado, a través de una acción llevada a cabo por la Senadora Rincón, ingresar esta materia en esa normativa, pero el Gobierno retiró la glosa.



La verdad es que aquí por lo menos, en Valparaíso -y nos hemos reunido muchas veces con las personas; también he visto hacerlo al Senador Navarro en su Región-, hay 777 cupos. O sea, se trata de gente que trabaja hace más de 10 años conforme a un sistema donde no existe el derecho a vacaciones, ni a otros beneficios y que percibe el sueldo mínimo. 



Esas personas, en algún minuto, decidieron iniciar una huelga de hambre a objeto de presionar para que resolvieran sus problemas. Y, luego, muchas de ellas -una gran cantidad eran mujeres-, a pesar de que estaban en una situación crítica, resolvieron no paralizar sus acciones. ¿Por qué? Porque les interesa mantener lo que ellas hacen, y con mucha dignidad y bastante fuerza: las labores de limpieza en el municipio.



Así que, señor Presidente, sin perjuicio de la voluntad que pueda existir de parte de todos nosotros, considero muy importante pedir al Ministerio del ramo que definitivamente responda el oficio enviado por la Presidenta de la Comisión de Trabajo el 22 de enero del 2013. Han transcurrido bastantes días y no se ha cumplido con lo que establece la ley, cual es dar respuesta en un tiempo determinado a lo que solicita el Parlamento.



En este caso, adhiero a lo planteado y pido, tal como lo manifestó la Senadora Rincón, que se envíe un nuevo oficio al Ejecutivo para resolver este asunto de una vez por todas, en términos de que la labor que realizan las miles de personas antes mencionadas quede establecida en contratos de trabajo, como corresponde. Aquí, en Valparaíso, son 777, y en el resto del país totalizan una cantidad enorme.



Gracias.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre de los Senadores señora Rincón y señores Chahuán y Gómez, conforme al Reglamento.

El señor PIZARRO (Presidente).- De acuerdo con el orden establecido, le corresponde hacer uso de la palabra al Senador señor Navarro, quien dispone de dos minutos, más el tiempo cedido por el Partido Socialista. Sin embargo, el Honorable señor Escalona ha pedido intervenir. Por lo tanto, ofreceré la palabra primero a él, y luego, el tiempo sobrante, si es que sobra, se le sumará al del Senador señor Navarro. 



Tiene la palabra el Honorable señor Escalona.

EXTENSIÓN DE VIGENCIA DE FICHA DE PROTECCIÓN SOCIAL. OFICIO

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, quiero solicitar que se remita un oficio al Ministro de Desarrollo Social, don Joaquín Lavín Infante, motivado por una reciente visita que realicé a la población Francke en la ciudad de Osorno, a la cual fui invitado por la presidenta de la junta de vecinos.



Ellos me manifestaron su preocupación por haberse dilatado la decisión que debiese tomar dicha Secretaría de Estado en lo que respecta a la Ficha de Protección Social.



La referida Cartera resolvió llevar a cabo una nueva encuesta a las personas que reciben los diferentes beneficios sociales, algunos muy importantes, como los subsidios de agua potable, de vivienda social, etcétera.



El Ministro señaló que el proceso estaría concluido en el mes de enero. No fue así. 



Luego informó que iba a terminar en los primeros días de abril. Ello tampoco ocurrió.



Ante la preocupación existente -y en algunos casos la inquietud de las familias-, se aseguró que aquel quedaría finalizado a fines de abril. Pero no sucedió.



Por lo tanto, hoy existen decenas de miles de familias que corren el riesgo de perder los diferentes subsidios y beneficios sociales que reciben, porque se les exige la actualización de la ficha social, la que se iba a realizar en las fechas señaladas, pero se postergó de manera lamentable. Son muchas las familias que se encuentran en esta situación.



Entonces, solicito que se oficie al señor Ministro de Desarrollo Social con el propósito de que la Cartera a su cargo resuelva retomar las asignaciones respectivas a las familias que así lo soliciten sobre la base de la ficha social vigente al 31 de diciembre del 2012, a fin de darles tranquilidad, certeza y seguridad al respecto. Esas familias hoy día ven -muchas de ellas con alarma- alejados o, incluso, perdidos diferentes beneficios sociales que el país ha ido estableciendo en el curso de los años, pues, en virtud de esta instrucción del Ministerio de Desarrollo Social, pueden quedar definitivamente sin posibilidad de acceder a ellos.



En consecuencia, ruego al Ministro Joaquín Lavín que ponga término al experimento que se ha desarrollado y que se entreguen los beneficios y subsidios con la ficha social vigente al 31 de diciembre del 2012.



Esa es mi solicitud, señor Presidente.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, de conformidad con el Reglamento. 

El señor PIZARRO (Presidente).- En el tiempo del Comité Renovación Nacional, tiene la palabra la Senadora Lily Pérez.

AGRADECIMIENTOS DE PRIMERA DAMA DE LA NACIÓN POR APROBACIÓN DE PROGRAMA ELIGE VIVIR SANO
La señora PÉREZ (doña Lily).- Señor Presidente, en los minutos correspondientes a mi Comité quiero dar lectura a una carta que dirige la Primera Dama, señora Cecilia Morel, a esta Corporación -me la ha hecho llegar hace pocos instantes-, con la finalidad de expresar sus agradecimientos al Senado por la aprobación del proyecto de ley que crea el Sistema Elige Vivir Sano.



La carta expresa lo siguiente:



“Queridos amigos,



“No he podido estar hoy con ustedes pero quiero transmitirles la emoción y alegría que siento por los grandes pasos que ha dado en el SENADO el Proyecto de Ley Elige Vivir Sano.



“Hoy ha terminado la segunda etapa en el Congreso y entiendo que con esto termina su segundo trámite constitucional.



“Tener una institucionalidad que se preocupe por abordar con voluntad y con una política pública este problema es un primer paso para crear oportunidades y disminuir los obstáculos que impiden el acceso a una vida más saludable, especialmente de las personas más vulnerables.



“Una ley entrega sustentabilidad y permite proyectarnos a largo plazo.



“Estamos frente a un problema que afecta el bienestar sicosocial de todos los chilenos y chilenas y que significa un enorme costo económico y espiritual para cada familia y para nuestro país.



“No es solo un problema de salud, es una necesidad social y cultural. Si todos estamos luchando por tener menos pobreza, no podemos cerrar los ojos ante este grave problema.



“Por eso los senadores integrantes de la Comisión de Salud y de la Comisión de Hacienda han trabajado este proyecto con especial preocupación y esmero. Con ánimo de aportar al desarrollo de nuestro país pusieron todos sus esfuerzos y conocimientos para aprobarlo y aportar con nuevas y buenas ideas que reflejan consensos y ánimo de unidad.



“Asimismo, todos ustedes aprobaron en general y particular un proyecto que nació como un programa y que hoy ya se transforma en una política de Estado.



“Elige Vivir Sano es hoy un proyecto de ley de todos y para todos. De todos, porque ustedes han representado el interés común de cada persona por la calidad de vida. Para todos, porque es para nuestros niños y niñas, el mayor tesoro que tiene nuestra nación.



“Por eso quiero decirles muchas gracias y que sigamos trabajando juntos.



“Muy orgullosa de ser chilena.



“Cecilia Morel.”



Muchas gracias, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

CUMPLIMIENTO DE ACUERDOS CON TRABAJADORES DE PROGRAMA PROEMPLEO EN REGIÓN DEL BIOBÍO. OFICIOS

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, solicito que se oficie a la señora Ministra del Trabajo y Previsión Social y al Intendente del Biobío, señor Víctor Lobos, a fin de que nos puedan informar sobre el cumplimiento de los acuerdos alcanzados con los sindicatos de los trabajadores del Programa Proempleo de la Región del Biobío, especialmente con relación al bono de los 4 mil pesos y, sobre todo, en cuanto a respetar lo convenido en la Cámara Baja -actuaron como ministros de fe los Diputados Manuel Monsalve, Cristián Campos, Felipe Harboe-, en el sentido de no eliminar los cupos que se han asignado a nuestra Región, dado que las cifras de desempleo allí no han disminuido.



El lunes recién pasado tuvo lugar una movilización que pudo ser evitada si la interpretación que hizo el Ministerio del Trabajo hubiera coincidido con la del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, particularmente con la de Claudio Alvarado.



Lamentablemente eso no se produjo y, al final, aquella se realizó con el propósito de hacer cumplir dichos acuerdos.



Por lo tanto, me gustaría que la señora Ministra del Trabajo nos dé cuenta cabal de cuál es la situación de los trabajadores del Programa Proempleo en la Región del Biobío y en qué medida se han respetado, en detalle, los acuerdos alcanzados con dichos sindicatos.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.  

CUESTIONAMIENTOS A INICIATIVA GUBERNAMENTAL “RECETAS PARA AHORRAR Y SABOREAR A LA CHILENA”. OFICIO

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, el señor Ministro Joaquín Lavín hace poco lanzó, junto al Director Ejecutivo del FOSIS, señor Claudio Storm, un recetario que propone preparaciones de comida que no superan los dos mil pesos diarios para cuatro personas, lo cual ha causado mucho debate.



El Secretario de Estado ha señalado lo siguiente: “Hicimos una investigación con las familias más vulnerables de Chile y la verdad es que estas familias gastan, para una familia de 4 personas, más o menos $2.000 diarios en alimentación. Le hicimos un desafío a tres chef, que es cómo lograr con menos de $2.000 al día, comida que sea chilena, rica, sana y barata. La verdad es que se puede”, aseguró el Ministro.



Según la información, el FOSIS entregará recetarios a diez mil familias vulnerables con el objeto de que puedan cocinar más barato y saludable. Sin embargo, recién hemos aprobado el Programa Elige Vivir Sano.



Por ello, quiero que se oficie al señor Ministro Lavín, solicitándole la investigación que se realizó, porque, a todas luces, el que una familia de cuatro personas gaste diariamente en comida menos de dos mil pesos constituye un desafío tremendo.



Queremos tener acceso a esa investigación. Estos datos pueden ser relevantes, pues hay muchas familias vulnerables en Chile que, conociendo esta información, han asumido que esta es irreal y que puede constituir una cruel burla, toda vez que no es posible que cuatro personas se alimenten diariamente en nuestro país con dos mil pesos.



Esa es una situación que debe aclararse, señor Presidente.



Aprobamos el proyecto de ley que crea el Sistema Elige Vivir Sano, que se radicará en el Ministerio de Desarrollo Social, y hemos reconocido y felicitado la labor de la Primera Dama, señora Cecilia Morel.



Sin embargo, anuncios de esta naturaleza, si no son adecuadamente fundados, pueden terminar tergiversando por completo el sentido y el espíritu de un programa que acabamos de consagrar mediante una ley.



Creo que la ciudadanía, particularmente las familias más pobres, ha recibido esta noticia con estupor, con incredulidad; otros, con sorna, y algunos, “en mala” porque la han considerado una burla.



Sería conveniente tener a la vista la investigación que el Ministro ha realizado para formarse una opinión más objetiva respecto de estos anuncios.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.  

EXPROPIACIÓN DE VIVIENDAS EN POBLACIÓN AURORA DE CHILE DE CONCEPCIÓN PARA ACCESO A PUENTE CHACABUCO. OFICIOS

El señor NAVARRO.- Por otra parte, señor Presidente, solicito que se oficie al Ministerio de Obras Públicas y al de Vivienda y Urbanismo con relación a la situación que afecta a la población Aurora de Chile en Concepción, la cual sufrirá una expropiación de aproximadamente 200 viviendas para dar acceso al puente Chacabuco.



Es claro que en Aurora de Chile ha habido conflictos de todo tipo. Pero también lo es que las familias que se encuentran en el área de expropiación no van a salir de ella si no existe la debida compensación. 



Vamos a tener en Concepción -y quiero advertirlo con tiempo- un caso único en Chile: un puente terminado, pero al cual no se podrá acceder porque las familias acudirán a los tribunales de justicia para defender su legítimo derecho a estar en dicho sector o a ser debidamente compensadas.



No basta un subsidio para sitios que superan los 200 a 250 metros cuadrados y donde hay construcciones sólidas: la población Aurora de Chile no sufrió ningún daño con el terremoto de 2010; ¡ni siquiera se quebraron los vidrios de las viviendas!



Sin embargo, después de la enorme polémica que terminó con la destitución de la Intendenta de la Región del Biobío de la época, se dio paso a la referida construcción, que hoy día genera incertidumbre.



Los vecinos tienen el derecho de recurrir a los tribunales. Habitan el sector por más de ochenta años. Realizaron los rellenos estructurales del río: ¡le ganaron al río! Allí viven. Y, sin duda, son sujetos de Derecho por esa larga permanencia, que involucra hasta a cuatro generaciones.


Pido, pues, que se oficie al Municipio de Concepción y al Ministerio de Vivienda y Urbanismo para que informen in extenso a este Senador de todos los alcances del programa de remplazo de las viviendas y, particularmente, de la entrega de los subsidios.



Yo observo con preocupación que diversas actuaciones de los servicios públicos, en especial del SERVIU de la Región del Biobío, han dividido a los vecinos y a los dirigentes.



La situación en comento no puede ser manoseada por nadie. Queremos que los actuales moradores se queden en el lugar; que los terrenos en cuestión, que tienen alta plusvalía y se encuentran a escasos minutos de la Plaza de Armas de Concepción, sean para ellos. Nadie debe intentar hacer allí ningún tipo de negocio que no sea en beneficio directo de las familias, que en su inmensa mayoría desean quedar radicadas en el lugar porque son propietarias.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

PROBLEMAS DE VILLA FUTURO (CHIGUAYANTE) Y DE POBLACIÓN CENTINELA II (TALCAHUANO). OFICIOS

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, quiero que el Ministerio de Vivienda y Urbanismo nos informe acerca de una situación que afecta a la Villa Futuro, de Chiguayante.



Ya lo señalé hace un año. El SERVIU depositó en la Cuenta Rut de muchos de sus habitantes el producto de la expropiación de sus departamentos “inhabitables”, los cuales, no obstante, hoy día son habitables y están con gente que vive en ellos.



¿Qué ocurrió? Las personas destinaron a otros fines los dineros recibidos. Por tanto, ahora no es posible que adquieran un departamento.



Se cometió un grave error. Lo dijimos en su oportunidad: “Si va a haber un subsidio del Estado, el dinero proveniente de la expropiación debe destinarse a la compra inmediata de la vivienda”.



Fue una equivocación depositar los recursos en las libretas de las familias, porque pasó lo que era previsible: la necesidad llevó a muchas de ellas a ocupar el dinero y ahora no están en condiciones de adquirir una casa o un departamento.


Del mismo modo, pido que se me informe en cuanto a la entrega de las viviendas definitivas en la población Centinela II, de Talcahuano; al estado de avance de su construcción; al tipo de soluciones habitacionales, y a su costo, para saber si las familias beneficiarias podrán enfrentar en buena forma el próximo invierno.



--Se anuncia el envío de los oficios respectivos, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

ESTUDIO DE FAO SOBRE FERIAS LIBRES DE CHILE. OFICIOS

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, quiero dar cuenta de un estudio de la Organización de las Naciones Unidas para la Alimentación y la Agricultura relativo a las ferias libres de Chile.



Señala la FAO que las ferias libres -esas donde compran los vecinos, preferentemente cada fin de semana- son un motor de desarrollo y constituyen un gran aporte para la seguridad alimentaria.



Dicho Estudio destaca que ellas responden por 43 por ciento de la venta de productos hortofrutícolas y del mar en nuestro país. Agrega que generan 197 mil empleos, con alta participación de mujeres.



A juicio de la referida Organización, las ferias libres son una contribución fundamental para la seguridad alimentaria de los habitantes, ya que comercializan productos de buena calidad y a bajo precio.



La Oficina de Estudios y Políticas Agrarias (ODEPA), la FAO y la Asociación de Ferias Libres (ASOF) llevaron a cabo la primera Encuesta Nacional sobre Ferias Libres en Chile, la cual demostró que estas son un aporte a la economía familiar de los sectores más vulnerables de la sociedad, debido a su oferta de alimentos saludables y de buena calidad.



“Para la FAO las ferias libres tienen una posición única al ser el canal más inclusivo y directo que conecta la oferta de productos locales frescos y sanos con la demanda en los mercados internos del país. Ellas responden por el 43% de la venta de productos hortofrutícolas y del mar en el país”, explicó Alejandro Flores, representante de esa Organización en Chile.



Según la FAO, las ferias libres son una importante fuente de trabajo, ya que -esto es muy importante- sus 66 mil 500 puntos de venta a lo largo de nuestro país generan lo que ya señalé: 197 mil empleos. Un 8 por ciento de los locales vende pescados y mariscos, y un 92 por ciento, frutas y hortalizas.



La mencionada Encuesta Nacional caracterizó a los feriantes y sus modelos de negocios, y uno de sus hallazgos fue la importante participación de las mujeres, quienes son dueñas de 28 mil puntos de venta de frutas, verduras y productos del mar a lo largo del territorio nacional, los cuales generan 83 mil 763 empleos femeninos.



Alejandro Flores explicó, además, que las ferias mejoran el acceso a alimentos saludables y nutritivos a precios relativamente bajos, al alcance de la población de reducidos ingresos, al tiempo que ayudan a aumentar las entradas de los pequeños productores que abastecen los mercados internos y no están integrados en los mercados más formales: los supermercados.



Y agregó: “Se trata de algo fundamental si consideramos que la obesidad afecta a una parte importante de los chilenos, con un impacto fuerte sobre los niños,” -lo decíamos: hay más de 40 por ciento de obesidad en los colegios de Chile; entonces, el problema ya no es la desnutrición-, “por lo que las ferias juegan un rol fundamental en que todos tengan acceso a alimentos sanos, frescos e inocuos.”.



La FAO señaló que las ferias libres constituyen un modelo de integración cultural que permite hacer múltiples relaciones, contribuyendo significativamente a consolidar la seguridad alimentaria de Chile.



Señor Presidente, el único espacio de socialización que no ha sido alterado, que mantiene una tradición, son las ferias libres. Los malls, no: son centros comerciales para diversos niveles de ingresos. El espacio de socialización real de la población en Chile está dado hoy por este fenómeno grato de las ferias libres.



El Presidente de la Asociación Nacional de Ferias Libres, Héctor Tejada, señaló que ellas deben “entregar un producto cada vez más adaptado a las necesidades de la población, procurando una dieta saludable a la gran mayoría de los chilenos, que hoy se ven afectados por altos índices de obesidad, diabetes, problemas de hipertensión, entre otras afecciones”.



La Encuesta sobre Ferias Libres fue producida por el Observatorio de Ferias Libres, fruto de un proyecto (reitero) ODEPA-FAO-ASOF.



Dicho Observatorio es un centro de inteligencia de mercado que ayuda a mejorar la toma de decisiones y a elevar la competitividad de las ferias a través de la recopilación y análisis de información relevante de todos los actores del canal alimentario agrícola y pesquero nacional.



“El proyecto ha logrado identificar que un nuevo modelo de Feria Libre es posible permitiendo a los feriantes contar con mayor información sobre su negocio y con instrumentos para seguir el comportamiento del mercado”, comentó Flores.



Dicho proyecto producirá una plataforma en línea donde se podrán monitorear los precios de las ferias libres en Chile, los cuales serán difundidos a través de los medios de prensa locales para beneficiar a los consumidores.



A quienes quieran tener más antecedentes les señalo que la información completa está en la página web www.rlc.fao.org.



Señor Presidente, solicito que se oficie al señor Ministro de Economía a fin de que nos dé cuenta de las políticas públicas que impulsa su Cartera para fomentar las ferias libres en Chile y nos señale cuáles han sido los montos invertidos en materia de desarrollo, estudio y prospección en los últimos 10 años, y particularmente, el tipo de apoyo concursable que se les está otorgando a las ferias libres.



Contrariamente a lo que se pudiera pensar, cada día los feriantes están más instruidos; tienen hijos con mayor educación -y expresan con orgullo que incluso han podido formarlos en el tan caro mercado chileno de la universidad-, y están mejor asesorados. Por lo tanto, requieren todo nuestro respaldo.



Solicito que se oficie también a la Asociación Chilena de Municipalidades al objeto de que nos señale cuáles son los elementos que podrían mejorarse para la instalación y desmantelamiento de las ferias libres.



En efecto, tras su funcionamiento se precisa hacer un adecuado aseo, para no provocar molestias a los vecinos. Porque deben instalarse en avenidas a las cuales puedan acceder los ciudadanos, la mayoría de ellos (por cierto) sin vehículo particular. Uno observa cómo arrastran sus carritos o cargan sus bolsas personas de todas las edades que necesitan adquirir productos para la semana.



Señor Presidente, solicito la remisión de los oficios pertinentes de manera que múltiples proyectos presentados en la Cámara de Diputados y que por diversos motivos no han visto la luz puedan dar origen a iniciativas públicas del Gobierno, y específicamente del Ministerio de Economía, conducentes a fortalecer a ese sector de la economía nacional, que genera empleo en los niveles ya señalados; que tiene las ventajas comparativas que indiqué, y que -lo reitero- constituye el último espacio de socialización ciudadana que va quedando en Chile, país cada vez más impregnado de un mercado que crea condiciones que hacen pensar más bien en un consumidor que en un ciudadano.



Quienes concurren a las ferias libres son consumidores. Pero en esencia, señor Presidente, son ciudadanos.



--Se anuncia el envío de los oficios pertinentes, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento. 

RECHAZO POR ALEMANIA DE SEMILLA TRANSGÉNICA IMPORTADA 

DESDE CHILE. OFICIO

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, solicito que se oficie al Ministerio de Agricultura a fin de que dé cuenta de lo que se ha planteado en torno a un hecho gravísimo para la credibilidad de los productos chilenos, particularmente de la miel.



Se dice: “Nuevamente es rechazada una exportación chilena en fronteras europeas. Antes fue la miel transgénica y hoy es el maíz. Recordemos que en Chile existen 32 empresas de cultivo transgénico, de las cuales 28 han sido identificadas con Google Earth”. O sea, podemos saber dónde están.



Asimismo, se expresa:



“En un lote de semillas importadas a Alemania desde Chile como convencionales, se detectó el pasado 2 de mayo,” (esto es reciente) “trazas de maíz transgénico NK603 y Mon 803 de Monsanto.



“La alarma fue dada por el Ministerio de Agricultura y Medio Ambiente del estado federado” -en Alemania- “de Schleswig-Holstein y publicada en los medios ligados a esa entidad oficial. El prestigio que Chile tenía como exportador de semillas convencionales de calidad sufre con esto un severo golpe. Los productores de semillas transgénicas, Monsanto, Pioneer/Dupont, entre otros, deberán dar explicaciones a sus propios colegas exportadores de germoplasma.



“En la Unión Europea existe tolerancia cero para la presencia de transgénicos en semillas, a diferencia de los rasgos de transgénicos en los alimentos procesados, en los que el umbral es de 0,9%. Ello se explica porque en la inmensa mayoría de los países europeos, no están permitidos los cultivos de maíz transgénico.



“El maíz NK603 de Monsanto que contaminó el maíz convencional exportado a Alemania, fue protagonista en el estudio dado a conocer en septiembre de 2012 por el equipo encabezado por el científico francés Gilles Eric Seralini (CRIIGEN) sobre los dañinos efectos  de la alimentación de ratas con maíz transgénico y agua contaminada con Roundup, durante dos años.”.



Señor Presidente, esa información es preocupante y requiere una respuesta del Ministerio de Agricultura y del Ministerio del Medio Ambiente.



Porque se expresa:



“La contaminación del maíz exportado a Alemania, se suma a otros problemas como la contaminación de la miel chilena” -reitero- “por polen transgénico, que ocasionó la pérdida de la mayor parte del mercado de la Unión Europea a partir de 2011, con grave daño económico a los apicultores.” (por ejemplo, a los pequeños apicultores de la Región del Biobío: de Chillán, de Ñuble) “Alemania era el principal mercado para la miel chilena, que ahora se exporta a otros mercados, pero a precios muy inferiores a los que pagaba la Unión Europea.



“El incidente demuestra que la expansión de los semilleros transgénicos no sólo afecta a la apicultura y la pequeña agricultura familiar campesina, sino también a la exportación de semillas convencionales, un negocio que mueve millones de dólares cada año.”.



En Rengo, Mario Schindler, gerente de ANPROS, debió enfrentar el malestar de los apicultores y sus organizaciones por la contaminación de la miel con polen transgénico proveniente de semilleros de exportación de maíz o raps transgénicos.



Hasta el año 2012 las empresas y el SAG se negaban a dar la ubicación exacta de los semilleros. Empero, el fallo definitivo del Consejo para la Transparencia ordenó el fin del secreto. Schindler aseguró en Rengo que las empresas entendían ahora la importancia de la transparencia y estaban abiertas a entregar toda la información requerida.



Ha habido un secretismo irresponsable. Se exigió durante largo tiempo decir dónde estaban los semilleros, precisamente para adoptar medidas de resguardo. No se sabía dónde se hallaban; no existió la debida protección, y ahora estamos pagando las graves consecuencias que ese hecho representa para la economía exportadora de los pequeños productores de miel y de maíz.



Señor Presidente, solicito que se oficie al señor Ministro de Agricultura a fin de que nos dé cuenta de las medidas preventivas y compensatorias y de lo que ha sido necesario hacer para explicarles a nuestros compradores en Europa que la situación antes descrita no se repetirá. Porque si se repite…

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminó su tiempo, señor Senador.



Por favor, redondee la idea. Para ello dispone de un minuto adicional.

El señor NAVARRO.- Muchas gracias.



Señor Presidente, tales aspectos deben regularse y tiene que haber una respuesta tajante del SAG.



Se precisa fortalecer al Servicio Agrícola y Ganadero. El Ministerio de Agricultura no puede hacer tabla rasa de esa situación, que es de máxima gravedad.



Ella no se percibe, tal como ocurrió con los datos desvirtuados del INE respecto al último censo en Chile. 



La repercusión internacional está siendo terrible para la credibilidad de nuestro país. Se está dañando todo lo que se ganó con mucho esfuerzo gracias al empuje exportador de pequeños, medianos y grandes productores. 



Una vez conocidas las cifras del INE y luego de las dudas que tiene la banca con relación al IPC, estamos ante una situación de credibilidad que requiere políticas y respuestas inmediatas.



Espero que el señor Ministro de Agricultura nos las pueda dar.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP!



He dicho.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del Senador señor Navarro, conforme al Reglamento.

)---------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Habiéndose cumplido su objetivo, se levanta la sesión.



--Se levantó a las 20:15.

Manuel Ocaña Vergara,








Jefe de la Redacción 

A N E X O S

SECRETARÍA DEL SENADO
LEGISLATURA NÚMERO 361

ACTAS APROBADAS

SESIÓN 14ª, ESPECIAL, EN MARTES 16 DE ABRIL DE 2013


Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Pizarro, y del Vicepresidente, Honorable Senador señor Gómez.


Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Girardi, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Letelier, Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Concurren, además, los Honorables Diputados señores Fuad Chahín Valenzuela, Manuel Monsalve Benavides y Marco Antonio Núñez Lozano, designados por la Honorable Cámara de Diputados, de conformidad a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 46 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, para formalizar y proseguir ante el Senado la acusación constitucional que más adelante se especificará; el suspendido señor Ministro de Educación, don Harald Beyer Burgos, y sus abogados defensores, señores Enrique Barros Bourie y Jorge Bofill Genzsch.


Acuden, asimismo, los Ministros del Interior y Seguridad Pública, señor Andrés Chadwick; de Defensa Nacional, señor Rodrigo Hinzpeter; Secretario General de la Presidencia, señor Cristián Larroulet; Secretario General de Gobierno, señora Cecilia Pérez; de Educación (subrogante), señor Fernando Rojas; de Justicia, señora Patricia Pérez; de Transportes y Telecomunicaciones, señor Pedro Pablo Errázuriz; Directora del Servicio Nacional de la Mujer, señora Carolina Schmidt, y Presidente del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, señor Luciano Cruz-Coke. 


Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________

ACTAS


Las actas de las sesiones 9ª, especial, y 10ª, ordinaria, de 9 de abril; 11ª y 12ª, especiales, empalmadas, y 13ª, ordinaria, de 10 de abril, todas de 2013, se encuentran en Secretaría a disposición de las señoras y señores Senadores, hasta la sesión próxima para su aprobación.

_________

CUENTA

Mensaje


De S. E. el Presidente de la República, con el que retira y hace presente la urgencia, en el carácter de “suma”, al proyecto de ley sobre fomento forestal que modifica y extiende los incentivos a la forestación establecidos en el decreto ley N° 701 (Boletín N° 8.603-01).


- Se tiene presente la calificación y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

Oficios


Dos de la Honorable Cámara de Diputados:


Con el primero, informa que aprobó las enmiendas propuestas por esta Corporación al proyecto de ley que introduce modificaciones en el Código Civil y en otros cuerpos legales, con el objeto de proteger la integridad del menor en caso de que sus padres vivan separados (Boletines Nºs 5.917-18 y 7.007-18, refundidos), con excepción de la sustitución del artículo 1°, N° 1 (N° 2 del Senado), la que ha desechado, y comunica la nómina de los Honorables Diputados que integrarán la Comisión Mixta que ha de formarse según lo establece el artículo 71 de la Constitución Política de la República.


- Se toma conocimiento y, conforme lo dispone el artículo 46 del Reglamento del Senado, se designa a los miembros de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento para que integren la referida Comisión.


Con el segundo, expone que dio su aprobación a las enmiendas propuestas por el Senado al proyecto de ley que perfecciona las disposiciones introducidas por la ley N° 20.568, sobre inscripción automática y que modernizó el sistema de votaciones (Boletín N° 8.819-06).


- Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto con sus antecedentes.

Del Excelentísimo Tribunal Constitucional


Envía copia autorizada de la sentencia definitiva pronunciada en la acción de inaplicabilidad por inconstitucionalidad del artículo 86 del decreto ley N° 3.500, de 1980, que establece nuevo sistema de pensiones.


- Se toma conocimiento y se manda archivar el documento.

Del señor Contralor General de la República


Da respuesta a petición, remitida en nombre del Honorable Senador señor Bianchi, para que se informe el sentido y alcance del vocablo “insumos” y de la expresión “insumos de la zona”, según se utilizan en el inciso tercero del artículo 1° de la ley N° 18.392.

Del señor Ministro de Agricultura


Remite informe ejecutivo de la Corporación Nacional Forestal sobre medidas adoptadas para prevenir incendios forestales en la Provincia de Tierra del Fuego; materia consultada en nombre del Honorable Senador señor Kuschel.


Da contestación a solicitud, remitida en nombre del Honorable Senador señor Uriarte, sobre posibilidad de incrementar recursos asignados a programas de riego en la Región de Coquimbo, con cargo a la Ley de Presupuestos del Sector Público año 2013. 

De la señora Ministra Directora del Servicio Nacional de la Mujer


Adjunta copia oficial del documento denominado Observaciones finales sobre los informes periódicos quinto y sexto, adoptadas por el Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer, en su 53° período de sesiones (1° a 19 de octubre de 2012).

Del señor Subsecretario de Telecomunicaciones


Responde solicitud de antecedentes, enviada en nombre del Honorable Senador señor García, relativa a petición de subsidio fiscal y entrega de una nueva frecuencia hecha por el representante legal y director de la Radio Comunitaria Pelom, de la comuna de Padre Las Casas. 

De la señora Directora del Servicio Electoral (S)


Remite cronograma de actividades de las elecciones primarias a realizarse el día 30 de junio del año en curso y, asimismo, el de las elecciones presidencial y parlamentarias que se celebrarán el domingo 17 de noviembre del presente año. 

De la señora Superintendente de Servicios Sanitarios


Da respuesta a petición de antecedentes, cursada en nombre de la Honorable Senadora señora Alvear, sobre el convenio suscrito por las empresas AES Gener S. A. y Aguas Andinas S. A., y de su impacto en el abastecimiento de agua potable de los habitantes de la Región Metropolitana.

Del señor Intendente Regional, Región de La Araucanía


Atiende solicitud de información, cursada en nombre del Honorable Senador señor García, sobre estado de avance del “Nuevo Proyecto Educativo Escuela Llaima de Temuco”.

Del señor Alcalde (S) de la Ilustre Municipalidad de Temuco


Responde solicitud de información, enviada en nombre del Honorable Senador señor García, respecto del estado de avance del “Nuevo Proyecto Educativo Escuela Llaima de Temuco”.

Del señor Secretario Regional Ministerial de Transportes y

Telecomunicaciones, Región de Atacama


Contesta solicitud de información, remitida en nombre de la Honorable Senadora señora Allende, referente al proyecto “Terminal de Buses Rodoviario de Copiapó”, en lo que concierne a esa dependencia.


- Quedan a disposición de Sus Señorías.

Moción


De la Honorable Senadora señora Pérez San Martín, con la que inicia un proyecto de ley que concede la nacionalidad chilena, por especial gracia, al señor David Feurstein (Boletín N° 8.894-07).


- Pasa a la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.

_________


La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, consultas, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________


Se suspende la sesión.


Se reanuda la sesión.

_________

ORDEN DEL DÍA

Acusación constitucional deducida en contra

del señor Ministro de Educación, don Harald

Beyer Burgos


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la acusación constitucional de la referencia y que esta sesión especial ha sido convocada de conformidad a lo dispuesto en los artículos 48 a 50 de la ley      N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, y 189 y 190 del Reglamento del Senado.


Agrega que, en virtud de lo dispuesto en los artículos 192 a 196 del Reglamento de la Corporación, esta sesión se iniciará con una relación de la acusación constitucional que efectuará el señor Secretario General y, posteriormente, se escuchará a la Comisión de Diputados designada para formalizar dicha acusación.

- - -


A continuación, el señor Presidente concede el uso de la palabra al señor Secretario General para efectuar la relación de la referida acusación.


El señor Secretario General señala que, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 192 del Reglamento del Senado, pasa a hacer una sucinta relación de los hechos y el derecho en que se funda esta acusación constitucional, así como de los argumentos de la defensa del señor Ministro de Educación acusado, don Harald Beyer Burgos.


A) ANTECEDENTES.


- Con fecha miércoles 20 de marzo del presente año, diez señores Diputados presentaron ante la Honorable Cámara de Diputados una acusación constitucional en contra del Ministro de Educación, don Harald Beyer Burgos.


- Se dio Cuenta de la acusación en sesión de la Cámara de Diputados celebrada el mismo día 20 de marzo, y de acuerdo a lo dispuesto en los artículos 38 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, y 305 del Reglamento de esa Corporación, se procedió a elegir, en esa misma sesión y por sorteo, con exclusión de los Honorables parlamentarios acusadores y de los miembros de la Mesa, una Comisión de cinco Diputados para que informara si era procedente o no tal acusación. La elección recayó en los Honorables Diputados señoras Carolina Goic y Mónica Zalaquett y señores Fuad Chahín, Cristián Letelier y Gastón Von Mülehnbrock. Al día siguiente, el Presidente de la Cámara de Diputados citó a la Comisión para que se constituyera y eligiera a su Presidente, lo que se hizo, resultando elegido en tal calidad el Diputado señor Cristián Letelier, por mayoría de votos.


- En cumplimiento de lo preceptuado por el artículo 39 de la ley  N° 18.918, con fecha 21 de marzo se procedió a notificar personalmente al señor Ministro de Educación, entregándole copia íntegra del libelo acusatorio.


B) CAUSAL DE LA ACUSACIÓN.


La causal invocada en la acusación constitucional es una de las previstas en la letra b) del número 2) del artículo 52 de la Carta Fundamental, esto es, infringir la Constitución o las leyes o haber dejado éstas sin ejecución.


Los acusadores señalan que el señor Ministro acusado ha infringido la Constitución y ha dejado las siguientes leyes sin ejecución: ley  N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado; ley N° 18.956, Orgánica del Ministerio de Educación; ley            N° 19.880, de Bases de los Procedimientos Administrativos que rigen los actos de los órganos de la Administración del Estado; ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo; decreto con fuerza de ley N° 1, de 3 de enero de 1981, que Fija Normas sobre Universidades; decreto con fuerza de ley N° 2, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 20.370, General de Educación, y la ley N° 20.129, que Establece un Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior.


En particular, acusan al señor Ministro de haberse abstenido notoriamente de disponer, con especial énfasis en la aplicación del principio de oportunidad, todas las gestiones correspondientes a dar curso a procesos administrativos o judiciales referidos a las denuncias presentadas ante él, tanto por particulares como por autoridades administrativas, dejando con ello sin cumplir lo mandatado por el artículo 61 letra k) del Estatuto Administrativo, que establece que serán obligaciones de cada funcionario: 


“k) Denunciar ante el Ministerio Público o ante la policía si no hubiere fiscalía en el lugar en que el funcionario presta servicios, con la debida prontitud, los crímenes o simples delitos y a la autoridad competente los hechos de carácter irregular, especialmente de aquellos que contravienen el principio de probidad administrativa regulado por la ley N° 18.575.”.


C) CAPÍTULOS ACUSATORIOS.


La acusación está fundada en tres capítulos acusatorios, los que, según los acusadores, configuran la causal de infringir la Constitución o las leyes o haber dejado éstas sin ejecución: 1) Infracción al principio de probidad; 2) No ejercer un control jerárquico permanente sobre los órganos sometidos a su dependencia, y 3) Omisión del cumplimiento de las obligaciones ministeriales, particularmente la de fiscalizar las actividades del sector del Ministerio de Educación.


1) Primer capítulo de la acusación. Infracción al principio de probidad.


Respecto de este capítulo los acusadores señalan que desde su nombramiento “el señor Ministro ha comprometido la correcta observancia en el ejercicio de su cargo a través de expresiones no exentas de contradicciones en torno a las facultades que tiene su cartera, y en las que ha desconocido a un Poder del Estado en su labor fiscalizadora.”.


Manifiestan que “en un primer ámbito, el Ministro señor Beyer ha infringido el principio de probidad en la dimensión de falta de veracidad como se desprende de sus propias declaraciones en torno a las facultades que tiene su cartera para fiscalizar y sancionar a las instituciones de educación superior”. Agregan: “A mayor abundamiento, esto demuestra los embustes y maniobras deliberadas para sostener la necesidad para la aprobación de un proyecto de ley atendida una supuesta falta de facultades.”.


Mencionan declaraciones del señor Ministro afirmando que “El Mineduc tiene pocas atribuciones de fiscalización en esta materia, y actúa en función de las acusaciones que le llegan” y que el Ministerio “no tiene facultades específicas para fiscalizar las universidades, institutos profesionales, centros de formación técnica u otros, como sí lo tienen las Superintendencias”.


Añaden que sin embargo, y paralelamente a estos hechos, el señor Ministro habría dado curso a una auditoría a la Universidad del Mar, en sus aspectos académicos y financieros, por presuntas irregularidades, en el marco de una investigación originada por denuncias que habría recibido. Agregan que por ello el señor Ministro señaló: “Hasta ahora no hemos recibido ningún informe financiero de las instituciones, pero nosotros lo pedimos. Tenemos todas las facultades legales para hacerlo, y esperamos que lleguen oportunamente, y una vez que lleguen, nosotros queremos transparentar toda esa información para que la comunidad pueda analizarla, más allá de los análisis que nosotros hagamos”.


Puntualizan que “Los hechos señalados revelan una evidente falta de veracidad en las declaraciones del Ministro, así como una grave descoordinación entre los órganos del Ministerio.”. Añaden que es necesario precisar que el señor Ministro en un principio manifestó que no tenía facultades para investigar las denuncias, privadas y públicas, que se habían realizado a la fecha, para luego instar a diversos procedimientos administrativos en torno a recabar antecedentes. Así, precisan, “ha afectado gravemente la fe pública, pues ha creado un clima de incerteza jurídica, excusándose infundadamente de ejercer su facultades, instando, además, a la aprobación de un proyecto de ley que, en su opinión, le otorgaría las herramientas necesarias para fiscalizar, lo cual no puede ser congruente con la investigación recaída en la Universidad del Mar.”.


Agregan que en un segundo aspecto del principio de probidad, en la dimensión que se refiere a las actuaciones del señor Ministro, reviste importancia señalar con claridad los actos que ha ejecutado deficiente o tardíamente. Lo anterior cobraría sentido “si se tiene presente que la incorporación al texto constitucional del principio de probidad como imperativo de conducta en todas las actuaciones de las autoridades tiene entre sus objetivos fundamentales el resguardo de la fe pública”. A su vez, puntualiza la acusación “este factor es esencial como componente de fortaleza institucional, que se manifiesta en un actuar que genere credibilidad y confianza en las instituciones y las normas que la fundamentan. Por ello, es que este principio demanda un desempeño honesto y leal en la perspectiva de hacer primar el interés general por sobre intereses particulares, en este caso, la falta de veracidad, las omisiones y luego actuaciones tardías que han generado una grave afectación de derechos en materia de educación de miles de estudiantes”.


Añaden que a lo anterior se sumarían “las ausencias reiteradas a las citaciones que le ha hecho la Comisión de Educación de la Cámara de Diputados para informar sobre el avance del proceso de cierre y que los actos de su Cartera han estado en variadas ocasiones marcados por un evidente retraso en su dictación, en particular la situación de varios reglamentos en materia de educación superior que no habrían sido dictados en la fecha estipulada”.


Los acusadores concluyen que los hechos señalados demuestran que el Ministro ha infringido la Constitución y las leyes en lo referido al respeto que le debe conferir al principio de probidad “el cual exige un desempeño honesto, eficiente y eficaz de la función pública” con la debida “expedición en el cumplimiento de las funciones legales”.


Respecto de este primer capítulo los acusadores señalan que las normas legales vulneradas serían los artículos 1°, 2°, 3°, 52, 53 y 55 de la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado; el artículo 54 de la ley N° 19.653; los artículos 1°, 2° y 2° bis de la ley           N° 18.956, Orgánica del Ministerio de Educación, y los artículos 175, 176 y 177 del Código Procesal Penal.


2) Segundo capítulo de la acusación. No ejercer un control jerárquico permanente sobre los órganos sometidos a su competencia.


Los acusadores se refieren a diversas actuaciones y omisiones del Ministro en torno a dos órganos que dependen del Ministerio de Educación, cuales son: la División de Educación Superior y el Servicio de Información de la Educación Superior, según los antecedentes recogidos por la Comisión Especial Investigadora de la Cámara de Diputados sobre el funcionamiento de la educación superior.


A juicio de los acusadores, de los antecedentes “es posible concluir que al Jefe de la División de Educación Superior le constaban las vulneraciones a la prohibición del lucro que rige a las universidades; que, asimismo, dicho Jefe Superior de la División señaló que no había evidencia que le permitiera denunciar o investigar dichos ilícitos. Es más, señala la posibilidad de que el Ministerio pueda ejercer ciertas iniciativas en el evento que estas vulneraciones se produjeran, lo que se contradice abiertamente con lo mencionado por el Ministro en varias ocasiones en torno a mencionar que su cartera no dispondría de las facultades necesarias para hacerlo. Que según lo informado por el Ministerio de Educación, la División de Educación Superior no ha ejercido las facultades que le provee la ley en torno a hacer efectivo el imperio del Derecho en el ámbito del desarrollo de las universidades privadas del país. Que de la respuesta entregada a los profesores de la Universidad de Chile no se puede sino concluir que esta División siempre tuvo facultades para investigar, lo que constata una omisión importante durante un largo período de tiempo. A esto se agrega, según la acusación, la insuficiencia de la respuesta de ella, ya que pese a mencionársele órganos e instituciones particulares que fiscalizar, aduce que no se le señala concretamente dónde están las vulneraciones. Agregan los acusadores, que de los antecedentes queda establecido que la División de Educación Superior depende jerárquicamente del Ministro, quien está facultado para impartirle órdenes e instrucciones. Que los incumplimientos en que incurrió la División de Educación Superior se deben principalmente a la política que toma el Ministerio en torno a los ilícitos denunciados en esta acusación, particularmente en su capítulo acusatorio primero. Añaden que estas flagrantes vulneraciones jurídicas se hubieran podido prevenir y remediar si es que se hubiera actuado conforme le ordena el sistema jurídico, pero que, no obstante ello, y debido a la omisión del Ministro de fiscalizarlas, esta División permaneció en la inactividad.


Los acusadores sostienen que el señor Ministro ha dejado sin ejecución diversas normas legales y reglamentarias en relación con los órganos sometidos a su dependencia, lo que ha alterado sustancialmente el cumplimiento de las disposiciones sobre Educación Superior que le corresponden en su Cartera. De esta manera, los hechos en que ha incurrido el Ministerio hacen responsable a su titular de la causal constitucional de dejar sin ejecución las leyes.


Añaden que “De hecho, respecto de las mismas vulneraciones a la prohibición de las universidades de perseguir fines de lucro, el Jefe de la División de Educación Superior tenía pleno conocimiento sobre su ocurrencia, frente a lo cual no se realizó actuación o fiscalización alguna, y menos emanó una orden o instrucción del responsable de velar que estas normas se cumplan: el Ministro”.


Señalan que en relación a este segundo capítulo de la acusación las disposiciones legales vulneradas serían la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de Administración del Estado, el Estatuto Administrativo, la ley N° 18.956, Orgánica del Ministerio de Educación, la ley N° 20.129, que establece un Sistema Nacional de Aseguramiento de la calidad de la Educación Superior y el decreto con fuerza de ley N° 2, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 20.370, General de Educación.


3) Tercer capítulo de la acusación. Omisión del cumplimiento de las obligaciones ministeriales, particularmente, la de fiscalizar las actividades del sector del Ministerio de Educación.


Los acusadores afirman que de las conclusiones a que llegó la Comisión Investigadora de la Cámara de Diputados sobre el funcionamiento de la educación superior se puede desprender que tanto el actual Ministro de Educación, como los anteriores Ministros de la misma Cartera, han incumplido disposiciones constitucionales y legales, sobretodo en relación a su deber de fiscalizar las actividades de su sector.


Exponen que el trabajo de la Comisión arribó a consideraciones, conclusiones y proposiciones, en las cuales se pudo aseverar la existencia de un flagrante fraude a la ley, particularmente a las disposiciones del decreto con fuerza de ley N° 2, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley General de Educación. Dicho cuerpo legal prescribe, en su artículo 53, que las universidades, los institutos profesionales y los centros de formación técnica estatales sólo podrán crearse por ley. Las universidades que no tengan tal carácter deberán crearse conforme a los procedimientos establecidos en esta ley, y serán siempre corporaciones de derecho privado, sin fines de lucro para el efecto de tener reconocimiento oficial.


Le asignan particular gravedad al hecho de que el Sistema de Información de la Educación Superior, SIES, no pudo entregar la información solicitada por esa Comisión en razón a que no disponía de ella, a pesar de que la ley así lo establece, y al hecho de que dicho Servicio es una entidad dependiente del Ministerio de Educación y que, por lo tanto, corresponde al titular de esa Cartera velar por el debido cumplimiento de las obligaciones del Servicio.


Hacen referencia, asimismo, a otra de las conclusiones de dicho informe, cual es que según lo informado por el Ministerio de Educación, la División de Educación Superior y la Comisión Nacional de Acreditación, no se ha realizado en 30 años de existencia del sistema de educación superior privado alguna fiscalización, auditoría o simple revisión, en orden a determinar la existencia de fines de lucro en alguna de las instituciones privadas que han lucrado con ventas millonarias o bien han dado a conocer lo ventajoso del negocio de la educación superior a través de estudios académicos, publicaciones y reportajes de investigación.


Mencionan que se pudo constatar que ninguno de los Ministros de Educación, en particular el señor Beyer, han cumplido con su deber de fiscalizar las actividades de su respectivo sector.


Otra de las conclusiones que destacan es la de que el Ministerio de Educación no ha ejercido sus funciones legales en relación a solicitar a las instituciones de educación superior los antecedentes que deben entregar para la transparencia del sistema.


Precisan que si bien el Ministro determinó llevar adelante las gestiones tendientes a arribar a la verdad y cumplir su rol fiscalizador, en tanto Ministro del ramo, y con ello tácitamente asumir que siempre ha contado con las atribuciones y herramientas suficientes para lograr este objetivo, no lo realizó con la debida prontitud prescrita por el artículo 61, letra k), del Estatuto Administrativo, lo que agrava aún más la falta en el incumplimiento de su deber de fiscalizar.


A juicio de los acusadores las normas legales transgredidas en este tercer capítulo serían la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de Administración del Estado; la ley N° 18.956, Orgánica del Ministerio de Educación; la ley N° 19.880, sobre Bases de los Procedimientos Administrativos que rigen los actos de los órganos de la Administración del Estado; el Estatuto Administrativo; el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1981, que Fija Normas sobre Universidades; el decreto con fuerza de ley N° 2, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 20.370, General de Educación, y la ley N° 20.129, que establece un Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior, respecto de las cuales citan los hechos constitutivos de cada transgresión, lo que los lleva a concluir que se configura la causal de infracción de las leyes o falta de ejecución de las mismas, toda vez que se advierten diversas prácticas ilegales que deberían haber sido pesquisadas, investigadas y sancionadas por el órgano competente, cual es el Ministerio de Educación.


Finalmente, los acusadores, en virtud de los antecedentes de hecho y de derecho invocados, solicitan que la Cámara de Diputados acoja la acusación constitucional “en conformidad al artículo 53 N° 1 de la Constitución Política de la República por dejar sin aplicación el artículo 3 letra b de la ley 20.502 y por haber infringido, abusando de sus facultades legales, los artículos 19 N° 1 y N° 5 de la Constitución.”, y solicitan que se tengan por acompañados los documentos que detallan, que acreditan los fundamentos reseñados en lo principal del libelo.


D) CONTESTACIÓN.


En primer lugar, en el escrito de contestación el señor Ministro de Educación desarrolla algunos conceptos generales relativos a la institución de la acusación constitucional para enfatizar que ésta ha sido configurada como un instrumento de responsabilidad constitucional para sancionar en forma excepcional y con la debida proporcionalidad a ciertas autoridades, concluyendo que en la presente acusación no hay hechos probados ni antecedentes sustentables que acrediten responsabilidad. A su juicio, solo hay acusaciones genéricas basadas en opiniones personales, artículos de prensa y otras noticias de conocimiento general de la ciudadanía que, bajo ningún respecto, puede sustentar ni demostrar una eventual vulneración de normas constitucionales o una conducta omisiva, como la que se alega. 


En segundo lugar, de conformidad con el artículo 43 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, el señor Ministro plantea la cuestión previa de que la acusación no cumple con los requisitos que la Constitución Política señala. Sustenta esta cuestión previa en tres elementos: a) La responsabilidad constitucional sólo procede por actos imputables en forma personal a la autoridad, lo que no ocurriría en la especie; b) la acusación constitucional no es un juicio político, no obstante lo cual este caso se construye sobre la base de apreciaciones de mérito subjetivas de los acusadores, y c) la acusación adolece de errores de hecho, como carecer de antecedentes específicos que le sirvan de fundamento, lo que la torna inadmisible.


Cabe consignar que en la sesión de la Cámara de Diputados en que se conoció esta acusación la defensa del señor Ministro omitió formular la cuestión previa y procedió a contestar derechamente la acusación constitucional.


La contestación consta, básicamente, de tres partes:


La primera constituye una especie de introducción, la segunda se refiere al marco jurídico que regula el sistema de educación superior y, específicamente, al rol fiscalizador del Ministerio de Educación, y la tercera parte se hace cargo de los tres capítulos contenidos en la acusación.


- La primera parte desarrolla los conceptos fundamentales de la Agenda para la Educación Superior que el señor Ministro ha promovido desde esa Secretaría de Estado. Este capítulo presenta un diagnóstico del actual sistema y resume las diversas iniciativas que él ha propiciado a fin de perfeccionarlo. Precisa el Secretario de Estado que su inclusión en esta contestación se debe a que los acusadores pretenden, por la vía de la acusación constitucional, hacer un juicio a un sistema que se ha desarrollado en Chile desde hace más de tres décadas.


En cuanto a lo primero, afirma que el nuevo gobierno democrático que asume en marzo de 1990 efectuó un análisis que no propuso un cambio brusco del modelo introducido por el régimen militar casi una década atrás, aunque sí enfatizaba la necesidad de reducir el peso del mercado. Agrega que se planteó un sistema mixto que lograse un equilibrio apropiado entre autonomía de las instituciones, mercado y supervisión de las mismas. Y se evaluaba al mercado como un positivo aliciente para el cambio institucional y el desarrollo del sistema. Pero no se esperaba que aquél asegurase automáticamente la calidad y la equidad de la enseñanza. Añade que una parte importante de las políticas de educación superior llevadas adelante por los gobiernos de la Concertación descansaron en ese marco general y tuvieron un apoyo transversal. Atendido ese enfoque, acota, hubo un crecimiento acelerado del sector privado que explica las actuales cifras.


En este contexto, afirma la defensa, se presentan diversas deficiencias regulatorias. Una de ellas dice relación con la transparencia del sistema y la capacidad de fiscalización del Estado, particularmente de la posibilidad de verificar que las instituciones cumplan con la ley, sobre todo que las universidades sean, de un modo efectivo, sin fines de lucro. Precisa que para corregir este aspecto se ha planteado por el actual Gobierno el proyecto de ley que crea la Superintendencia de Educación Superior.


Sostiene que la segunda dimensión que requiere atención es la calidad del sistema de educación superior. Sobre el particular, destaca que se ha iniciado el trámite de otra iniciativa legal que, por un lado, promueve un modelo donde las instituciones de educación superior se acrediten por un período de seis años o no se acrediten y, además, se asegure una evaluación integral de las mismas.


Asevera que el desarrollo de una institucionalidad apropiada que asegure mayor transparencia en la educación superior, le entregue una mejor capacidad de fiscalización al Estado y eleve los estándares de desempeño exigibles a las instituciones de educación superior es un paso fundamental para asegurar un sistema que, respetando la diversidad institucional, asegure proyectos académicos de mejor calidad a los estudiantes.


Al concluir esta parte, la defensa menciona otros temas que integran la agenda de reforma a la educación superior, tales como el financiamiento estudiantil, el financiamiento de las instituciones, la duración de las carreras, el sistema de admisión, los gobiernos universitarios, elementos que, a su juicio, conforman una robusta agenda reformadora y, también, la más profunda de las últimas décadas.


A continuación, el señor Ministro aborda, como primer aspecto del análisis de fondo de la acusación, el marco jurídico que regula el sistema de educación superior y, específicamente, el rol fiscalizador del Ministerio de Educación. Considera que ello es un asunto de vital importancia pues gran parte de la acusación se construye sobre la base de que él habría faltado a la verdad por negar la existencia de potestades fiscalizadoras que supuestamente tendría el aparato público y, en igual línea, habría dejado de aplicar la ley por no haberlas ejercido oportunamente.


En esta materia, la defensa se refiere, primeramente, a las facultades de fiscalización del Ministerio a instituciones de educación superior.


Al respecto, hace presente que el sistema de educación superior chileno se encuentra construido sobre la base de la autonomía de las instituciones educacionales, lo que deja al aparato del Estado un papel que hasta ahora ha sido muy reducido. Resalta que, en virtud del principio de autonomía -de amplio reconocimiento constitucional y legal- las entidades de educación superior cuentan con la necesaria libertad para organizarse del modo que estimen más conveniente, pudiendo decidir acerca de sus propios actos y determinar la forma de su administración, fijándose los objetivos o fines que desean alcanzar por sí mismos, todo lo anterior sin injerencia de personas ni autoridades ajenas a la entidad.


Luego, se refiere a las atribuciones específicas de fiscalización de ese Ministerio en materia de educación superior. A este respecto, dice que, en forma consistente con la autonomía universitaria, al Ministerio de Educación le corresponde, de acuerdo a ley N° 18.956, una función acotada en el control de las instituciones de educación superior, que se traduce en la obligación genérica de estudiar y proponer las normas generales aplicables al sector y velar por su cumplimiento.


Enfatiza que esta ley no señala la forma en que el Ministerio ha de velar por el cumplimiento de las normas legales de parte de las instituciones de educación superior ni confiere a esa Cartera ninguna atribución específica para llevar a cabo la fiscalización en esta materia.


Agrega que la ley N° 20.129, de aseguramiento de la calidad de la educación superior, faculta a la División de Educación Superior a recoger el conjunto básico de información que ella determine, y pone de relieve que, a diferencia de lo que ocurre con otros organismos dotados de facultades amplias de fiscalización, la referida normativa no confirió a la aludida División ninguna otra atribución de naturaleza inspectiva para fiscalizar el funcionamiento de las instituciones.


En cuanto a facultades del Ministerio para sancionar a instituciones de educación superior, expresa que nuestro ordenamiento jurídico sólo lo permite en aquellos casos en que las instituciones no hayan sido capaces de cumplir con los objetivos y fines impuestos por ellas mismas o no hayan sido capaces de autogobernarse de la manera que establecieron sus propios estatutos, o bien, en caso de que realizaren actividades contrarias a la moral, al orden público y a la seguridad nacional.


En síntesis, resalta que el Ministerio de Educación sólo podría sancionar el actuar de una universidad, en caso de configurarse alguna de las causales establecidas en la ley, con la revocación del reconocimiento oficial del total o de una parte de la institución, con la consecuente pérdida de la personalidad jurídica si correspondiere, sin resultar factible la aplicación de una sanción intermedia. Y reitera que, salvo la posibilidad de requerir la información a la que se refiere la ley N° 20.129, la ley no le otorga al Ministerio facultades fiscalizadoras expresas, de manera que el ejercicio de la potestad sancionatoria por parte del Ministerio, que es muy acotada, sólo puede o debe emplearse en presencia de antecedentes graves y calificados que hagan procedente el cierre de una institución.


En relación con los procedimientos a seguir y sanciones a aplicar, explica que, en la práctica, el legislador no se ha ocupado de determinar las modalidades específicas de ejercicio de la potestad fiscalizadora y es por eso que ha debido recurrirse a una reglamentación general que carece de la suficiente densidad y no contempla los mecanismos y herramientas propios de una institución fiscalizadora. El Ministerio de Educación, reitera, sólo puede, previo acuerdo del Consejo Nacional de Educación y luego de haberse escuchado a la parte afectada, proceder a la revocación del reconocimiento oficial y a la cancelación de la personalidad jurídica de éstas, ya sea de manera completa o de parte de ellas.


Por lo expuesto, hace presente que, cumpliendo con su deber de proponer normas aplicables al sector de educación superior, y ante la debilidad del marco regulatorio aplicable a las universidades y la carencia de atribuciones para fiscalizar adecuadamente a las instituciones de educación superior, se presentó al Congreso Nacional, en noviembre del año 2011, el proyecto de ley que crea la Superintendencia de Educación Superior.


Enseguida, el señor Ministro efectúa una extensa descripción de los contenidos de dicha iniciativa y de la discusión que hasta ahora ha habido en torno a ella. Resalta, especialmente el rol fiscalizador de esta nueva entidad, sus funciones y atribuciones fiscalizadoras, las infracciones que tipifica y las sanciones que contempla.


Agrega que el referido proyecto de ley también modifica la ley   N° 20.129, en lo que se refiere a la información que deben entregar las instituciones de educación superior a esa Secretaría de Estado, y la Ley General de Educación para incorporar nuevas normas sobre composición de los órganos de administración de las universidades que no tengan carácter estatal, estableciendo la obligación de contar con miembros independientes.


A continuación, el señor Ministro se hace cargo de los tres capítulos de acusación aprobados por la Cámara de Diputados.


- El primero de ellos le imputa haber infringido el principio de probidad.


A este respecto, afirma que las imputaciones que se le formulan -en esencia, faltar a la verdad y tardar en la dictación de normas reglamentarias- son falsas.


En cuanto a lo primero, sostiene que nunca ha mentido en el desempeño de su función, en ningún ámbito y específicamente en aquél que es objeto de críticas por parte de los acusadores. Asegura que tampoco ha incurrido en violación a los principios de eficacia y eficiencia en la adopción de los reglamentos a que se alude en la acusación.


Agrega que, además, debe tenerse presente que esta imputación consistiría en la transgresión de deberes genéricos que pesan sobre todo funcionario público, de modo que no corresponde a un ilícito específico de los que justifican el ejercicio de una acusación constitucional.


Afirma, asimismo, que la acusación tergiversa mañosamente algunas de sus declaraciones a la prensa, toda vez que nunca ha sostenido que el Ministerio carezca de facultades de fiscalización, sino que se ha limitado a decir que esas facultades son restringidas. E insiste en que el Ministerio no cuenta con herramientas específicas de fiscalización sobre las universidades.


Igualmente, considera desproporcionadas las acusaciones sobre "embustes y maniobras deliberadas para sostener la necesidad para la aprobación de un proyecto de ley” (que crea la Superintendencia de Educación Superior). Al contrario, reitera que resulta fundamental la aprobación del proyecto de ley que crea esa entidad, pues esa iniciativa dotará al Ministerio de una potestad fiscalizadora que hoy no tiene.


Respecto del segundo elemento de este capítulo acusatorio, esto es, no haber dictado o haber demorado la dictación de reglamentos, el Secretario de Estado hace presente, en primer lugar, que el reglamento que se echa de menos -y otros de los establecidos en la ley N° 20.129-, son responsabilidad de la Comisión Nacional de Acreditación, órgano autónomo, con personalidad jurídica y patrimonio propio, por lo que no cabe hacer extensible responsabilidad al acusado.


En segundo lugar, sostiene que la acusación califica como tardío el ejercicio de la potestad reglamentaria, siendo que fue este Ministro el que hizo gestiones para subsanar defectos no imputables a él y permitir el despacho de decretos o reglamentos. Menos si se considera que la acusación califica como tardío el ejercicio de una potestad que la ley ha radicado en un organismo autónomo, independiente de esa Cartera de Estado. Finalmente, indica que el supuesto retraso en la dictación de reglamentos no impidió la aplicación de las reglas legales respectivas ni afectó el pleno ejercicio de los derechos de los estudiantes.


Por último, expresa que tampoco resulta acertada la afirmación relativa a haber dejado sin ejecución las leyes, ya que en conformidad a nuestro ordenamiento jurídico, no cabe supeditar la vigencia y aplicación de las leyes indicadas, a la dictación de los reglamentos en cuestión.


- Luego, el Secretario de Estado se hace cargo del segundo capítulo acusatorio, que le atribuye “falta de control jerárquico sobre los órganos bajo su dependencia”, en concreto, la División de Educación Superior y el Servicio de Información de la Educación Superior.


En lo tocante a este aspecto, manifiesta que no hay antecedente alguno que permita sostener fundadamente que las autoridades del Ministerio hayan incurrido en transgresiones a la ley. Menos aún, añade, podría reprochársele la falta de ejercicio de facultades jerárquicas sobre el personal del Ministerio.


Explica que, legalmente, a la Subsecretaría de Educación le corresponde la coordinación de los órganos y servicios públicos del sector y, también, ejercer la administración interna del Ministerio. Además, la ley dispone que el Subsecretario de Educación es el Jefe Administrativo del Ministerio y tiene a su cargo la coordinación y el control interno de las unidades integrantes de la Subsecretaría.


Agrega que, dentro de estas últimas se encuentra la División de Educación Superior, y que el Servicio de Información de la Educación Superior es una entidad dependiente de la División de Educación Superior.


Plantea que lo expuesto muestra que el Ministerio posee una estructura organizacional compleja, al interior del cual diversas autoridades están dotadas de poder de decisión en relación con aspectos parciales de los asuntos educacionales. Esta distribución interna de competencias determina los límites del control jerárquico que normalmente compete a las autoridades superiores. En el caso del Ministerio de Educación, sostiene, hay unidades desconcentradas en las cuales radica directamente la resolución de determinados asuntos en una autoridad inferior, careciendo el superior de herramientas de control jerárquico sobre ella. En síntesis, postula que, en la especie, no es posible atribuir al Ministro de Educación poderes jerárquicos directos sobre la División de Educación Superior ni los servicios dependientes de ella.


Concluye su defensa en este punto sosteniendo que la imputación en orden a que el Ministro de Educación habría dejado sin ejecución determinadas leyes no expresa un solo acto o serie de actos que constituirían la omisión. Agrega que, muy por el contrario, él ha ejercido al máximo las atribuciones legales y ha desplegado plenamente el marco legal en la materia.


Expresa que en este aspecto se recurre a una serie de generalidades, a tal punto de llegar a decir que "se deben agregar otras facultades en específico contenidas en otros cuerpo legales". ¿Cuáles?, ¿En qué cuerpo legal?, se pregunta. En este sentido, recuerda que la Constitución expresa de manera categórica que la procedencia de la acusación constitucional se encuentra supeditada a la existencia de una efectiva, concreta y determinada infracción u omisión de ley.


- Por último, el señor Ministro aborda el tercer capítulo acusatorio, que le atribuye “omisión del cumplimiento de las obligaciones ministeriales, especialmente la de fiscalizar las actividades del sector del Ministerio de Educación”.


Sobre el particular, hace presente que, en opinión de los acusadores, él habría incumplido sus obligaciones legales, particularmente aquella de fiscalizar las actividades de las instituciones de educación superior. En especial, que él habría estado en conocimiento de la existencia de lucro en universidades y no habría ejercido las facultades fiscalizadoras que le entrega la ley.


El señor Ministro afirma que estas imputaciones carecen de toda seriedad y demuestran un desconocimiento de las competencias del Ministerio en la materia.


En este tema, expone que, por una parte, los acusadores formulan algunas referencias, más bien escasas, a situaciones particulares en las cuales determinadas universidades estarían vulnerando la normativa legal, repartiendo utilidades entre los dueños de las mismas, pero, por otro lado, afirman que algunas universidades -en un número absolutamente indeterminado- estarían incumpliendo la normativa, burlando la finalidad no lucrativa que la ley les exige, y solicitan que el Ministerio de Educación las fiscalice.


En cuanto a lo primero, el Secretario de Estado señala que los antecedentes presentados no alcanzan el estándar suficiente, conforme al debido  proceso, como para activar la actividad sancionatoria del Estado, como pretenden los redactores de la acusación constitucional.


Informa, asimismo, que, sin perjuicio de lo anterior, ese Ministerio ha solicitado información a las diversas instituciones de educación superior, precisamente con el objeto de indagar sobre la situación académica y financiera de las universidades y verificar si cumplen o no con las exigencias legales. Más todavía, existen numerosas investigaciones y procesos en contra de determinadas universidades, sin que pueda decirse, en modo alguno, que esta autoridad o el Ministerio hayan incurrido en omisión alguna de sus deberes legales y constitucionales.


Respecto de las denuncias no asociadas a infracciones específicas sino que referidas a una situación generalizada de búsqueda de lucro en las instituciones privadas de educación superior, el Secretario de Estado expresa que el Ministerio de Educación debe actuar sobre la base de denuncias serias y plausibles de posibles infracciones, es decir, referidas a hechos concretos y formales cometidos por agentes claramente identificados. En ningún caso una denuncia genérica, acusando el mal funcionamiento en general del sistema de educación superior, puede entenderse apta para provocar la intervención fiscalizadora y sancionadora del Ministerio de Educación.


En relación con lo anterior, manifiesta que, en realidad, aquí hay un desafío profundo, sumamente complejo, de larga data y frente al cual el Estado no ha reaccionado adecuadamente durante los últimos 30 años.


Agrega que, si bien la acusación contiene imputaciones de responsabilidad por omisión, no puede referirse al incumplimiento de deberes genéricos sino específicos y que estén directamente asignados por el ordenamiento jurídico al funcionario que los omite. 


Asegura que, en este caso, en cambio, existe una confusión entre la responsabilidad por omisión del Ministro y la responsabilidad institucional del Estado, responsabilidad que el acusado está corrigiendo por primera vez en dos décadas. Por el contrario, añade, una acusación constitucional bien formulada habría buscado imputar omisiones específicas en su contra, lo cual no ha sido posible por la sencilla razón de que dichas omisiones no existen.


En efecto, agrega, la respuesta adecuada a la problemática profunda que nos ocupa ha sido la presentación del proyecto de ley que crea la Superintendencia de Educación y la Agencia Nacional de Acreditación.


Explica que ese proyecto entrega facultades a la autoridad para fiscalizar apropiadamente a las instituciones de educación superior y, además, crea un órgano específicamente dedicado a la materia y le otorga las herramientas y los recursos necesarios para que dichas facultades puedan ser ejercidas debidamente y con efectividad.


Continúa su defensa afirmando que, en la especie, no hay vulneración de las normas invocadas, sino que, por el contrario, él ha buscado en todo momento dar cumplimiento a la normativa del sector, así como a los principios y reglas legales y constitucionales que rigen la actuación de los órganos del Estado.


Sostiene que su actuación no ha sido negligente, toda vez que ha ejercido las atribuciones de fiscalización que le otorga la ley y presentado diversas iniciativas legislativas de tal modo que dicha fiscalización pueda llevarse a cabo más cumplidamente.


Asegura que sí se ha fiscalizado el actuar de las instituciones privadas de educación superior, existiendo un número importante de procesos e investigaciones iniciados en contra de determinadas universidades.


Reitera la, a su juicio, total inadecuación e ineptitud de las denuncias presentadas, pues se trataría de una petición genérica, fundada en retazos de información periodística y meras especulaciones, y cuya verdadera satisfacción sólo puede llevarse a cabo por medio de una reforma profunda a las facultades de fiscalización y sanción por parte del Estado, objetivo que se ha buscado por un medio más idóneo, cual es el de presentar un proyecto de ley proponiendo la creación de una Superintendencia de Educación Superior.


Luego insiste en que la acusación constitucional procede por actuaciones jurídicamente imputables de modo personal a la autoridad acusada, no pudiendo responsabilizarse al acusado por falencias en el funcionamiento general del sistema educativo chileno.


Finalmente, reitera que la sola presentación de una denuncia no hace inmediatamente exigible por parte de los denunciantes una aplicación automática de las sanciones solicitadas -menos aún si la denuncia no cumple siquiera con los más mínimos estándares de especificidad, y como señala la propia acusación, "no dice relación con denunciar concretamente a alguna institución"- pues para que ello opere se hace necesario que se acredite fehacientemente la comisión de un ilícito, cumpliéndose todas las reglas del debido proceso.


Concluye pidiendo que se tengan por presentados sus descargos y, en definitiva, se desestime esta acusación.


E) Cabe consignar que la Comisión de la Cámara de Diputados encargada de analizar la procedencia de la acusación celebró su sesión constitutiva en el período anterior a la contestación de la acusación y cinco sesiones después de contestada. En la última sesión se votó la acusación, resolviéndose que ella no procedía, por tres votos a favor de la improcedencia y uno en contra. La Comisión dejó constancia de que ha llegado a la convicción de que se deben acoger las cuestiones previas formuladas por la defensa del Ministro señor Harald Beyer, toda vez que se estima que la acusación constitucional presentada en su contra no reúne los requisitos mínimos exigidos por nuestro ordenamiento constitucional para su interposición.


Expresa el señor Secretario General, que la Cámara de Diputados, en sesión celebrada el 4 de abril en curso, procedió a votar la acusación, a la que se dio lugar por 58 votos contra 56.


Este resultado fue comunicado por la Cámara de Diputados al Senado, así como la designación de los Honorables Diputados señores Fuad Chahín, Manuel Monsalve y Marco Antonio Núñez para proseguir y formalizar la acusación.


El Senado debe conocer de esta acusación en virtud de lo dispuesto en el artículo 53 N° 1) de la Constitución Política de la República, norma según la cual le corresponde resolver como jurado, limitándose a declarar si el acusado es o no culpable del delito, infracción o abuso de poder que se le imputa. La declaración de culpabilidad debe ser pronunciada por la mayoría de los Senadores en ejercicio.


Por último, cabe hacer presente que, en conformidad con lo dispuesto en los artículos 51 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional y 196 del Reglamento del Senado, cada capítulo de la acusación se debe votar separadamente.

- - -


A continuación, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Diputados señores Núñez, Monsalve y Chahín, quienes, de conformidad a lo dispuesto en los artículos 50 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, y 193 del Reglamento del Senado, formalizan la acusación y solicitan que ella sea acogida por la Corporación.

- - -


Luego, señala que ha concluido el Orden del Día y levanta la sesión.

MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

SESIÓN 15ª, ESPECIAL, EN MARTES 16 DE ABRIL DE 2013


Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Pizarro, y del Vicepresidente, Honorable Senador señor Gómez.


Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Girardi, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Letelier, Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Comparecen, además, los Honorables Diputados señores Fuad Chahín Valenzuela, Manuel Monsalve Benavides y Marco Antonio Núñez Lozano, designados por la Honorable Cámara de Diputados, de conformidad a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 46 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, para formalizar y proseguir ante el Senado la acusación constitucional que más adelante se especificará; el suspendido señor Ministro de Educación, don Harald Beyer Burgos, y sus abogados defensores, señores Enrique Barros Bourie y Jorge Bofill Genzsch.


Concurren, asimismo, los Ministros del Interior y Seguridad Pública, señor Andrés Chadwick; de Defensa Nacional, señor Rodrigo Hinzpeter; Secretario General de la Presidencia, señor Cristián Larroulet; Secretario General de Gobierno, señora Cecilia Pérez; de Economía, Fomento y Turismo, señor Pablo Longueira, y de Educación (subrogante), señor Fernando Rojas. 


Actúa de Secretario General el titular del Senado, señor Mario Labbé Araneda.

_________


La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, consultas, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________

ORDEN DEL DÍA

Acusación constitucional deducida en contra

del señor Ministro de Educación, don Harald

Beyer Burgos


El señor Presidente anuncia que corresponde continuar ocupándose de la acusación constitucional de la referencia.


Agrega que, en relación con lo dispuesto en los artículos 192 a 196 del Reglamento del Senado, en esta sesión procede escuchar la defensa del señor Ministro acusado y, posteriormente, las correspondientes réplica y dúplica.

- - -


A continuación, el señor Presidente concede el uso de la palabra al señor Ministro de Educación y a sus abogados defensores, señores Barros y Bofill, quienes plantean su defensa.

- - -


Seguidamente, se concede el uso de la palabra al Honorable Diputado señor Chahín, para evacuar la réplica.

- - -


Luego, para proceder al trámite de la dúplica, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los señores abogados defensores del señor Ministro acusado.

- - -


Enseguida, señala que ha terminado el Orden del Día y levanta la sesión.

MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

SESIÓN 16a, ESPECIAL, EN MIÉRCOLES 17 DE ABRIL DE 2013


Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Pizarro, y del Vicepresidente, Honorable Senador señor Gómez.


Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Girardi, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Comparecen, además, los Honorables Diputados señores Fuad Chahín Valenzuela, Manuel Monsalve Benavides y Marco Antonio Núñez Lozano, designados por la Honorable Cámara de Diputados, de conformidad a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 46 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, para formalizar y proseguir ante el Senado la acusación constitucional que más adelante se especificará; el suspendido señor Ministro de Educación, don Harald Beyer Burgos, y sus abogados defensores, señores Enrique Barros Bourie y Jorge Bofill Genzsch.


Concurren, asimismo, los Ministros del Interior y Seguridad Pública, señor Andrés Chadwick; de Defensa Nacional, señor Rodrigo Hinzpeter; Secretario General de la Presidencia, señor Cristián Larroulet; Secretario General de Gobierno, señora Cecilia Pérez; de Economía, Fomento y Turismo, señor Pablo Longueira; de Educación (subrogante), señor Fernando Rojas; de Obras Públicas, señora Loreto Silva; de Vivienda y Urbanismo y de Bienes Nacionales, señor Rodrigo Pérez; del Medio Ambiente, señora María Ignacia Benítez, y Presidente del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, señor Luciano Cruz-Coke.


Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________


Se deja constancia de que se cuenta con 38 Senadores en ejercicio.

- - -

ACTAS


Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 9ª, especial, y 10ª, ordinaria, de 9 de abril; 11ª y 12ª, especiales, empalmadas, y 13ª, ordinaria, de 10 de abril, todas de 2013, que no han sido observadas.

_________

CUENTA

Mensajes

Dos de S. E. el Presidente de la República:


Con el primero, retira y hace presente la urgencia, calificándola de “discusión inmediata”, al proyecto de ley que reajusta el monto del ingreso mínimo mensual (Boletín Nº 8.845-05).


Con el segundo, retira y hace presente la urgencia, en el carácter de “suma”, respecto de los siguientes asuntos:


1.- Proyecto de ley que incrementa el monto de la asignación mensual que perciben los soldados conscriptos (Boletín Nº 8.814-02).


2.- Proyecto de ley sobre probidad en la función pública (Boletín Nº 7.616-06).


3.- Proyecto de ley sobre procedimiento para otorgar concesiones eléctricas (Boletín N° 8.270-08).


- Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios


De la Honorable Cámara de Diputados, con el que informa que ha rechazado la observación formulada por S. E. el Presidente de la República al proyecto de ley que perfecciona las disposiciones introducidas por la ley  N° 20.568, sobre inscripción automática y que modernizó el sistema de votaciones (Boletín Nº 8.819-06), y que no ha reunido el quórum necesario para insistir en el texto aprobado por el Congreso Nacional, de conformidad con lo preceptuado por el artículo 73 de la Constitución Política de la República (con urgencia calificada de “discusión inmediata”).


- Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.

De la señora Ministra del Trabajo y Previsión Social


Responde a una solicitud de información, enviada en nombre de la Honorable Senadora señora Allende, sobre tasas de infraccionalidad observadas en el sector agrícola de la Región de Atacama, especialmente en los valles del Huasco y Copiapó durante la “temporada de cosecha de uva de mesa”.


Da contestación al acuerdo adoptado por el Senado, a proposición de los Honorables Senadores señores Chahuán, Gómez y Lagos, para pedir a la señora Ministra del Trabajo y Previsión Social que adopte las resoluciones conducentes al reconocimiento de los beneficiarios del Programa de Inversión en la Comunidad, que se encuentren contratados por las municipalidades ejecutoras, como trabajadores para todos los efectos legales (Boletín Nº S 1.516-12).


- Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes


De la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, recaído en la designación que le corresponde efectuar al Senado de un integrante del Consejo del Instituto Nacional de Derechos Humanos, por cesación en el cargo de doña Carolina Carrera Ferrer (Boletín Nº S 1.561-13).


De la Comisión de Vivienda y Urbanismo, recaído en el proyecto de ley que modifica la ley Nº 20.340 con el objeto de extender su aplicación a los beneficios habitacionales que otorga el Estado sin otra consideración que la focalización de los recursos (Boletín N° 8.527-14) (con urgencia calificada de “simple”).


- Quedan para Tabla.

Solicitud de permiso constitucional


Del Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, en razón de ausentarse del país, a contar del día 21 del presente mes.


- Se accede a lo solicitado.

_________


Enseguida, el señor Presidente anuncia que se citará a una sesión especial -que se celebrará 10 minutos después de concluida esta sesión- para considerar la observación de S.E. el Presidente de la República al proyecto de ley que perfecciona las disposiciones introducidas por la ley    N° 20.568, sobre inscripción automática y que modernizó el sistema de votaciones (Boletín N° 8.819-06).


A este respecto, la Sala acuerda eximir del trámite de Comisión a la referida observación.

- - -


Luego, el Honorable Senador señor Rossi solicita recabar el acuerdo de la Sala para fijar un nuevo plazo para presentar indicaciones al proyecto de ley que establece la elección directa de los Consejeros Regionales (Boletín N° 7.923-06).


Al efecto, la Sala acuerda fijar dicho plazo hasta las 12 horas del día 29 de abril de 2013, debiendo presentarse las indicaciones en la Secretaría de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.

- - -


Luego, el señor Presidente responde inquietudes sobre el procedimiento relativo a las votaciones y fundamentos de voto en relación con la acusación constitucional de que se trata.


Intervienen, al respecto, los Honorables Senadores señores Pérez Varela, Coloma, García-Huidobro y Larraín Fernández.

- - -


La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, consultas, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________

ORDEN DEL DÍA

Acusación constitucional deducida en contra

del señor Ministro de Educación, don Harald

Beyer Burgos


El señor Presidente anuncia que corresponde continuar ocupándose de la acusación constitucional de la referencia.


Agrega que en esta sesión debe efectuarse la fundamentación del voto por parte de los Honorables Senadores -por 15 minutos- para, posteriormente, proceder a votar cada capítulo de la acusación constitucional, en conformidad con lo dispuesto en el artículo 51 de la ley   N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, y 196 del Reglamento del Senado.

- - -


Sobre el particular, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señoras Allende y Alvear y señores Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Horvath y Kuschel.

- - -


Se suspende la sesión.


Se reanuda la sesión.

- - -


Prosiguiendo con el fundamento de voto, el señor Presidente otorga la palabra a los Honorables Senadores señores Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa y Orpis, señora Pérez San Martín, señores Pérez Varela, Pizarro, Prokurica y Quintana, señora Rincón, señores Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma y Uriarte, señora Von Baer y señores Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio), Zaldívar y Bianchi.

- - -


Luego, a instancias del Honorable Senador señor Bianchi, en representación del Comité Independientes, se suspende la sesión y se convoca a reunión de Comités.


Se reanuda la sesión.

- - -


A continuación, el señor Presidente señala que corresponde efectuar la votación de cada uno de los tres capítulos de la acusación constitucional, iniciándose con la del capítulo primero.


Enseguida, se pone en votación el primer capítulo de la acusación, referido a la “Infracción al principio de probidad”, el cual es rechazado por 25 votos en contra y 13 a favor.


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señoras Alvear, Pérez San Martín y Von Baer y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Espina, García, García-Huidobro, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín Fernández, Larraín Peña, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Sabag, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende y Rincón y señores Escalona, Frei, Girardi, Lagos, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide y Tuma.

- - -


Luego, el señor Presidente señala que corresponde votar el segundo capítulo de la acusación.


Al efecto, se pone en votación el capítulo de la acusación constitucional referido a “No ejercer un control jerárquico permanente sobre los órganos sometidos a su competencia”, que es rechazado por 28 votos en contra y 10 a favor.


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Espina, García, García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Sabag, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señores Escalona, Frei, Girardi, Gómez, Letelier, Navarro, Pizarro, Rossi, Ruiz-Esquide y Tuma.

- - -


Luego, el señor Presidente señala que corresponde pronunciarse respecto del tercer capítulo de la acusación constitucional.


En consecuencia, se pone en votación el capítulo de la acusación referido a la “Omisión del cumplimiento de las obligaciones ministeriales, particularmente, la de fiscalizar las actividades del sector del Ministerio de Educación”, el que es aprobado por 20 votos a favor y 18 en contra.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear y Rincón y señores Bianchi, Escalona, Frei, Girardi, Gómez, Lagos, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Pizarro, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio) y Zaldívar.


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señoras Pérez San Martín y Von Baer y señores Cantero, Chahuán, Coloma, Espina, García, García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Larraín Fernández, Larraín Peña, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Uriarte y Walker (don Patricio).

- - -


Se suspende la sesión.


Se reanuda la sesión.

- - -


A continuación, el señor Presidente expresa que, habiéndose reunido el quórum exigido por el número 1) del artículo 53 de la Constitución Política de la República, el Senado aprueba la acusación constitucional formulada en contra del Ministro de Educación, señor Harald Beyer Burgos, por la causal de haber dejado sin ejecución la Constitución o las leyes, en el capítulo relativo a la “Omisión del cumplimiento de las obligaciones ministeriales, particularmente, la de fiscalizar las actividades del sector del Ministerio de Educación”, con la votación precedentemente señalada. Agrega que, en consecuencia, se efectuarán las comunicaciones previstas por el artículo 52 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, dejándose constancia de que el mencionado señor Ministro queda destituido de su cargo e impedido de desempeñar funciones públicas, sean o no de elección popular, por el término de cinco años.

_________


Luego, señala que ha terminado el Orden del Día y levanta la sesión.

MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

SESIÓN 17ª, ESPECIAL, EN MIÉRCOLES 17 DE ABRIL DE 2013


Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Pizarro.


Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Concurren, también, los Ministros Secretario General de la Presidencia y Secretario General de Gobierno, señor Cristián Larroulet y señora Cecilia Pérez, respectivamente.


Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________


Se deja constancia de que se cuenta con 38 Senadores en ejercicio.

- - -

CUENTA

Mensajes


Dos de S. E. el Presidente de la República:


Con el primero, retira la urgencia al proyecto de ley que reajusta el monto del ingreso mínimo mensual (Boletín Nº 8.845-05).


- Se tiene presente el retiro y se manda agregar el documento a sus antecedentes. 


Con el segundo, retira y hace presente la urgencia, en el carácter de “suma”, respecto de los siguientes asuntos:


1.- Proyecto de ley que modifica la ley N° 18.450 con el fin de fomentar la inversión privada en obras de riego o drenaje comprendidas en proyectos integrales y de uso múltiple, cuyo costo supere las 30.000 unidades de fomento (Boletín Nº 8.771-01).


2.- Proyecto de ley sobre interés máximo convencional (Boletín N° 7.786-03, refundido con los Boletines N°s 7.932-03 y 7.890-03).


3.- Proyecto de ley que sustituye el régimen concursal vigente por una ley de reorganización y liquidación de empresas y personas, y perfecciona el rol de la Superintendencia del ramo (Boletín N° 8.324-03).


4.- Proyecto de ley que crea la Superintendencia de Educación Superior (Boletín Nº 8.041-04).


5.- Proyecto de ley que crea un sistema de financiamiento para la educación superior (Boletín Nº 8.369-04).


6.- Proyecto de ley que establece un sistema de supervisión basado en riesgo para las compañías de seguro (Boletín Nº 7.958-05).


7.- Proyecto de ley que establece el Sistema Nacional de Emergencia y Protección Civil y crea la Agencia Nacional de Protección Civil (Boletín N° 7.550-06).


8.- Proyecto de ley que establece elección directa de los Consejeros Regionales (Boletín N° 7.923-06).


9.- Proyecto de ley que establece la Ley Orgánica de la Institucionalidad Estadística Nacional (Boletín Nº 8.767-06).


10.- Proyecto de ley que crea la Subsecretaría de Derechos Humanos y establece adecuaciones en la Ley Orgánica del Ministerio de Justicia (Boletín Nº 8.207-07).


11.- Proyecto de ley que modifica la ley N° 19.799, sobre documentos electrónicos, firma electrónica y servicios de certificación de dicha firma y otros textos legales que indica (Boletín N° 8.466-07).


12.- Proyecto de ley que agrava penas y restringe beneficios penitenciarios en materia de delitos sexuales contra menores de edad (Boletín Nº 8.677-07).


13.- Proyecto de ley que crea y destina recursos para el Fondo de Desarrollo del Norte y de las Comunas Mineras de Chile (Boletín N° 8.272-08).


14.- Proyecto de ley que crea el Sistema Elige Vivir Sano (Boletín N° 8.749-11).


15.- Proyecto de ley que crea la Intendencia de Seguridad y Salud en el Trabajo, fortalece el rol de la Superintendencia de Seguridad Social y actualiza sus atribuciones y funciones (Boletín N° 7.829-13).


16.- Proyecto de ley que modifica la Ley General de Urbanismo y Construcciones y leyes complementarias, para establecer un sistema de aportes al espacio público aplicable a los proyectos de construcción (Boletín  N° 8.493-14).


17.- Proyecto de ley que permite la introducción de la televisión digital terrestre (Boletín N° 6.190-19).


18.- Proyecto de ley que modifica la ley N° 20.378, que crea un subsidio nacional al transporte público remunerado de pasajeros, incrementando los recursos del subsidio y creando el fondo de apoyo regional (FAR) (Boletín N° 8.289-15).


19.- Proyecto de ley que modifica la ley N° 19.831, que crea el Registro Nacional de Servicios de Transporte Remunerado de Escolares (Boletín Nº 8.329-15).


20.- Proyecto de ley que modifica el decreto con fuerza de ley  N° 1, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley de Tránsito, N° 18.290, y sus modificaciones posteriores, en sus artículos 196 y 197, referidos al delito de manejo en estado de ebriedad, causando lesiones gravísimas o con resultado de muerte (Boletín Nº 8.813-15).


- Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios


De la Honorable Cámara de Diputados, con el que comunica que dio su aprobación al proyecto de ley que pone término a la existencia legal de la Empresa de Abastecimiento de Zonas Aisladas (Emaza) (Boletín Nº 8.786-27) (con urgencia calificada de “suma”).


- Pasa a la Comisión de Economía y a la de Hacienda, en su caso.

Del Excelentísimo Tribunal Constitucional


Remite copia de las resoluciones recaídas en seis acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad del artículo 16 B de la ley Nº 18.410, que crea la Superintendencia de Electricidad y Combustibles.


- Se toma conocimiento y se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.  

Del señor Contralor General de la República


Da respuesta a la denuncia, cursada en nombre de la Honorable Senadora señora Rincón, sobre un acto de intervención electoral ocurrido el día 8 de octubre de 2012, por parte del señor Gobernador Provincial de Cauquenes.

Del señor Ministro del Interior y Seguridad Pública


Atiende petición, formulada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre recursos distribuidos en los años 2010, 2011 y 2012 con cargo al Fondo Social Presidente de la República.


- Quedan a disposición de Sus Señorías.

Moción


De los Honorables Senadores señor Letelier, señora Allende y señores Escalona, Frei y Pizarro, con la que se inicia un proyecto de reforma constitucional que modifica la sanción de inhabilidad que afecta a las personas declaradas culpables en una acusación constitucional (Boletín N° 8.899-07).


- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Solicitud de permiso constitucional


De la Honorable Senadora señora Rincón, en razón de ausentarse del país, a contar del día 22 del presente mes.


- Se accede a lo solicitado.

- - -


La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, consultas, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________

ORDEN DEL DÍA

Observación de S.E. el Presidente de la República al proyecto de ley que perfecciona las disposiciones introducidas por la ley N° 20.568, sobre inscripción automática y que modernizó el sistema de

votaciones


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata de la observación, en segundo trámite constitucional, formulada por Su Excelencia el Presidente de la República al proyecto que perfecciona las disposiciones introducidas por la ley N° 20.568, sobre inscripción automática y que modernizó el sistema de votaciones, que tiene el Boletín N° 8.819-06 y urgencia calificada de “discusión inmediata”.


Manifiesta que es preciso tener presente que la Cámara de Diputados, en sesión del día de ayer, rechazó la observación en comento, y no reunió el quórum necesario para insistir en el texto aprobado por el Congreso Nacional, de conformidad con lo preceptuado en el artículo 73 de la Carta Fundamental.


Recuerda, finalmente, que en la sesión anterior la Sala eximió a la observación de que se trata del trámite de Comisión.

- - -


Es menester destacar que la observación formulada por el Primer Mandatario es la siguiente:

Al artículo 2°


- Para suprimir su numeral 3).

- - -


Cabe señalar que por el mencionado numeral 3) se obliga a los canales de televisión de libre recepción a destinar gratuitamente -durante los 30 días previos- 2 minutos de propaganda electoral a cada candidato a elecciones primarias de Presidente de la República.

- - -


A continuación, el señor Presidente pone en discusión la observación de S.E. el Presidente de la República y otorga la palabra al señor Ministro Secretario General de la Presidencia y a los Honorables Senadores señoras Rincón y Allende y señores Larraín Fernández, Navarro, Larraín Peña, Pérez Varela, Gómez y Horvath.


Cerrado el debate y sometida a votación la referida observación, es aprobada por 16 votos a favor, 6 en contra, 4 abstenciones y un pareo.


Votan a favor, los Honorables Senadores señora Pérez San Martín y señores Chahuán, Coloma, García, Horvath, Kuschel, Larraín Fernández, Larraín Peña, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Sabag, Uriarte, Walker (don Ignacio) y Zaldívar.


Votan en contra, los Honorables Senadores señora Allende y señores Escalona, Frei, Pizarro, Ruiz-Esquide y Tuma.


Se abstienen, los Honorables Senadores señora Rincón y señores Gómez, Lagos y Quintana.


No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Girardi.

- - -


Queda terminada la discusión de este asunto.

_________


Luego, el señor Presidente expresa que ha concluido el Orden del Día y levanta la sesión.

MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

SESIÓN 18ª, ORDINARIA, EN MARTES 30 DE ABRIL DE 2013


Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Pizarro, y del Vicepresidente, Honorable Senador señor Gómez.


Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Girardi, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Rossi, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Concurren, asimismo, los Ministros Secretario General de la Presidencia; de Transportes y Telecomunicaciones, y de Energía, señores Cristián Larroulet, Pedro Pablo Errázuriz y Jorge Bunster, respectivamente.


Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________

Se deja constancia de que se cuenta con 38 Senadores en ejercicio.

- - -

ACTAS


Las actas de las sesiones 14ª y 15ª, de 16 de abril, y 16ª y 17ª, de 17 de abril, todas especiales y del presente año, se encuentran en Secretaría a disposición de las señoras y señores Senadores, hasta la sesión próxima para su aprobación.

_________

CUENTA

Mensajes


Seis de S. E. el Presidente de la República: 


Con los dos primeros, da inicio a la tramitación de los siguientes proyectos de ley:


1.- El que incorpora un título nuevo sobre navegación fluvial en el decreto ley N° 2.222, de 1978, Ley de Navegación (Boletín Nº 8.913-02).


- Pasa a la Comisión de Defensa Nacional.


2.- El que sustituye las leyes Nº 19.039, sobre propiedad industrial, y Nº 20.254, que crea el Instituto Nacional de Propiedad Industrial (Boletín Nº 8.907-03).


- Pasa a la Comisión de Economía y a la de Hacienda, en su caso, y se manda poner en conocimiento de la Excelentísima Corte Suprema.


Con los dos siguientes, comunica que hace presente la urgencia, en el carácter de “discusión inmediata”, a los siguientes proyectos de ley:


1.- El que reajusta el monto del ingreso mínimo mensual (Boletín Nº 8.845-05).


2.- El que establece elección directa de los Consejeros Regionales (Boletín N° 7.923-06).


Con el quinto, retira y hace presente la urgencia, calificándola de “suma”, respecto de los siguientes asuntos:


1.- Proyecto de ley sobre fomento forestal que modifica y extiende los incentivos a la forestación establecidos en el decreto ley N° 701 (Boletín N° 8.603-01).


2.- Proyecto de ley que modifica la ley N° 18.450, con el fin de fomentar la inversión privada en obras de riego o drenaje comprendidas en proyectos integrales y de uso múltiple cuyo costo supere las 30.000 unidades de fomento (Boletín Nº 8.771-01).


3.- Proyecto de ley que incrementa el monto de la asignación mensual que perciben los soldados conscriptos (Boletín Nº 8.814-02).


4.- Proyecto de ley sobre interés máximo convencional (Boletín N° 7.786-03, refundido con los Boletines N°s 7.932-03 y 7.890-03).


5.- Proyecto de ley que sustituye el régimen concursal vigente por una ley de reorganización y liquidación de empresas y personas, y perfecciona el rol de la Superintendencia del ramo (Boletines N°s 8.324-03 y 8.492-13, refundidos).


6.- Proyecto de ley que pone término a la existencia legal de la Empresa de Abastecimiento de Zonas Aisladas (Emaza) (Boletín Nº 8.786-27).


7.- Proyecto de ley que crea el Ministerio del Deporte (Boletín Nº 8.085-29).


8.- Proyecto de ley que crea la Superintendencia de Educación Superior (Boletín Nº 8.041-04).


9.- Proyecto de ley que crea un sistema de financiamiento para la educación superior (Boletín Nº 8.369-04).


10.- Proyecto de ley que modifica la Ley sobre Donaciones con Fines Culturales, contenida en el artículo 8° de la ley N° 18.985 (Boletín        Nº 7.761-24).


11.- Proyecto de ley que establece un sistema de supervisión basado en riesgo para las compañías de seguro (Boletín Nº 7.958-05).


12.- Proyecto de ley que establece el Sistema Nacional de Emergencia y Protección Civil y crea la Agencia Nacional de Protección Civil (Boletín N° 7.550-06).


13.- Proyecto de ley que introduce modificaciones en el Código Civil y en otros cuerpos legales, con el objeto de proteger la integridad del menor en caso de que sus padres vivan separados (Boletines N°s 5.917-18 y 7.007-18, refundidos).


14.- Proyecto de ley que crea la Subsecretaría de Derechos Humanos y establece adecuaciones en la Ley Orgánica del Ministerio de Justicia (Boletín Nº 8.207-07).


15.- Proyecto de ley que modifica la ley N° 19.799 sobre documentos electrónicos, firma electrónica y servicios de certificación de dicha firma y otros textos legales que indica (Boletín N° 8.466-07).


16.- Proyecto de ley que agrava penas y restringe beneficios penitenciarios en materia de delitos sexuales contra menores de edad (Boletín Nº 8.677-07).


17.- Proyecto de ley que crea y destina recursos para el Fondo de Desarrollo del Norte y de las Comunas Mineras de Chile (Boletín N° 8.272-08).


18.- Proyecto de ley que crea el Sistema Elige Vivir Sano (Boletín N° 8.749-11).


19.- Proyecto de ley que crea la Intendencia de Seguridad y Salud en el Trabajo, fortalece el rol de la Superintendencia de Seguridad Social y actualiza sus atribuciones y funciones (Boletín N° 7.829-13).


20.- Proyecto de ley que modifica la Ley General de Urbanismo y Construcciones y leyes complementarias, para establecer un sistema de aportes al espacio público aplicable a los proyectos de construcción (Boletín N° 8.493-14).


21.- Proyecto de ley en materia de sanciones a vehículos impedidos de efectuar transporte público y de escolares (Boletín N° 7.815-15).


22.- Proyecto de ley que modifica la ley N° 20.378, que crea un subsidio nacional al transporte público remunerado de pasajeros, incrementando los recursos del subsidio y creando el fondo de apoyo regional (FAR) (Boletín N° 8.289-15).


23.- Proyecto de ley que modifica la ley N° 19.831, que crea el Registro Nacional de Servicios de Transporte Remunerado de Escolares (Boletín Nº 8.329-15).


24.- Proyecto de ley que modifica el decreto con fuerza de ley N° 1, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley de Tránsito, N° 18.290, y sus modificaciones posteriores, en sus artículos 196 y 197, referidos al delito de manejo en estado de ebriedad causando lesiones gravísimas o con resultado de muerte (Boletín Nº 8.813-15).


25.- Proyecto de ley que permite ampliar plazo para que las concesionarias de radiodifusión de mínima cobertura puedan acogerse a la ley N° 20.433, que crea los servicios de radiodifusión comunitaria ciudadana (Boletín N° 8.817-15).


Además, hace presente la urgencia, en el mismo carácter de “suma”, a la tramitación del proyecto de ley respecto de comunicación de órdenes de apremio en juicios de alimentos (Boletín N° 7.765-07).


Con el último, retira y hace presente la urgencia, calificándola de “simple”, para la tramitación de las siguientes iniciativas:


1.- Proyecto de ley que tipifica como delito conductas relacionadas con la comercialización de fuegos artificiales (Boletín Nº 8.612-02).


2.- Proyecto de ley que crea la Agencia Nacional de Acreditación y establece un nuevo sistema de acreditación de las instituciones de educación superior (Boletín Nº 8.774-04).


3.- Proyecto de ley relativo al fortalecimiento de la regionalización del país (Boletín N° 7.963-06).


4.- Proyecto de ley que modifica el Código Civil y otras leyes, regulando el régimen patrimonial de la sociedad conyugal (Boletines            N°s 7.567-07, 5.970-18 y 7.727-18, refundidos).


5.- Proyecto de ley que modifica el Código Procesal Penal con el fin de reforzar la protección de las víctimas, mejorar la función que desempeña el Ministerio Público y fortalecer la acción policial y la operatividad del sistema de justicia penal (Boletín N° 8.810-07).


6.- Proyecto de ley que dicta normas sobre compensaciones a los usuarios de servicios de distribución de agua potable en casos de interrupciones o suspensiones no autorizadas o no comunicadas previamente a ellos (Boletín N° 2.357-09).


7.- Proyecto de ley sobre medidas de seguridad en pasarelas, pasos sobre nivel y puentes que cruzan carreteras (Boletín N° 8.201-09).


8.- Proyecto de ley que modifica la jornada, descanso y composición de la remuneración de los trabajadores de casa particular (Boletines N°s 8.292-13, 7.807-13 y 7.675-13, refundidos).


- Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios


De S. E. el Presidente de la República, con el que comunicó su ausencia del territorio nacional los días 18 y 19 del mes en curso, en visita oficial a la ciudad de Lima, República del Perú, para asistir a la reunión extraordinaria de la Unión de Naciones Suramericanas, Unasur.


Informa, además, que durante su ausencia lo subrogó, con el título de Vicepresidente de la República, el señor Ministro titular de la Cartera de Interior y Seguridad Pública, don Andrés Chadwick Piñera.


- Se toma conocimiento.


De la Honorable Cámara de Diputados, con el que informa que prestó su aprobación al proyecto de ley que modifica el decreto con fuerza de ley N° 5, de 2003, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley General de Cooperativas (Boletín N° 8.132-26).


- Pasa a la Comisión de Economía y a la de Hacienda, en su caso.

Del Excelentísimo Tribunal Constitucional


Expide copia autorizada de la sentencia definitiva pronunciada en el ejercicio del control de constitucionalidad del proyecto de ley que perfecciona las disposiciones introducidas por la ley N° 20.568, sobre inscripción automática y que modernizó el sistema de votaciones (Boletín      N° 8.819-06). 


- Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto a sus antecedentes.


Envía copia autorizada de las sentencias definitivas pronunciadas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad de los artículos 25 del Código del Trabajo y 8°, numeral 9°, parte final, de la ley      N° 18.101, que fija normas especiales sobre arrendamiento de predios urbanos. 


- Se toma conocimiento y se manda archivar los documentos.

Del señor Contralor General de la República


Da respuesta a una solicitud, enviada en nombre de la Honorable Senadora señora Rincón, respecto de audiencia al Comando de Exonerados Políticos con la finalidad de analizar formas de cálculo del monto de las pensiones que perciben sus asociados.

Del señor Ministro del Interior y Seguridad Pública


Responde solicitud de información, cursada en nombre del Honorable Senador señor Escalona, sobre resultado de la investigación realizada para fijar responsabilidades por el incendio y destrucción de las instalaciones del complejo fronterizo “Cardenal Samoré”, en la comuna de Puyehue, Región de Los Lagos.

De la señora Ministra de Justicia


Contesta consulta, enviada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre intervención de esa Secretaría de Estado en la investigación judicial que busca aclarar las causas de la muerte del poeta Pablo Neruda, Premio Nobel de Literatura. 

Del señor Ministro de Salud


Responde acuerdo adoptado por el Senado, a proposición de los Honorables Senadores señores Chahuán, Rossi, Sabag y Uriarte, relativo a la derogación de la norma que obliga a los médicos especialistas, que se inscriban como tales en el Arancel del Fondo Nacional de Salud, a contar con una antigüedad de once años en el ejercicio de su profesión (Boletín Nº S 1.522-12). 

Del señor Presidente Ejecutivo de la

Corporación Nacional del Cobre de Chile


Responde solicitud de información, remitida en nombre de la Honorable Senadora señora Allende, sobre planes e inversiones proyectados para la División Salvador, con especial referencia al proyecto San Antonio.

De la señora Directora Ejecutiva del

Instituto Nacional de Derechos Humanos


Remite copia de observación enviada a S. E. el Presidente de la República, respecto de norma de exclusión del padrón electoral de carácter general, sin reconocer la condición de ausente por causa de desaparición forzada, contenida en el proyecto de ley que perfecciona las disposiciones introducidas por la ley N° 20.568, sobre inscripción automática y que modernizó el sistema de votaciones (Boletín N° 8.819-06). 


Reitera solicitud de designación de un nuevo Consejero del Instituto, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 6° de la ley N° 20.405, por causa de la cesación en el cargo de la señora Carolina Carrera, a contar del día 2 de julio próximo. 

Del señor Director Ejecutivo de la Corporación Nacional Forestal


Atiende solicitud de información, expedida en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre número de quemas autorizadas por esa Corporación en las comunas de la provincia de Ñuble, durante los meses de marzo y abril.

Del señor Secretario Ejecutivo (TP)

de la Agencia de Calidad de la Educación


Remite resultados de la prueba del Sistema de Medición de los Resultados de Aprendizaje (Simce) 2012, aplicada a los alumnos de cuarto año básico y de segundo año medio, en las asignaturas evaluadas, respectivamente.

De la señora Directora del Servicio de Salud Antofagasta


Rectifica información dada sobre la situación disciplinaria de don Fernando Guillermo Valencia Galindo, cédula de identidad N° 5.854.464-7; materia consultada en nombre del Honorable Senador señor Cantero.

Del señor Director Suplente del Servicio de Salud Atacama


Responde solicitud de información, cursada en nombre de la Honorable Senadora señora Allende, en materia de estadísticas regionales sobre incidencia de patologías renales, tales como, litiasis urológica o nefrolitiasis, con detalle por comuna y comparación con la media nacional.

Del Gerente Senior de KPMG Auditores Consultores Limitada


Remite, por mandato del artículo 44 de la ley N° 18.556, un ejemplar del informe del proceso de auditoría que esa empresa independiente practicó con el objeto de determinar si el Registro Electoral contiene los antecedentes dispuestos por la ley.


- Quedan a disposición de Sus Señorías.

Mociones


De la Honorable Senadora señora Pérez San Martín, con la que inicia un proyecto de ley que permite el procedimiento abreviado, en el caso que indica, respecto de la ley Nº 20.084, sobre sistema de responsabilidad de los adolescentes por infracciones a la ley penal (Boletín N° 8.906-07).


Del Honorable Senador señor Ruiz-Esquide, con la que da inicio a un proyecto de reforma constitucional relativo a la promoción del bien común en los ámbitos de protección a la salud, derecho a la educación y otros que señala (Boletín N° 8.912-07).


- Pasan a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


De la Honorable Senadora señora Alvear, con la que inicia un proyecto de ley que modifica el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2006, del Ministerio de Salud, con el objeto de hacer obligatoria, para las instituciones de salud previsional, la devolución al afiliado del saldo acumulado en su cuenta corriente individual de excedentes, al cabo del tiempo que prescribe (Boletín N° 8.914-11). 


- Pasa a la Comisión de Salud.

- - -


Durante el curso de la sesión, llega a la Mesa un certificado de la Comisión Mixta encargada de proponer la forma y modo de superar las discrepancias producidas entre ambas Corporaciones, respecto del proyecto de ley que reajusta el monto del ingreso mínimo mensual (Boletín N° 8.845-05), con el que informa que no se produjo acuerdo en el seno de la Comisión. 


- Se toma conocimiento.

_________

ACUERDOS DE COMITÉS



El señor Secretario General expresa que los Comités, en sesión celebrada en el día de hoy, han adoptado los siguientes acuerdos, que la Sala, unánimemente, ratifica:


1.- Tratar, como si fuera de Fácil Despacho, en la sesión ordinaria del día de hoy, el proyecto de ley que establece nuevo mecanismo de cálculo del sueldo base para el personal a jornal de las Fuerzas Armadas (Boletín Nº 8.613-02).


2.- Fijar plazo para formular indicaciones al proyecto de ley sobre procedimiento para otorgar concesiones eléctricas (Boletín N° 8.270-08), hasta el lunes 13 de mayo a las 12:00 horas, una vez que sea aprobado en general.


3.- Autorizar a la Comisión de Defensa Nacional para discutir en general y en particular, en el primer informe, el proyecto de ley que incrementa el monto de la asignación mensual que perciben los soldados conscriptos (Boletín N° 8.814-02).

_________


Enseguida, el Honorable Senador señor Walker (don Ignacio) solicita obtener el asentimiento de la Sala a fin de fijar un nuevo plazo para presentar indicaciones al proyecto de ley que crea la Superintendencia de Educación Superior (Boletín N° 8.041-04).


Al efecto, la Sala acuerda fijar dicho plazo hasta el día 20 de mayo próximo a las 12:00 horas, debiendo presentarse en la Secretaría de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.

- - -


Posteriormente, el señor Presidente anuncia una sesión especial para el día 7 de mayo próximo, de 11:30 a 14.00 horas, a fin de continuar la discusión del proyecto de ley que permite la introducción de la televisión digital terrestre (Boletín N° 6.190-19).

- - -


Finalmente, saluda a los estudiantes del colegio Cervantino de Putaendo, invitados por el Honorable Senador señor Walker (don Ignacio), y a los alumnos -y apoderados que los acompañan- de la escuela Ignacio Urrutia de la Sota, del sector Villa la Rosa de la comuna de Parral, que obtuvieron el mejor puntaje del SIMCE de quinto año básico de la Región del Maule, convidados por la Honorable Senadora señora Rincón, que se encuentran en las tribunas.

_________


La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, consultas, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece nuevo mecanismo de cálculo del sueldo base para el personal a jornal de las Fuerzas Armadas, con informes de las Comisiones de

Defensa Nacional y de Hacienda


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto individualizado precedentemente y que tiene el Boletín N° 8.613-02. 

- - -


Seguidamente, el señor Presidente pone en discusión en general el proyecto y otorga la palabra a los Honorables Senadores señores Coloma y Zaldívar.


Cerrado el debate y puesto en votación en general el proyecto, es aprobado por 31 votos a favor.


Votan favorablemente, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Frei, García, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Muñoz Aburto, Navarro, Orpis, Pizarro, Prokurica, Rossi, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.

- - -


Luego, en virtud de lo dispuesto en el artículo 120 del Reglamento del Senado, se aprueba también en particular y el señor Presidente así lo declara.

- - -


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1°.- El sueldo base del Personal a Jornal contratado de acuerdo al artículo 23 del decreto con fuerza de ley (G) Nº 1, de 1997, del Ministerio de Defensa Nacional, que establece el Estatuto del Personal de las Fuerzas Armadas y regido por el decreto supremo (G) Nº 587, de 1972, que aprueba el Reglamento del Personal a Jornal y Obreros a Trato de las Fuerzas Armadas, se determinará conforme al siguiente detalle:


1) El Personal a Jornal y trabajadores a trato no especializados, percibirá un sueldo base mensual equivalente a un ingreso mínimo mensual.


2) El Personal a Jornal y trabajadores a trato semi-especializados, percibirá un sueldo base mensual equivalente a un ingreso mínimo mensual, aumentado en un dos por ciento (2%).


3) El Personal a Jornal y trabajadores a trato especializados, percibirá un sueldo base mensual equivalente a un ingreso mínimo mensual, aumentado en un cinco coma cero seis por ciento (5,06%).


Artículo 2°.- Reemplázase el inciso segundo de la letra a), del artículo 185, del decreto con fuerza de ley (G) Nº 1, de 1997, del Ministerio de Defensa Nacional, que establece el Estatuto del Personal de las Fuerzas Armadas, por el siguiente: 


“El personal a Jornal gozará de aumentos trienales con los siguientes porcentajes calculados sobre el sueldo base de que esté en posesión: siete por ciento para el primero al tercero, seis por ciento para el cuarto, cinco por ciento para el quinto al séptimo, cuatro por ciento para el octavo al décimo, tres por ciento para el onceavo al treceavo y dos por ciento para el catorceavo.”.


Artículo 3°.- El mayor gasto que irrogue la aplicación de esta ley, será financiado con recursos adicionales al presupuesto actual de las Instituciones de las Fuerzas Armadas, debiendo asignarse los montos necesarios para su implementación.


Artículo 4°.- El Personal a Jornal de dotación actual de las instituciones de las Fuerzas Armadas no podrá ser afectado por la aplicación de la presente ley, con la disminución de las remuneraciones que perciben.


Aquel Personal a Jornal que, a la fecha de publicación de esta ley, se encuentre prestando servicios en tal calidad, no podrá ser afectado con la pérdida o disminución de sus remuneraciones por la entrada en vigencia de los sueldos base establecidos en el artículo 1° precedente y, en la eventualidad de producirse tales diferencias, deberán ser pagadas por planillas suplementarias emitidas por la correspondiente Institución.


Artículo 5°.- La modificación de remuneraciones contenida en la presente ley aplicable al Personal a Jornal de las Fuerzas Armadas, regirá a contar del día 1 del mes correspondiente al de su publicación en el Diario Oficial; y si esta publicación se efectuare con posterioridad al día de pago de la remuneración mensual, el pago del complemento que corresponda conforme a la aplicación de la presente ley se efectuará junto con la remuneración del mes siguiente.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS


Artículo primero.- Decláranse bien pagados, a la fecha de publicación de la presente ley, todos los montos por concepto de horas extraordinarias y bonificación diaria, percibidos por el personal a jornal y trabajadores a trato, contratados de acuerdo a los artículos 23 y 24, respectivamente, del decreto con fuerza de ley (G) N° 1, de 1997, del Ministerio de Defensa Nacional, que establece el Estatuto del Personal de las Fuerzas Armadas, y por el decreto supremo (G) N°587, de 1972, del Ministerio de Defensa Nacional, que aprueba el Reglamento del Personal a Jornal y Obreros a Trato de las Fuerzas Armadas.


En consecuencia, decláranse ajustados a derecho los pagos indicados en el inciso precedente efectuados por el Ejército de Chile.


Artículo segundo.- Sustitúyense en todos los cuerpos legales, las expresiones “obrero a trato” y “obreros a trato”, todas las veces que aparezcan, por “trabajador a trato” y “trabajadores a trato”, respectivamente, a contar de la fecha de vigencia de la presente ley.”.

_________

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre procedimiento para otorgar concesiones eléctricas, con informe de la Comisión de Minería y

Energía


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto individualizado precedentemente, que tiene el Boletín N° 8.270-08 y urgencia calificada de “suma”.


Añade que su objetivo es simplificar el proceso de concesión de proyectos de transmisión eléctrica, mediante la adecuación de los tiempos de tramitación de las solicitudes de concesión y el perfeccionamiento del mecanismo de oposición y formulación de observaciones, de los sistemas de notificaciones, de tasación de inmuebles y de solución de conflictos entre concesiones, y el establecimiento de un procedimiento judicial de carácter sumario para conocer de las reclamaciones.


Resalta que la Comisión de Minería y Energía discutió este proyecto solamente en general y aprobó la idea de legislar por 4 votos a favor, de los Honorables Senadores señora Allende y señores Cantero, Orpis y Prokurica, y uno en contra, del Honorable Senador señor Gómez.


Señala, finalmente, que el inciso octavo del artículo 27 ter, introducido por el numeral 9) del artículo único del proyecto, es de rango orgánico constitucional.

- - -


Luego, el señor Presidente pone en discusión en general el proyecto y otorga la palabra a los Honorables Senadores señores Prokurica y Horvath. Interviene, también, el señor Ministro de Energía.


Cerrado el debate y puesto en votación en general, es aprobado por 25 votos a favor, 3 en contra, 4 abstenciones y un pareo, de un total de 38 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, respecto del inciso octavo del artículo 27 ter, introducido por el numeral 9) del artículo único del proyecto. 


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Alvear y Von Baer y señores Cantero, Chahuán, Coloma, Frei, García, García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Rossi, Sabag, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Fundamentan su voto positivo, los Honorables Senadores señores Orpis, Frei, Sabag, Zaldívar y Uriarte, señora Alvear y señores García y Walker (don Patricio).


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señores Girardi, Gómez y Navarro.


Fundamenta su voto negativo, el Honorable Senador señor Gómez.


Se abstienen, fundamentando su decisión, los Honorables Senadores señoras Allende y Rincón y señores Escalona y Letelier.


No vota, por estar pareada, la Honorable Senadora señora Pérez San Martín.

- - -


En su intervención, el Honorable Senador señor Escalona hace expresa reserva de constitucionalidad sobre el proyecto.

- - -


En cuanto al plazo de indicaciones, tal como se consigna en los Acuerdos de Comités, se fija hasta el día 13 de mayo de 2013, a las 12:00 horas.

- - -


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto aprobado en general es el que se contiene en el primer informe de la Comisión de Minería y Energía, el cual se inserta íntegramente en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________

Proyecto de ley, iniciado en Moción de la Honorable Senadora señora Pérez San Martín, en primer trámite constitucional, que modifica la ley Nº 20.340 con el objeto de extender su aplicación a los beneficios habitacionales que otorga el Estado sin otra consideración que la focalización de los recursos, con informe de la Comisión de Vivienda y

Urbanismo


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley precedentemente individualizado, correspondiente al Boletín Nº 8.527-14 y con urgencia calificada de “simple”.


Añade que el objetivo de la iniciativa es que las condiciones previstas en la ley N° 20.340, relativas a los actos y contratos que se pueden celebrar respecto de viviendas adquiridas con el respaldo de programas habitacionales estatales, sean aplicables a todos aquellos casos en que el Estado o sus organismos otorguen beneficios habitacionales, sin que se puedan establecer requisitos adicionales que no estén referidos a la focalización de los recursos. 


Destaca que la Comisión de Vivienda y Urbanismo discutió este proyecto en general y en particular, por tratarse de aquellos de artículo único, y lo aprobó por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Pérez San Martín y señores Muñoz Aburto, Pérez Varela y Sabag. 

- - -


Seguidamente, se pone en discusión el proyecto, en general y en particular, y se otorga la palabra a los Honorables Senadores señor Pérez Varela, señora Pérez San Martín y señor Letelier.

- - -


Cerrado el debate y puesto en votación el proyecto, en general y en particular, es aprobado por 14 votos a favor y un pareo.


Votan a favor, los Honorables Senadores señoras Pérez San Martín y Von Baer y señores García, García-Huidobro, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín Fernández, Letelier, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica y Uriarte.


No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Novoa.

- - -


Concluida la votación, manifiesta su intención de voto positivo el Honorable Senador señor Chahuán.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de ley aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Agrégase, en el artículo 1° de la ley              N° 20.340, que regula los actos y contratos que se pueden celebrar respecto de viviendas adquiridas con el respaldo de los programas habitacionales estatales, el siguiente inciso segundo:


“Lo dispuesto en el inciso anterior regirá en todos aquellos casos en que el Estado o sus organismos otorguen beneficios a los deudores habitacionales. No se podrán establecer requisitos adicionales que impidan la obtención de tales beneficios, que no se refieran a la focalización de los recursos.”.”.

_________

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que reemplaza los artículos 2° bis y 9° de la ley     N° 19.451, que establece el modo de determinar quiénes pueden ser considerados donantes de órganos, con segundo informe de la Comisión de

Salud


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley que tiene el Boletín N° 7.849-11.


Añade que la iniciativa en discusión fue aprobada en general el 6 de junio de 2012, y cuenta con un segundo informe de la Comisión de Salud que deja constancia, para los efectos reglamentarios, de que el numeral 2) del artículo único y el artículo transitorio no fueron objeto de indicaciones o de modificaciones, por lo que deben darse por aprobados, salvo que algún Senador, con el acuerdo unánime de los presentes, solicite su discusión y votación.

- - -


Seguidamente, y de conformidad a lo establecido en el artículo 124 del Reglamento del Senado, el señor Presidente da por aprobados los referidos preceptos.

- - -


Luego, el señor Secretario General agrega que la Comisión de Salud efectuó una enmienda al proyecto de ley aprobado en general, consistente en sustituir el artículo 2º bis propuesto en el numeral 1), la cual       -con excepción del respectivo inciso final, que será puesto en discusión y votación oportunamente- fue acordada por unanimidad, por lo que debe ser votada sin debate, salvo que algún Senador manifieste su intención de impugnar la proposición de la Comisión a su respecto o existieren indicaciones renovadas.

- - -


Enseguida, el señor Secretario General subraya que la Comisión de Salud, en su segundo informe, propone efectuar la siguiente enmienda al proyecto de ley aprobado en general:

Artículo Único

Numeral 1)


- Sustituir el artículo 2° bis propuesto por el siguiente:


“Artículo 2° bis.- Las personas cuyo estado de salud lo requiera tendrán derecho a ser receptoras de órganos.


Toda persona mayor de dieciocho años será considerada, por el solo ministerio de la ley, como donante de sus órganos una vez fallecida, a menos que hasta antes del momento en que se decida la extracción del órgano, se presente una documentación fidedigna, otorgada ante notario público, en la que conste que el donante en vida manifestó su voluntad de no serlo. El notario deberá remitir dicha información al Servicio de Registro Civil e Identificación, para efectos del Registro Nacional de No Donantes, según lo establezca el reglamento respectivo.


En caso de existir duda fundada respecto de la calidad de donante, se deberá consultar en forma previa sobre la extracción de uno o más órganos del fallecido, por orden de prelación, a las siguientes personas:


a) El cónyuge que vivía con el fallecido o la persona que convivía con él en relación de tipo conyugal.


b) Cualquiera de los hijos mayores de 18 años.


c) Cualquiera de los padres.


d) El representante legal, el tutor o el curador.


e) Cualquiera de los hermanos mayores de 18 años.


f) Cualquiera de los nietos mayores de 18 años.


g) Cualquiera de los abuelos.


h) Cualquier pariente consanguíneo hasta el cuarto grado inclusive.


i) Cualquier pariente por afinidad hasta el segundo grado inclusive.


Se entenderá por duda fundada el hecho de presentar ante el médico encargado del procedimiento documentos contradictorios o la existencia de declaraciones diferentes de las personas enunciadas en el inciso anterior.


Para los efectos de su intervención en el procedimiento de trasplantes, la enumeración precedente constituye orden de prelación, de manera que la intervención de una o más personas pertenecientes a una categoría excluye a las demás comprendidas en la misma categoría y en las categorías siguientes.


En el caso de que varias personas se encuentren en igualdad de condiciones para la recepción de un órgano, el hecho de no estar inscrito en el Registro de No Donantes deberá tomarse en cuenta para priorizarlo respecto del que sí lo está.”.

- - -


A continuación, se aprueban unánimemente los incisos primero a quinto del artículo 2° bis propuesto por la Comisión.

- - -


Luego, el señor Presidente pone en votación el inciso final del artículo 2° bis propuesto por la Comisión de Salud, que es aprobado por 7 votos a favor, 2 en contra, 4 abstenciones y 2 pareos.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señores García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Larraín Fernández, Letelier, Pizarro y Prokurica.


Fundamenta su voto favorable, el Honorable Senador señor Letelier.


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señora Pérez San Martín y señor Chahuán.


Fundamenta su voto en contra, el Honorable Senador señor Chahuán.


Se abstienen, los Honorables Senadores señores García, Orpis, Pérez Varela y Uriarte.


Fundamenta su abstención, el Honorable Senador señor Uriarte.


No votan, por estar pareados, los Honorables Senadores señores Gómez y Novoa.

- - -


Durante su alocución, el Honorable Senador señor Chahuán hace expresa reserva de constitucionalidad.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 19.451, que establece normas sobre trasplante y donación de órganos:


1) Reemplázase el artículo 2° bis por el siguiente:


“Artículo 2° bis.- Las personas cuyo estado de salud lo requiera tendrán derecho a ser receptoras de órganos.


Toda persona mayor de dieciocho años será considerada, por el solo ministerio de la ley, como donante de sus órganos una vez fallecida, a menos que hasta antes del momento en que se decida la extracción del órgano, se presente una documentación fidedigna, otorgada ante notario público, en la que conste que el donante en vida manifestó su voluntad de no serlo. El notario deberá remitir dicha información al Servicio de Registro Civil e Identificación para efectos del Registro Nacional de No Donantes, según lo establezca el reglamento respectivo.


En caso de existir duda fundada respecto de la calidad de donante, se deberá consultar en forma previa sobre la extracción de uno o más órganos del fallecido, por orden de prelación, a las siguientes personas:


a) El cónyuge que vivía con el fallecido o la persona que convivía con él en relación de tipo conyugal.


b) Cualquiera de los hijos mayores de 18 años.


c) Cualquiera de los padres.


d) El representante legal, el tutor o el curador.


e) Cualquiera de los hermanos mayores de 18 años.


f) Cualquiera de los nietos mayores de 18 años.


g) Cualquiera de los abuelos.


h) Cualquier pariente consanguíneo hasta el cuarto grado inclusive.


i) Cualquier pariente por afinidad hasta el segundo grado inclusive.


Se entenderá por duda fundada el hecho de presentar ante el médico encargado del procedimiento documentos contradictorios o la existencia de declaraciones diferentes de las personas enunciadas en el inciso anterior.


Para los efectos de su intervención en el procedimiento de trasplantes, la enumeración precedente constituye orden de prelación, de manera que la intervención de una o más personas pertenecientes a una categoría excluye a las demás comprendidas en la misma categoría y en las categorías siguientes.


En el caso de que varias personas se encuentren en igualdad de condiciones para la recepción de un órgano, el hecho de no estar inscrito en el Registro de No Donantes deberá tomarse en cuenta para priorizarlo respecto del que sí lo está.”.


2) Derógase el artículo 9°.


Artículo transitorio.- Esta ley entrará en vigencia el primer día del cuarto mes siguiente a su publicación.”.

- - -


Luego, el señor Presidente señala que ha concluido el Orden del Día.

_________

PETICIONES DE OFICIOS


El señor Secretario General informa que los Honorables Senadores señora Allende y señores Bianchi, García, Horvath, Muñoz Aburto, Navarro, Uriarte y Walker (don Patricio), han requerido que se dirijan oficios, en sus nombres, a las autoridades y en relación con las materias que se consignan, de manera pormenorizada, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los Senadores indicados, en conformidad con el Reglamento del Senado.

_________


Se levanta la sesión.

MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

DOCUMENTOS

1

OBSERVACIÓN DEL EJECUTIVO, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, AL PROYECTO DE LEY QUE REAJUSTA EL MONTO DEL INGRESO MÍNIMO MENSUAL

(8845-05)


Cúmpleme informar a V.E. que, mediante oficio N° 79-361, de 3 de mayo pasado, S.E. el Presidente de la República comunicó que no haría uso de la atribución que consagra el inciso segundo del artículo 71 de la Carta Fundamental, en relación con el proyecto de ley que reajusta el monto del ingreso mínimo mensual (boletín N° 8845-05). 


Con fecha 6 de mayo del año en curso, y al tenor de lo señalado en el artículo 72 de la Constitución Política, esta Cámara remitió a S.E. aquella parte del proyecto de ley en referencia sobre la cual hubo acuerdo entre ambas Corporaciones, para efectos de su promulgación. 


 En ejercicio de la atribución establecida en el artículo 73 de la Carta Fundamental,  S.E. el Presidente de la República, mediante oficio N°069-361, de 6 del mes corriente, formuló observación al mencionado proyecto de ley. 


 Al respecto, comunico a V.E. que la Cámara de Diputados ha rechazado la observación formulada por S.E. el Presidente de la República y ha reunido el quórum necesario para insistir en el texto aprobado por el Congreso Nacional, de conformidad con lo preceptuado en el artículo 73 de la Carta Fundamental.


Acompaño los antecedentes respectivos.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Edmundo Eluchans Urenda, Presidente de la Cámara de Diputados.- MIGUEL LANDEROS PERKIČ, Secretario General de la Cámara de Diputados.

FORMULA OBSERVACIONES AL   PROYECTO DE LEY QUE REAJUSTA EL MONTO DEL INGRESO MÍNIMO   MENSUAL (Boletín N°8.845-05)

SANTIAGO, mayo 06 de 2013.-

Nº 069-361/

Honorable Cámara de Diputados:

Mediante oficio N° 10.699 de fecha 06 de mayo de 2013, V.E. comunicó que el H. Congreso Nacional rechazó parcialmente el proyecto de ley que reajusta el monto del ingreso   mínimo mensual.

LA INICIATIVA

El proyecto originado en mensaje tiene por objeto reajustar el monto del ingreso   mínimo mensual mejorando los ingresos laborales de los trabajadores más vulnerables y  cuidando, al mismo tiempo, su capacidad de  encontrar empleo.

En efecto, incrementos reales del ingreso mínimo superiores a los incrementos de la  productividad pueden provocar algunos efectos adversos sobre los trabajadores más vulnerables. Aumentos del ingreso mínimo mensual  desalineados de las cifras de inflación y  productividad pueden reducir las oportunidades de empleo de los trabajadores poco calificados. Ellos son, en su mayoría, jóvenes y   trabajadores con bajos niveles de instrucción formal. 

Adicionalmente, es necesario considerar que alzas desmedidas del salario mínimo    promueven el crecimiento de la informalidad, aumentando la brecha salarial entre los trabajadores formales e informales.

Tal como se ha señalado durante la tramitación de este proyecto, un alza desmedida del monto del ingreso mínimo afectará directamente la competitividad de las pequeñas y medianas empresas (PYMEs). Según datos de la Base del Seguro de Cesantía, del total de trabajadores que perciben el ingreso mínimo, un 48% trabaja en empresas con menos de 9 trabajadores y un 75% lo hace en empresas de menos de 200 trabajadores.

Cabe agregar que, desde la aprobación del último reajuste del ingreso mínimo, se ha   observado que los efectos de la crisis de la Eurozona sobre Chile han sido menos severos que lo previsto el año pasado. La última estimación de crecimiento disponible para el año 2012 es de 5.6%, superiores a las estimadas a mediados del año pasado, y de acuerdo a la  última información disponible, la tasa de  desempleo alcanzó 6,2%. 

En vista de este desarrollo de la economía en los últimos meses y con la idea de   hacer partícipes a los trabajadores más vulnerables de los logros alcanzados por nuestra economía, es que el Gobierno ha decidido   proponer al Honorable Congreso Nacional el adelantar este reajuste del ingreso mínimo mensual que tradicionalmente comienza a regir el primero de julio de cada año.

Considerando los antecedentes anteriores, así como la recomendación de la comisión   asesora convocada este año, se propone un   reajuste correspondiente al año 2013 de 6.2%, lo que se traduce en un nuevo ingreso mínimo mensual de $205.000. Con ello se supera la   cifra de $200.000, mejorando la capacidad   adquisitiva de los trabajadores pero cuidando al mismo tiempo la creación de empleo.

EL PROYECTO APROBADO POR EL CONGRESO


La Cámara de Diputados, en primer trámite constitucional, aprobó el proyecto que reajusta el monto del ingreso mínimo mensual, correspondiente al boletín Nº 8845-05. El H. Senado, en segundo trámite constitucional, aprobó el indicado proyecto, con enmiendas.



A su turno, la Cámara de Diputados    rechazó las referidas enmiendas. Por lo anterior, se constituyó una Comisión Mixta de Diputados y Senadores, encargada de proponer la forma y modo de resolver la divergencia suscitada. La referida Comisión Mixta no  llegó a acuerdo para resolver las discrepancias entre ambas Cámaras.

De este modo, el proyecto aprobado por  ambas cámaras solo contempla el artículo 4° original del proyecto del Ejecutivo, que establece el financiamiento de la iniciativa legal, pero los preceptos con la cifra de reajuste y otros montos como las asignaciones familiares actualizadas, fueron rechazados de acuerdo a lo señalado precedentemente.

FUNDAMENTO DE LAS OBSERVACIONES

Conforme a lo expuesto anteriormente, el proyecto aprobado por el H. Congreso Nacional   carece actualmente de normas de reajuste del salario mínimo y de reajuste del monto de la Asignación Familiar y del subsidio familiar  establecido en el artículo 1° de la ley       N° 18.020.
 Por esta razón, el Ejecutivo considera esencial la reposición de dichas normas a fin de dar coherencia y eficacia a la normativa que el proyecto propone.

EL VETO

Por las consideraciones anteriormente   señaladas, las modificaciones introducidas al proyecto son las siguientes:

 1)
Se incorpora un artículo 1º que   establece el monto del reajuste del ingreso  mínimo mensual, elevando de $ 193.000 a $ 205.000 la cifra para los trabajadores mayores de 18 años de edad y de hasta 65 años de edad; de $144.079 a $153.037 el monto del ingreso  mínimo mensual para los trabajadores mayores de 65 años de edad y para los trabajadores menores de 18 años de edad; y el monto del ingreso   mínimo mensual que se emplea para fines no   remuneracionales, de $124.497 a $ 132.238.

2)
Se incorpora una norma que establece el reajuste de las asignaciones familiar y   maternal del Sistema Único de Prestaciones   Familiares.
3)
Se incorpora una norma que establece el reajuste del subsidio familiar establecido en el artículo 1° de la ley N° 18.020.

4) 
Por último se sustituyen las disposiciones  aprobadas del proyecto, por las   normas pertinentes, para hacer concordante su redacción.

Por las consideraciones anteriores, y en uso de la facultad que me con​fiere el inciso primero del artículo 73 de la Constitución   Política de la República y de conformidad con lo establecido en el Título III de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, vengo en formular la siguiente observación al referido proyecto de ley:


ARTICULOS 1°, 2°, 3º y 4º

-
Para sustituir el actual artículo único del proyecto de ley, por los siguientes     artículos 1, 2, 3 y 4:

“Artículo 1°.- Elévase, a contar del día 1° del mes en que se publique esta ley, de $193.000 a $205.000 el monto del ingreso mínimo mensual para los trabajadores mayores de 18 años de edad y hasta de 65 años de edad. 

Elévase, a contar del día 1° del mes en que se publique esta ley, de  $144.079 a $153.037 el monto del ingreso mínimo mensual  para los trabajadores mayores de 65 años de edad y para los trabajadores menores de 18 años de edad. 

Elévase, a contar del día 1° del mes en que se publique esta ley, el monto del ingreso mínimo mensual que se emplea para fines no remuneracionales, de $124.497 a $132.238.

Artículo 2°.-
Reemplazase, a contar del día 1° del mes en que se publique esta ley, el artículo 1° de la ley N° 18.987, por el siguiente: 


“Artículo 1°.- A contar del 1° de mayo de 2013, las asignaciones familiar y maternal del Sistema Único de Prestaciones Familiares, reguladas por el decreto con fuerza de ley N° 150, de 1982, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, tendrán los siguientes valores, según el ingreso mensual del beneficiario:

a)
De $8.364 por carga, para aquellos   beneficiarios cuyo ingreso mensual no exceda de $215.108. 

b)
De $5.294 por carga, para aquellos   beneficiarios cuyo ingreso mensual supere los $215.108 y no exceda los $321.851.

c)
De $1.673 por carga, para aquellos   beneficiarios cuyo ingreso mensual supere los $321.851 y no exceda los $501.978.

d) Las personas que tengan acreditadas o que acrediten cargas familiares y cuyo ingreso mensual sea superior a $501.978 no tendrán derecho a las asignaciones aludidas en este artículo.

Sin perjuicio de lo anterior, mantendrán su plena vigencia los contratos, convenios u otros instrumentos que establezcan beneficios para estos trabajadores.  

Dichos afiliados y sus respectivos causantes mantendrán su calidad de tales para los   demás efectos que en derecho correspondan.

Los beneficiarios contemplados en la letra f) del artículo 2° del citado decreto con fuerza de ley N° 150, y los que se encuentren en goce de subsidio de cesantía se entenderán comprendidos en el grupo de beneficiarios indicados en la letra a) precedente.”. 

Artículo 3°.-
Fíjase a contar de la   vigencia de los incisos primero, segundo y   tercero del artículo 1° de la presente ley, en $ 8.364 el valor del subsidio familiar establecido en el artículo 1° de la ley N° 18.020.

Artículo 4°.-
El mayor gasto fiscal que represente durante el año 2013 la aplicación de los artículos 1°, 2° y 3° de la presente ley, se financiará con cargo a los recursos del   Tesoro Público.”.
En consecuencia, devuelvo a V.E. el    referido oficio.

Dios guarde a V.E.,

(Fdo.): Sebastián Piñera Echenique, Presidente de la República.- Felipe Larraín Bascuñán, Ministro de Hacienda.- Evelyn Matthei Fornet, Ministra del Trabajo y Previsión Social.
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PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, SOBRE ADMINISTRACIÓN DE FONDOS DE TECEROS Y CARTERAS INDIVIDUALES, Y DEROGA LOS CUERPOS LEGALES QUE INDICA

(7966-05)

Con motivo del mensaje, informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente proyecto de ley, sobre Administración de Fondos de Terceros y Carteras Individuales, y deroga los cuerpos legales que indica, correspondiente al boletín N° 7966-05.

PROYECTO DE LEY


“Artículo primero.- Apruébase la siguiente ley que regula la administración de fondos de terceros y carteras individuales:

TÍTULO I

DE LA GESTIÓN DE LOS FONDOS

Capítulo I

Definiciones, alcance y fiscalización


Artículo 1°.- Definiciones. Para efectos de la presente ley, debe entenderse por:


a) Administradora: sociedad anónima que de conformidad a lo dispuesto por esta ley, es responsable por la administración de los recursos del fondo por cuenta y riesgo de los aportantes.


b) Fondo: patrimonio de afectación integrado por aportes realizados por partícipes destinados exclusivamente para su inversión en los valores y bienes que esta ley permita,  cuya administración es de responsabilidad de una administradora.


c) Fondo no rescatable: aquel fondo que no permite a los aportantes el rescate total y permanente de sus cuotas, o que, permitiéndolo, paga a sus aportantes las cuotas rescatadas en un plazo igual o superior a 180 días.


d) Integrantes de una misma familia: quienes mantengan entre sí una relación de parentesco de hasta el tercer grado de consanguinidad o afinidad y las entidades controladas, directa o indirectamente, por cada una de esas personas.


e) Inversionista Calificado: aquel a que se refiere la letra f) del artículo 4° bis de la ley N° 18.045.


f) Inversionista Institucional: aquel a que se refiere la letra e) del artículo 4° bis de la ley N° 18.045.


g) Normas de Carácter General: Instrucciones de general aplicación dictadas por la Superintendencia para normar aquellas materias que esta ley dispone queden contenidas en esos actos administrativos o que ésta determine como tales.


h) Partícipe o aportante: personas y entidades que, mediante sus aportes al fondo, mantienen inversiones en éste.


i) Reglamento: El decreto supremo del Ministerio de Hacienda emitido para efectos de normar aquellas materias que esta ley dispone queden contenidas en el Reglamento.


j) Reglamento interno del fondo: conjunto ordenado de reglas y normas que establece los derechos, obligaciones y políticas respecto de la administradora, el fondo y los partícipes del mismo.


k) Superintendencia: Superintendencia de Valores y Seguros.


l) Personas relacionadas: aquellas definidas en el artículo 100 de la ley N° 18.045.


m) Acuerdo de actuación conjunta: aquel definido en la ley Nº 18.045.


Artículo 2°.- Normativa aplicable y fiscalización de la Superintendencia. Los fondos y sus administradoras serán fiscalizados por la Superintendencia y se regirán por las disposiciones de esta ley, las del Reglamento y, en subsidio, por las que establezcan sus respectivos reglamentos internos.


La Superintendencia tendrá para esos efectos, todas las facultades que le confiere su ley orgánica y podrá examinar sin restricción alguna todos los libros, carteras y documentos mantenidos por la administradora y solicitar todos los datos y antecedentes que le permitan imponerse del estado y solvencia de la administradora, del desarrollo de la gestión de recursos efectuada por ésta y del estado de las inversiones del fondo, pudiendo ordenar las medidas que fueren menester, para corregir las deficiencias que encontrare.


No les serán aplicables las disposiciones de esta ley a aquellos fondos constituidos en conformidad al decreto ley N° 3.500 y las leyes Nos. 19.728, 19.882 y 18.591.

Capítulo II

De la Administradora

§ 1. De la Constitución, remuneración y patrimonio


Artículo 3°.- Sociedades administradoras. Las administradoras deberán constituirse como sociedades anónimas especiales, cuyo objeto exclusivo será la administración de recursos de terceros. Sin perjuicio de lo anterior, las administradoras podrán realizar las demás actividades que les autorice la Superintendencia.


Artículo 4°.- Reglas especiales para las administradoras. Las administradoras estarán sujetas a las siguientes reglas especiales:


a) Se forman, existen y prueban de conformidad a lo establecido en el artículo 126 de la ley N° 18.046, siéndoles aplicables los artículos 127, 128 y 129 de la misma ley.


b) Deberán incluir en su nombre la expresión “Administradora General de Fondos”.


c) Deberán mantener permanentemente un patrimonio no inferior al equivalente a 10.000 unidades de fomento, el que deberán acreditar y calcular, en la forma que determine la Superintendencia.


d) Sólo podrán iniciar sus funciones, una vez que hayan acreditado a satisfacción de la Superintendencia que cumplen los requisitos legales y que cuentan con las políticas, procedimientos y controles que ésta requiera, mediante norma de carácter general, para resguardar adecuadamente los intereses de los partícipes y recursos de los fondos.


e) Transcurrido un año desde su autorización de existencia, la administradora deberá contar con, al menos, un fondo que cumpla las condiciones relativas al patrimonio y número de partícipes establecidas en el artículo 5° siguiente, debiendo mantener permanentemente tal condición. En caso contrario, la administradora deberá disolverse, procediéndose a su liquidación de conformidad con lo dispuesto en el artículo 24 de la presente ley. El directorio de la administradora deberá comunicar este hecho a la Superintendencia dentro de los cinco días hábiles siguientes de ocurrido el mismo y tomará nota de esta circunstancia al margen de la inscripción de la sociedad y publicará por una sola vez un aviso en el Diario Oficial, informando de esta ocurrencia.


Se reserva el uso de la expresión “Administradora General de Fondos”, a aquellas sociedades a que se refiere este capítulo. En consecuencia, ninguna entidad que no se hubiere constituido o transformado en una entidad de este tipo conforme a las disposiciones de esta ley como Administradora General de Fondos, podrá arrogarse la calidad de tal, o utilizar este nombre en su razón social.


Artículo 5°.- Patrimonio mínimo y número mínimo de partícipes. Transcurrido un año contado desde la fecha en que la administradora haya depositado el reglamento interno del fondo, éste deberá contar permanentemente con un patrimonio no menor al equivalente a 10.000 unidades de fomento y tener, a lo menos, 50 partícipes, salvo que entre éstos hubiere un inversionista institucional, en cuyo caso no regirá ese número mínimo de partícipes. 


Cumplido el plazo señalado en el inciso anterior, si el monto del patrimonio o el número de partícipes fuere inferior al mínimo exigido, la administradora deberá comunicar este hecho a la Superintendencia al día hábil siguiente de ocurrido el mismo. La Superintendencia, mediante resolución fundada, podrá otorgar a la administradora un plazo máximo de un año para que ésta última cumpla con el patrimonio mínimo requerido o el número mínimo de partícipes indicado, según sea el caso. Si en dicho plazo no se regularizare esta situación, la Superintendencia ordenará sin más trámite que se proceda con la liquidación del fondo. Si la administradora no contare a esa fecha con la administración de otros fondos, ésta se disolverá de conformidad a lo establecido en la letra e) del artículo 4° anterior.


Artículo 6°.- Porcentaje máximo de cuotas por aportante. Después de transcurrido un año contado desde el inicio de la comercialización del fondo, ningún aportante que no sea inversionista institucional, podrá poseer, directa o indirectamente, cuotas representativas de más de un 35% del patrimonio total del fondo, ya sea en forma individual o en conjunto con sus personas relacionadas o con quienes mantenga un acuerdo de actuación conjunta. Para el cálculo de dicho porcentaje no deberán considerarse aquellas cuotas en las cuales personas relacionadas al aportante, aparezcan como titulares en el Registro de Aportantes sin ser éstas sus beneficiarios, porque actúan en calidad de mandatarios o custodios, y, al mismo tiempo, hayan recibido instrucciones específicas de los beneficiarios o mandantes para ejercer el derecho a voto de esas cuotas de manera determinada.


La administradora velará porque el citado porcentaje máximo no sea excedido por colocaciones de cuotas efectuadas por su cuenta y por los agentes indicados en el artículo 41. Si así ocurriera, la Superintendencia establecerá los plazos para que las personas que excedan dichos porcentajes procedan a la enajenación de sus cuotas, hasta por aquella parte que permita el cumplimiento del mismo, sin perjuicio de las sanciones que al efecto la Superintendencia pueda aplicar. Las administradoras no podrán aceptar solicitudes de traspasos que den lugar a excesos sobre dicho porcentaje.


Las cuotas representativas del exceso por sobre este porcentaje máximo, mientras éste se mantenga, no tendrán derecho a voto en las Asambleas de Aportantes, ni serán consideradas para los efectos de los quórum de constitución y adopción de acuerdos. En caso de que exista un acuerdo de actuación conjunta, el voto de cada una de las partes de dicho acuerdo se rebajará proporcionalmente, salvo que éstas acordaren distribuir el voto de manera distinta hasta alcanzar dicho porcentaje máximo.


Artículo 7°.- Depósito del reglamento interno y comercialización del fondo. La administradora dispondrá de un plazo máximo de 180 días contados desde el depósito del reglamento interno respectivo, para iniciar la comercialización del fondo. Si así no ocurriese, la Superintendencia podrá cancelar el reglamento en el depósito.


Artículo 8°.- Idoneidad de los directores, gerentes, administradores y ejecutivos principales de la administradora y de demás personas que se indican. Los directores, gerentes, administradores o ejecutivos principales de la administradora, así como quienes realicen para ésta funciones de relevancia en la comercialización de las cuotas de fondos, en el proceso de elección o toma de decisiones de inversión para fondos, en la realización de operaciones de fondos y gestión de riesgos en la administradora, deberán contar con la idoneidad y los conocimientos suficientes sobre gestión y,o comercialización de fondos. La Superintendencia mediante norma de carácter general, establecerá los parámetros y estándares dentro de los cuales se presumirá que se cumple con la idoneidad y conocimientos requeridos en este inciso, los que deberán distinguir las distintas funciones dentro de la administradora.


La Superintendencia podrá fiscalizar el cumplimiento de dichos requisitos de idoneidad. En caso que concluyere que existe incumplimiento, deberá consignarlo en una resolución fundada, de carácter reservado, la que propondrá las medidas que permitan cumplir con dicho requisito.


En contra de dicha resolución podrán interponerse los recursos indicados en los artículos 45 y 46 del decreto ley Nº 3.538, de 1980. Una vez vencidos los plazos para interponerlos, la administradora deberá adoptar las medidas conducentes a superar la falta de idoneidad detectada, dentro del plazo que para ello establezca la resolución y, en caso contrario, servirá de antecedente para determinar la responsabilidad que cupiere a la administradora, de comprobarse que existe relación con los perjuicios que se produzcan con posterioridad.


Artículo 9°.- Remuneración de la administradora. Por la gestión del fondo, la administradora podrá cobrar a éste aquella remuneración que establezca el reglamento interno del mismo.


La administradora podrá cobrar su remuneración directamente al fondo o a los partícipes. La remuneración que se cobre directamente a los partícipes se denominará comisión y sólo podrá cobrarse al momento de efectuar la inversión o el rescate de la misma, sobre el monto aportado o rescatado, indistintamente. La remuneración, incluida la comisión, podrán ser diferentes para los partícipes de distintas series, en su caso, en los términos y condiciones que establezca el Reglamento. En los casos y forma que  establezca el reglamento interno del fondo, la remuneración, o parte de ella, podrá ser enterada al fondo por la administradora, en cuyo caso dicha remuneración pasará a formar parte del patrimonio de aquél, sin incrementar el número de cuotas del mismo. La remuneración devuelta y restituida al fondo, no se considerará como remuneración o renta para la administradora, para todos los efectos legales y tributarios.


Todo beneficio que reciba la administradora producto de la inversión de los activos del fondo deberá ser enterado a éste.


Artículo 10.- Incumplimiento del patrimonio mínimo. Si por cualquiera causa la administradora tuviere una pérdida o variación patrimonial que afectare el cumplimiento de patrimonio mínimo requerido en esta ley, aquélla deberá informar de este hecho a la Superintendencia al día siguiente hábil de producido el mismo, y estará obligada a restablecer los déficit producidos dentro del plazo que fije la Superintendencia, el cual no podrá ser superior a 90 días, prorrogables por una sola vez, por igual plazo. Si en dicho plazo no se regularizare esta situación, la Superintendencia podrá revocar la autorización de existencia de la administradora en cuestión.


Artículo 11.- Filiales de Bancos. Las administradoras que sean filiales de bancos no podrán invertir en aquellos activos que establezca al efecto la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras de manera conjunta con la Superintendencia.

§2. De la Garantía


Artículo 12.- Garantía Mínima. Las administradoras deberán constituir una garantía en beneficio de cada fondo para asegurar el cumplimiento de sus obligaciones por la administración del mismo. Dicha garantía, deberá constituirse a más tardar el mismo día en que se deposite el reglamento interno del fondo respectivo, y ser mantenida hasta la total extinción de éste. La garantía será por un monto inicial de 10.000 unidades de fomento y podrá constituirse en dinero efectivo, boleta bancaria o pólizas de seguro, siempre que el pago de estas dos últimas no esté sujeto a condición alguna distinta que la mera ocurrencia del siniestro o hecho respectivo. En caso que no se constituyere la garantía o no se mantuviere permanentemente vigente, la administradora y sus directores responderán solidariamente de los perjuicios que este incumplimiento causare a los partícipes.


Artículo 13.- Actualización anual de la garantía. El monto de la garantía deberá actualizarse anualmente, para cada fondo, de manera que dicho monto sea siempre, a lo menos, equivalente al mayor valor entre: 


i) 10.000 unidades de fomento;


ii) el 1% del patrimonio promedio diario del fondo, correspondiente al trimestre calendario anterior a la fecha de su actualización, o


iii) aquél porcentaje del patrimonio diario del fondo, correspondiente al trimestre calendario anterior a la fecha de su actualización, que determine la Superintendencia en función de la calidad de la gestión de riesgos que posea la administradora en cuestión. La calidad de la gestión de riesgos será medida según una metodología estándar que considerará los riesgos de los activos y riesgos operacionales, entre otros. Dicha metodología y demás parámetros serán fijados en el Reglamento.


Con todo, el porcentaje que establezca la Superintendencia, no podrá ser superior al 5% del patrimonio promedio diario del fondo, correspondiente al trimestre calendario anterior a la fecha de su actualización.


La Superintendencia, mediante una norma de carácter general, determinará la forma de cálculo del patrimonio promedio diario del fondo.


Artículo 14.- Representante de los beneficiarios de la garantía. Las administradoras deberán designar a un banco como representante de los beneficiarios de la garantía a que se refiere este Párrafo. 


Si la garantía consistiere en depósitos de dinero, la entrega del dinero se hará al representante de los beneficiarios.


Si la garantía consistiere en boleta bancaria o póliza de seguros, el representante de los beneficiarios será el tenedor de los documentos justificativos de la misma. El banco o compañía de seguros otorgante, deberá pagar el valor exigido por tal representante a su simple requerimiento y hasta su monto garantizado.


No obstante lo dispuesto en el inciso precedente, y sin que sea necesario acreditarlo a las entidades otorgantes, el representante de los beneficiarios de boletas de garantía, para hacerlas efectivas, deberá ser notificado judicialmente del hecho de haberse interpuesto demanda en contra de la administradora caucionada. El dinero proveniente de la realización de la boleta bancaria quedará en prenda de pleno derecho en sustitución de esa garantía, manteniéndose en depósitos reajustables por el representante hasta que cese la obligación de mantener la garantía.

§3. Del Deber de Cuidado


Artículo 15.- Responsabilidad de la administradora. La responsabilidad por la función de administración es indelegable, sin perjuicio que las administradoras puedan conferir poderes especiales o celebrar contratos por servicios externos para la ejecución de determinados actos, negocios o actividades necesarias para el cumplimiento del giro.


Artículo 16.- Contratación de Servicios Externos. Cuando se trate de la contratación de servicios externos, en el reglamento interno del fondo, deberá constar la facultad de la administradora para llevar a cabo dichos contratos. Asimismo, deberá señalarse en dicho documento si los gastos derivados de las contrataciones serán de cargo de la administradora o del fondo de que se trate y, en este último caso, la forma y política de distribución de tales gastos. Sin embargo, cuando dicha contratación consista en la administración de cartera de todo o parte de los recursos del fondo, los gastos derivados de estas contrataciones serán de cargo de la administradora.


Artículo 17.- Culpa leve y pago de indemnizaciones. La administradora, sus directores, gerentes, administradores y ejecutivos principales, deberán efectuar todas las gestiones que sean necesarias, con el cuidado y la diligencia que los hombres emplean ordinariamente en sus propios negocios, para cautelar la obtención de los objetivos establecidos en el reglamento interno del fondo, en términos de la rentabilidad y seguridad de sus inversiones. La administración de cada fondo debe realizarse atendiendo exclusivamente a la mejor conveniencia de éste y a que todas y cada una de las operaciones de adquisición y enajenación de activos que efectúe por cuenta del mismo, se hagan en el mejor interés del fondo.


La administradora podrá demandar a las personas que le hubieran ocasionado perjuicios al fondo, por los daños causados a éste, en juicio sumario. El procedimiento por el cual dichas indemnizaciones serán enteradas al fondo o traspasadas a sus partícipes deberá estar establecido en el reglamento interno de cada fondo.


La administradora estará obligada a indemnizar al fondo o a los partícipes por los daños y perjuicios que ella o cualesquiera de sus dependientes o personas que le presten servicios le causaren al fondo, como consecuencia de la ejecución u omisión, según corresponda, de cualesquiera de las actuaciones prohibidas a que se refieren los artículos 22 y 23 de la presente ley. Las personas antes mencionadas que hubieran participado en tales actuaciones serán solidariamente responsables del reembolso, que incluirá el daño emergente y el lucro cesante.


Artículo 18.- Obligación de informar. La administradora deberá informar en forma veraz, suficiente y oportuna a los partícipes de los fondos y al público en general, sobre las características de los fondos que administra, y de las series de cuotas en su caso, y sobre cualquier hecho esencial o relevante relacionado con la administradora o los fondos que administra, según dicho concepto está definido en la ley N° 18.045. La información mínima que deberá ser difundida y la forma de comunicación utilizada, será determinada por la Superintendencia.


Artículo 19.- Revocación por infracciones graves. La Superintendencia podrá revocar la autorización de existencia de la administradora en los casos de infracción grave a las normas legales que rijan a los fondos y sus administradoras o cuando de las investigaciones que se practiquen resulte que la administración se ha llevado en forma fraudulenta o manifiestamente negligente.


Artículo 20.- Obligaciones de directores de la administradora. Los directores de la administradora, sin perjuicio de las obligaciones señaladas en la ley N° 18.046, estarán obligados a velar para que:


a) la administradora cumpla con lo dispuesto en el reglamento interno de cada fondo.


b) la información para los aportantes sea veraz,  suficiente y oportuna.


c) las inversiones, valorizaciones u operaciones de los fondos se realicen de acuerdo con esta ley, su Reglamento, las normas que dicte la Superintendencia y lo dispuesto en el reglamento interno.


d) los partícipes de un mismo fondo, o de una misma serie, en su caso, reciban un trato no discriminatorio.


e) las operaciones y transacciones que se efectúen, sean sólo en el mejor interés del fondo de que se trate y en beneficio exclusivo de los partícipes del mismo.


Para dar cumplimiento a lo señalado en el inciso anterior, en las sesiones ordinarias de directorio, los directores deberán velar por el debido tratamiento de las materias antes descritas, debiendo dejar constancia de los acuerdos adoptados.


Artículo 21.- Auditores externos de la administradora. Las empresas de auditoría externa de las administradoras, en su informe anual, deberán pronunciarse acerca de los mecanismos de control interno que éstas se impongan para velar por el fiel cumplimiento de la ley, así como también sobre los sistemas de información y archivo para registrar el origen, destino y oportunidad de las transacciones que se efectúen con los recursos de cada fondo.


En su informe anual, las empresas de auditoría externa del fondo, deberán pronunciarse además sobre el cumplimiento de las políticas y normas contenidas en el reglamento interno del fondo.

§4. De las Prohibiciones


Artículo 22.- Prohibiciones. Sin perjuicio de las demás prohibiciones contenidas en otras leyes, son contrarias a la presente ley las siguientes actuaciones u omisiones efectuadas por las administradoras y, según corresponda en cada caso, por las personas que participen en las decisiones de inversión del fondo o que en razón de su cargo o posición, tengan acceso a información de las inversiones del fondo:


a) las operaciones realizadas con los bienes del fondo para obtener beneficios indebidos, directos o indirectos.


b) el cobro de cualquier servicio al fondo, no autorizado por ley o los reglamentos internos, o en plazos y condiciones distintas a las que en ellos se establezca.


c) el cobro al fondo de cualquier servicio prestado por personas relacionadas con la administradora del mismo, salvo que ello esté expresamente autorizado con un límite anual por el reglamento interno del fondo y que dicho cobro se efectúe a precios de mercado, de acuerdo a lo establecido en la ley Nº 18.046.


d) la comunicación de información relevante relativa a la adquisición, enajenación o mantención de activos por cuenta del fondo, a personas distintas de aquellas que estrictamente deban participar en las operaciones respectivas.


e) la adquisición de activos que haga la administradora para sí, dentro de los 5 días siguientes a la enajenación de éstos, efectuada por ella por cuenta del fondo, si el precio de compra es inferior al existente antes de dicha enajenación. Tratándose de activos de baja liquidez, este plazo será de 60 días.


f) la enajenación de activos propios que haga la administradora dentro de los 5 días siguientes a la adquisición de éstos por cuenta del fondo, si el precio de venta es superior al existente antes de dicha adquisición. Tratándose de activos de baja liquidez, este plazo será de 60 días.


g) la adquisición o enajenación de bienes por cuenta del fondo en que actúe para sí como vendedor o comprador la administradora o un fondo privado, de los del capítulo V de esta ley, bajo su administración o de una sociedad relacionada a ella.


h) la adquisición o enajenación de bienes por cuenta del fondo a personas relacionadas con la administradora o a fondos administrados por ella o por sociedades relacionadas, salvo que se trate de las excepciones a las que se refiere el artículo siguiente.


i) las enajenaciones o adquisiciones de activos que efectúe la administradora, si resultaren ser más ventajosas para ésta que las respectivas enajenaciones o adquisiciones de éstos, efectuadas en el mismo día, por cuenta del fondo. Lo anterior salvo que se entregara al fondo, dentro de los dos días siguientes al de la operación, la diferencia de precio correspondiente.


Para los efectos de las operaciones a que se refiere este artículo, se entenderá por activos, todos aquéllos que sean de la misma especie, clase, tipo, serie y emisor.


Se entenderá por activos de baja liquidez aquellos que no se transen frecuentemente y en volúmenes significativos en los mercados secundarios formales, todo lo anterior de conformidad a lo determinado por la Superintendencia mediante norma de carácter general.


No obstante las sanciones administrativas, civiles y penales que correspondan y el derecho a reclamar perjuicios, los actos o contratos realizados en contravención a las prohibiciones anteriormente señaladas, no verán afectada su validez.


Artículo 23.- Actos prohibidos. Las administradoras, sus directores, gerentes, administradores, ejecutivos principales y demás personas relacionadas, no podrán adquirir, enajenar o gravar directamente o a través de otras personas naturales o jurídicas, instrumentos, bienes o contratos, de propiedad de los fondos que administren, ni enajenar o gravar los suyos a éstos. Tampoco podrán dar en préstamo dinero u otorgar garantías a favor de dichos fondos y viceversa. Se exceptuarán de esta prohibición y de la establecida en la letra h) del artículo 22 anterior, aquellas adquisiciones y enajenaciones que se realicen sobre los activos en la forma y condiciones determinadas por la Superintendencia mediante norma de carácter general.


Las transacciones de cuotas del fondo que efectúen las personas mencionadas en el inciso anterior, deberán informarse a la Superintendencia en la forma y plazos que ésta determine mediante norma de carácter general. No se considerará para efectos de este inciso como persona relacionada, al custodio cuando actúe por cuenta de terceros.

§5. De la Disolución de la Administradora y Liquidación de los Fondos


Artículo 24.- Disolución y liquidación de la administradora. En caso que la administradora sea disuelta, por revocación de la autorización de existencia o por cualquiera otra causa, se procederá con su liquidación, de acuerdo al procedimiento establecido en este artículo. La liquidación de la administradora será llevada a cabo por quien determine la junta de accionistas de la misma, la que para estos efectos deberá celebrarse dentro de un plazo de 60 días contado desde la disolución. En caso de no realizarse la citada junta, o en caso que la revocación de la autorización de existencia hubiere sido resuelta por la Superintendencia por las causales señaladas en el artículo 19 de esta ley, esta liquidación será encomendada a la Superintendencia, la cual podrá delegar esta función en un tercero, en las condiciones que ésta determine.


Artículo 25.- Quiebra de la administradora. Declarada la quiebra de la administradora, la Superintendencia, o quien ésta designe, actuará como síndico con todas las facultades que al efecto confiere a los síndicos el Libro IV del Código de Comercio, en cuanto fueren compatibles con las disposiciones de la presente ley.


Artículo 26.- Destino de los fondos cuya administradora quiebre o se disuelva. Respecto de los fondos administrados por la administradora disuelta o declarada en quiebra, se procederá de acuerdo a lo siguiente:


a) En caso de fondos que de conformidad a esta ley deban tener asamblea de aportantes, la asamblea de aportantes de cada uno de esos fondos, que deberá ser convocada al efecto por el Comité de Vigilancia del fondo, dentro de los 10 días siguientes de producida la disolución o declaración de quiebra, deberá encomendar dicha administración y escoger a otra administradora, o bien encomendar su liquidación a la Superintendencia, o a un tercero. En caso de no realizarse la citada asamblea de aportantes o en caso que esa asamblea así lo determine, la liquidación del fondo será encomendada a la Superintendencia, la cual podrá delegar esta función en un tercero, en las condiciones que ésta determine.


b) En caso de fondos que de conformidad a esta ley no deban tener asamblea de aportantes, la Superintendencia será la encargada de la liquidación del fondo, la que podrá delegar esta función en un tercero, en las condiciones que ésta determine. La Superintendencia, en interés de los partícipes del fondo, podrá traspasar la administración de éste a otra administradora, en vez de proceder con su liquidación.


c) Para la liquidación de los fondos, la Superintendencia estará investida con todas las facultades necesarias para la adecuada realización de los bienes del fondo.


En caso de insolvencia de un fondo, sus acreedores podrán solicitar su quiebra. En caso de ser ésta declarada, la Superintendencia, o quien ésta designe, actuará como síndico con todas las facultades que al efecto confiere a los síndicos el Libro IV del Código de Comercio, en cuanto fueren compatibles con las disposiciones de la presente ley.


Respecto de la liquidación de los fondos en casos distintos a la disolución o quiebra de la administradora, o a la quiebra del propio fondo, ésta deberá llevarse a cabo de acuerdo a lo establecido en el reglamento interno del fondo que se está liquidando.


Artículo 27.- Costos de la liquidación. Los costos asociados a la liquidación de un fondo serán de cargo del fondo que se liquida. Si es una administradora la que se disuelve, los costos asociados a dicho proceso serán de cargo de la propia administradora.

Capítulo III

De los Fondos

§1. De la Denominación


Artículo 28.- Los Fondos Mutuos. Los fondos que permitan el rescate total y permanente de las cuotas, y que las paguen en un plazo inferior o igual a 10 días, se denominarán “Fondos Mutuos”, y deberán incluir en su nombre y publicidad, la expresión “Fondo Mutuo”.


Para estos efectos, no se considerarán las restricciones que puedan establecerse en el reglamento interno del fondo para los rescates que se realicen diariamente por montos significativos que cumplan las condiciones que establezca la Superintendencia mediante norma de carácter general.


Artículo 29.- Los Fondos de Inversión. Los fondos que no sean Fondos Mutuos de acuerdo con lo definido en el artículo anterior, se denominarán “Fondos de Inversión” y deberán incluir en su nombre y publicidad, la expresión “Fondo de Inversión”. Si además tuvieran la calidad de fondos no rescatables, deberá incluirse en su nombre y publicidad la expresión “no rescatable”.


Artículo 30.- Nombres que induzcan a error. Los nombres de los fondos no podrán contener palabras o expresiones que puedan inducir a error o equívoco del público, respecto de la naturaleza, características y rentabilidad del fondo respectivo.

§2. De los Aportes y los Rescates


Artículo 31.- Calidad de aportante. La calidad de aportante se adquiere al momento en que el aporte quede a libre disposición de la administradora, por cuenta del fondo respectivo y, específicamente:


a) Si el aporte fuere dinero efectivo o vale vista bancario, en moneda nacional o extranjera, al momento de recibirlo la administradora.


b) Si el aporte fuese pagado mediante un cheque, en moneda nacional o extranjera, al momento en que se perciba el aporte del banco librado. 


c) Si se tratare de transacciones en el mercado secundario, cuando se curse el traspaso correspondiente.


d) Tratándose de otro tipo de aportes, al momento y en la forma que establezca el Reglamento.


Artículo 32.- Pago del aporte. Los aportes al fondo podrán ser efectuados en dinero efectivo, moneda extranjera, vale vista bancario, cheque  o en aquellos instrumentos, bienes y contratos que permita la Superintendencia, según lo establezca el reglamento interno del fondo. Los aportes que efectúe la administradora a nombre propio y los de sus personas relacionadas, sólo podrán efectuarse en dinero efectivo o moneda extranjera.


Tratándose de aportes que no sean en dinero efectivo, deberán ser convertidos en cuotas a precios que no perjudiquen el mejor interés del fondo, de conformidad a las normas que al efecto pueda establecer la Superintendencia.


Artículo 33.- Las cuotas del fondo. Los aportes quedarán expresados en cuotas del fondo, pudiendo existir distintas series de éstas para un mismo fondo, lo que deberá establecerse en el reglamento interno respectivo y bajo las condiciones que establezca la Superintendencia.


Las cuotas de un fondo, o de la serie en su caso, deberán tener igual valor y características, y su cesión se regirá por las formalidades y procedimientos que establezca el Reglamento. Las cuotas de una serie de un fondo podrán ser canjeadas por cuotas de otra serie del mismo fondo, proceso que deberá regirse por las normas que al respecto se establezcan en el Reglamento.


Artículo 34.- El registro de aportantes. El directorio de la administradora será responsable por la custodia y mantención de un Registro de aportantes, el que cumplirá con  los términos y condiciones establecidos mediante norma de carácter general de la Superintendencia. En dicho Registro, que acreditará la titularidad de las cuotas del fondo respectivo, deberá constar el número de cuotas del que cada aportante es titular y la forma y oportunidad de su ingreso y salida del fondo, o de la serie en su caso. El directorio podrá delegar esta función, de lo que deberá dejarse constancia en acta.


Artículo 35.- Precio de colocación de las cuotas. En caso de colocaciones de cuotas efectuadas fuera de los sistemas de negociación bursátil autorizados por la Superintendencia, el precio de colocación será el valor cuota, definido por el Reglamento. En caso de colocaciones en los sistemas de negociación bursátil autorizados por la Superintendencia, será aquél que libremente estipulen las partes en esos sistemas de negociación.


No obstante lo establecido en el inciso anterior, las colocaciones de cuotas de fondos no rescatables podrán efectuarse fuera de los sistemas de negociación bursátil autorizados por la Superintendencia, al precio que determine al efecto la administradora, en el caso de la primera emisión de cuotas, o la Asamblea de Aportantes, en el caso de las siguientes emisiones.


Artículo 36.- Derecho preferente de suscripción de cuotas. En caso de aumento de capital del fondo, los fondos no rescatables, deberán ofrecer las nuevas cuotas, a lo menos por una vez, preferentemente a los aportantes del fondo inscritos en el Registro de aportantes a la medianoche del quinto día hábil anterior a la fecha de la colocación de las cuotas respectivas, a prorrata de las cuotas que éstos posean a ese momento, y por el plazo que la misma Asamblea de aportantes acuerde. 


Este derecho es esencialmente renunciable y transferible, en los plazos y términos que establezca el Reglamento, pudiendo además, la misma Asamblea Extraordinaria de aportantes que acordó el aumento de capital, por unanimidad de las cuotas presentes, establecer que no habrá oferta preferente alguna.


Artículo 37.- Contrato de promesa de suscripción de cuotas. En la colocación de cuotas de fondos no rescatables se podrán celebrar contratos de promesa de suscripción y pago de las respectivas cuotas, para ser cumplidas en un plazo posterior al del respectivo período de oferta preferente, pero dentro del plazo máximo establecido en el reglamento interno del fondo. El contrato de promesa de suscripción y pago de cuotas que celebren la administradora y el futuro aportante, deberá regirse por las normas que al respecto se establezcan en el Reglamento.


Artículo 38.- El rescate de las cuotas. Las cuotas del fondo podrán ser rescatadas por los partícipes, siempre que así lo establezca el reglamento interno del fondo, el cual fijará los términos, condiciones y plazos para ello.


En caso de fondos no rescatables, las cuotas del fondo deberán estar registradas en una bolsa de valores nacional, o extranjera autorizada por la Superintendencia para estos efectos, y la administradora podrá establecer mecanismos que permitan asegurar a los partícipes un adecuado y permanente mercado secundario para sus cuotas, según se establezca en el reglamento interno del fondo.


El rescate podrá ser pagado en dinero efectivo, moneda extranjera, vale vista bancario o en aquellos instrumentos, bienes y contratos que permita la Superintendencia, de conformidad a lo que establezca el reglamento interno del fondo.


Los rescates que solicite la administradora a nombre propio y los de sus personas relacionadas, sólo podrán pagarse en dinero efectivo o moneda extranjera.


Tratándose de rescates que no sean pagados en dinero efectivo, deberán ser valorizados a precios que no perjudiquen el mejor interés del fondo, de conformidad a las normas que al efecto podrá establecer la Superintendencia.


La administradora y los partícipes podrán acordar que la solicitud de rescate sea cursada en una fecha posterior a la de su presentación, de conformidad a lo establecido en su reglamento interno.


Artículo 39.- Determinación del valor cuota. Para efectos de determinar el valor a pagar a los aportantes que soliciten el rescate de cuotas del fondo, se utilizará el “valor cuota”, definido por el Reglamento.


La administradora deberá poner a disposición del público dicho valor cuota, en la forma y medios que determine la Superintendencia, mediante norma de carácter general.


Artículo 40.- Suspensión de operaciones de rescate. La Superintendencia podrá, en caso de moratoria, conmoción pública, cierre bancario o de bolsa y otros hechos o anormalidades semejantes, así como en otras circunstancias que determine en el mejor interés y protección de los partícipes, autorizar transitoriamente que el rescate de cuotas se pague de otra forma, condiciones y plazos, o bien, suspender las operaciones de rescate, las distribuciones en efectivo y la consideración de nuevas solicitudes de aporte.


Artículo 41.- Agentes para suscripción y rescate de cuotas. Las colocaciones y rescates de cuotas, podrán efectuarse directamente por la administradora o por agentes que serán mandatarios de ésta para los efectos de la suscripción y rescate de cuotas u otra clase de operaciones que por su intermedio efectúen los partícipes del fondo.


Dichos agentes deberán acreditar a satisfacción de la Superintendencia que cuentan con la idoneidad y los conocimientos suficientes sobre comercialización de fondos. Dicha acreditación se efectuará en la forma y periodicidad que establezca la Superintendencia mediante norma de carácter general.


Artículo 42.- Adquisición de cuotas de propia emisión. Los fondos podrán adquirir, a precios iguales o inferiores al valor cuota, y poseer cuotas de su propia emisión cuando dicha facultad esté contemplada en el reglamento interno del fondo, de acuerdo a los términos, condiciones y plazos que establezca dicho reglamento interno.


Las cuotas deberán adquirirse en una bolsa de valores o en los mercados que autorice la Superintendencia por norma de carácter general. Con todo, los fondos no podrán adquirir cuotas de propiedad de la administradora, sus personas relacionadas, sus directores, gerentes, administradores y ejecutivos principales, salvo que ellas se adquieran en un proceso de oferta pública de recompra de cuotas dirigida a todas las series y todos los partícipes o aportantes del fondo.


Artículo 43.- Porcentaje máximo de cuotas de propia emisión. Los fondos sólo podrán mantener en cartera cuotas de su propia emisión representativas de hasta aquel porcentaje del patrimonio total del fondo que establezca su reglamento interno, el cual no podrá ser superior al 5%. 


Los excesos producidos deberán ser enajenados al cabo de 90 días contados a partir de la fecha de la adquisición que hubiere dado origen al exceso. Si así no ocurriere, el capital disminuirá de pleno derecho en aquel número de cuotas representativas del exceso por sobre este porcentaje máximo. En caso de ocurrida la disminución de pleno derecho, ésta deberá ser comunicada a los partícipes y a la Superintendencia, dentro de los 5 días hábiles siguientes.


El fondo podrá adquirir diariamente una cantidad de cuotas representativa de hasta el 1% del patrimonio del fondo, o aquel porcentaje inferior que contemple su reglamento interno, salvo que ellas se adquieran en un proceso de oferta pública de recompra de cuotas dirigida a todas las series de cuotas y a todos los partícipes o aportantes del fondo. Sólo podrán ser adquiridas por este procedimiento cuotas del fondo que estén totalmente pagadas y libres de todo gravamen o prohibición.


Las cuotas adquiridas por el fondo deberán enajenarse en una bolsa de valores o en los mercados autorizados por la Superintendencia dentro del plazo máximo de un año a contar de su adquisición y, si así no se hiciere, el capital disminuirá de pleno derecho en aquel número de cuotas adquiridas por el fondo. Para la enajenación de las cuotas deberá cumplirse con la oferta preferente de suscripción señalada en el artículo 36 de esta ley, en caso que fuere aplicable.


Artículo 44.- Reglas adicionales. La adquisición y posesión de cuotas de su propia emisión por parte del fondo quedará sujeta a las siguientes normas adicionales:


a) El valor de las cuotas propias en cartera no se considerará parte del patrimonio mínimo para todos los efectos legales, reglamentarios y normativos.


b) Mientras las cuotas sean de propiedad del fondo, no se computarán para la constitución del quórum en las Asambleas de Aportantes, en aquellos fondos que por ley las requieran, y no tendrán derecho a voto, dividendo o preferencia en la suscripción de aumentos de capital.

§3. Del Reglamento Interno


Artículo 45.- Contenido del reglamento interno. Cada fondo deberá contar con un reglamento interno en el que se establecerán los derechos, obligaciones y políticas que regirán a la administradora, al fondo y a los partícipes del mismo.


Artículo 46.- Depósito del reglamento interno. Las administradoras deberán depositar el reglamento interno, y demás documentos que determine la Superintendencia mediante norma de carácter general, de cada uno de los fondos que administren, o en su caso, las modificaciones respectivas. Para estos efectos, la Superintendencia llevará un “Depósito de Reglamentos Internos”, en adelante denominado el “Depósito”.


Artículo 47.- Comercialización de las cuotas. Las cuotas de un fondo podrán ser comercializadas a partir del día siguiente hábil del depósito que se haga del reglamento interno y demás documentos exigidos al efecto por la Superintendencia, considerándose, a partir de ese momento y para todos los efectos legales, como valores de oferta pública inscritos en el Registro de Valores que lleva la Superintendencia.


La comercialización de las cuotas del fondo, deberá ajustarse a los requisitos de información que podrá establecer la Superintendencia por norma de carácter general, la que, además, podrá requerir el depósito de los prospectos o folletos que se entreguen al público para efectos de dicha comercialización.


En la comercialización de las cuotas del fondo no podrá ofrecerse ningún beneficio al aportante o partícipe que no se encuentre asociado a la rentabilidad que se obtenga por las inversiones del mismo, a su política de inversiones u otros que determine la Superintendencia.


Artículo 48.- Políticas del reglamento interno. Los fondos deberán contemplar en sus reglamentos internos, al menos, las siguientes políticas:


a) Política de Inversión: serán las normas que deberá respetar la administradora en cuanto a los tipos de instrumentos, bienes y contratos en los que se invertirán los recursos del fondo, y en caso que corresponda, sus clasificaciones de riesgo, contrapartes y mercados de negociación, con los límites pertinentes y tratamiento de excesos.


b) Política de Liquidez: serán las normas que deberá observar la administradora, en lo que respecta a los requisitos que deberán cumplir las inversiones del fondo para efectos de contar con los recursos líquidos necesarios para cumplir con las obligaciones por las operaciones del fondo o el pago de rescate de cuotas.


c) Política de Endeudamiento: serán las normas que deberá acatar la administradora en lo que respecta a las obligaciones que asumirá el fondo con terceros, con los límites correspondientes.


d) Política de Diversificación: serán las normas que deberá obedecer la administradora, en relación con el grado de concentración máximo del fondo que se podrá mantener invertido en un instrumento, contrato o bien particular; en un tipo de instrumentos, contratos o bienes; en mercados específicos; o en cuanto a la relevancia relativa que cada uno de ellos podrá tener respecto del resto.


e) Política de Votación: serán las normas que regirán el actuar de la administradora en el ejercicio del derecho a voto que le confieran al fondo sus inversiones, con las prohibiciones o restricciones que se establezcan al efecto.


f) Política de Gastos: serán las normas que establecerán aquellos gastos y cobros que serán de cargo del fondo.


Estas políticas, deberán ser consistentes y coherentes con aquellas normas que se definan en cuanto a la rescatabilidad de la cuota, al pago de la misma y al tipo de inversionistas a los que está dirigido el fondo.


Artículo 49.- Ajuste del reglamento interno con la legislación vigente. Los contenidos mínimos tanto de los reglamentos internos como de la demás documentación que emplee la administradora en su relación con el inversionista, serán establecidos por la Superintendencia. De igual manera, se regulará la forma en que las administradoras remitirán los antecedentes objeto de depósito.


Las administradoras serán responsables de que los contenidos de los reglamentos internos y documentación que depositen se ajusten a la legislación y normativa vigente y sean redactados en forma clara, entendible y no inductiva a error.


La Superintendencia podrá, en cualquier momento, representar fundadamente a la sociedad que sus reglamentos o contratos no se ajustan a la legislación o normativa vigente. Asimismo, mediante resolución fundada, podrá suspender la comercialización de las cuotas del fondo hasta el momento en que entren en vigencia las modificaciones que subsanan las observaciones formuladas por la Superintendencia a los reglamentos o contratos, sin perjuicio de aplicar las sanciones administrativas que sean pertinentes. En caso que la administradora continuara comercializando las cuotas o no subsanara las observaciones en el plazo que indique la Superintendencia, el que no podrá ser inferior a dos días hábiles, ésta podrá, sin más trámite, proceder a la eliminación definitiva de los reglamentos o documentos del correspondiente Depósito y ordenar la liquidación del fondo.


Artículo 50.- Reglamento general de fondos. En caso que la administradora gestione más de un fondo, deberá depositar, en la forma y condiciones establecidas en esta ley para los reglamentos internos, un reglamento general de fondos, el cual deberá abordar, al menos:


a) La forma de prorrateo de los gastos de administración entre los distintos fondos gestionados.


b) Los límites de inversión que se deberán respetar por la inversión conjunta de esos fondos y la forma y proporción en que se liquidarán los excesos de inversión.


c) La forma en que se resolverán los conflictos que pudieren producirse entre fondos, sus partícipes o la administración de los mismos.


d) Los beneficios especiales de los partícipes de fondos en relación al rescate de cuotas y su inmediato aporte en otro fondo administrado por la misma administradora.


e) Cualquiera otra mención que la Superintendencia determine mediante norma de carácter general.


Artículo 51.- Modificaciones a los reglamentos. Las modificaciones que se introduzcan al reglamento interno, reglamento general de fondos, y demás documentación ya depositada, deberán ser comunicadas por la administradora a los partícipes del fondo y ser incorporadas al texto del reglamento interno, cuyo texto refundido deberá ser depositado conforme a lo dispuesto en el artículo 49. El plazo de esta comunicación, al igual que la entrada en vigencia de las modificaciones, serán establecidas en el Reglamento. La forma, formalidades y el contenido de la comunicación serán determinados por la Superintendencia por norma de carácter general.

§4. De las Operaciones de los Fondos


Artículo 52.- Operaciones del Fondo. Las operaciones del fondo serán efectuadas por la administradora por cuenta y riesgo del fondo, el cual será titular de los instrumentos representativos de las inversiones realizadas y de los bienes adquiridos, los que se registrarán y contabilizarán en forma separada de las operaciones realizadas por la administradora con sus recursos propios y de las operaciones de otros fondos que administre. 


Artículo 53.- Custodia de instrumentos. La administradora deberá encargar directamente a una empresa de depósito de valores regulada por la ley N° 18.876, el depósito de aquellos instrumentos que sean susceptibles de ser custodiados por ésta. La Superintendencia establecerá mediante norma de carácter general los instrumentos no susceptibles de ser custodiados por parte de las referidas empresas y podrá autorizar, en casos calificados, que todos o un porcentaje de los instrumentos del fondo sean mantenidos en depósito en otra institución. En el caso de los instrumentos extranjeros, la Superintendencia establecerá, mediante norma de carácter general, la forma en que deberá llevarse la custodia y el depósito.


La Superintendencia, mediante norma de carácter general, podrá establecer requisitos y obligaciones adicionales a las señaladas en este artículo, para la custodia de los bienes e instrumentos del fondo.


Artículo 54.- Cuentas Corrientes. Las administradoras deberán mantener el dinero en efectivo de los fondos que administren en una o más cuentas corrientes bancarias a nombre de cada fondo o de los fondos en general. Dichas cuentas deberán ser distintas de las cuentas corrientes que tenga la administradora por cuenta propia.


Artículo 55.- Inembargabilidad. Los dineros, instrumentos y bienes que, en conformidad a este artículo, mantengan las administradoras por cuenta del o los fondos que administren serán inembargables para todos los efectos legales, salvo que se trate de obligaciones propias del fondo o garantizadas por éste.


Artículo 56.- Inversión de los recursos del fondo. Sin perjuicio de las cantidades que mantengan en dinero efectivo o moneda extranjera, la inversión de los recursos del fondo podrá efectuarse en todo tipo de instrumentos, contratos o bienes, o certificados representativos de éstos, que cumplan con los requisitos generales y formales que establezca la Superintendencia, mediante norma de carácter general.


En todo caso, las operaciones de cambios internacionales que realicen los fondos se regirán por las disposiciones contenidas en el Párrafo Octavo, del Título III, del artículo primero de la ley N° 18.840. Esta disposición se aplicará también a los Fondos Privados a que se refiere el capítulo V de esta ley.



Los fondos dirigidos a inversionistas calificados, podrán invertir sus recursos en instrumentos, bienes o contratos que no cumplan con los requisitos que establezca la Superintendencia, en la medida que contemplen esa facultad en su reglamento interno, que la inversión en ellos no esté expresamente prohibida por la Superintendencia y que su forma de valorización esté contenida en el reglamento interno, de conformidad con los términos y condiciones que determine la Superintendencia mediante norma de carácter general.


No obstante lo señalado en los incisos precedentes, la inversión de los fondos siempre deberá efectuarse en instrumentos, bienes y contratos que cumplan las políticas, requisitos, condiciones y restricciones establecidas en el reglamento interno del fondo y el reglamento general de fondos de la administradora.


Será responsabilidad de la administradora velar porque las inversiones del fondo le permitan cumplir a cabalidad las obligaciones que le imponen los reglamentos internos y el reglamento general de fondos, en especial las normas de rescatabilidad del fondo, siendo civilmente responsable por los perjuicios que ocasionare al fondo o a los partícipes por sus actuaciones u omisiones.


Artículo 57.- Inversiones y Actividades Prohibidas.  Los fondos regulados en los capítulos III y V del Título I de esta ley no podrán invertir directamente en bienes raíces corporales e incorporales, pertenencias mineras, derechos de agua, derechos de propiedad industrial o intelectual y vehículos de cualquier clase; ni podrán desarrollar directamente actividades industriales, comerciales, inmobiliarias, agrícolas, de minería, exploración, explotación o extracción de bienes de cualquier tipo, de intermediación, de seguro o reaseguro o cualquier otro emprendimiento o negocio que implique el desarrollo directo de una actividad comercial, profesional, industrial o de construcción por parte del fondo y en general de cualquiera actividad desarrollada directamente por éste distinta a la de inversión.


Artículo 58.- Inversiones en personas relacionadas. Salvo las excepciones contenidas en la presente ley, el fondo no podrá invertir en cuotas de fondos administrados por su administradora o por una administradora de su grupo empresarial según dicho concepto es definido en la ley N° 18.045, en acciones emitidas por sociedades administradoras de fondos ni en instrumentos, contratos o bienes, emitidos, garantizados o de propiedad de personas relacionadas a la administradora.


En el evento que un determinado emisor en el cual el fondo mantiene inversiones, por razones ajenas a la administradora, pase a ser persona relacionada a la misma, dicha sociedad deberá informar al Comité de Vigilancia, si lo tuviere, y a la Superintendencia al día siguiente hábil de ocurrido el hecho. La regularización de la situación mencionada deberá efectuarse dentro del plazo de 24 meses, contado desde que ésta se produjo.


Para los efectos de este artículo y de las demás disposiciones relativas a inversiones en personas relacionadas o en instrumentos emitidos o garantizados por ella de la presente ley o del Reglamento, no se considerará como persona relacionada a la administradora, la que adquiera dicha condición como consecuencia de la inversión en ella de los recursos del fondo.


Artículo 59.- Límites en las inversiones. Los fondos mutuos que no estén dirigidos a inversionistas calificados, en ningún caso podrán:


a) Invertir más del 50% de su activo en valores que no tengan los requisitos de liquidez y profundidad que requiera la Superintendencia mediante norma de carácter general.


b) Poseer más del 25% del capital suscrito y pagado o del activo de un emisor, o de la deuda del Estado de Chile o de un Estado extranjero.


c) Invertir más de un 20% de su activo en instrumentos emitidos o garantizados por una misma entidad, con la excepción de: (a) cuotas de un fondo extranjero o cuando el emisor o garante sea el Estado de Chile o un Estado extranjero con clasificación de riesgo de su deuda soberana equivalente o superior a la de Chile; y (b) cuotas de un fondo nacional o en títulos de deuda de securitización correspondientes a un patrimonio de los referidos en el Título XVIII de la ley Nº 18.045, en cuyo caso el límite máximo será de un 25%.


d) Invertir más de un 30% de su activo en instrumentos emitidos o garantizados por entidades pertenecientes a un mismo grupo empresarial.


e) Controlar, directa o indirectamente, a un emisor de valores.


f) Invertir en instrumentos en que inviertan otros fondos administrados por la misma administradora del fondo u otra administradora de su mismo grupo empresarial y que a consecuencia de la inversión de éste, se superen, en conjunto, los porcentajes señalados en este artículo.


g) Contraer deudas por más del 20% del patrimonio del fondo. La Superintendencia por norma de carácter general establecerá qué se considerará como deuda para efectos de este límite. 


Artículo 60.- Excesos de inversión. Los excesos que se produjeren respecto de los límites establecidos en el artículo anterior, o en el reglamento interno del fondo respectivo, cuando se deban a causas imputables a la administradora, deberán ser subsanados en un plazo que no podrá superar los 30 días de ocurrido el exceso. Cuando dichos excesos se produjeren por causas ajenas a la administración, la Superintendencia establecerá mediante norma de carácter general las condiciones y los plazos en que deberá procederse a la regularización de las inversiones, sin que el plazo que fije pueda exceder de doce meses contados desde la fecha en que se produzca el exceso.


Artículo 61.- Requisitos para invertir en cuotas de fondos administrados por la misma administradora o personas relacionadas. Los recursos de un fondo podrán ser invertidos en cuotas de fondos gestionados por la misma administradora o por una del grupo empresarial de ésta, sólo si se cumplen las siguientes condiciones copulativas:


a) el reglamento interno del fondo así lo permita expresamente;


b) la política de inversión, liquidez, diversificación y endeudamiento, normas de rescatabilidad, participación en juntas y asambleas, y demás contenidas en el reglamento de los fondos en que se efectuará la inversión es consistente con la del respectivo fondo;


c) se establezca en el reglamento interno del fondo, un porcentaje máximo de gastos, remuneraciones y comisiones, como porcentaje del activo del mismo, que podrá ser cargado a éste por la gestión e inversión directa e indirecta de sus recursos en tales fondos;


d) Si el fondo no es dirigido a inversionistas calificados, que la inversión sea en fondos fiscalizados por la Superintendencia; y


e) No se trate de inversiones recíprocas entre ellos.


Artículo 62.- Inversiones en instrumentos emitidos o garantizados por personas relacionadas a la administradora. Los recursos de un fondo podrán ser invertidos en instrumentos emitidos o garantizados por personas relacionadas a la administradora, sólo si se cumple alguna de las siguientes condiciones:


a) Sean acciones inscritas en bolsas nacionales o extranjeras, que cumplan con los requisitos de liquidez que establezca la Superintendencia mediante norma de carácter general.


b) Sean títulos de deuda con clasificación de riesgo equivalente o superior a aquélla que determine fundadamente la Superintendencia mediante norma de carácter general.


c) Que el fondo esté dirigido a inversionistas calificados y el reglamento interno del mismo contemple expresamente esa posibilidad, con sus límites correspondientes.


Artículo 63.- Inversión de recursos mínimos para el funcionamiento del fondo. En caso que para el normal funcionamiento y cumplimiento del objetivo del fondo se requiera de la captación o mantención de una cantidad mínima de recursos, la administradora deberá velar porque la inversión de los recursos que se aporten a éste, mientras no se alcance ese mínimo, sean invertidos en instrumentos, bienes y contratos cuyas características y condiciones resguarden debidamente los intereses de los partícipes del fondo frente a la necesidad de liquidarlo ante la imposibilidad de lograr recursos suficientes.


Artículo 64.- Constitución de sociedades. Para el cumplimiento de sus objetivos de inversión, los fondos podrán concurrir a la constitución de sociedades.


Artículo 65.- Concurrencia a Juntas de Accionistas. Cuando así lo establezca la política de votación contenida en el reglamento interno del fondo, las administradoras, deberán concurrir a las Juntas de Accionistas, Asambleas de Aportantes o Juntas de Tenedores de Bonos de las entidades emisoras de los instrumentos que hayan sido adquiridos con recursos del fondo respectivo, representadas por sus gerentes o mandatarios especiales designados por su directorio, no pudiendo los gerentes ni los mandatarios especiales actuar con poderes distintos de aquellos que la administradora les confiera.


Artículo 66.- Activos no afectos a gravámenes. Los bienes y valores que integren el activo del fondo no podrán garantizar obligaciones de terceros ni estar afectos a gravámenes, prohibiciones, limitaciones al dominio o modalidades, salvo que sean para garantizar obligaciones propias del fondo. Sólo los fondos que cuenten con Asambleas de Aportantes podrán garantizar deudas de sociedades en las que tengan participación,  siempre y cuando así lo acuerde la respectiva asamblea para cada caso y se ajuste a los límites que al efecto se establezcan en el reglamento interno.


Artículo 67.- Fusión y división de fondos. En caso que la presente ley no exija la participación de los aportantes para estos efectos, las administradoras podrán llevar a cabo la fusión o división de los fondos que administren o de sus series, conforme a los requisitos y procedimientos que determine la Superintendencia mediante norma de carácter general.

§5. Del Comité de Vigilancia


Artículo 68.- Comité de Vigilancia. Los fondos no rescatables deberán contar con un Comité de Vigilancia.


Artículo 69.- Composición y funcionamiento. El Comité de Vigilancia estará compuesto por un número impar de representantes de los aportantes del fondo, los que serán elegidos en asamblea ordinaria y durarán un año en sus cargos, pudiendo ser reelegidos, y remunerados con cargo al fondo, según se determine en el reglamento interno. Dichos representantes no podrán ser personas relacionadas a la sociedad administradora del fondo.


Iniciada la operación de un fondo, la administradora procederá a designar un Comité de Vigilancia provisorio, que durará en sus funciones hasta la primera asamblea ordinaria de aportantes.


Artículo 70.- Atribuciones. Las atribuciones del Comité de Vigilancia serán:


a) Comprobar que la administradora cumpla lo dispuesto en el reglamento interno del fondo.


b) Verificar que la información para los aportantes sea veraz, suficiente y oportuna.


c) Constatar que las inversiones, variaciones de capital u operaciones del fondo se realicen de acuerdo con esta ley, al Reglamento y al reglamento interno del fondo. En caso que la mayoría de los miembros del Comité de Vigilancia determine que la administradora ha actuado en contravención a dichas normas, éste deberá solicitar, en un plazo no mayor a 15 días contado desde la fecha del acuerdo, se cite a una asamblea extraordinaria de aportantes, en la cual se informará de esta situación.


d) Contratar los servicios necesarios para el cumplimiento de sus funciones.


e) Proponer a la asamblea extraordinaria de aportantes la sustitución de la administradora del fondo.


f) Requerir de la administradora la información respecto de la gestión de emisores en los cuales el fondo tiene el control.



g) Las demás que establezca el reglamento interno.


Artículo 71.- Deber de reserva. Los miembros del Comité de Vigilancia están obligados a guardar reserva respecto de los negocios y de la información del fondo a que tengan acceso en razón de su cargo y que no haya sido divulgada por la administradora.

§6. De la Asamblea de Aportantes


Artículo 72.- Asambleas de aportantes. Los fondos no rescatables, deberán someter a asambleas ordinarias o extraordinarias, las materias señaladas en este Párrafo.


Las asambleas ordinarias se celebrarán una vez al año, dentro de los primeros cinco meses siguientes a la fecha de cierre de cada ejercicio, para decidir respecto de las materias propias de su conocimiento, sin que sea necesario señalarlas en la respectiva citación.


Las asambleas extraordinarias podrán celebrarse en cualquier tiempo, cuando así lo exijan las necesidades del fondo, para pronunciarse respecto de cualquiera materia que la ley o el reglamento interno del fondo entreguen al conocimiento de las asambleas de aportantes y siempre que tales materias se señalen en la citación.


Los acuerdos adoptados en asambleas de aportantes, así como los asistentes a éstas, deberán constar en actas. El contenido mínimo, formalidades y medios en que se llevarán las actas, serán definidos por el Reglamento.


Artículo 73.- Materias de las Asambleas Ordinarias. Son materias de la asamblea ordinaria de aportantes, las siguientes:


a) Aprobar la cuenta anual del fondo que deberá presentar la sociedad administradora, relativa a la gestión y administración del fondo, y a los estados financieros correspondientes.


b) Elegir anualmente a los miembros del Comité de Vigilancia.


c) Aprobar el presupuesto de ingresos y gastos del Comité de Vigilancia.


d) Fijar las remuneraciones del Comité de Vigilancia, si correspondiere.


e) Designar anualmente, de entre una terna propuesta por el Comité de Vigilancia, a las empresas de auditoría externa de aquellas inscritas en el Registro que al efecto lleva la Superintendencia, para que dictaminen sobre el fondo.


f) Designar al o los peritos o valorizadores independientes que de acuerdo con la reglamentación se requieran para valorizar las inversiones del Fondo.


g) En general, cualquier asunto de interés común de los aportantes que no sea propio de una asamblea extraordinaria.


Artículo 74.- Materias de las Asambleas Extraordinarias. Son materias de la asamblea extraordinaria de aportantes, las siguientes:


a) Aprobar las modificaciones que proponga la administradora al reglamento interno del fondo.


b) Acordar la sustitución de la administradora.


c) Tomar conocimiento de cualquiera situación que pueda afectar los intereses de los aportantes.


d) Acordar los aumentos y disminuciones de capital, en aquellos casos en que el reglamento interno requiera que esta materia deba ser aprobada por asamblea y salvo en aquellos casos en que esta ley contemple que ellos se producen automáticamente y de pleno derecho. En todo caso, las disminuciones de capital deberán realizarse a prorrata, según la participación que cada aportante tenga en el fondo. En caso que la disminución sea mediante una disminución del número de cuotas, una vez determinado el número de cuotas a disminuir, los aportantes podrán pactar entre sí un sistema de distribución distinto de la proporción que a cada uno le corresponda en tales cuotas, el que no podrá alterar el monto total a disminuir y deberá sujetarse a la forma que determine el Reglamento.


e) Acordar la división y fusión con otros fondos o series.


f) Acordar la disolución anticipada del fondo y designar al liquidador, fijándole sus atribuciones, deberes y remuneraciones, y aprobar la cuenta final al término de la liquidación.


g) Aprobar la creación de series de cuotas así como las modificaciones a las características de las ya existentes.


h) Los demás asuntos que, por el Reglamento o por el reglamento interno del fondo, corresponden a su conocimiento.


En los casos señalados en las letras b) y f) anteriores y cuando el reemplazo o liquidación no hayan provenido de causas imputables a la administradora, el reglamento interno podrá establecer el pago de una indemnización a la administradora por los perjuicios irrogados a ésta, por un monto o porcentaje preestablecido.


Artículo 75.- Convocatoria. Las asambleas extraordinarias serán convocadas por la administradora cuando lo estime conveniente o cuando así lo solicite el Comité de Vigilancia o los aportantes que representen, a lo menos, el 10% de las cuotas emitidas con derecho a voto.


Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, la Superintendencia podrá convocar directamente, o a través de la administradora, a asambleas ordinarias o extraordinarias de aportantes, según sea el caso.


Las asambleas convocadas en virtud de la solicitud de aportantes, del Comité de Vigilancia o de la Superintendencia, deberán celebrarse dentro del plazo de 30 días contado desde la fecha de la respectiva solicitud.


En todo caso, podrán auto convocarse y celebrarse válidamente aquellas asambleas de aportantes a las que concurran la totalidad de las cuotas suscritas con derecho a voto, aun cuando no se hubieran cumplido las formalidades requeridas para su citación.


Artículo 76.- Quórum de constitución y acuerdo. Las asambleas se constituirán, en primera citación, salvo que la ley o el reglamento interno establezcan mayorías superiores, con la mayoría absoluta de las cuotas emitidas con derecho a voto y, en segunda citación, con las que se encuentren presentes o representadas, cualquiera sea su número.


Los acuerdos relativos a las materias de las asambleas ordinarias o extraordinarias de aportantes requerirán del voto conforme de la mayoría absoluta de las cuotas presentes o representadas con derecho a voto, salvo en aquellas materias indicadas en las letras b), e) y f) del artículo 74, las que requerirán el voto conforme de las dos terceras partes de las cuotas emitidas con derecho a voto.


No podrán someterse a votación materias que no hayan sido expresamente señaladas en la citación a asamblea extraordinaria de aportantes, salvo que así lo acordare la unanimidad de las cuotas emitidas con derecho a voto.


Artículo 77.- Aportantes que pueden participar en las Asambleas. En las asambleas podrán participar los aportantes que figuren inscritos en el Registro de Aportantes en la medianoche del quinto día hábil anterior a la fecha en que haya de celebrarse la respectiva asamblea. Cada cuota dará derecho a voto en forma proporcional a los derechos sobre el patrimonio del fondo que cada una representa. No podrán existir series de cuotas preferentes sin derecho a voto o con derecho a voto limitado.


Artículo 78.- Citación a Asambleas. La citación a asamblea de aportantes se efectuará en la forma, oportunidad y por los medios que al efecto establezca la Superintendencia, mediante norma de carácter general.


El incumplimiento de las obligaciones a que se refiere el inciso anterior no afectará la validez de la citación, pero los directores de la sociedad administradora responderán de los perjuicios que causaren a los aportantes, no obstante las sanciones administrativas que la Superintendencia pueda aplicarles.


Artículo 79.- Representación y votación en Asambleas. Los aportantes podrán hacerse representar en las asambleas por medio de otra persona, aunque ésta no sea aportante. El Reglamento establecerá las formalidades que cumplirá el poder para la representación de cuotas en las asambleas y las normas para la calificación.


Las administradoras de fondos autorizadas por ley, para concurrir por los fondos que administren a las asambleas de aportantes, deberán estar representadas por sus gerentes o mandatarios especiales designados por su directorio, no pudiendo los gerentes o mandatarios actuar con poderes distintos a los conferidos por su respectiva entidad.


La Superintendencia podrá autorizar que las administradoras de fondos adopten, para fines de votación en las asambleas de aportantes, mecanismos de votación a distancia que permitan comprobar la identidad de la persona que participa en la asamblea.

Capítulo IV

De los Dividendos, Beneficios y de la Tributación


Artículo 80.- Dividendos. Los fondos de inversión distribuirán anualmente como dividendos a los aportantes, a lo menos, un 30% de los beneficios netos percibidos durante el ejercicio, debiendo quedar establecidas en el reglamento interno las demás características de sus políticas al respecto. Cualquiera disposición del reglamento interno o acuerdo de la Asamblea de Aportantes que sean contrarios a lo dispuesto en este inciso, no producirán efecto alguno, debiendo la sociedad administradora cumplir en todo caso con el referido deber de distribución. Cuando el reglamento interno establezca el deber de distribuir dividendos por un porcentaje superior al fijado en este artículo, la sociedad administradora deberá distribuirlos de acuerdo a dicho porcentaje superior.



Para estos efectos, se entenderá por beneficios netos percibidos la cantidad que resulte de restar a la suma de utilidades, intereses, dividendos y ganancias de capital efectivamente percibidos, el total de pérdidas y gastos devengados en el período.


El reparto de beneficios deberá efectuarse dentro de los 180 días siguientes al cierre del respectivo ejercicio anual, ello sin perjuicio que el fondo haya distribuido dividendos provisorios con cargo a tales resultados, cuando ello se encuentre autorizado por el reglamento interno. En este último caso, el reglamento interno podrá autorizar que en caso que el monto de los dividendos provisorios exceda el monto de los beneficios netos susceptibles de ser distribuidos de ese ejercicio, puedan imputarse a los beneficios netos percibidos de ejercicios anteriores o a utilidades que puedan no ser consideradas dentro de la definición de beneficios netos percibidos.


Los dividendos devengados que la sociedad administradora no hubiere pagado o puesto a disposición de los aportantes, dentro del plazo antes indicado, se reajustarán de acuerdo a la variación que experimente la unidad de fomento entre la fecha en que éstos se hicieron exigibles y la de su pago efectivo y devengarán intereses corrientes para operaciones reajustables por el mismo período. Dichos reajustes e intereses serán de cargo de la sociedad administradora que haya incumplido la obligación de distribución y, cuando dicho incumplimiento se haya producido por causas imputables a ella, no podrá deducirlos como gastos conforme a lo dispuesto en el artículo 31 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, sin que se aplique en este caso lo establecido en el artículo 21 de dicha ley.


Los dividendos serán pagados a quienes se encuentren inscritos a la medianoche del quinto día hábil anterior a la fecha en que se deba efectuar el pago en el Registro de Aportantes que deberá llevar la administradora. Los dividendos deberán pagarse en dinero, salvo que el reglamento interno establezca la opción a los aportantes de recibirlos total o parcialmente en cuotas liberadas del mismo fondo, ello representativo de una capitalización equivalente. En este último caso, se aplicará respecto de tales cuotas lo dispuesto en los artículos 17 N° 6 y 18 inciso final, de la Ley sobre Impuesto a la Renta.


 Artículo 81.- Tratamiento tributario para Fondos. 


1.- Fondos de inversión:


a) Los fondos de inversión y sus administradoras, estarán sujetos únicamente al régimen tributario establecido en esta ley, respecto de los beneficios, rentas y cantidades obtenidas por las inversiones del fondo. 


b) La administradora estará obligada, respecto de cada fondo de inversión que administre, a llevar el registro del Fondo de Utilidades Tributables y del Fondo de Utilidades no Tributables, para los efectos señalados en la letra f) siguiente.


c) La administradora será responsable de practicar y enterar las retenciones de impuestos que correspondan por las operaciones del fondo de inversión, en conformidad a los artículos 74 y 79 de la Ley sobre Impuesto a la Renta. Asimismo, la administradora deberá informar anualmente al Servicio de Impuestos Internos, en la forma y oportunidad que éste establezca mediante resolución, los siguientes antecedentes: (i) individualización de los aportantes, con indicación de su nombre o razón social y Rol Único Tributario, el monto de sus aportes, el número de cuotas y porcentaje de participación que les corresponden en el patrimonio del fondo de inversión, los rescates y enajenaciones de cuotas que efectúen en el ejercicio respectivo, y (ii) las distribuciones que efectúen, y los créditos asociados a éstas, así como las retenciones de impuesto que practique, por cada uno de los fondos de inversión que administre.  El retardo o la omisión en la entrega de la información señalada, será sancionado de acuerdo a lo prescrito en el artículo 97° Nº1 del Código Tributario. 


d) Será aplicable al fondo de inversión el tratamiento tributario previsto en el inciso primero del artículo 21 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, únicamente sobre los siguientes desembolsos, operaciones o cantidades representativas de éstos:


(i) aquellos que no sean necesarios para el desarrollo de las actividades e inversiones que la ley permite efectuar al fondo de inversión.


(ii) los préstamos que los fondos de inversión efectúen a sus aportantes contribuyentes del impuesto global complementario o adicional.


(iii) el uso o goce, a cualquier título, o sin título alguno, que beneficie a uno o más aportantes, contribuyentes del impuesto global complementario o adicional, su cónyuge o hijos no emancipados legalmente de éstos, de los bienes del activo del fondo de inversión.


(iv) la entrega de bienes del fondo de inversión en garantía de obligaciones, directas o indirectas, de los aportantes contribuyentes del impuesto global complementario o adicional.


(v) las diferencias de valor que se determinen por aplicación de la facultad de tasación ejercida conforme a la letra e) literal (i) de este artículo.


Tratándose de los desembolsos referidos en los numerales i) y v) anteriores, el pago del impuesto  establecido en el inciso anterior será de responsabilidad de la administradora, sin perjuicio de su derecho a repetir contra el fondo de inversión respectivo.


Por su parte, cuando los desembolsos u operaciones señaladas en los literales (ii), (iii) y (iv) anteriores, hayan beneficiado a uno o más aportantes contribuyentes del impuesto global complementario o adicional, se aplicará sólo lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 21 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, siendo tales aportantes los responsables del pago del impuesto y no la administradora.  Se entenderá que han beneficiado a un aportante, cuando hayan beneficiado a su cónyuge, a sus hijos no emancipados legalmente o a cualquiera otra persona o entidad relacionada con aquél.  Cuando dichas cantidades beneficien a dos o más aportantes en forma simultánea y no sea posible determinar el monto del beneficio que corresponde a cada uno de ellos, se afectarán con la tributación indicada, en proporción al valor de las cuotas que poseen cada uno de ellos.  Tratándose de las cantidades señaladas en el literal (i) y (iv), éstas se rebajarán del Fondo de Utilidades Tributables respectivo en el ejercicio en que ocurra el desembolso, o bien, la ejecución de la garantía, según corresponda.


e) El Servicio de Impuestos Internos podrá fundadamente ejercer la facultad de tasación establecida en los artículos 17, número 8, inciso 5° de la Ley sobre Impuesto a la Renta y 64 del Código Tributario, respecto de los valores asignados en las siguientes operaciones cuando resulten notoriamente superiores o inferiores, según corresponda, al valor corriente en plaza o de los que se cobren normalmente en convenciones de similar naturaleza, considerando las circunstancias en que se realiza la operación: (i) enajenación de activos del fondo de inversión efectuada a sus aportantes o a terceros y distribución de cantidades a sus aportantes efectuada en especie, con ocasión del rescate de las cuotas de un fondo de inversión, la disminución de su capital o en pago de dividendos, y (ii) aportes en especie efectuados a fondos de inversión o enajenación de bienes o activos a dichos fondos, en cuyo caso las diferencias de valor determinadas al aportante o enajenante se afectarán con los impuestos de la Ley sobre Impuesto a la Renta que resulten aplicables a la operación respectiva. 


No procederá la facultad de tasar en los casos de división o fusión de fondos de inversión y se mantendrá para efectos tributarios el valor de los activos y pasivos existentes en forma previa a dichas operaciones en los fondos de inversión fusionados o divididos.  En los casos de fusión o transformación de fondos de inversión, los beneficios netos y las cantidades registradas en el Fondo de Utilidades Tributables y No Tributables se entenderán reinvertidas en el fondo absorbente, que nace con motivo de la fusión o el resultante, debiéndose mantener tal registro, aun cuando éste sea un fondo mutuo.  El posterior reparto de dichas cantidades, comenzando por las más antiguas anotadas en los registros contables respectivos y considerándose para estos efectos que las recibidas con ocasión de la fusión se perciben en el momento de la fusión, se afectarán con la tributación aplicable a los aportantes de los fondos de inversión como si la fusión o transformación no se hubiere efectuado.  Tratándose de la división de fondos de inversión, dichas cantidades y los créditos respectivos, se asignarán conforme se distribuya el patrimonio del fondo de inversión dividido, debiéndose mantener el registro en cada fondo.


f) En el Fondo de Utilidades Tributables referido en la letra b) anterior, se anotarán todas las rentas o cantidades recibidas de terceros por el fondo de inversión  producto de las inversiones que este haya realizado, ya sea a título de participaciones sociales, dividendos u otras cantidades que se perciban, con indicación del Impuesto de Primera Categoría que haya afectado a dichas sumas, para los efectos de asignar posteriormente el crédito que corresponda. Las anotaciones se efectuarán conforme al orden cronológico de percepción de dichas cantidades.


Separadamente, en el Fondo de Utilidades No Tributables también referido en la letra b) anterior, se anotarán las cantidades recibidas de terceros que, conforme a las definiciones de la Ley sobre Impuesto a la Renta, correspondan a ingresos no constitutivos de renta o rentas exentas del Impuesto Global Complementario.


2.- Fondos mutuos:


a) Los fondos mutuos y sus  administradoras, estarán sujetos únicamente al régimen tributario establecido en esta ley, respecto de los beneficios, rentas y cantidades obtenidos por las inversiones del fondo. 


b) La administradora estará obligada, respecto de cada fondo mutuo que administre, a mantener un registro de los dividendos recibidos por éstos de sociedades anónimas abiertas chilenas, afectos a los Impuestos Global Complementario, y del crédito establecido en el artículo 56 N° 3 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, por el Impuesto de Primera Categoría que haya afectado a los citados dividendos.  Las anotaciones se efectuarán conforme al orden cronológico de percepción de dichas cantidades.


c) La administradora será responsable de practicar y enterar las retenciones de impuestos que correspondan por las operaciones del fondo mutuo, en conformidad a los artículos 74 y 79 de la Ley sobre Impuesto a la Renta.  Asimismo, la administradora deberá informar anualmente al Servicio de Impuestos Internos, en la forma y oportunidad que éste establezca mediante resolución, los siguientes antecedentes: (i) individualización de los aportantes, con indicación de su nombre o razón social y Rol Único Tributario, el monto de sus aportes, el número de cuotas y porcentaje de participación que les corresponden en el patrimonio del fondo mutuo, los rescates y las enajenaciones de cuotas que efectúen en el ejercicio respectivo, y (ii) las distribuciones que efectúen, y los créditos asociados a éstas, así como las retenciones de impuesto que practique, por cada uno de los fondos mutuos que administre.  El retardo o la omisión en la entrega de la información señalada, será sancionado de acuerdo a lo prescrito en el artículo 97° Nº1 del Código Tributario.


En los casos de fusión o transformación de fondos mutuos, los beneficios netos y las cantidades registradas conforme a la letra b) anterior se entenderán reinvertidas en el fondo absorbente, que nace con motivo de la fusión o resultante de la transformación, aun cuando éste sea un fondo de inversión, debiéndose mantener tal registro. El posterior reparto de dichas cantidades, comenzando por las más antiguas anotadas en los registros contables respectivos y considerándose para estos efectos que las recibidas con ocasión de la fusión se perciben en el momento de la fusión, se afectarán con la tributación aplicable a los aportantes de los fondos de mutuos como si la fusión o transformación no se hubiere efectuado.  Tratándose de la división de fondos mutuos, dichas cantidades y los créditos respectivos, se asignarán conforme se distribuya el patrimonio del fondo mutuo dividido, debiéndose mantener el registro en cada fondo.


En lo no previsto en este artículo se aplicarán todas las disposiciones de la Ley sobre Impuesto a la Renta y del Código Tributario que se relacionan con la determinación, declaración y pago del impuesto, así como con las sanciones por la no declaración o pago oportuno de los impuestos que corresponden o por la no presentación de las declaraciones juradas o informes que se deban presentar, aplicándose al efecto el procedimiento de reclamación contemplado en el artículo 165 del Código Tributario.



Artículo 82.- Tratamiento tributario para los aportantes. Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 57, 57 bis, 107, 108 y 109 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, los aportantes de fondos regidos por esta ley se sujetarán únicamente al tratamiento tributario indicado a continuación: 


1.- De un fondo de inversión:


A) Contribuyentes con domicilio o residencia en Chile


i) Dividendos distribuidos por el fondo de inversión. El reparto de toda cantidad proveniente de las inversiones de un fondo de inversión, se considerará como un dividendo de acciones de sociedades anónimas constituidas en el país, afecto al impuesto global complementario o adicional, según corresponda, observándose para efectos de su imputación, lo dispuesto en el artículo 14 A), número 3, letra d) de la Ley sobre Impuestos a la Renta; con derecho al crédito por Impuesto de Primera Categoría a que se refieren los artículos 56, número 3) o 63, de la misma ley, únicamente respecto de las rentas recibidas de terceros por el fondo de inversión y con tal que ellas se hayan afectado con el referido tributo.  No constituirá renta, la parte de los dividendos que provenga de ingresos recibidos de terceros por el fondo de inversión y que tengan dicha calidad conforme a las definiciones de la Ley sobre Impuesto a la Renta.  Asimismo, las rentas recibidas de terceros por el fondo de inversión que constituyan rentas exentas del impuesto global complementario conforme a las definiciones de la Ley sobre Impuesto a la Renta, conservarán en su distribución dicho carácter y se aplicará lo dispuesto en el número 3, del artículo 54 de la Ley sobre Impuesto a la Renta.  Tratándose de la devolución total o parcial del capital aportado al fondo de inversión y sus reajustes, o su rescate con ocasión de la liquidación del fondo de inversión, no se afectarán con la referida tributación y dichas operaciones se sujetarán al orden de imputación establecido en el artículo 17 número 7 de la Ley sobre Impuesto a la Renta.


Para estos efectos se considerarán como utilidades financieras los beneficios netos que se determinen de conformidad a lo señalado en el inciso segundo del artículo 80 de esta ley.


En los casos del inciso anterior, será obligación de la administradora determinar si los beneficios distribuidos corresponden a cantidades tributables, no tributables o exentas según corresponda y asimismo tratándose de la devolución de capital o rescate en su caso, así como el crédito por impuesto de Primera Categoría a que se tenga derecho conforme a las reglas anteriores, poniendo a disposición de los aportantes los certificados que correspondan dentro de los plazos que permitan por parte de éstos el cumplimiento oportuno de sus obligaciones tributarias. 


ii) Enajenación o rescate de cuotas del fondo de inversión. Las cuotas de participación de los fondos de inversión y su enajenación o rescate, cuando éste no ocurra con ocasión de la liquidación del fondo de inversión, e incluyendo el rescate en que parte de las cuotas son adquiridas por el mismo fondo con ocasión de una disminución de capital, tendrán el mismo tratamiento tributario que contempla la Ley sobre Impuesto a la Renta para la enajenación de acciones de sociedades anónimas constituidas en el país. El mayor valor que se obtenga en la enajenación o rescate señalado de las cuotas del fondo de inversión, corresponde a la diferencia entre el valor de adquisición de la cuota y el valor de enajenación o rescate de la misma, determinado conforme a lo establecido en los artículos 108 y 109 de la Ley Sobre Impuesto a la Renta, según corresponda.  Los contribuyentes que no se encuentren obligados a declarar sus rentas efectivas según contabilidad, se encontrarán exentos del Impuesto de Primera Categoría de la Ley sobre Impuesto a la Renta, sobre el mayor valor que obtengan en la enajenación o rescate de las cuotas del fondo de inversión.  Para los efectos de este literal, se aplicará lo dispuesto en el inciso final del artículo 80 de esta ley.


B) Contribuyentes sin domicilio ni residencia en Chile.


i) La remesa, distribución, pago, abono en cuenta o puesta disposición de toda cantidad proveniente de las inversiones de un fondo de inversión a  estos contribuyentes, estará afecta a un impuesto único a la renta  del 10%, sin derecho al crédito por Impuesto de Primera Categoría, el cual, sin embargo, igualmente se rebajará del registro respectivo.  No obstante lo anterior, tratándose de la distribución de dividendos, cuando éstos  correspondan a ingresos no constitutivos de renta o rentas exentas del impuesto adicional recibidos de terceros por el fondo de inversión y sujetos al orden de imputación establecido en el artículo 14 letra A) número 3 letra d) de la Ley sobre Impuesto a la Renta, quedarán liberados de la referida tributación.  Tratándose de la devolución total o parcial del capital aportado al fondo de inversión y sus reajustes, o su rescate con ocasión de la liquidación del fondo de inversión, no se afectarán con la referida tributación y dichas operaciones se sujetarán al orden de imputación establecido en el artículo 17 número 7 de la Ley sobre Impuesto a la Renta.


Para estos efectos se considerarán como utilidades financieras los beneficios netos que se determinen de conformidad a lo señalado en el inciso segundo del artículo 80 de esta ley.


ii) Tratándose de la enajenación de las cuotas del fondo de inversión o su rescate, cuando éste no ocurra con ocasión de la liquidación del fondo de inversión, el mayor valor obtenido estará también afecto al impuesto único del literal i) anterior y dicho mayor valor corresponderá a la diferencia entre el valor de adquisición de la cuota y el valor de enajenación o rescate de la misma, determinado conforme a lo establecido en los artículos 108 y 109 de la Ley Sobre Impuesto a la Renta, según corresponda. Para los efectos de este literal, se aplicará lo dispuesto en el inciso final del artículo 80 de esta ley.


Tratándose de cantidades distribuidas por el fondo de inversión o del mayor valor en el rescate de las cuotas del mismo, el impuesto único señalado precedentemente será retenido por la sociedad administradora cuando dichas cantidades sean remesadas al exterior, se distribuyan, se paguen, se abonen en cuenta o se pongan a disposición. Cuando se trate de la enajenación de las cuotas del fondo, el adquirente deberá retener este impuesto en la misma oportunidad señalada, retención que se practicará con una tasa provisional de 5% sobre el precio de enajenación sin deducción alguna, salvo que pueda determinarse el mayor valor afecto al impuesto único de esta letra, en cuyo caso, dicha retención se practicará con la tasa del 10%. 


Las retenciones practicadas conforme a esta letra se enterarán en arcas fiscales en el plazo establecido en la primera parte del artículo 79 de la Ley sobre Impuesto a la Renta.  Procederá además lo dispuesto en el artículo 83 y en lo que fuere aplicable el artículo 74 N° 4 de la misma ley.


iii) Sin perjuicio de su registro en el Fondo de Utilidades Tributables según se indica en el inciso siguiente, no se gravará con el impuesto único de esta letra la distribución de los beneficios netos que se determinen durante el año comercial en que el fondo de inversión cumple con las siguientes condiciones copulativas a los contribuyentes sin domicilio ni residencia en Chile:


a) que en el año comercial respectivo, al menos durante 300 días, continuos o discontinuos, el 80% de la cartera del fondo de inversión esté conformada por la inversión en:


1.- instrumentos, títulos o valores emitidos en el extranjero por personas sin domicilio ni residencia en Chile o en certificados que sean representativos de tales instrumentos, títulos o valores.


2.- bienes situados en el extranjero o en instrumentos, títulos, valores o certificados que sean representativos de tales bienes.


3.- contratos de derivados y otros de similar naturaleza que cumplan los requisitos que establezca la Superintendencia mediante norma de carácter general.


Tratándose de los instrumentos, títulos, valores, certificados o contratos a que se refieren los números 1 y 3 anteriores, ellos no podrán tener como activos subyacentes o referirse a bienes situados o a actividades desarrolladas en Chile, ni ser representativos de títulos o valores emitidos en el país, y


b) que la política de inversión fijada en su reglamento interno sea coherente con la letra a) de este literal.


Los beneficios netos que se determinen durante el año comercial en que el fondo de inversión cumpla con las condiciones copulativas señaladas, se anotarán separadamente en el Fondo de Utilidades Tributables y se sujetarán al orden de imputación establecido en el literal i) anterior, pero el crédito establecido en el artículo 63 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, en la parte que corresponda a la distribución de beneficios no gravados conforme a este literal a contribuyentes sin domicilio ni residencia en Chile, no dará derecho a su imputación contra impuesto alguno, ni a su devolución, debiendo rebajarse, en dicha proporción, del registro establecido en el artículo 14 del referido texto legal. 


Para los efectos de este literal, se entenderá que se efectúa una distribución de beneficios netos, en los mismos casos y bajo las mismas condiciones descritas en el literal i) anterior.


Cuando el fondo no diera cumplimiento durante el año comercial respectivo a las condiciones copulativas señaladas, la distribución de los beneficios netos determinados en dicho año al fondo de inversión, sea que se distribuyan en tal período o en otros posteriores, quedará sujeto a la tributación establecida en el literal i) anterior cuando sea distribuida a contribuyentes sin domicilio ni residencia en Chile. 


Tampoco se gravará con el impuesto único de esta letra, el mayor valor obtenido por contribuyentes sin domicilio ni residencia en Chile en la enajenación de cuotas o su rescate, salvo que éstas se efectuaren con ocasión de la liquidación del fondo de inversión, siempre y cuando éstos cumplan los requisitos copulativos señalados, en el año comercial en que ocurre la enajenación y en los 2 años comerciales inmediatamente anteriores a éste.  En caso que el fondo tuviera una existencia inferior a dicho plazo, deberá cumplir con los requisitos copulativos durante cada año comercial en que haya existido, salvo que corresponda al mayor valor de cuotas de un fondo nacido con ocasión de la división de otro fondo o que provengan de la fusión de dos o más de ellos, en cuyo caso será necesario además que el fondo dividido o el o los fondos fusionados en su caso, cumplan con los requisitos copulativos señalados, de forma tal que en el año de la enajenación y en los dos años comerciales inmediatamente anteriores se cumpla con las condiciones copulativas señaladas, siempre que los fondos divididos o fusionados hayan tenido existencia durante esos dos años.  Cuando el fondo no diera cumplimiento durante los años comerciales respectivos a las condiciones copulativas señaladas, el mayor valor se sujetará a la tributación establecida en el literal i) anterior.


Tratándose de contribuyentes sin residencia ni domicilio en el país que no fueren personas naturales, no podrán gozar del tratamiento tributario establecido en esta letra, en caso que dichos contribuyentes tengan, en forma directa o indirecta, como socio, accionista, titular o beneficiario de su capital o de sus utilidades, a algún residente o domiciliado en Chile con un 5% o más de participación o beneficio en el capital o en las utilidades del mismo. En este caso, dichos contribuyentes se gravarán con el Impuesto Adicional de la Ley sobre Impuesto a la Renta con derecho a deducir el crédito establecido en el artículo 63 de la referida ley, conforme a las reglas contenidas en la letra A) anterior, literales i) y ii) y por las rentas allí indicadas, aplicándose las normas sobre retención, declaración y pago de dicho impuesto contenidas en los artículos 74 número 4, 79 y 83 de la Ley sobre Impuesto a la Renta. La administradora deberá presentar anualmente una declaración al Servicio de Impuestos Internos, en la forma y plazo que éste establezca mediante resolución, en la cual deberá individualizar a los contribuyentes sin domicilio ni residencia en el país, declarando que no cuentan con socios, accionistas, titulares o beneficiarios en Chile, con el porcentaje señalado  precedentemente, declaración sin la cual se presumirá que no cumplen con el requisito señalado, no pudiendo, por tanto, gozar de la liberación referida. 


Las administradoras de fondos de inversión deberán anualmente informar al Servicio de Impuestos Internos, sobre el cumplimiento de los requisitos establecidos en este artículo, en la forma y plazo que fije dicho Servicio mediante resolución. El retardo o la omisión en la entrega de la información señalada, será sancionado de acuerdo a lo prescrito en el artículo 97°, Nº 1 del Código Tributario.


En lo no previsto en este artículo, se aplicarán todas las disposiciones de la Ley sobre Impuesto a la Renta y del Código Tributario, que se relacionan con la determinación, declaración y pago del impuesto, así como con las sanciones por la no declaración o pago oportuno de los impuestos que corresponden o por la no presentación de las declaraciones juradas o informes que deban presentar, aplicándose al efecto el procedimiento de reclamación contemplado en el artículo 165 del Código Tributario.


2.- De un fondo mutuo:


A) Contribuyentes con domicilio o residencia en Chile.


i) Dividendos distribuidos por el fondo mutuo.  El reparto de toda cantidad proveniente de las inversiones de un fondo mutuo se considerará como un dividendo de acciones de sociedades anónimas constituidas en el país, afecto al impuesto global complementario o adicional, según corresponda, el cual se imputará en primer término a los dividendos recibidos de sociedades anónimas abiertas anotados en el registro establecido en la letra b), del N° 2, del artículo 81 de esta ley, según su antigüedad y comenzando por las más antiguas, otorgándose el crédito establecido en los artículos 56 N° 3 o 63 de la Ley sobre Impuesto a la Renta que haya afectado a los citados dividendos.  Tratándose de la devolución total o parcial del capital aportado al fondo mutuo y sus reajustes, no se afectarán con la referida tributación, pero éste se entenderá repartido sólo una vez que se haya distribuido el total de beneficios netos del fondo mutuo, según se define en el artículo 80 de esta ley.


Será obligación de la administradora informar el crédito a que tengan derecho, poniendo a disposición de los aportantes los certificados que correspondan dentro de los plazos que permitan por parte de éstos el cumplimiento oportuno de sus obligaciones tributarias. 


ii) Enajenación o rescate de cuotas del fondo mutuo.  Conforme a lo señalado en el inciso primero de este artículo, las cuotas de participación de los fondos mutuos y su enajenación o rescate, se sujetarán al tratamiento tributario establecido en los artículos 57, 57 bis, 107, 108 y 109 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, según corresponda.  El mayor valor que se obtenga en la enajenación o rescate señalado de las cuotas del fondo mutuo, corresponde a la diferencia entre el valor de adquisición de la cuota y el valor de enajenación o rescate de la misma, determinado conforme a lo establecido en los artículos 108 y 109 de la Ley Sobre Impuesto a la Renta, según corresponda, considerándose como una renta del N° 2, del artículo 20 de la referida ley. Para los efectos de este literal, se aplicará lo dispuesto en el inciso final del artículo 80 de esta ley.


B) Contribuyentes sin domicilio ni residencia en Chile. 


i) Dividendos distribuidos por el fondo mutuo.  La remesa, distribución, pago, abono en cuenta, o puesta a disposición de toda cantidad proveniente  de las inversiones del fondo mutuo a estos contribuyentes, estará afecta a un impuesto único a la renta del 10%, sin derecho a crédito por Impuesto de Primera Categoría, el cual, sin embargo, igualmente se rebajará del registro establecido en la letra b), del N° 2, del artículo 81 de esta ley.  Se imputarán en primer término al registro establecido, según la antigüedad en que tales cantidades hayan sido percibidas, comenzando por las más antiguas.  Tratándose de la devolución total o parcial del capital aportado al fondo mutuo y sus reajustes, no se afectará con la referida tributación y dicho capital se entenderá repartido sólo una vez que se haya distribuido el total de beneficios netos del fondo mutuo, según se define en el artículo 80 de esta ley.


Para estos efectos se considerarán como utilidades financieras los  beneficios netos que se determinen de conformidad a lo señalado en el inciso segundo del artículo 80 de esta ley.


ii) Enajenación o rescate de cuotas del fondo mutuo. Tratándose de la enajenación de las cuotas de participación de fondos mutuos o su rescate, el mayor valor obtenido estará también afecto al impuesto único señalado en el literal i) anterior, siendo aplicables las normas de determinación de dicho mayor valor contenidas en el literal ii) de la letra B) del número 1.- de este artículo y, asimismo, las normas del inciso segundo y tercero de dicho literal, respecto de la responsabilidad de retención del impuesto único por la administradora. Se aplicará también para los efectos de este literal, lo dispuesto en el inciso final del artículo 80 de esta ley.

iii) Será también aplicable a los contribuyentes sin domicilio y residencia en Chile aportantes en fondos mutuos, la liberación a los dividendos y mayor valor del impuesto único, establecida en el literal iii), letra B) del número 1.- de este artículo, siendo aplicable los mismos requisitos y reglas allí establecidos para los fondos de inversión, esto es, incisos primero a tercero e inciso quinto de dicho literal iii). Asimismo, son aplicables las reglas de tributación contenidas en el inciso cuarto de dicho literal referidas al caso en que se dejen de cumplir por el fondo los requisitos copulativos señalados y también, los incisos sexto y séptimos, referidos a la prohibición de gozar de la liberación del impuesto único, aplicable a los aportantes sin domicilio ni residencia en Chile, que no sean personas naturales, en los cuales participan directa o indirectamente en un 5% o más algún residente o domiciliado en Chile.

En lo no previsto en este artículo, se aplicarán todas las disposiciones de la Ley sobre Impuesto a la Renta y del Código Tributario, que se relacionan con la determinación, declaración y pago del impuesto, así como con las sanciones por la no declaración o pago oportuno de los impuestos que corresponden o por la no presentación de las declaraciones juradas o informes que deban presentar, aplicándose al efecto el procedimiento de reclamación contemplado en el artículo 165 del Código Tributario.


Artículo 83.- Remuneraciones de la administradora. Las remuneraciones que las sociedades administradoras cobren por la gestión de los recursos aportados al amparo de la ley Nº 19.281, estarán  exentas del Impuesto al Valor Agregado contenido en el decreto ley Nº 825, de 1974.


Por su parte, las remuneraciones por los servicios de administración que las sociedades administradoras cobren por la gestión del respectivo fondo, en aquella parte que corresponda a cuotas de propiedad de inversionistas sin domicilio ni residencia en Chile sea o no que pertenezcan a una serie que las identifique como tales, estarán exentas del Impuesto al Valor Agregado establecido en el decreto ley Nº 825, de 1974. No obstante, en este caso, la administradora conservará su derecho al uso como crédito fiscal del referido impuesto soportado o pagado en las adquisiciones de bienes o servicios utilizados para llevar a cabo dicha gestión, sin que resulten aplicables las disposiciones de esa ley o de su reglamento que obligan a la determinación de un crédito fiscal proporcional cuando existan operaciones exentas o no gravadas.


Para aquellos períodos mensuales en que aportantes con y sin domicilio o residencia en Chile posean cuotas de una misma serie, la  administradora cobrará su remuneración para esa serie afectándola con Impuesto al Valor Agregado con respecto a la totalidad de los activos administrados en ésta.  Aquella parte del Impuesto al Valor Agregado enterado respecto a la remuneración exenta de dicho impuesto conforme a lo señalado en el inciso anterior, constituirá para la  administradora crédito fiscal de dicho impuesto correspondiente al periodo en que hubiere efectivamente restituido dicha suma a los aportantes sin domicilio ni residencia en Chile.  Para determinar el monto exento del Impuesto al Valor Agregado, la remuneración total cobrada por la administradora en el período respectivo, deberá expresarse en su valor equivalente a la remuneración diaria y multiplicarse por el número de días en que los aportantes sin domicilio ni residencia en Chile poseyeron las cuotas del fondo que se enajenan, en la proporción que tales cuotas tienen en el total del patrimonio administrado durante dicho periodo. 


El período dentro del cual la administradora deberá restituir el Impuesto al Valor Agregado recargado a los aportantes sin domicilio ni residencia en Chile, será hasta el mes de enero del año siguiente al cual corresponda la remuneración en que dicho impuesto fue recargado.  En caso de no restituir dentro del plazo señalado, perderá la administradora el derecho al crédito fiscal establecido en el inciso anterior.


La administradora deberá presentar, en la forma y plazo que establezca el Servicio de Impuestos Internos mediante resolución, una declaración anual informando el monto y cálculo de la remuneración exenta, la individualización del beneficiario del servicio, y el período que comprende el cobro de la remuneración respecto de los servicios exentos de conformidad a este artículo.  El retardo o la omisión en la entrega de la información señalada, será sancionado de acuerdo a lo prescrito en el artículo 97°, Nº1 del Código Tributario, aplicándose al efecto el procedimiento de reclamación contemplado en el artículo 165 del mismo Código.

Capítulo V

De los Fondos de Inversión Privados


Artículo 84.- Definición. Los fondos de inversión que tengan menos de 50 partícipes que no sean integrantes de una misma familia, no quedarán sometidos a la fiscalización de la Superintendencia y se entenderán para los efectos de esta ley como fondos privados.


Artículo 85.- Normativa aplicable. Salvo disposición expresa en contrario, los fondos privados se regirán exclusivamente por las disposiciones contenidas en sus reglamentos internos y por las normas de este capítulo, no quedando sujetos a las normas de los capítulos precedentes, con excepción de lo dispuesto en los artículos 57 y 80. Asimismo, estos fondos privados no podrán invertir en aquellos activos que el Reglamento haya expresamente prohibido para la inversión de los recursos de este tipo de fondos.


Artículo 86.- Tratamiento tributario.


A) Tratamiento tributario para fondos de inversión privados. Se les aplicarán las disposiciones contenidas en el artículo 81 de esta ley para fondos de inversión, debiendo, además, la  administradora solicitar la incorporación en el Rol Único Tributario a cada fondo que administre, acompañando el reglamento interno de cada uno de ellos.


Los intereses percibidos o devengados por el fondo, originados en préstamos efectuados con todo o parte de sus recursos a personas relacionadas con alguno de sus aportantes, en la parte que excedan de lo pactado en convenciones de similar naturaleza considerando las circunstancias en que se realiza la operación, se gravarán, sin deducción alguna, con la tasa del Impuesto de Primera Categoría establecida en el artículo 20 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, impuesto que será de cargo de la administradora del fondo, sin perjuicio de su derecho a repetir contra éste. El Servicio de Impuestos Internos deberá determinar en forma fundada la parte excesiva del interés pactado, no pudiendo ejercer dicha facultad si la tasa de interés convenida es igual o inferior a la tasa de interés corriente vigente en el período y al tipo de operación de que se trate, aumentada un 10%.


B) Tratamiento tributario para los aportantes. Sean éstos domiciliados o residentes en el país o en el extranjero, tributarán conforme a las reglas contenidas en la letra A), N° 1.- del artículo 82 de esta ley, respecto de las rentas allí señaladas. Tratándose de los aportantes sin domicilio ni residencia en el país, se gravarán con el impuesto adicional de la Ley sobre Impuesto a la Renta, considerándose como contribuyentes del N° 2, del artículo 58 de la citada ley, aplicándose las normas sobre retención, declaración y pago del impuesto referido contenidas en los artículos 74 número 4, 79 y 83 de la misma, aplicando al efecto el crédito por impuesto de primera categoría establecido en el artículo 63 de ésta, cuando corresponda.


Artículo 87.- Auditoría. Los fondos serán auditados anualmente por empresas de auditoría externa de aquellas inscritas en el registro que al efecto lleva la Superintendencia.


Artículo 88.- Operaciones con otros fondos. Los fondos a que se refiere este Título, no podrán realizar transacciones u operaciones con aquellos regulados por los Títulos anteriores, salvo que sean administrados por sociedades que no sean relacionadas entre sí.


Artículo 89.- Aplicabilidad de normas, adecuación del reglamento y estatutos. Cuando dejen de cumplir la condición establecida en el artículo 84 anterior, los fondos privados y sus administradoras quedarán sujetos a todas las disposiciones contenidas en la presente ley aplicables a los fondos y administradoras fiscalizadas por la Superintendencia, debiendo comunicar este hecho a dicha entidad al día siguiente hábil de ocurrido éste.


El reglamento interno del fondo deberá adecuarse dentro de los 60 días contados desde ocurrida dicha circunstancia. En el mismo plazo indicado y cuando el fondo fuese administrado por una sociedad anónima cerrada, ésta deberá ajustar sus estatutos para efectos de transformarse en una sociedad anónima especial y solicitar a la Superintendencia la autorización de existencia señalada en los artículos 3° y 4° del artículo primero de la presente ley.


Artículo 90.- La administradora. Los fondos privados podrán ser administrados por las administradoras de fondos fiscalizados por la Superintendencia a que se refiere esta ley, o por sociedades anónimas cerradas.


En el nombre de esas sociedades anónimas cerradas y en cualquier documentación que emitan, no podrán utilizar la expresión “administradora general de fondos”.


Artículo 91.- Máximo de cuotas en manos de la administradora. Después de transcurrido un año contado desde la creación del fondo privado, ni la administradora ni sus personas relacionadas podrán poseer, en conjunto, cuotas que representen más de un 25% del patrimonio del fondo privado por ella administrado.


Artículo 92.- Mínimo de aportantes. Después de transcurrido un año contado desde la creación del fondo, éste deberá tener al menos dos aportantes no relacionados entre sí, no pudiendo ninguno de ellos tener menos de un 10% de las cuotas suscritas del fondo privado. Esta última restricción del 10% no aplicará en caso que el fondo privado tenga 5 o más aportantes no relacionados entre sí.


En caso que el Servicio de Impuestos Internos detectare que un fondo de inversión privado infringe lo dispuesto en el artículo 91 y lo señalado en el inciso precedente, notificará del hecho a la administradora del fondo en cuestión, en cuyo caso ésta dispondrá de un plazo de 6 meses contado desde la respectiva notificación para regularizar su situación. Si ello no ocurriere, el fondo se considerará sociedad anónima y sus aportantes como accionistas de la misma para los efectos de la Ley sobre Impuesto a la Renta, respecto de los beneficios y utilidades que obtengan a contar del 1 de enero del año siguiente a aquel en que venza el plazo de seis meses señalado, tributando el respectivo fondo de inversión privado, en consecuencia, en la misma forma y oportunidad que establece la ley respecto de esas sociedades.


Artículo 93.- No Oferta Pública. No podrá hacerse oferta pública de las cuotas de fondos privados ni se podrá hacer publicidad o promocionar públicamente el servicio de administración de fondos privados. Tampoco se podrá promocionar públicamente, información respecto de la rentabilidad o inversiones que se obtengan o realicen este tipo de fondos,


En cualquier tipo de comunicación o información que emitan administradoras de fondos privados, deberá necesariamente señalarse que se trata de fondos no regulados y no fiscalizados por la Superintendencia de Valores y Seguros.


Artículo 94.- Información a la Superintendencia. La administradora deberá presentar a la Superintendencia, en la forma y plazos que ésta determine, la siguiente información referida a los fondos de inversión privados que administre:


a) Identificación del fondo y de los partícipes de éste.


b) Monto de los aportes.


c) Valor de los activos.


La Superintendencia podrá requerir toda la demás información que sea necesaria para determinar si los fondos privados cumplen las condiciones que los hacen regirse por las normas de los fondos fiscalizados, si dan cumplimiento a las obligaciones del artículo 93 o para supervisar las operaciones que éstos hacen con aquellos, esto último, en caso de fondos administrados por la misma administradora o los relacionados a ésta.

TÍTULO II

DE LA GESTIÓN INDIVIDUAL DE RECURSOS


Artículo 95.- La administración de cartera. La administración de recursos de personas y entidades para su inversión en contratos, instrumentos o productos financieros, que se realice de manera habitual para 50 o más entidades que no sean integrantes de una misma familia, en adelante “administración de cartera”, se regirá por lo dispuesto en este Título y por las cláusulas contenidas en el contrato de administración, en adelante “el mandato”, que deberán suscribir el administrador de los recursos, en adelante “el mandatario”, y el propietario de los recursos que serán gestionados, en adelante “el mandante”.


Artículo 96.- Normativa aplicable. En aquellas materias no contenidas expresamente en esta ley o delegadas por ésta a la Superintendencia, serán aplicables a la administración de carteras las reglas generales que rigen el mandato comercial.


Artículo 97.- Mandatarios sujetos a fiscalización. Quedarán sometidas a la fiscalización de la Superintendencia, las personas o entidades que se dediquen habitualmente a la administración de carteras de terceros, en la medida que se cumpla alguno de los siguientes requisitos:


a) el número de mandantes cuyas carteras están siendo administradas sean más de 500.


b) el mandatario que administre 50 o más carteras de terceros que no sean integrantes de una misma familia, por un monto total superior a 10.000 unidades de fomento.


Para efectos de la fiscalización de mandatarios y de las carteras administradas, la Superintendencia dispondrá de todas las facultades que le confiere su ley orgánica.


La Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras fiscalizará el cumplimiento de las disposiciones legales y normativas contenidas en el presente título, respecto de los bancos e instituciones financieras cuando actúen como mandatarios, adoptando las normas que al efecto emita la Superintendencia.


Artículo 98.- Administradoras de Carteras, su registro y requisitos mínimos. Sólo podrán administrar carteras de terceros, de aquellas sometidas a la fiscalización de la Superintendencia, las administradoras generales de fondos a que se refiere el Título I de esta ley, y las personas y entidades que se inscriban en el Registro de Administradoras de Carteras que mantendrá la Superintendencia, en adelante, “el Registro”. Con excepción de la obligación de inscripción en el Registro, las administradoras generales de fondos deberán cumplir las demás disposiciones requeridas por el presente Título para administrar carteras individuales.


Sus socios, directores, gerentes, administradores y ejecutivos principales deberán contar con la idoneidad y los conocimientos suficientes sobre gestión individual de recursos. La Superintendencia mediante norma de carácter general, establecerá los parámetros y estándares dentro de los cuales se presumirá que se cumple con tal requisito de idoneidad y conocimientos, los que deberán distinguir las distintas funciones dentro del mandatario.


La Superintendencia podrá fiscalizar el cumplimiento de dichos requisitos de idoneidad. En caso que concluyere que existe incumplimiento, deberá consignarlo en una resolución fundada, de carácter reservado, la que propondrá las medidas que permitan cumplir con dicho requisito.


En contra de dicha resolución podrán interponerse los recursos indicados en los artículos 45 y 46 del decreto ley Nº 3.538, de 1980. Una vez vencidos los plazos para interponerlos, el mandatario deberá adoptar las medidas conducentes a superar la falta de idoneidad detectada, dentro del plazo que para ello establezca la resolución, y en caso contrario, servirá de antecedente para determinar la responsabilidad que le cupiere, de comprobarse que existe relación con los perjuicios que se produzcan con posterioridad.


Para poder actuar como administradores de cartera, las personas y entidades inscritas en el Registro deberán acreditar a satisfacción de la Superintendencia, de acuerdo a lo que ésta establezca por norma de carácter general, que permanentemente cuentan con un patrimonio de al menos 10.000 unidades de fomento y con garantías, constituidas en la forma que establezca la Superintendencia, en favor de los mandantes. 


Artículo 99.- Garantía. El monto de la garantía que deban constituir los mandatarios será determinado de conformidad con lo establecido en el artículo 13.


Artículo 100.- Registro y contabilización de activos. Los recursos de terceros mantenidos por el mandatario en dinero y moneda extranjera, y los instrumentos, bienes y contratos de propiedad de terceros que estén a nombre del mandatario, se registrarán y contabilizarán en forma separada de las operaciones realizadas por éste con sus recursos propios y de las operaciones de otros mandantes, con la individualización completa de el o los mandantes correspondientes. Ese registro acreditará la propiedad de esos recursos, instrumentos, bienes y contratos, y no podrán decretarse embargos y medidas precautorias sobre todo o parte de aquellos de propiedad de terceros, salvo por obligaciones personales del mandante respectivo y sólo sobre los de la propiedad de éste.


Para efectos del ejercicio del derecho a voto por los instrumentos de terceros mantenidos a nombre propio por el mandatario, se estará a lo establecido en el artículo 179 de la ley N° 18.045.


Artículo 101.- El Mandato. El mandato de administración de cartera, deberá constar por escrito y en soporte papel y ser debidamente suscrito por las partes, o en documento electrónico que cumpla con formalidades equivalentes, de acuerdo a lo que establezca la Superintendencia mediante norma de carácter general.


Cuando se trate de administración de cartera sujeta a la fiscalización de la Superintendencia, será ésta la que determine el contenido mínimo del contrato de administración.


Artículo 102.- Responsabilidad del mandatario. El mandatario deberá efectuar todas las gestiones que sean necesarias, con el cuidado y la diligencia que los hombres emplean ordinariamente en sus propios negocios, para cautelar la obtención de una adecuada combinación de rentabilidad y seguridad de las inversiones de cada mandante, de acuerdo a las instrucciones específicas entregadas en el mandato, el cual podrá permitir un manejo discrecional de la cartera entregada en administración. La administración de cartera, debe realizarse atendiendo exclusivamente a la mejor conveniencia de cada mandante y a que todas y cada una de las operaciones de adquisición y enajenación que efectúe por cuenta del mismo, se haga en el mejor interés de éste.


Será deber del mandatario, explicitar, en el momento que ocurran, los conflictos de interés que surjan en el ejercicio del mandato y de resolverlos siempre en el mejor beneficio de cada mandante.


El mandatario será siempre responsable de los perjuicios que ocasione a los mandantes por sus actuaciones u omisiones negligentes o dolosas.


Artículo 103.- Infracciones a esta ley. Son contrarias a la presente ley, las siguientes actuaciones u omisiones de parte del mandatario:


a) el cobro de cualquier costo no señalado expresamente en el mandato.


b) el cobro de cualquier servicio prestado por personas relacionadas al mandatario, sin el consentimiento expreso del mandante.


c) la compra de instrumentos, bienes y contratos de mandantes para la cuenta del mandatario, a menos que así lo autorice expresamente el mandante.


d) la venta de instrumentos, bienes y contratos de propiedad del mandatario para la cuenta de mandantes, a menos que así lo autorice expresamente el mandante.


Artículo segundo.- Introdúcense en la ley N° 19.281, que establece normas sobre arrendamiento de viviendas con promesa de compraventa, las siguientes modificaciones:

a) Reemplázase el inciso final del artículo 1°, por el siguiente:


“Estas cuentas se denominarán Cuentas de Ahorro para Arrendamiento de Viviendas con Promesa de Compraventa, en adelante “las cuentas”, y los recursos depositados en ellas deberán ser mantenidos de manera separada e independiente del patrimonio de las instituciones, e invertidos en cuotas de fondos fiscalizados por la Superintendencia de Valores y Seguros que cumplan los requisitos establecidos en el artículo 54 de esta ley. En el evento que los fondos en que se invirtió dejen de cumplir tales requisitos, la institución deberá enajenar o rescatar las cuotas respectivas y reinvertir los recursos en otros fondos que cumplan esos requisitos en un plazo no superior a 30 días de sucedido tal evento. Dichas cuotas tendrán el carácter de inembargables, salvo para lo señalado en el artículo 10 con relación al cese de la inembargabilidad.”.

b) Reemplázase el artículo 3°, por el siguiente:


“Artículo 3°.- Con cargo a los recursos aportados mensualmente en la cuenta, las instituciones pagarán la renta de arrendamiento al arrendador promitente vendedor y descontarán la comisión a que se refiere el artículo 5°. El saldo de dicho aporte formará parte de los recursos disponibles para el pago del precio de la compraventa prometida celebrar.


Las instituciones deberán llevar un registro en el cual se indicará el número de cuotas de participación en los fondos mencionados en el inciso anterior, que le corresponde a cada uno de los titulares de las cuentas, en los términos que disponga el reglamento de esta ley.


En caso de disolución de la institución que mantenga las cuentas, sea por revocación de su autorización de existencia o por cualquiera otra causa, el liquidador deberá traspasar las cuentas a otra institución de las mencionadas en el artículo 1°. El traspaso comprenderá los recursos aportados y los contratos de ahorro metódico.”.

c) Reemplázase el inciso segundo del artículo 5°, por el siguiente:


“La comisión será establecida libremente por cada institución. Estas comisiones estarán exentas del Impuesto al Valor Agregado y deberán ser informadas al público y al organismo fiscalizador que tenga la institución, en la forma que señale el reglamento. Las modificaciones de esta comisión podrán efectuarse dos veces en el año y regirán 90 días después de comunicadas al respectivo organismo fiscalizador, plazo dentro del cual el titular de la cuenta podrá cambiarse de institución o requerir el cambio del o los fondos en que está invertido el aporte, cambios que no se computarán para los efectos de lo dispuesto en el artículo 2º.”.

d) Reemplázase el artículo 30, por el siguiente:


“Artículo 30.- La sociedad inmobiliaria sólo podrá enajenar la vivienda arrendada con promesa de compraventa, siempre que ceda conjuntamente el contrato de arrendamiento con promesa de compraventa, a otra sociedad del mismo tipo, a un fondo fiscalizado por la Superintendencia de Valores y Seguros, a una sociedad securitizadora del Título XVIII de la ley Nº 18.045, o a las personas que esa Superintendencia haya declarado por norma de carácter general que pueden adquirirlos. El adquirente a cualquier título de la vivienda, como cesionario del contrato de arrendamiento con promesa de compraventa, tendrá iguales obligaciones, derechos y facultades que el cedente y estará obligado a cumplir el contrato de arrendamiento con promesa de compraventa en la forma pactada. Las partes podrán convenir que la administración del contrato de arrendamiento con promesa de compraventa la mantenga el cedente.


Los fondos fiscalizados por la Superintendencia y las sociedades securitizadoras, para los efectos de lo previsto en el inciso segundo del artículo 17 de esta ley, estarán facultados para adquirir los activos a que se refiere este artículo. La Superintendencia de Valores y Seguros reglamentará, mediante circulares, las condiciones que deberán cumplirse en estas ventas y cesiones.


La cesión de los contratos de arrendamiento con promesa de compraventa, por parte del arrendador promitente vendedor, como, asimismo, la cesión, por el arrendatario promitente comprador, de sus derechos derivados del contrato de arrendamiento con promesa de compraventa, se efectuarán mediante endoso. Este se colocará a continuación, al margen o al dorso del título, con indicación del nombre del cedente y del cesionario, debiendo las firmas de las partes estar autorizadas por notario y anotarse la respectiva cesión al margen de la inscripción del contrato de arrendamiento con promesa de compraventa.”.

e) Sustitúyese el inciso segundo del artículo 44, por el siguiente:


“Los recursos de este fondo se depositarán en la cuenta a que se refiere el artículo 1º y se invertirán en los fondos fiscalizados por la Superintendencia de Valores y Seguros a que se refiere el artículo 1º, e integrarán los recursos disponibles a que alude el inciso primero del artículo 3º.”.

f)  Sustitúyese el Título VI y su articulado, por el siguiente:

“TITULO VI

De los Requisitos de los Fondos



Artículo 54.-
 Los recursos aportados y disponibles señalados en el inciso final del artículo 1° e inciso primero del artículo 3°, respectivamente, y el fondo de garantía del artículo 44, podrán ser invertidos en cuotas de fondos mutuos y en cuotas de fondos de inversión, en este último caso, en la medida que los fondos estén aprobados por la Comisión Clasificadora de Riesgo del Título XI del decreto ley N° 3.500, de 1980, y que permita el rescate total y permanente de sus cuotas, y que éstas sean pagadas en un plazo inferior o igual a 30 días.”.


Artículo tercero.- Introdúcense en la Ley sobre Impuesto a la Renta, contenida en el artículo 1°, del decreto ley N° 824, de 1974, las siguientes modificaciones:


1) Elimínase del inciso tercero del artículo 11 la expresión: “, las cuotas de fondos de inversión, regidos por la ley Nº 18.815, y” y la palabra “ambos”.


2) Elimínase en el inciso sexto, del número 8, del artículo 17, la frase “Se entenderá que tienen presencia bursátil aquellas acciones que cumplan con las normas para ser objeto de inversión de los fondos mutuos, de acuerdo a lo establecido en el Nº 1 del artículo 13 del decreto ley Nº 1.328, de 1976.”.


3) En el artículo 20 introdúcense las siguientes modificaciones:


 a) En el número 2, reemplácese el inciso tercero, por el siguiente: "Los intereses a que se refiere la letra g), se considerarán devengados en cada ejercicio, a partir de la fecha que corresponda a su colocación y así sucesivamente hasta su pago. El impuesto se aplicará a los titulares de los referidos instrumentos, y gravará los intereses que hayan devengado en el año calendario o comercial respectivo, desde la fecha de su colocación o adquisición hasta el día de su enajenación o rescate, ambas inclusive. El interés devengado se determinará de la siguiente forma: (i) multiplicando la tasa de interés fiscal anual del instrumento determinada conforme al artículo 104, por el capital del mismo, a su valor nominal o par; (ii) el resultado obtenido conforme al literal anterior se divide por 365, y (iii) finalmente, se multiplicará tal resultado por el número de días del año calendario o comercial en que el título haya estado en poder del contribuyente titular.".


b) Elimínase en el número 3° del artículo 20 la palabra “mutuos”.


4) En el artículo 21 inciso segundo, elimínase la expresión “el impuesto del número 3, del artículo 104,”.


5) Reemplázase en el artículo 59, inciso cuarto, número 1, letra  b), la expresión “el artículo 18 bis de esta ley y su reglamento”, por la expresión “la letra B), del artículo 9° transitorio, de la Ley que Regula la Administración de Fondos de Terceros y Carteras Individuales”.


6) En el artículo 74, inciso primero, reemplázase el número 7, por el siguiente: 


“7.- Los representantes, custodios, intermediarios, depósitos de valores u otras personas domiciliadas o constituidas en el país que hayan sido designadas o contratadas por contribuyentes sin domicilio ni residencia en Chile, para los efectos de cumplir con las obligaciones tributarias provenientes de la tenencia o enajenación de los instrumentos de deuda de oferta pública a que se refiere el artículo 104, con una tasa de 4% sobre los intereses devengados durante el ejercicio respectivo, conforme a lo dispuesto en el artículo 20, número 2°, letra g). Esta retención reemplazará a la que establece el número 4º de este artículo respecto de los mismos intereses, pagados o abonados en cuenta a los contribuyentes sin domicilio ni residencia en Chile. Las personas señaladas precedentemente deberán informar al Servicio, en la forma y plazo que éste determine mediante resolución, sobre los antecedentes de las retenciones que hayan debido efectuar conforme a este número. La no presentación de esta declaración o su presentación extemporánea, incompleta o errónea, será sancionada con la multa establecida en el número 6º, del artículo 97, del Código Tributario, la que se aplicará conforme al procedimiento del artículo 165 del mismo texto legal.”.


7) Reemplázase el artículo 104, por el siguiente: 


“Artículo 104.- No obstante lo dispuesto en el artículo 17°, número 8°, no constituirá renta el mayor valor obtenido en la enajenación de los instrumentos de deuda de oferta pública a que se refiere este artículo, siempre que se cumpla con los requisitos indicados en los siguientes números 1 y 2: 


1.- Instrumentos beneficiados. 


Podrán acogerse a las disposiciones de este artículo, los instrumentos que cumplan con los siguientes requisitos copulativos:


a) Que se trate de instrumentos de deuda de oferta pública previamente inscritos en el Registro de Valores conforme a la ley N° 18.045.


b) Que hayan sido emitidos en Chile.


c) Que se establezca, en la respectiva escritura de emisión, que los instrumentos se acogerán a lo dispuesto en este artículo y que, además de la tasa de cupón o de carátula, se determine, para cada colocación y después de cada una de ellas, una tasa de interés fiscal para efectos del cálculo de los intereses devengados conforme al inciso tercero, del número 2, del artículo 20.


c.1) Tasa de interés fiscal. 


La tasa de interés fiscal aludida en el literal anterior, corresponderá a la tasa de colocación anual del instrumento, la que se expresa en porcentaje y que en la fórmula que se describe a continuación, se identifica como “TF”. Esta tasa corresponderá al número positivo que permita cumplir la siguiente igualdad:
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La fórmula precedente es una identidad que indica que el precio del instrumento colocado corresponde a la suma del valor presente de cada flujo de caja “F” que el emisor del instrumento se compromete a pagar en cada fecha “t” y hasta el vencimiento del instrumento en la fecha “N”. 


El valor presente de cada flujo de caja F que el instrumento se compromete a pagar en una determinada fecha t corresponde al flujo de caja F, multiplicado por un factor de descuento que corresponde al inverso de la suma de 1 más la tasa anual de colocación del instrumento “TF” elevada al número que resulte de dividir los días transcurridos entre la fecha en que ocurre el flujo respectivo y la fecha de colocación “fc” (t-fc), por 365.


De acuerdo a lo anterior, las variables intervinientes en la ecuación indicada anteriormente se definen de la siguiente manera:

TF
=
Tasa fiscal por determinar y corresponde a la tasa de colocación del instrumento. Esta tasa se expresa en porcentaje.

=
Sumatoria [image: image3.png]


 desde la fecha de colocación del instrumento, fecha que definimos como “fc”, hasta el vencimiento del instrumento en la fecha “N”.

Ft
=
Flujo de caja (que incluye cupón y,o amortización de capital) que promete pagar el instrumento al tenedor de éste en una fecha “t”, según la tabla de desarrollo del instrumento, expresados como porcentaje del valor nominal.

t
=
Fecha de ocurrencia de un flujo de caja.

Precio de transacción = Relación expresada en porcentaje, entre la suma de dinero desembolsada por el o los inversionistas para adquirir el monto colocado por el emisor respecto a su valor nominal.


No obstante lo anterior, una o varias colocaciones de la misma emisión, posteriores a la primera, tendrán la misma tasa de interés fiscal que aquella, sólo si su respectiva tasa de colocación es menor o igual a la tasa de interés fiscal de la primera colocación, en cuyo caso se aplicará la tasa de interés fiscal correspondiente a la colocación inicial, siempre que, previo a la respectiva colocación, el emisor haya informado a la Superintendencia de Valores y Seguros, en la forma que ésta determine mediante norma de carácter general, que acogerá dicha colocación a lo dispuesto en este inciso.  En todo caso, dicha norma de carácter general deberá incluir la forma de identificar las colocaciones que tengan tasa fiscal distinta de una misma emisión.


En caso de aumentar el monto emitido de una misma serie de títulos que cumplan copulativamente los requisitos señalados en las letras a), b) y c) precedentes, a través de una reapertura, de la cual se deje constancia en la escritura de emisión, el nuevo monto emitido y sus respectivas colocaciones, tendrán la misma tasa de interés fiscal de la primera colocación, sólo si la tasa de colocación de cada una de ellas es menor o igual a la tasa de interés fiscal de la primera colocación de la emisión de la serie original, y siempre que el emisor haya informado a la Superintendencia de Valores o Seguros, en la forma que esta determine mediante norma de carácter general, que acogerá dicha emisión a lo dispuesto en este inciso. En este caso podrá aplicarse lo dispuesto en el inciso precedente, cumpliéndose los requisitos que allí se establecen, respecto de las sucesivas colocaciones de la misma reapertura.


La tasa de interés fiscal será informada después de cada colocación, dentro del mismo día, por el emisor de los títulos a la Superintendencia de Valores y Seguros, quien mantendrá un registro público de dichas tasas.


2.- Contribuyentes beneficiados.


Podrán acogerse a las disposiciones de este artículo, los contribuyentes que enajenen los instrumentos a que éste se refiere, cumpliendo con lo señalado en las letras a) o b) siguientes:


a) Que entre la fecha de adquisición y enajenación de los instrumentos haya transcurrido a lo menos un año, o bien, el plazo inferior que se fije mediante uno o varios decretos expedidos bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República” por el Ministerio de Hacienda, requisito éste último que regirá durante el tiempo que cada uno de dichos decretos determine. En el caso de la primera dictación, de la modificación o reemplazo del señalado decreto, el plazo de permanencia que regirá para aquellos tenedores de bonos que hayan adquirido los títulos con anterioridad a su entrada en vigencia, será el mínimo plazo entre el que falte por completar para cumplir con el que establece la ley o, en su caso, el que señala el decreto vigente al momento de la compra, y el plazo que señale el nuevo decreto que se dicte.


b) Que hayan adquirido y enajenado los instrumentos en una Bolsa local, en un procedimiento de subasta continua, que contemple un plazo de cierre de las transacciones que permita la activa participación de todos los intereses de compra y de venta, el que, para efectos de este artículo, deberá ser previamente autorizado por la Superintendencia de Valores y Seguros y el Servicio de Impuestos Internos mediante resolución conjunta. Además, que hayan adquirido y enajenado los instrumentos por intermedio de un corredor de bolsa o agente de valores registrado en la Superintendencia de Valores y Seguros, excepto en el caso de los bancos, en cuanto actúen de acuerdo a sus facultades legales.


Tratándose de contribuyentes sin domicilio ni residencia en el país, deberán contratar o designar un representante, custodio, intermediario, depósito de valores u otra persona domiciliada o constituida en el país, que sea responsable de cumplir con las obligaciones tributarias que pudiesen afectarlos.


3.- Disposiciones especiales relativas a los pagos anticipados.


En el caso del pago anticipado o rescate por el emisor del todo o parte de los instrumentos de deuda a que se refiere este artículo, se considerarán intereses todas aquellas sumas pagadas por sobre el saldo del capital adeudado, además de los intereses referidos en el artículo 20, número 2, inciso tercero. Para los efectos de esta ley, los intereses a que se refiere este número se entenderán devengados en el ejercicio en que se produzca el pago anticipado o rescate.


4.- Los instrumentos emitidos por el Banco Central de Chile o por la Tesorería General de la República podrán acogerse a lo dispuesto en este artículo aunque no cumplan con uno o más de los requisitos señalados en el número 1 y 2 anteriores, siempre que los respectivos títulos se encuentren incluidos en la nómina de instrumentos elegibles que, para estos efectos, establecerá el Ministro de Hacienda mediante decreto supremo expedido bajo la fórmula "Por orden del Presidente de la República", y que cumplan con las características y condiciones que en el mismo se definan, incluyendo la tasa de interés fiscal. Tratándose de los instrumentos emitidos por el Banco Central de Chile, su inclusión en dicha nómina de instrumentos elegibles deberá ser previamente solicitada por dicho organismo.


Respecto de los instrumentos a que se refiere este número, el requisito dispuesto en la letra b) del número 2 se entenderá cumplido cuando la adquisición o enajenación tenga lugar en alguno de los sistemas establecidos por el Banco Central de Chile o por el Ministerio de Hacienda, según corresponda, para operar con las instituciones o agentes que forman parte del mercado primario de dichos instrumentos de deuda.  Asimismo, tales requisitos se entenderán cumplidos cuando se trate de adquisiciones o enajenaciones de instrumentos elegibles que correspondan a operaciones de compra de títulos con pacto de retroventa que efectúe el Banco Central de Chile con las empresas bancarias.


5.- Disposiciones relativas a deberes de información, sanciones y normas complementarias.


El emisor de los instrumentos a que se refiere este artículo, los depósitos de valores donde tales instrumentos estén depositados, las bolsas de valores del país que los acepten a cotización, los representantes de los tenedores de tales instrumentos, los custodios, intermediarios u otras personas responsables de cumplir con las obligaciones tributarias que pudiesen afectar a los contribuyentes tenedores, u otras personas que hayan participado en estas operaciones, deberán declarar al Servicio, en la forma y plazo que éste determine mediante resolución, las características de dichas operaciones, individualizando a las partes e intermediarios que hayan intervenido, los valores de emisión y colocación de los instrumentos y las demás materias que establezca dicho Servicio. La no presentación de esta declaración o su presentación tardía, incompleta o errónea, será sancionada con la multa establecida en el número 6º, del artículo 97, del Código Tributario, conforme al procedimiento del artículo 165, número 2°, del mismo texto legal.


La emisión o utilización de declaraciones maliciosamente falsas, se sancionarán en la forma prevista en el inciso primero, del número 4°, del artículo 97 del Código Tributario.


En caso que la información que se suministre conforme al presente número resultare ser falsa, o cuando la enajenación no se hubiere adecuado a las condiciones de mercado al tiempo de su realización, el inversionista o su administrador quedarán afectos a una multa de hasta el 20% del monto de las inversiones realizadas en el país, no pudiendo, en todo caso, dicha multa ser inferior al equivalente a 20 unidades tributarias anuales, la que podrá hacerse efectiva sobre el patrimonio del inversionista, sin perjuicio del derecho de éste contra el administrador. Las personas que hayan sido contratadas para los efectos de cumplir con las obligaciones tributarias provenientes de la tenencia o enajenación de los instrumentos de deuda de oferta pública a que se refiere este artículo serán solidariamente responsables de esta multa, salvo que, cuando se haya aplicado con motivo de la entrega de información falsa, acrediten que las declaraciones de que se trate se fundaron en documentos proporcionados por el inversionista, o su administrador correspondiente, o que no tuvo incidencia en la inadecuación de la operación a las condiciones de mercado, y que el representante o intermediario no estuvo en condiciones de verificar en el giro ordinario de sus negocios. La multa de este inciso se aplicará conforme al procedimiento del artículo 165, número 2° del Código Tributario.


El Servicio podrá aplicar, respecto de las operaciones que establece este artículo, lo dispuesto en el artículo 17 N° 8 inciso quinto de la Ley sobre Impuesto a la Renta y en el artículo 64 del Código Tributario, en cuyo caso, la diferencia que se determine entre el precio o valor de la operación y el de la tasación se gravará conforme al inciso primero del artículo 21 de esta ley.


6.- Tratamiento de las pérdidas en la enajenación de los instrumentos a que se refiere este artículo.


Las pérdidas obtenidas en la enajenación de los instrumentos a que se refiere este artículo, solamente serán deducibles de los ingresos no constitutivos de renta del contribuyente.”.


8) Derógase el artículo 106. 


9) Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 107:


a) Elimínase en el inciso segundo del número 1 la expresión “y 106,”.


b) Agrégase en la parte final, del inciso primero, del número 2), antes del punto aparte, la siguiente expresión: “y dicho fondo, al menos una vez al año, distribuya a sus aportantes la totalidad de los dividendos percibidos de las sociedades cuyas acciones tienen presencia bursátil.”; y reemplázase su inciso segundo por el siguiente “Se tendrá por incumplido el requisito establecido en la segunda parte del inciso anterior, si las inversiones del fondo respectivo en tales instrumentos resultasen inferiores a dicho porcentaje por un período continuo o discontinuo de 30 o más días en un año calendario. Las administradoras de los fondos deberán certificar anualmente al Servicio de Impuestos Internos, en la forma y plazo que éste lo requiera mediante resolución, el cumplimiento de este requisito.  La emisión de certificados maliciosamente falsos se sancionará conforme a lo dispuesto en el inciso tercero del número 4° del artículo 97 del Código Tributario.”.


c) Elimínase el inciso primero del número 4). 


10) En el inciso primero del artículo 108, reemplázase la expresión “los artículos 106 y” por “el artículo”.


11) Sustitúyese el artículo 109 por el siguiente: 


“Artículo 109.- El mayor o menor valor en el aporte y rescate de valores en fondos cuyo reglamento interno contemple ese tipo de aportes y rescates, se determinará para efectos tributarios, conforme a las siguientes reglas: 


1) Adquisición de cuotas mediante el aporte de valores.


a) El valor de adquisición de las cuotas del fondo para aquellos inversionistas que efectúen aportes en valores, se determinará conforme al valor cuota, definido por el Reglamento de la ley que regule la Administración de Fondos de Terceros y Carteras Individuales.


b) El precio de enajenación de los valores que se aportan corresponderá al valor al que esos títulos o instrumentos fueron valorizados por la administradora del fondo correspondiente al convertir el aporte en cuotas de ese fondo, el cual deberá estar contenido en un certificado que al efecto emitirá la administradora del fondo.


2) Rescate de cuotas mediante la adquisición de valores.


a) El valor de rescate de las cuotas del fondo para aquellos inversionistas que lo efectúen mediante la adquisición de valores que formen parte de la cartera del fondo, se determinará en la misma forma señalada en la letra a) del número precedente, el cual deberá ser contenido en un certificado que al efecto emitirá la administradora del fondo.


b) El valor de adquisición de los títulos o instrumentos mediante los cuales se efectúa el rescate a que se refiere el literal anterior, será aquél empleado por la administradora del fondo respectivo para pagar el rescate en esos valores. Del mismo modo, el valor de tales títulos o instrumentos deberá constar en el certificado que al efecto emitirá la administradora.”.


Artículo cuarto.- Deróganse los siguientes cuerpos legales:


a) Los Títulos XX y XXVII de la ley N°18.045.


b) El decreto ley N° 1.328, de 1976, cuyo texto refundido fue fijado por el decreto supremo de Hacienda N° 1.019, de 1979.


c) La ley N° 18.657.


d) La ley N° 18.815.


Para todos los efectos legales, debe entenderse que cualquiera referencia que en el ordenamiento jurídico se haga a los cuerpos legales derogados por el inciso anterior, debe entenderse efectuada a la presente ley.


Artículo quinto.- Sustitúyase el artículo primero transitorio de la ley N° 20.190 por el siguiente:


“Artículo primero.- Establécense las siguientes normas para incentivar la inversión en capital de riesgo:


1.- Norma para los fondos de inversión.


Para los efectos de lo dispuesto en la Ley sobre Impuesto a la Renta contenida en el artículo 1° del decreto ley N° 824, de 1974, se considerarán ingresos no constitutivos de renta los ingresos percibidos por los aportantes de fondos de inversión que cumplan con los requisitos de este número, originados en el mayor valor obtenido por el fondo de inversión respectivo en la enajenación de las acciones que se indican, en aquella parte que exceda del producto de multiplicar el valor de adquisición reajustado de las respectivas acciones, por el factor resultante de elevar 1,0003 a una potencia igual al número de días transcurridos entre la fecha de adquisición de las acciones y la de su enajenación.


Sólo podrán acogerse a lo dispuesto en este artículo el mayor valor obtenido en la enajenación de acciones emitidas por sociedades anónimas cerradas o sociedades por acciones que cumplan con los siguientes requisitos:


(i) Su enajenación se verifique después de transcurridos a lo menos veinticuatro meses de haberlas adquirido.


(ii) al momento de efectuar la enajenación, el monto invertido por el fondo de inversión en la sociedad cuyas acciones se enajenan no supere el 40% del total de aportes pagados por los aportantes al fondo.


(iii) el adquirente de las acciones y sus socios o accionistas, en el caso de ser sociedades, o sus partícipes, en el caso de ser un fondo, no se encuentren relacionados, en los términos del artículo 100 de la ley N°18.045, con el fondo de inversión enajenante, sus aportantes o su sociedad administradora, ni con los accionistas de ésta.


Para calificar a esta franquicia, los fondos de inversión deberán incorporar en su reglamento interno, los requerimientos y obligaciones establecidas en este número.


La totalidad de los activos del fondo de inversión, sin considerar las reservas de liquidez de corto plazo que se inviertan en los instrumentos que autorice la Superintendencia de Valores y Seguros mediante norma de carácter general, se destinarán exclusivamente a la inversión en sociedades que, al momento de la inversión por parte del fondo:


(i) sean sociedades anónimas cerradas o sociedades por acciones que no coticen sus acciones en Bolsa.


(ii) no hayan alcanzado un volumen anual de ingresos por ventas o servicios, excluido el Impuesto al Valor Agregado que hubiere afectado dichas operaciones, que supere en cualquier ejercicio comercial las 400.000 unidades de fomento, según su valor al término del año respectivo.


(iii) no tengan utilidades tributables retenidas que, debidamente reajustadas, excedan del equivalente a 20% del monto de su capital pagado, también reajustado.


(iv) no formen parte de ningún grupo empresarial incluido en la nómina publicada por la Superintendencia de Valores y Seguros en conformidad a lo dispuesto en el Título XV de la ley N°18.045.


En todo momento las sociedades en que estén invertidos los fondos no podrán tener como giro principal: (a) inmobiliarias o de casinos; (b) de concesiones de obras públicas o servicios sujetos a tarificación; (c) de importación de bienes o servicios; (d) de inversión, sea en capitales mobiliarios o en otras empresas; (e) de servicios financieros o de corretaje, ni (f) de servicios profesionales.


Además de dar cumplimiento a su reglamento interno, para la procedencia de esta franquicia los fondos de inversión deberán cumplir los siguientes requisitos:


(i) el monto de la inversión máxima a realizar por el fondo de inversión en una misma sociedad no podrá superar, al momento de efectuar cada inversión, el cuarenta por ciento del total de aportes pagados por los aportantes al fondo, debiéndose regularizar cualquier exceso de inversión que se produzca, sea por la vía de aumentar el capital pagado o de reducir el monto invertido, dentro del plazo máximo de 24 meses, salvo el caso de la primera inversión que realice el fondo de inversión, que podrá regularizarse hasta en 36 meses.


(ii) transcurrido un año de la primera inversión realizada por el fondo, ningún partícipe podrá poseer más de un 20% del total de cuotas del fondo, ya sea en forma individual o en conjunto con otras personas con las cuales mantenga un acuerdo de actuación conjunta, según dicho concepto está definido en la ley Nº18.045, salvo que se trate de un aportante que califique como inversionista institucional de acuerdo a lo establecido en la letra f) del artículo 4ºbis de la ley Nº18.045.


(iii) ser un fondo fiscalizado por la Superintendencia.


El resultado obtenido por el fondo de inversión en aquellas inversiones distintas a las permitidas en este artículo, no podrá acogerse a la franquicia prevista en este número, pero podrán considerarse en el cálculo de los límites de inversión requeridos para que el resultado obtenido por el fondo de inversión en sus restantes inversiones, pueda beneficiarse del tratamiento tributario previsto en este artículo.


2.- Norma para los demás inversionistas.


Para los efectos de lo dispuesto en la Ley sobre Impuesto a la Renta, los accionistas de aquellas sociedades susceptibles de ser objeto de las inversiones a que se refiere el numeral anterior y en que los fondos de inversión descritos en dicho numeral hayan adquirido a lo menos un 25% del capital accionario, calculado al momento de la respectiva inversión por parte de los fondos, podrán considerar como costo de adquisición de sus acciones, para efectos de determinar el mayor valor gravado por impuesto a la renta resultante de una enajenación de tales acciones, el más alto valor de adquisición pagado por uno de tales fondos de inversión en la más reciente colocación de acciones de primera emisión de la respectiva sociedad, de la misma serie, y en que las acciones adquiridas por el fondo representen a lo menos un 10% del capital accionario, ocurrida con anterioridad a la enajenación de las acciones.


Para que proceda lo dispuesto en este número será necesario que:


(i) las acciones que se transfieren hayan sido adquiridas y pagadas con a lo menos cien días de anticipación a la fecha de incorporación del primer fondo a la sociedad respectiva, cualquiera sea su participación;


(ii) la enajenación de las acciones se verifique después de transcurridos a lo menos doce meses de haberlas adquirido, y


(iii) el adquirente de las acciones y sus socios o accionistas, en el caso de ser sociedad, o sus partícipes, en el caso de ser un fondo, no se encuentren relacionados con el enajenante, o su controlador, en los términos del artículo 100 de la ley N°18.045.


3.- Vigencia.


Lo dispuesto en el N° 1 de este artículo se aplicará respecto del mayor valor generado en la enajenación de acciones que se adquieran por los fondos de inversión que cumplan los requisitos de ese numeral, a contar de la fecha de publicación de la presente ley y hasta el 31 de diciembre de 2022.


Lo dispuesto en el N° 2 de este artículo se aplicará respecto de las acciones adquiridas en cualquier momento previo al vencimiento del plazo antes indicado.


Artículo sexto.- Increméntase en 5 la dotación máxima de la Superintendencia de Valores y Seguros a partir del año de entrada en vigencia de la presente ley.

Disposiciones transitorias


Artículo 1° transitorio.- Salvo lo dispuesto en el artículo quinto, que regirá a partir de su publicación en el Diario Oficial, la presente ley comenzará a regir el primer día del mes subsiguiente al de la dictación del decreto supremo del Ministerio de Hacienda que reemplace a los actuales decretos supremos N° 1.179, de 2010 y N° 864, de 1989, ambos del Ministerio de Hacienda, el que deberá ser emitido a más tardar seis meses después de la publicación de esta ley. A contar de la fecha de publicación de ese decreto supremo, se traspasarán automáticamente, y por el solo ministerio de esta ley, los reglamentos internos de fondos mutuos registrados en el antiguo “Registro Público de Depósito de Reglamentos Internos y Contratos de Suscripción de Cuotas de Fondos Mutuos”, al nuevo “Depósito de Reglamentos Internos”.


En igual plazo deberá dictarse el decreto supremo del Ministerio de Hacienda que modifique el actual decreto supremo N° 1.334, de 1995, del Ministerio de Hacienda.


Artículo 2° transitorio.- Las sociedades administradoras de fondos mutuos, de fondos de inversión, de fondos para la vivienda y generales de fondos deberán adecuar sus estatutos a las disposiciones establecidas en esta ley, así como cumplir las exigencias contempladas en este cuerpo legal, en el plazo de un año contado desde la publicación del decreto supremo a que hace referencia el artículo sexto.


Artículo 3° transitorio.- Las administradoras tendrán el plazo de un año, contado desde la fecha de publicación del decreto supremo a que hace referencia el inciso primero del artículo 1° transitorio, para depositar los reglamentos internos y demás documentación requerida por la Superintendencia de los fondos de inversión que administran, que hayan sido aprobados por la Superintendencia con anterioridad a esa fecha. Las cuotas de esos fondos podrán ser comercializadas sin que sea necesario el depósito respectivo, en tanto sus reglamentos internos o la referida documentación no sean modificados. Las modificaciones de esos reglamentos internos deberán cumplir las disposiciones introducidas por la presente ley y, en caso de tratarse de adecuaciones necesarias para el cumplimiento de esta ley, éstas deberán ser efectuadas dentro del mismo plazo.


En tanto los reglamentos internos de fondos mutuos no hayan sido depositados, seguirán rigiendo aquellas exigencias contenidas en los artículos 7°, 11 y 12 A del decreto ley N° 1.328, de 1976, y 226 y 227 de la ley N° 18.045, cuyo plazo para su cumplimiento comenzó a regir desde la fecha en que la administradora estuvo en condiciones de comercializar las cuotas del fondo respectivo, o a partir del funcionamiento de ese fondo según corresponda, y hasta que se cumplan los plazos establecidos en esta ley para el cumplimiento de las nuevas obligaciones que están condicionadas al depósito del reglamento interno en el “Depósito de Reglamentos Internos”.


Mientras los reglamentos internos de fondos de inversión no hayan sido depositados, seguirán rigiendo aquellas exigencias contenidas en los artículos 1°, 3°A y 18 de la ley N° 18.815, y 226 y 227 de la ley N° 18.045, cuyo plazo para su cumplimiento comenzó a regir desde la fecha en que la Superintendencia aprobó el reglamento interno del fondo respectivo, o a partir del funcionamiento de ese fondo según corresponda, y hasta que se cumplan los plazos establecidos en esta ley para el cumplimiento de las nuevas obligaciones que están condicionadas al depósito del reglamento interno en el “Depósito de Reglamentos Internos”.


Artículo 4° transitorio.- Las sociedades que administren fondos para la vivienda tendrán el plazo de un año, contado desde la fecha de publicación del decreto supremo a que hace referencia el inciso segundo del artículo 1° transitorio, para depositar los reglamentos internos de los fondos que administran ajustados a las disposiciones establecidas en esta ley, cuyos contratos de administración hubieren sido inscritos por la Superintendencia en el registro que lleva para esos efectos, con anterioridad a esa fecha. Las cuotas de esos fondos podrán ser comercializadas a personas distintas de la institución con quien tenía suscrito tal contrato una vez efectuado el depósito respectivo.


Artículo 5° transitorio.- Los fondos de inversión constituidos al amparo de la ley N°18.657, derogada en el artículo cuarto de la presente ley, podrán continuar con sus operaciones en el país, conservando la garantía de invariabilidad establecida en el inciso tercero del artículo 15 de la ley N° 18.657 respecto de las inversiones que se hayan efectuado o que estén previamente autorizadas en este tipo de fondos de inversión, todo en conformidad a un contrato de inversión extranjera suscrito de acuerdo al decreto ley N° 600, de 1974.  Conservarán, asimismo, el régimen de tributación establecido en dicha ley, incluyendo la posibilidad de distribuir rentas del artículo 106 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, que también es derogado por la presente ley.  Estos fondos de inversión no podrán transformarse en o fusionarse con algunos de los fondos creados por la presente ley.


Artículo 6° transitorio.- Las administradoras de fondos de inversión de los referidos en los N° 1 y 3 del actual artículo primero transitorio de la ley N° 20.190, tendrán el plazo de un año, contado desde la fecha de publicación de la presente ley, para adecuar los reglamentos internos de dichos fondos a lo establecido en el N° 1 del nuevo artículo primero transitorio de la citada ley, introducido a través del artículo quinto. En cualquier caso,  las inversiones que tales fondos hayan efectuado con anterioridad a la entrada de vigencia de la presente ley mantendrán el régimen tributario establecido en el actual artículo primero transitorio de la ley N° 20.190, en la medida que se dé cumplimiento a los demás requisitos allí establecidos.


Artículo 7° transitorio.- Lo dispuesto en los artículos 81, 82, 83 y 86 del artículo primero de la presente ley y las modificaciones introducidas a la Ley sobre Impuesto a la Renta mediante el artículo tercero de la presente ley, regirán a contar de la fecha de vigencia general de la presente ley establecida en el artículo 1° transitorio, respecto de los hechos acaecidos a contar de dicha fecha. 


a) Los fondos de inversión constituidos al amparo de la ley N° 18.815, que la presente ley deroga, deberán, al 30 de abril del año siguiente a la fecha de vigencia establecida en el inciso anterior, presentar una declaración ante el Servicio de Impuestos Internos en la forma y plazo que éste determine mediante resolución, en la que declare:


i) el saldo de beneficios acumulados en el respectivo fondo, así como el saldo que registre el Fondo de Utilidades Tributables y del crédito establecido en el artículo 56 N° 3 y 63 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, por el Impuesto de Primera Categoría que haya afectado a las cantidades allí registradas, así como el saldo del Fondo de Utilidades No Tributables por los ingresos no constitutivos de renta y rentas exentas que el fondo haya percibido de terceros.  Los saldos y monto del crédito referidos deberán informarse según sus montos a la fecha de vigencia general de la presente ley.  Dichas cantidades, se afectarán en su posterior reparto o distribución, con el régimen tributario establecido en la ley N° 18.815, imputándose en el Fondo de Utilidades Tributable o no Tributables, según corresponda, con preferencia a los nuevos beneficios o dividendos que se perciban y comenzando por las cantidades registradas en el Fondo de Utilidades Tributables, luego en el Fondo de Utilidades No Tributables y, finalmente, los demás beneficios netos que se repartan. En caso de que dichos fondos hayan dado cumplimiento a las disposiciones del artículo 11 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, los beneficios netos referidos, podrán ser distribuidos conforme al tratamiento tributario establecido en dicha disposición a los partícipes sin residencia ni domicilio en Chile existentes en dichos fondos con anterioridad a la vigencia general de la presente ley. 


ii) el valor del patrimonio del fondo, y el número de cuotas en poder de cada participe, con individualización de cada uno de ellos, a la fecha de  vigencia general de esta ley.  La parte del mayor valor obtenido en la enajenación o el rescate de cuotas de los referidos fondos de inversión que fueron adquiridas con anterioridad a la fecha de vigencia general de la presente ley y que se efectúe con posterioridad a dicha fecha, y que se determine hasta el valor proporcional que representan las cuotas enajenadas sobre el total del patrimonio del fondo, según su valor a la fecha de vigencia señalada, quedará sujeto al régimen tributario contenido en la ley N° 18.815, mientras que la parte restante de dicho mayor valor, se sujetará al nuevo régimen tributario establecido en la presente ley.


b) El remanente de crédito fiscal por Impuesto al Valor Agregado que los fondos de inversión mantengan a la fecha de vigencia establecida en el inciso primero, podrá ser utilizado como tal por la administradora e imputarse al débito fiscal de dicho impuesto generado en su operación propia, sin perjuicio del derecho a repetición.  Los fondos referidos y sus administradoras deberán, para estos efectos, cumplir con lo establecido por el artículo 2° transitorio y presentar una declaración ante el Servicio de Impuestos Internos, en la forma y plazo que éste determine mediante resolución, en la que declare el remanente de Impuesto al Valor Agregado existente a la referida fecha.


c) Los fondos de inversión, los fondos mutuos y las administradoras de ambos tipos de fondos, conforme a lo dispuesto en el artículo 2° transitorio de esta ley adecuen los estatutos de los fondos que administran a las disposiciones de la presente ley, deberán dentro del mismo plazo establecido en dicha disposición, cumplir con las obligaciones administrativas tributarias establecidas en los artículos 81 y 86, según corresponda, ambos del artículo primero de la presente ley. 


d) Los fondos mutuos constituidos al amparo del decreto ley N° 1.328, de 1976, que la presente ley deroga, deberán, al 30 de abril del año siguiente a la fecha de vigencia establecida en el inciso primero, presentar una declaración ante el Servicio de Impuestos Internos en la forma y plazo que determine mediante resolución, en la que declare:


i) el saldo inicial del registro establecido en la letra b), del N° 2, del artículo 81 establecido por el artículo primero de la presente ley, conformado por el saldo de beneficios netos pendientes de reparto y los dividendos recibidos de sociedades anónimas abiertas chilenas, afectos al Impuesto Global Complementario, y del crédito establecido en el artículo 56 N° 3 y 63 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, por el Impuesto de Primera Categoría que haya afectado a los citados dividendos, hasta antes de la fecha de vigencia general de esta ley.  Dichas cantidades, se afectarán en su posterior reparto o distribución, con el régimen tributario vigente con anterioridad al establecido en la presente ley, imputándose con preferencia a los nuevos beneficios o dividendos que se perciban.


ii) el valor del patrimonio del fondo mutuo, y el número de cuotas en poder de cada participe, con individualización de cada uno de ellos, a la fecha de entrada en vigencia general de esta ley.  La parte del mayor valor, obtenido en la enajenación o el rescate de cuotas de fondos mutuos adquiridos con anterioridad a la fecha de vigencia general de la presente ley y que se efectúe con posterioridad a dicha fecha, determinado hasta el valor proporcional que representan las cuotas enajenadas sobre el patrimonio total del fondo, según su valor a la fecha de vigencia de esta ley, quedará sujeto al régimen tributario vigente con anterioridad a la misma, mientras que la parte restante de dicho mayor valor, se sujetará al nuevo régimen tributario establecido en la presente ley. 


iii) El Servicio de Impuestos Internos fiscalizará la correcta determinación del saldo de utilidades señalado, sin perjuicio de que será de cargo de la administradora acreditar fehacientemente, conforme a lo dispuesto en el artículo 21 del Código Tributario, dichas cantidades.


Artículo 8° transitorio.- Los instrumentos acogidos al artículo 104 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, que por el artículo tercero de la presente ley es reemplazado, que hayan sido adquiridos con anterioridad a la fecha de vigencia general de la presente ley, podrán en sus  enajenaciones posteriores a dicha fecha, gozar de la liberación tributaria contenida en el nuevo artículo 104 con tal que el enajenante cumpla con lo dispuesto en alguna de las letras a) y b) del N° 2 del nuevo artículo 104.  En todo caso, tratándose de la primera enajenación que se efectúe en forma posterior a la fecha de vigencia señalada de instrumentos acogidos al artículo 104 reemplazado y adquiridos con anterioridad a dicha fecha, respecto de la letra a) referida, no será necesario cumplir con el requisito de antigüedad allí señalado.


Las posteriores enajenaciones de instrumentos acogidos al artículo 104 reemplazado, se sujetarán en todo a lo dispuesto en el nuevo texto del artículo 74 N° 7 de la Ley sobre Impuesto a la Renta que por esta ley se establece.


Artículo 9° transitorio.- A) El mayor valor realizado por los inversionistas institucionales extranjeros con posterioridad a la entrada en vigencia de esta ley en la enajenación de títulos de oferta pública representativos de deudas, emitidos por empresas constituidas en el país, con anterioridad a la fecha de vigencia referida y que en su emisión no se hayan acogido al artículo 104 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, estará exento de los impuestos a la renta, con tal que cumplan con los siguientes requisitos durante el tiempo que operen en el país: 


1.- Estar constituido en el extranjero y no estar domiciliado en Chile.


2.- Ser un inversionista institucional extranjero que cumpla las características que defina el reglamento, dictado mediante decreto supremo del Ministerio de Hacienda, para cada categoría de inversionista, previo informe de la Superintendencia de Valores y Seguros y del Servicio de Impuestos Internos.


3.- No participar directa ni indirectamente del control de las entidades emisoras de los valores en los que se invierte ni poseer o participar directa o indirectamente en el 10% o más del capital o de las utilidades de dichos emisores.


4.- Contar con un representante o agente constituido en Chile que se haga responsable del cumplimiento de las obligaciones tributarias.


5.- Los representantes o agentes a que se refiere el número anterior deberán declarar al Servicio de Impuestos Internos, en la forma y plazo que éste determine mediante resolución, las características de dichas operaciones, indicando a lo menos la individualización de las partes o intermediarios que hayan intervenido, así como los valores de emisión, colocación, compra y venta de los instrumentos, y demás que establezca dicho Servicio. La no presentación de esta declaración o su presentación tardía, incompleta o errónea, será sancionada con la multa establecida en el número 6º, del artículo 97, del Código Tributario, conforme al procedimiento del artículo 165, número 2°, del mismo texto legal.


Sin perjuicio de lo anterior, en el caso que el banco en el cual se liquidaron las divisas destinadas a la inversión, no fue designado como agente intermediario, deberá informar al Servicio de Impuestos Internos, cuando éste lo requiera, el origen y monto de las divisas liquidadas.


En caso que la información que se suministre conforme al presente número resultare ser falsa, o cuando la enajenación no se hubiere adecuado a las condiciones de mercado al tiempo de su realización, el inversionista, o su administrador en su caso, quedará afecto a una multa de hasta el 20% del monto de las inversiones realizadas en el país, no pudiendo, en todo caso, dicha multa ser inferior al equivalente a 20 unidades tributarias anuales, la que podrá hacerse efectiva sobre el patrimonio del inversionista, sin perjuicio del derecho de éste contra el administrador.  Las personas que hayan sido contratadas para los efectos de cumplir con las obligaciones tributarias provenientes de la tenencia o enajenación de los instrumentos de deuda de oferta pública a que se refiere este artículo, serán solidariamente responsables de esta multa, salvo que, cuando se haya aplicado con motivo de la entrega de información falsa, acrediten que las declaraciones de que se trate se fundaron en documentos proporcionados por el inversionista o su administrador correspondiente o que no tuvo incidencia en la inadecuación de la operación a las condiciones de mercado, y que el representante o intermediario no estuvo en condiciones de verificar en el giro ordinario de sus negocios.


El Servicio podrá aplicar, respecto de las operaciones que establece este artículo, lo dispuesto en el artículo 64 del Código Tributario, en cuyo caso, la diferencia que fundadamente se determine entre el precio o valor de la operación y el de la tasación se gravará conforme al artículo 21 de la Ley sobre Impuesto a la Renta.


B) Los inversionistas institucionales que cumpliendo con los requisitos del artículo 106 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, derogado por la presente ley, hayan adquirido valores a que se refiere el artículo 107 de la referida ley con anterioridad a la fecha de vigencia del artículo tercero de la presente ley que deroga el citado artículo 106, podrán, en la posterior enajenación de dichos valores gozar de la exención establecida en dicho artículo 106 con tal que durante su operación en el país y al momento de la enajenación cumplan con los requisitos establecidos en dicha disposición.”. 

***

Hago presente a Vuestra Excelencia que los artículos 6°, 11, 22 letras e), g), h), e i), 23, 42, 43, 57, 58, 59, 85, 91 del artículo primero; letras b), c) y d) del artículo cuarto, y literales (i) y (ii) del inciso sexto del numeral 1 del artículo primero transitorio de la ley N° 20.190, sustituido en el artículo quinto del proyecto de ley,  fueron aprobados en general con el voto favorable de 93 diputados, de 120 en ejercicio.

En particular, los artículos 6°, 11, 22 letras e), g), h), e i) y 23 del artículo primero fueron aprobados con el voto conforme de 94 diputados; los artículos 42, 43, 57, 58, 59, 85 y 91 del artículo primero lo fueron con el voto favorable de 68 diputados; las letras b), c) y d) del artículo cuarto fueron aprobadas con 74 votos afirmativos, y los literales (i) y (ii) del inciso sexto del numeral 1 del artículo primero transitorio de la ley N° 20.190, sustituido en el artículo quinto del proyecto de ley, lo fueron con el voto afirmativo de 84 diputados, todos de un total de 120 en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta manera, a lo prescrito en el artículo 66, inciso tercero, de la Constitución Política de la República.

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Edmundo Eluchans Urenda, Presidente de la Cámara de Diputados.- MIGUEL LANDEROS PERKIČ, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE REGULA LA EXHIBICIÓN Y EJECUCIÓN ARTÍSTICA EN LOS BIENES NACIONALES DE USO PÚBLICO

(8335-24)

Con motivo del mensaje, informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente proyecto de ley, que regula la exhibición y ejecución artística en los bienes nacionales de uso público, correspondiente al boletín N° 8335-24.

PROYECTO DE LEY

“Título I

Del arte popular y sus cultores


Artículo 1°.- Esta ley tiene por objeto fomentar la creación o interpretación artística que se exhibe o ejecuta en bienes nacionales de uso público.


Artículo 2°.- Se entenderán comprendidas dentro de las creaciones o interpretaciones artísticas reguladas por esta ley, aquellos espectáculos culturales y artísticos, y toda expresión resultante de la combinación de destrezas físicas y,o artísticas, ya sea en forma unipersonal o grupal a través de shows, presentaciones, representaciones y cualquiera otra actividad de esta índole que se desarrolle en bienes nacionales de uso público, tales como plazas, parques, veredas y otros, en conformidad a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 589 del Código Civil.


Artículo 3°.- Para los efectos de esta ley, se considerarán como artistas populares, los músicos, bailarines, cirqueros, actores, instrumentalistas, coros, elencos teatrales, mimos, titiriteros, volantineros, estatuas vivientes, chinchineros, payasos, artesanos, artistas plásticos, organilleros, malabaristas, artistas de murgas y comparsas, y cualquiera otra forma de expresión comprendida en el artículo 2°, y que constituya para ellos una importante fuente de ingresos.

Artículo 4°.- Las Municipalidades, al administrar los bienes nacionales de uso público, en los que los artistas desarrollen su actividad, podrán considerar el Registro Nacional de Artistas Populares que lleva el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes.

La administración del Registro y la obligación de velar por el cumplimiento de los requisitos para la incorporación al mismo corresponderá a dicho Consejo y deberá contener la nómina de todas las personas inscritas, la fecha de inscripción, y cualquiera modificación que se realice en las mismas.

Mediante resolución exenta se establecerán los plazos, requisitos y condiciones generales que deberán cumplir los artistas populares para ser inscritos en el Registro Nacional de Artistas Populares.

Título II

Exhibición o ejecución del arte popular en bienes nacionales de uso público


Artículo 5°.- Las municipalidades deberán dictar una ordenanza especial a fin de regular, de manera específica, el funcionamiento, condiciones y requisitos para la exhibición y ejecución de las actividades artísticas y culturales desarrolladas por los artistas populares. 


Artículo 6°.- Las ordenanzas que, para efectos de lo dispuesto en el artículo anterior, dicten las municipalidades, deberán incorporar y considerar, entre otras, las siguientes materias: 


a) La consagración de permisos para el ejercicio de las actividades señaladas en el artículo 2°, en bienes nacionales de uso público, indicando su carácter gratuito o bien, estableciendo el monto de los derechos correspondientes, los que en ningún caso podrán superar lo establecido en el inciso quinto del artículo 24 del decreto ley N° 3.063, de 1979, sobre Rentas Municipales.


b) Singularizar el o los bienes municipales o nacionales de uso público, en los que la municipalidad otorgará permisos a los artistas populares para el ejercicio de las actividades señaladas en el artículo 2º, debiendo regular preferentemente aquellos lugares, espacios y horarios donde se congregue mayor confluencia de personas, desde la plaza principal y,o paseo peatonal hacia la periferia, indicando las ocasiones, horarios y lugares en que no se permitirá su ejercicio.


Al resolver las solicitudes de permisos, las municipalidades propenderán a garantizar la rotación en el uso de los espacios públicos.


c) Establecer las limitaciones, en virtud de la normativa legal vigente, a las que deben ajustarse las exhibiciones o ejecuciones artísticas en los bienes nacionales de uso público. Esas limitaciones sólo podrán estar basadas en el orden y seguridad de dichos bienes y en la libre y expedita circulación de personas y vehículos. Se deberá contemplar, asimismo, que no se podrán emitir sonidos con amplificación o que superen los niveles máximos establecidos.


Artículo 7°.- En caso que la ordenanza respectiva establezca un monto por los derechos municipales que correspondan, las municipalidades podrán eximir, total o parcialmente, del pago de derechos a aquellos artistas populares que hayan sido reconocidos por su contribución al desarrollo, promoción y difusión de la cultura y el arte nacional, en conformidad a las disposiciones vigentes.


Con todo, la declaración de determinadas actividades artísticas y culturales que efectúe el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes como de interés patrimonial, en conformidad con lo señalado en la Convención para la Salvaguardia del Patrimonio Cultural Inmaterial de la Unesco, podrá servir como antecedente pero no será determinante para establecer la exención a que se refiere el inciso anterior, sin perjuicio del Registro de Artistas Urbanos que se lleve en el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes.


Artículo 8°.- Las municipalidades no podrán supeditar o limitar el otorgamiento de los permisos para el uso de los espacios públicos, en atención a cualquiera forma injustificada de distinción, exclusión, restricción, preferencia o consideraciones artísticas de las creaciones e interpretaciones, cuya exhibición o ejecución pública se les solicite autorizar.

Título III

Disposiciones generales


Artículo 9°.- Las denuncias que se formulen por contravenciones a lo prescrito en esta ley, se entablarán ante el juzgado de policía local de la comuna donde se haya verificado la infracción que se denuncia, en conformidad a lo dispuesto en la ley N° 18.287, que establece procedimiento ante los Juzgados de Policía Local.


Artículo 10.- Corresponderá a las municipalidades velar por el cumplimiento de las disposiciones de la presente ley.


Artículo transitorio.- La ordenanza a que se refiere el artículo 5° de esta ley, deberá ser dictada dentro de los noventa días siguientes a la publicación de ésta en el Diario Oficial.”.

***

Hago presente a Vuestra Excelencia que los artículos 5° y 9° del proyecto de ley fueron aprobados en general con el voto favorable de 94 diputados, en tanto que en particular el artículo 5° fue aprobado con el voto favorable de 99 diputados y el artículo 9° lo fue con el voto conforme de 98 diputados, en todos los casos de un total de 120 diputados en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta manera, a lo prescrito en el artículo 66, inciso segundo, de la Constitución Política de la República.

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Edmundo Eluchans Urenda, Presidente de la Cámara de Diputados.- MIGUEL LANDEROS PERKIČ, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE AGRAVA PENAS Y RESTRINGE BENEFICIOS PENITENCIARIOS EN MATERIA DE DELITOS SEXUALES CONTRA MENORES DE EDAD

(8677-07)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene a honor emitir su segundo informe sobre el proyecto de ley señalado en el epígrafe, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República, con urgencia calificada de “suma”.


A la sesión en que la Comisión consideró en particular esta iniciativa asistieron, además de sus integrantes, el Honorable Senador señor Carlos Ignacio Kuschel Silva; la Ministra de Justicia, señora Patricia Pérez, y los asesores de esa Secretaría de Estado, señora Bárbara Sanhueza y señor Alejandro Soto.


Concurrieron también, por el Ministerio Secretaría General de la Presidencia, el asesor señor Tomás Celis; los asesores de la Honorable Senadora señora Alvear, señores Jorge Cash y Marcelo Drago; los asesores del Honorable Senador señor Walker, don Patricio, señora Paz Anastasiadis y señor Fernando Dazarola; el asesor del Honorable Senador señor Larraín, don Carlos, señor Hernán Castillo; y el abogado de la Biblioteca del Congreso Nacional, señor Juan Pablo Cavada.

- - -


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:


1.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni modificaciones: primero y segundo.


2.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: no hay.


3.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: 
Nº 1.


4.- Indicaciones rechazadas: no hay.


5.- Indicaciones retiradas: no hay


6.- Indicaciones declaradas inadmisibles: no hay.

- - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR


El proyecto sometido a la consideración de la Comisión consta de tres artículos. 

Artículo primero


Este precepto modifica el artículo 3º del decreto ley Nº 321, de 1925, norma que establece el beneficio de la libertad condicional para los penados. Esta disposición consigna reglas especiales para la concesión de tal beneficio a los sancionados por ciertos delitos particularmente graves. 


El inciso tercero de esa norma, que es objeto de modificación en el proyecto, prevé que los condenados por parricidio, homicidio calificado, robo con homicidio, violación con homicidio, violación de persona menor de catorce años, infanticidio, el previsto en el artículo 411 quáter del Código Penal (trata de personas) y la elaboración o tráfico de estupefacientes, se les favorecerá con la libertad condicional sólo una vez que haya cumplido de manera efectiva los dos tercios de su pena. 


La modificación propuesta agrega a este listado los ilícitos descritos en los artículos 365 bis, número 2) (modalidades de comisión de la violación alternativos al acceso carnal perpetrado contra menores de catorce años), 366 bis (ejecución de acciones sexuales distintas al acceso carnal cometidas contra personas menores de catorce años), 366 quinquies (producción de material pornográfico con menores de dieciocho años), y 367 (promoción o facilitación de la prostitución de menores), todos del Código Penal. 


Este artículo no fue objeto de indicaciones ni de modificaciones durante el estudio en particular de la iniciativa.

Artículo segundo

Esta norma incide en el artículo 1° del decreto ley Nº 409, que permite que después de dos o cinco años de haber cumplido una condena, dependiendo si es o no la primera, el condenado tenga el derecho a que se eliminen sus antecedentes penales y que se le indulten las penas accesorias a las estuviere condenado.


La modificación propuesta en el proyecto consiste en establecer que si la pena alternativa impuesta es la de inhabilitación absoluta perpetua o temporal para cargos, empleos, oficios o profesiones ejercidos en ámbitos educacionales o que involucren una relación directa y habitual con persona menores de edad, en razón de una pena principal proveniente de un delito sexual contra un menor de edad, no se podrá impetrar el beneficio señalado sino una vez que hayan transcurrido diez años desde el cumplimiento efectivo de la pena.


Este artículo no fue objeto de indicaciones ni de modificaciones durante el estudio en particular de la iniciativa.

Artículo tercero


Este precepto modifica, en dos literales, el Código Penal. 

Letra a)


Modifica el artículo 368 del Código Penal. Esta disposición indica que si los delitos contemplados en los párrafos 5 (de la violación) y 6 (del estupro y otros delitos sexuales), del Título VII del Libro II del referido Código, son cometidos por autoridad pública, ministro de un culto religioso, guardador, maestro, empleado o encargado por cualquier título o causa de la educación, guarda, curación o cuidado del ofendido, al responsable de ellos se le aplicará la pena asignada al delito con exclusión de su grado inferior cuando conste de dos o más grados, o la mitad inferior, cuando conste sólo de uno y sea divisible.


La norma aprobada en general añade a las figuras indicadas al que haya cometido, en calidad de autor o cómplice, alguno de esos ilícitos con ocasión de las funciones que desarrolle en recintos educacionales, aun esporádicamente, o del transporte escolar de víctimas menores de edad. 


En relación con esta letra se presentó la indicación número 1, de la Honorable Senadora señora Alvear, que propone reemplazar la frase “o del transporte escolar de las víctimas menores de edad”, por la siguiente: “o del servicio de transporte escolar autorizado por el respectivo establecimiento educacional en que se trasladen las víctimas menores de edad,”.


Al iniciarse el análisis de esta indicación, el Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, manifestó que mediante ella pareciera que se persigue una formulación más específica del concepto de transporte escolar. Con todo, manifestó que debería discutirse el alcance del concepto “transporte escolar autorizado” pues esa denominación podría predicarse tanto respecto del que es permitido por uno o más establecimientos educacionales, como por el que es validado por la autoridad pública de transportes. Asimismo, observó que en principio parecía atendible que la agravación de la pena no se imponga a quien presta de forma esporádica este servicio como, por ejemplo, el caso de quien transporta a sus hijos y a sus compañeros en un vehículo particular, ya que la idea es ser más drásticos con quienes se dedican al transporte de forma habitual.


La Honorable Senadora señora Alvear explicó que el propósito de la indicación era no dejar tan abierto el concepto de “transporte escolar”, ya que esta iniciativa debiera sancionar más drásticamente a quienes habitualmente y de manera profesional ejercen estas funciones.


Seguidamente, el Honorable Senador señor Kuschel hizo presente que el concepto de transporte escolar autorizado puede ampliarse aún más ya que, por ejemplo, en la región que representa existen subsidios especiales, administrados por las Municipalidades, para que en sectores rurales apartados se financien total o parcialmente recorridos que lleven a los niños al colegio. Agregó que también hay  recorridos de transporte escolar en embarcaciones que pueden optar al sistema de financiamiento estatal para el transporte escolar rural. A la luz de estas consideraciones, manifestó que tal vez sería conveniente aclarar este punto y examinar las reglas que al respecto han fijado las Municipalidades, el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones y el Ministerio de Educación.


Sobre este último aspecto, el señor Fernando Dazarola, asesor del Honorable Senador señor Walker, don Patricio, recordó que la ley Nº 19.831, que crea el Registro Nacional de Servicio de Transporte Remunerado de Escolares, define transporte remunerado de escolares o transporte escolar como la actividad por la cual el empresario de transportes se obliga, por cierto precio convenido con el establecimiento educacional o con el padre, madre, apoderado o encargado de niños que asisten a jardines infantiles, parvularios o establecimientos educacionales, hasta cuarto año medio, a transportarlos entre el lugar de habitación o domicilio del escolar y el establecimiento respectivo y/o viceversa, o a otros lugares acordados, en vehículos definidos en el artículo 2º de la ley Nº 18.290, los que deberán cumplir, además, con la normativa dictada por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones.


A la luz de este antecedente, el Honorable Senador señor Walker, don Patricio señaló que la indicación en análisis puede generar algunas dudas, ya que cabe la posibilidad que el autor o cómplice de estos delitos sea un transportista escolar habitual que preste este servicio de manera informal sin haber requerido la correspondiente autorización. En esta hipótesis, no se aplicaría la agravación planteada.


La Honorable Senadora señora Alvear planteó que el asunto también puede ser analizado desde el punto de vista contrario, pues al predicarse la agravación sólo respecto de quienes ejercen el transporte escolar de forma autorizada, se les da a los padres una potente señal en orden a que prefieran esa clase de servicios y no los que se prestan de manera informal.


A continuación, intervino la Ministra de Justicia señora Patricia Pérez, quien agradeció la invitación cursada e inició su participación expresando que en este ámbito hay que optar entre una interpretación restringida del concepto de transporte escolar en los términos citados en la ley Nº 19.831, que excluye a los transportes ocasionales de apoderados y deja fuera de la agravación a quienes prestan servicios de transporte escolar total o parcialmente financiados por el Estado.


Añadió que la otra opción es un concepto más amplio de transporte escolar. Precisó que el Ejecutivo prefería esta segunda opción.


Seguidamente, el Honorable Senador señor Larraín, don Carlos, hizo presente que la indicación exige, en la práctica, que los establecimientos educacionales autoricen previamente a los transportes escolares de sus alumnos, lo que implica imponerles una pesada carga de fiscalización a quienes naturalmente no tienen cómo verificar las condiciones en que se presta ese servicio. 


El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, indicó que si bien era razonable el propósito original de la indicación, en orden a limitar la aplicación de la agravación sólo a quienes presten habitualmente el servicio de transporte escolar y no a los apoderados o familiares de los alumnos que ocasionalmente lo efectúen en sus vehículos particulares, parece atendible que la agravación proceda respecto de todos los transportistas escolares, sin importar el título en virtud del cual prestan sus servicios, o si lo hacen de forma remunerada, subsidiada o gratuita. Añadió que debe eliminarse en este caso la exigencia de autorización por los establecimientos educacionales, en vista de lo señalado por el Honorable Senador señor Larraín, don Carlos. 


Este planteamiento fue compartido por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina; Larraín, don Carlos; Larraín, don Hernán; y Walker, don Patricio.


Luego, los miembros de la Comisión tuvieron en vista que el tenor literal de la modificación aprobada en general agrava las penas que contiene el artículo 368 del Código Penal a quienes hubieren cometido los ilícitos de naturaleza sexual indicados en los párrafos 5 y 6 del Título VII del Libro II del referido Código “con ocasión de las funciones que el autor o cómplice desarrolle en recintos educacionales”. 


Sobre el particular, se hizo presente que esta agravación de la pena procedería sin importar la edad de la víctima, lo que se aparta de la idea original de esta iniciativa, que consiste en intensificar la sanción a quienes atente sexualmente contra menores mientras desarrollan funciones en un establecimiento educacional.


En razón de lo anterior, el señor Presidente de la Comisión sometió a votación la indicación de la Honorable Senadora señora Alvear, enmendada en los siguientes términos:


“La misma pena se impondrá a quien hubiere cometido los mencionados delitos en contra de un menor de edad, en calidad de autor o cómplice, con ocasión de las funciones que desarrolle, aún en forma esporádica, en recintos educacionales, y al que los cometa, en esas mismas calidades, con ocasión del servicio de transporte escolar que preste a cualquier título.”.


La Comisión, por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina; Larraín, don Carlos; Larraín, don Hernán; y Walker, don Patricio, aprobó la referida indicación en los términos señalados precedentemente. 


Esta oración se agrega al final del inciso primero del mencionado artículo 368.

Letra b)


Modifica el  artículo 374 bis del Código Penal. En lo que interesa a este informe, cabe recordar que el mencionado precepto  sanciona con presidio menor, en su grado medio a máximo, a quién comercialice, importe, exporte, distribuya, difunda o exhiba material pornográfico, cualquiera sea su soporte, y en cuya elaboración hayan sido utilizados menores de dieciocho años.


El texto aprobado en general elimina el grado inferior de la pena señalada, dejándola en presidio menor en su grado máximo (3 años y un día a 5 años).


Aunque esta disposición no fue objeto de indicaciones, el Honorable Senador señor Walker, don Patricio, hizo presente que el texto aprobado en general distorsiona, en algún grado, la escala de penas para los delitos de pornografía en que las víctimas son menores de edad. Sobre este punto, recordó que la norma vigente establece que quién produzca material pornográfico con menores de edad será sancionado con presidio menor en su grado máximo (artículo 366 quinquies); que quién lo distribuya o comercialice sufrirá la pena de presidio menor en sus grados medio a máximo (inciso primero del artículo 374 bis) y que quién adquiera o almacene ese material será castigado con presidio menor en su grado medio (inciso segundo del artículo 374 bis).


Manifestó que la modificación aprobada en general deja con la misma pena (presidio menor en su grado máximo) a quién produzca material pornográfico en el que aparezcan menores de edad, y a quien lo distribuya o comercialice, cuando en principio la primera hipótesis parece merecer un mayor reproche penal que la segunda.


La señora Ministra de Justicia expresó que el propósito tras esta modificación es impedir que quién distribuya o comercialice material pornográfico -que comúnmente es el eslabón fundamental de la cadena delictual relacionada con este delito, pues por su intermedio se logran las ganancias de la operación- pueda optar a la suspensión condicional del procedimiento como salida alternativa, pues esta figura procesal solo requiere que la pena que pudiere imponerse al imputado no supere los tres años de privación de libertad. Agregó que la actual sanción para este delito permite al delincuente acceder al referido beneficio.


Hizo presente que en el período comprendido entre el primer semestre del año 2011 al primer semestre del 2012 han aumentado un 22% las denuncias por este ilícito, según los datos aportados por el Ministerio Público, razón por la cual está más que fundada la opción político criminal de endurecer el tratamiento procesal penal de este delito. Finalmente, observó que en términos estrictamente técnicos la modificación no supone un aumento de la penalidad actualmente vigente sino que, únicamente, elimina el piso o mínimo de la pena establecida en la ley, pero manteniendo su máximo o techo.


El Honorable Senador señor Espina expresó que el juicio de reproche es individual y debe considerar las circunstancias del caso concreto. Explicó que desde esa perspectiva puede que en una situación dada se haya producido una operación comercial de proporciones para distribuir una producción pornográfica, al punto que esa operación sea más grave que la producción en sí. 


A su vez, el Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, connotó que aunque el planteamiento relativo a la proporcionalidad general de las penas indicado por el Honorable Senador señor Walker, don Patricio, es válido, también importa el efecto concreto de las sanciones, por lo que propuso mantener la disposición aprobada en general y requerir un informe  adicional sobre el tema a un abogado penalista. En todo caso, sostuvo, que si ese informe llegase a ser muy desfavorable, se podría, en el segundo trámite constitucional, enmendar esta norma.


El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, coincidió con lo propuesto por el Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, y sugirió a la Comisión mantener el texto en los mismos términos en que fue aprobado en general, sin perjuicio de las consultas correspondientes.

- - -

MODIFICACIONES


En conformidad con los acuerdos adoptados, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento propone las siguiente modificación al proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado:

ARTÍCULO TERCERO

Letra a)


Reemplazarla por la siguiente:


“a) Agrégase al final del inciso primero del artículo 368 la siguiente oración:


“La misma pena se impondrá a quien hubiere cometido los mencionados delitos en contra de un menor de edad, en calidad de autor o cómplice, con ocasión de las funciones que desarrolle, aún en forma esporádica, en recintos educacionales, y al que los cometa, en esas mismas calidades, con ocasión del servicio de transporte escolar que preste a cualquier título.”.”.


(Indicación Nº 1, aprobada con modificaciones, 5 x 0).

- - -

TEXTO DEL PROYECTO


En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY


“ARTÍCULO PRIMERO.- En el inciso tercero del artículo 3° del Decreto Ley N° 321, de 1925, sobre Libertad Condicional, reemplázase la frase “el previsto en el artículo 411 quáter del Código Penal”, por la siguiente: “los contemplados en el número 2 del artículo 365 bis, en el artículo 366 bis, en el artículo 366 quinquies, en el artículo 367 y en el artículo 411 quáter, todos del Código Penal,”.


ARTÍCULO SEGUNDO.- En el artículo 1° del Decreto Ley N° 409, de 1932, sobre regeneración y reintegración del penado a la sociedad, intercálase el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando el actual a ser tercero:


“Cuando la persona hubiere sido condenada a la pena temporal del artículo 39 bis, de conformidad con el artículo 372, ambos del Código Penal, el derecho a que se refiere el inciso anterior sólo se podrá ejercer transcurridos diez años desde el cumplimiento de la pena, sin importar el número de condenas que dicha persona tuviere.”.


ARTÍCULO TERCERO.- Modifícase el Código Penal en el siguiente sentido:


a) Agrégase al final del inciso primero del artículo 368 la siguiente oración:


“La misma pena se impondrá a quien hubiere cometido los mencionados delitos en contra de un menor de edad, en calidad de autor o cómplice, con ocasión de las funciones que desarrolle, aún en forma esporádica, en recintos educacionales, y al que los cometa, en esas mismas calidades, con ocasión del servicio de transporte escolar que preste a cualquier título.”.


b) En el inciso primero del artículo 374 bis suprímese la expresión “medio a”.”.

- - -


Acordado en sesión celebrada el día 30 de abril de 2013, con la asistencia de los Honorables Senadores señor Patricio Walker Prieto (Presidente), señora Soledad Alvear Valenzuela y señores Alberto Espina Otero, Hernán Larraín Fernández y Carlos Larraín Peña.


Sala de la Comisión, 6 de mayo de 2013.

(Fdo. ): Rodrigo Pineda Garfias,

Secretario de la Comisión
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NUEVO PRIMER INFORME DE LA COMISIÓN DE SALUD, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA LA LEGISLACIÓN SOBRE EXPENDIO, COMERCIALIZACIÓN Y PRODUCCIÓN DE BEBIDAS ALCOHÓLICAS

(2973-11, 4181-11, 4192-11y 4379-11, refundidos)

HONORABLE SENADO:




La Comisión de Salud tiene el honor de informar acerca del proyecto de la suma, iniciado en mociones de los Honorables Diputados señoras María Angélica Cristi Marfil, Carolina Goic Boroevic y Alejandra Sepúlveda Orbenes y señores Enrique Accorsi Opazo, Pedro Araya Guerrero, Enrique Estay Peñaloza, Carlos Abel Jarpa Webar, Sergio Ojeda Uribe, Jorge Sabag Villalobos, Ignacio Urrutia Bonilla, Mario Venegas Cárdenas y Felipe Ward Edwards, y de los ex Diputados señora Laura Soto González y señores Francisco Chahuán Chahuán, Eduardo Díaz del Río, Marco Enríquez-Ominami Gumucio, Guido Girardi Brière, Guido Girardi Lavín, Juan Lobos Krause, Juan Masferrer Pellizzari, Jaime Mulet Martínez, Carlos Olivares Zepeda, Osvaldo Palma Flores y Leopoldo Sánchez Grunert. 


A las sesiones en que estudiamos este asunto asistieron, además de los integrantes de la Comisión, las siguientes personas:

La Honorable Diputada señora María Angélica Cristi. Del Ministerio de Salud: El Ministro, doctor Jaime Mañalich Muxi; el asesor, doctor Juan Cataldo Acuña, y el asesor legislativo, abogado señor Jaime González Kazazian. De la Superintendencia de Salud: la Superintendenta, señora Liliana Escobar Alegría. Del Ministerio de Agricultura: el asesor legal del Ministro, señor Andrés Meneses Pasten; El asesor del Gabinete del Ministro, señor Horacio Bórquez Conti. De la Asociación Gremial de Vinos de Chile: el abogado señor Federico Mekis Martínez. De la Asociación de Productores de Cerveza A.G.: El Presidente, señor Dirk Leisewitz Timmermann y la señora Paula Covarrubias. De la Biblioteca del Congreso Nacional: los analistas, señora Irina Aguayo Ormeño y señor Eduardo Goldstein Braunfeld. Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia: el coordinador, señor Pedro Pizarro González.

- - - - - - -

CONSTANCIAS


El N° 5 del artículo 3° del proyecto, que ordena incorporar determinadas materias en algunos currículos de enseñanza, tiene carácter de ley orgánica constitucional, al tenor del fallo del Tribunal Constitucional rol 1.363, de fecha 28 de julio de 2009. La Cámara de Diputados lo consideró ley común, porque aprobó el proyecto en junio de 2008, antes de la publicación de la LEGE, que tuvo lugar en septiembre de 2009.


En consecuencia, la aprobación en Sala de la norma antes señalada requiere el voto conforme de cuatro séptimos de los Senadores en ejercicio, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 19 número 11°, en relación con el artículo 66, ambos de la Constitución Política de la República.

Finalmente, en cumplimiento de lo preceptuado por el artículo 77 de la Carta Fundamental y el artículo 16 de la ley 
N° 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, la Cámara de Diputados consultó la opinión de la Corte Suprema acerca del artículo 6°, que en el presente informe se recomienda eliminar del texto. La Corte objetó el artículo, por estimar que atentaría contra la garantía constitucional de inviolabilidad del hogar, consagrada en el artículo 19, número 5°, de la Carta Fundamental. El acuerdo fue adoptado por 9 votos contra 6.
- - - - - - -

I.- ANTECEDENTES DE DERECHO




El proyecto en informe se vincula con los siguientes cuerpos normativos:

- Ley N° 19.925, cuyo artículo primero contiene el nuevo texto de la Ley sobre Expendio y Consumo de Bebidas Alcohólicas.

- Ley N° 18.455, que fija normas sobre producción, elaboración y comercialización de alcoholes etílicos, bebidas alcohólicas y vinagres, y deroga libro I de la ley N° 17.105.

- Decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Justicia, de 2009, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley de Tránsito, ley N° 18.290.

- Artículos 204 a 207 del Código Procesal Penal.
II.- ANTECEDENTES DE HECHO


Las mociones que inician el proyecto de ley en análisis contienen una exposición de los fundamentos en que se sustentan, los que se consignan a continuación.

Boletín N° 2.973-11

La expresión de motivos de dicha iniciativa, de autoría de los Diputados Accorsi, don Enrique y Jarpa, don Carlos Abel y los ex Diputados Soto, doña Laura; Palma, don Osvaldo y Sánchez, don Leopoldo, y el ex Diputado, actual Senador Girardi, don Guido, señala, en primer término, que según estudios del Consejo Nacional de Control de Estupefacientes, un 70,84% de los trabajadores son consumidores de alcohol. Este problema puede acarrear graves consecuencias, si la persona bajo la influencia del alcohol se encuentra efectuando faenas peligrosas. Y si bien el alcohol, a diferencias de las sustancias sicotrópicas y estupefacientes, es considerado lícito, causa enorme preocupación la falta de una legislación que regule en beneficio de la población su comercio.


Agrega la iniciativa de ley que entre los expertos existe el convencimiento de que la ingesta de alcohol ocupa el primer lugar en el mercado de las drogas lícitas e ilícitas y, lo más preocupante, es que el alcohol es la droga más ampliamente usada entre los adolescentes de nuestro país. A modo de ejemplo, si una persona empieza a beber a temprana edad, reduce su esperanza de vida por 12 años y más, teniendo mayores perspectivas de desarrollar enfermedades graves, tales como cardiopatías, cáncer, cirrosis y trastornos mentales y neurológicos, entre otras.


Concluyen los autores de la moción expresando su preocupación sobre la existencia en el mercado de un uso indiscriminado de publicidad a favor del consumo de alcoholes, en la que se utiliza, incluso, mensajes subliminales de bienestar, éxito y belleza.

Boletín N° 4.181-11

Dicha iniciativa, de los Diputados Goic, doña Carolina; Sepúlveda, doña Alejandra; Venegas, don Mario; Ojeda, don Sergio; Sabag, don Jorge; y Araya, don Pedro, y los ex Diputados Olivares, don Carlos, Díaz, don Eduardo y Mulet, don Jaime, consigna entre sus fundamentos que el alcohol es la droga más consumida en el mundo entero y su uso genera graves y costosos problemas sociales. En Chile, su consumo supera por mucho el de cualquier droga ilícita, como marihuana, cocaína y pasta base y, de hecho, un 73,08% de los encuestados en el Cuarto Estudio Nacional sobre uso de Drogas en Población General, realizado el año 2000 por el CONACE, declaró haber consumido alcohol, contra un 6,28% que reconoció consumo de alguna droga ilícita en el último año.

En ese escenario, añade la moción, el control del consumo debe abarcar las múltiples dimensiones de su comercialización y publicidad, debido a que la legislación actual tiene un déficit a ese respecto. Asimismo, se debe dar solución a esa falencia, ya que no previene los daños que la ingesta irresponsable de alcohol produce a la salud de las personas, a la seguridad vial y a la seguridad ciudadana.

En conformidad con lo expuesto, los autores de la moción plantean la necesidad de legislar sobre la materia, con los siguientes objetivos: revertir el incremento del consumo de alcohol en menores de edad; reforzar las herramientas de prevención del consumo, a través de los planes de estudio; regular la publicidad de las bebidas alcohólicas, e incluir advertencias sanitarias en la rotulación de las etiquetas de los envases de alcohol. 

Boletín N° 4.192-11

Consigna la moción del ex Diputado, actual Senador Chahuán, don Francisco, y el ex Diputado Enríquez-Ominami, don Marco, que, si bien ley N° 19.925 significó un avance importante en esta materia al regular los horarios en que el alcohol puede ser vendido y al prohibir el expendio de bebidas alcohólicas a menores de 18 años, al igual que el ingreso de éstos a cabaret, cantinas, bares y tabernas y el de los menores de 16 años a las discotecas, el resultado no es significativo si el consumo no es desalentado de una manera más vigorosa, garantizando que la publicidad no llegue a jóvenes y grupos vulnerables.

Agregan los autores que lo señalado anteriormente es de gran relevancia, puesto que, según estadísticas emanadas del Consejo Nacional para el Control de Estupefacientes, se estima que cerca de 5 millones de personas entre los 12 y 64 años de edad son consumidores actuales de alcohol y que, de éstos, unas 150 mil personas consumen bebidas alcohólicas diariamente. Sin embargo, la mayor preocupación se presenta en los menores de edad, quienes beben mucha más cantidad que los mayores. Así, es patente que los niveles más preocupantes de alcoholismo y de dependencia del alcohol se encuentran en los menores de ambos sexos, de 12 a 18 años.

En conexión con lo anterior, cabe señalar que, de acuerdo a estadísticas emanadas de la Defensoría Penal Pública, la ebriedad y el consumo de alcohol representan el 28,1% de las detenciones de menores. Muy vinculado con ello se encuentra el hecho de que en una gran cantidad de delitos está presente el alcohol como desencadenante de la acción delictiva, especialmente en lesiones y robos.

En efecto, añade la moción, en una sociedad moderna, donde la información tiene gran relevancia, no se cumple adecuadamente con el imperativo constitucional de proteger el bien común si es que no se regulan los horarios en que se puede publicitar la venta de un producto que evidentemente trae aparejadas consecuencias de riesgo y daño para la salud pública. En el mismo sentido, tampoco se cumple con ese imperativo si los productos alcohólicos destinados al consumo final no llevan en su etiqueta una mención visible de las consecuencias nocivas que puede acarrear el consumo excesivo. 

En otro ámbito, los autores concluyen que parece totalmente arbitrario imponer fuertes limitaciones al tabaco, en aras de la protección de la salud pública, si no se hace lo propio con el alcohol, un producto cuyas consecuencias para la salud pueden ser igualmente o más perniciosas que las del tabaco.

Por lo mismo, este proyecto propone limitar severamente la publicidad de productos que contengan alcohol, estableciendo que ésta sólo podrá ser realizada después de medianoche, un horario en el que con toda seguridad no será observada por menores. Además, esta moción hace suya la presentada en su oportunidad por el entonces Diputado señor Alejandro Navarro Brain, en el sentido de que establece la obligación, tanto para los elaboradores de productos alcohólicos como para quienes difundan los mismos, de disponer una etiqueta de dimensiones visibles en donde se establezca de manera gráfica que el alcohol es dañino para la salud.

Boletín N° 4.379-11

La iniciativa de ley de los Diputados Cristi, doña María Angélica; Accorsi, don Enrique; Estay, don Enrique; Ojeda, don Sergio; Urrutia, don Ignacio, y Ward, don Felipe, y los ex Diputados, actual Senador señor Chahuán, don Francisco; Girardi Briere, don Guido; Lobos, don Juan, y Masferrer, don Juan, hace presente en sus fundamentos que en Chile el consumo excesivo de alcohol es el principal problema de salud, toda vez que al año mueren 7.600 personas por causas asociadas a su ingesta y que casi un millón de chilenos es “bebedor problema”, cuyas edades fluctúan principalmente entre los 15 y los 35 años. Asimismo, en materia de delincuencia su incidencia es determinante, por cuanto el 52% de los actos criminales, el 45,4% de los suicidios y el 60% de los homicidios son cometidos en estado de ebriedad. 

En otro ámbito, el 41% de los fallecidos en accidentes de tránsito presentan alcoholemia positiva, siendo ésta la principal causa de muerte entre los 19 y los 25 años; alrededor del 30% de los accidentes de trabajo se producen bajo los efectos del alcohol y, de acuerdo a un estudio realizado por el Ministerio de Salud y la Universidad de Chile, el abuso de bebidas alcohólicas cuesta a nuestro país aproximadamente 3 mil millones de dólares al año.

Puntualiza también la moción que la situación más grave respecto del consumo excesivo tiene lugar entre los adolescentes y jóvenes, ya que Chile es el país de América Latina con el mayor índice de consumo de bebidas alcohólicas en ese grupo etario, superando incluso a los Estados Unidos. Además, todos los expertos han concluido que el alcohol es la principal puerta de entrada a las drogas y que el 90% de los jóvenes calificados como bebedores problema están, al mismo tiempo, consumiendo algún estupefaciente.

En virtud de lo expuesto, los autores proponen las siguientes medidas: prohibir el ingreso de menores de 18 años a discotecas o salones de baile; obligar a los dependientes de establecimientos que expendan bebidas alcohólicas a exigir carnet de identidad; permitir que los inspectores municipales puedan solicitar el carnet de identidad a compradores; modificar las disposiciones en el caso de menores de 18 años sorprendidos en la vía pública consumiendo bebidas alcohólicas o circulando bajo los efectos del alcohol, y traspasar las causas por expendio de alcohol a menores de 18 años a los Juzgados de Policía Local.

Todas las mociones precedentemente descritas fueron refundidas en el primer trámite constitucional en la Cámara de Diputados.

- - - - -


El Senado, en sesión de fecha 5 de mayo de 2009, dispuso que este proyecto pase también a la Comisión de Agricultura, una vez informado por la de Salud, y autorizó a ambas para discutirlo en general y en particular, en el trámite reglamentario de primer informe. El 6 de abril de 2011 la Sala modificó el trámite y dispuso que la Comisión de Agricultura sólo lo estudiara en el trámite reglamentario de segundo informe, unida con la de Salud. Finalmente, una vez emitido el informe pertinente sobre esta iniciativa de ley, por acuerdo de Comités ratificado por la Sala del Senado, se remitió nuevamente la iniciativa a la Comisión de Salud para que emitiese un nuevo primer informe.

- - - - - - - -

OBJETIVOS FUNDAMENTALES Y ESTRUCTURA DEL PROYECTO




Esta iniciativa de ley tiene por objetivos regular la publicidad que incentiva el consumo de alcohol; revertir el consumo de los menores de edad; incorporar a los envases y la publicidad leyendas que adviertan sobre los efectos del alcohol en la salud; estimular el cumplimiento de las normas de la ley N° 19.925, y facilitar su fiscalización.




El proyecto aprobado en general y en particular por la Comisión de Salud ha quedado conformado por seis artículos permanentes y uno transitorio. 

- - - - - - -

Cabe señalar que con ocasión de la emisión del primer informe que la Comisión de Salud expidió sobre este proyecto, trámite reglamentario en que fue autorizada para discutirlo también en particular, sólo se acordó reemplazar, en la frase “El consumo de alcohol disminuye su capacidad para conducir”, del inciso segundo del artículo 1°, la palabra “disminuye” por “anula”. 

- - - - - - -


El Honorable senador señor Uriarte rememoró los plazos y etapas de tramitación que han transcurrido, tanto en la Cámara de Diputados como en el Senado, respecto de la tramitación del proyecto en discusión. Además, hizo presente que durante el tiempo en que fue Presidente de la Comisión puso en tabla la iniciativa y que si no se ha podido completar su despacho se debe a que ha habido otras prioridades legislativas declaradas de urgencia o de especial significación, tales como aquellas iniciativas referidas al funcionamiento de las farmacias; a la composición nutricional de los alimentos; a los daños causados por animales potencialmente peligrosos; a la regulación de las licencias médicas; a las vacunas que contienen timerosal; las que modifican el sistema privado de salud; las relacionadas con el sistema de donación de órganos; a las que promueven ambientes libres de humo de tabaco, y las relativas a la publicidad de los alimentos, entre otras.


En ese sentido, cabe destacar que el proyecto signado con el Boletín N° 2.973-11, que posteriormente fue refundido con las iniciativas Boletines N°s 4.181-11, 4.192-11 y 4.379-11, ingresó a la Cámara de Diputados en el mes de junio de 2002 y pasó al Senado en el mismo mes, pero del año 2008; que esta Comisión emitió su primer informe en abril de 2011 y ese mes la Sala aplazó su discusión; que en mayo de 2011 se retiró de la tabla de la Sala; que en junio siguiente volvió a esta instancia, para nuevo primer informe, y que se ha puesto en tabla en la Comisión desde enero pasado.


En el mismo sentido se pronunció el Honorable Senador señor Chahuán, quien destacó que, a pesar de que la tramitación del presente proyecto se ha extendido por 11 años, el anterior Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Uriarte, lo puso en tabla en varias oportunidades, aún sin esperar que el Ejecutivo hiciese presente algún tipo de urgencia para su despacho.

- - - - - - -

DISCUSIÓN Y VOTACIÓN DE LAS INDICACIONES FORMULADAS EN ESTA ETAPA


Al abordar la discusión de la iniciativa de ley, el asesor legal del Ministro de Agricultura, señor Andrés Meneses Pastén, expresó que, si bien esa Secretaría de Estado estaba de acuerdo con las ideas matrices del proyecto de ley, no coincidía con el establecimiento de regulaciones excesivas, que puedan poner en riesgo el adecuado funcionamiento de la cadena industrial conformada por productores de vides y de otros insumos agropecuarios que sirven de base para la elaboración de bebidas alcohólicas. Lo anterior, explicó, debido a que el sector agrícola está sujeto a contingencias que no se presentan en otras ramas de la economía y, por lo mismo, cualquier oscilación en las condiciones regulatorias o de mercado que afecten a los productos finales genera consecuencias en la pequeña producción agropecuaria.


Respecto de la iniciativa en estudio, afirmó que la cartera que representa ha estimado que debiese traducirse a una legislación que resulte análoga a la que rige en otros países, de manera que en Chile también puedan coexistir regulaciones adecuadas a la publicidad de las bebidas alcohólicas, con políticas públicas eficaces destinadas a combatir las consecuencias negativas que se derivan de la ingesta excesiva de alcohol.


En ese orden de ideas, recalcó que la regulación normativa debe apuntar, más que a restringir la publicidad de nombres, marcas o símbolos, a evitar ciertas situaciones inductivas del consumo, mediante la promoción de ciertos modelos sociales que resulten especialmente atractivos para el segmento más vulnerable de la población en términos etarios, estos es, en niños y adolescentes. Agregó que un informe elaborado por la Biblioteca del Congreso Nacional
 ha concluido que la publicidad que más permea los sectores vulnerables es el denominado “ritual del consumo”, es decir, aquella propuesta de modelos que tienden a proponer situaciones anexas o distintas a las que contiene el simple consumo de una bebida alcohólica. En ese marco, mencionó la publicidad de tipo fetichista, machista o exitista, entre otros modelos asociados a la ingesta de alcohol.  


En cuanto a la publicidad de bebidas alcohólicas en recintos o eventos deportivos, recomendó regular la exhibición de situaciones de consumo. Sin embargo, mostró su disconformidad con la restricción del avisaje para que se remita a mostrar marcas, logos o nombres de los productos, ya que ello podría generar inconsistencias con legislaciones de otros países, respecto de los cuales Chile aspira a homologarse en este ámbito.


Como ejemplo de lo expuesto manifestó que, aunque ese tipo de publicidad fuese prohibido en nuestro país, cualquier persona que tenga acceso a televisión por cable podrá ver esa propaganda en la transmisión de encuentros deportivos realizados en el extranjero. En ese contexto, complementó, sólo las empresas de mayor envergadura estarían capacitadas para poder publicitar sus productos en espectáculos deportivos foráneos, en desmedro de aquellas que sólo podrían hacerlo en el medio nacional.


Opinó también que la legislación que finalmente se apruebe debe tener en consideración la importancia que el rubro vitivinícola posee actualmente en la canasta exportadora del país, y que representa una cadena productiva que, en ciertos momentos del año, genera más de 100.000 empleos. Por ello, instó a los miembros de la Comisión a adoptar los resguardos necesarios para no poner en riesgo el normal funcionamiento de esta industria.


Finalmente, destacó que muchos científicos han señalado que el consumo moderado de vino es saludable, pues disminuye la posibilidad de sufrir enfermedades coronarias y cerebro vasculares. En ese caso, continuó, sería procedente también difundir los efectos benéficos que posee el vino, en el marco de una educación integral. 


A su turno, el Presidente de la Asociación de Productores de Cerveza, señor Dirk Leisewitz Timmermann, mencionó que la entidad que representa está, en términos generales, conforme con el proyecto de ley en comento, que apunta a incentivar un consumo responsable de bebidas alcohólicas.


Sin perjuicio de ello, destacó algunos aspectos que, a su juicio, pueden ser perfeccionados.


En primer lugar, hizo referencia a la modificación efectuada por la Comisión de Salud en su primer informe, que dispone que una de las advertencias que deben contener las bebidas alcohólicas es que “el consumo de alcohol anula la capacidad de conducir”. Sin embargo, informó que su gremio prefiere que se reemplace la palabra “anula” por el vocablo “limita”.


En materia de publicidad audiovisual, expuso que la sugerencia de la Asociación de Productores de Cerveza es que se mantenga durante toda la exhibición de los comerciales una franja de advertencia. En tanto, respecto de la publicidad que se efectúa en televisión, solicitó que se modifique el horario permitido para realizarla, ya que debiese concordar con el comienzo del horario para adultos en ese medio, que se inicia a partir de las 22:00 horas. 


Sobre la propaganda en calles y carreteras, estimó que debe propenderse a su mantención, pero solo relacionada a marcas, nombres o logos y que ella no debe incitar al consumo de alcohol.


 Luego se refirió a la posibilidad de difusión de anuncios de productos que contengan alcohol en eventos deportivos, recomendando su restricción sólo cuando dichos espectáculos estén orientados a menores de edad.


Por último, requirió un mayor estudio de la prohibición de vender bebidas alcohólicas que afecta a las estaciones de servicio, ya que, en su parecer, debe permitirse el expendio cuando se trate de consumo dentro de un local que cuente con la pertinente patente de alcoholes.


A continuación, el abogado de la Asociación Gremial de Vinos de Chile, señor Federico Mekis Martínez, destacó que para la entidad que representa existen dos temas esenciales que deben ser abordados en la discusión de esta iniciativa.


El primero de ellos es la regulación de la forma que deberá adoptar la etiqueta que se adhiere al envase de una bebida alcohólica. Enfatizó que este asunto toma una especial relevancia en el caso de los vinos, puesto que la presentación del producto se traduce en una comunicación directa con el consumidor y permite a cada marca diferenciarse del resto y resaltar sus cualidades. Incluso, añadió que en la mayoría de los países productores vitivinícolas no existen restricciones a la forma de presentación de las etiquetas. No obstante ello, concordó con la idea de permitir que las leyendas de advertencia puedan disponerse en cualquier parte del campo visual del envase.


En virtud de lo expuesto, llamó la atención sobre la necesidad de que la normativa que finalmente se apruebe no reste competitividad al sector vitivinícola, en especial, respecto de otros países productores que no establecen exigencias en materia de advertencias sanitarias.


Por otro lado, recordó que en tratados internacionales suscritos por Chile existen cláusulas que obligan a aplicar las normas nacionales en el mercado de destino, lo que, eventualmente, podría perjudicar a los productos exportados.


Una vez concluidas las intervenciones precedentes, el Honorable Senador señor Chahuán hizo presente que, en su oportunidad, el Ministerio de Agricultura se comprometió a enviar indicaciones a la iniciativa en discusión, pero ello no ha ocurrido. Por tanto, exhortó a los representantes de esa Secretaría de Estado a acelerar las gestiones destinadas a dar curso a la tramitación de la iniciativa legal. Además, se mostró contrario a que en la etapa de discusión en particular esta iniciativa deba ser conocida también por la Comisión de Agricultura.


Seguidamente, el Honorable Senador señor Uriarte resaltó que, si bien el principal interés de la Comisión en tratar este asunto es proteger adecuadamente la salud de las personas, también se debe considerar el resguardo de los trabajadores que laboran en esta área productiva. En relación con esa idea, consultó a los expositores si el proyecto de ley aprobado por la Comisión de Salud en su primer informe podría afectar la producción y, por lo tanto, el empleo del sector, considerando, por ejemplo, que sólo en la Región de Coquimbo hay 65.000 puestos de trabajo que dependen directamente de la actividad pisquera y vitivinícola.


Frente a la consulta, el señor Dirk Leisewitz advirtió que una regulación excesiva puede producir una disminución del consumo y, consecuencialmente, una reducción del crecimiento del sector, con el impacto consiguiente en el empleo de los trabajadores que ocupa, afectando principalmente a los pequeños y medianos productores.


Por su parte, el señor Federico Mekis explicó que es muy difícil que la normativa en discusión afecte el volumen de exportaciones del sector vitivinícola, ya que goza de una importante robustez y prestigio, y estimó complicado dimensionar los eventuales efectos que podrían generarse en el mercado interno. Sin perjuicio de lo anterior, expresó que el enfoque que finalmente adopte la normativa debe tener un cariz amigable hacia la información al consumidor, en vez de darle una connotación negativa al producto.


Enseguida, el Honorable Senador señor Girardi, destacó que la regulación propuesta no pretende los mismos objetivos de las que se han aprobado recientemente en relación con la denominada comida chatarra y el tabaco, puesto que en materia de consumo de bebidas alcohólicos sí puede haber una ingesta moderada que no produzca perjuicios a la salud. En cambio, en el caso del tabaco, por ejemplo, cualquier dosis que ingrese al organismo es dañina.


En ese contexto, razonó, su interés en apoyar la regulación en comento es promover un consumo responsable de alcohol. Incluso, a su juicio, un consumidor puede preferir una marca que le informe adecuadamente de los efectos que puede producir en la salud de las personas la ingesta de determinadas cantidades de alcohol.


Otro aspecto que debe resguardarse de especial manera, añadió, es el acceso de menores de edad a bebidas alcohólicas, debido a que las estadísticas han demostrado un aumento importante del consumo en este grupo etario y un comienzo de la ingesta cada vez más temprano. 


Para combatir esa situación, opinó Su Señoría, es necesario regular la forma en que se presenta la publicidad de estos productos, ya que debe alejarse de modelos que se asocien a estilos de vida exitosos o atractivos. En definitiva, lo que se trata de lograr es que la persona que elija beber alcohol tenga la capacidad de discernir sobre los efectos positivos y negativos que puede provocar en su salud.


En ese mismo orden de ideas, el Honorable Senador señor Chahuán valoró que la industria cervecera haya tomado hace algunos años la decisión de incluir advertencias en sus envases, aun cuando no existía la obligación legal para ello. Sin embargo estimó que dicha exigencia debe generalizarse y aplicarse a todas las bebidas alcohólicas, tomando la precaución de que se incorpore dentro del conjunto armónico de símbolos y palabras que forma la etiqueta.


También recordó que durante la tramitación de la iniciativa en la Cámara de Diputados se abordó el impacto que podría tener la normativa en los espectáculos deportivos y, para retomar esa discusión, recomendó invitar a la Asociación Nacional de Fútbol Profesional a exponer sobre este tema.


En último término, sugirió a los productores de bebidas alcohólicas apoyar las ideas matrices de la iniciativa legal, con el objeto de generar mayores consensos y mejores relaciones, tanto con los demás parlamentarios como con la ciudadanía. Además, estimó interesante analizar la posibilidad de disminuir las graduaciones alcohólicas de las bebidas, lo que, incluso, puede generar mayores réditos económicos.


Por su parte, el señor Dirk Leisewitz enfatizó la importancia de impulsar campañas potentes de educación, que tiendan a modificar los hábitos de consumo de bebidas alcohólicas en la población y, en especial, entre los menores de edad.


Luego, ante la afirmación de que una regulación excesiva podría afectar la demanda de bebidas alcohólicas, perjudicando especialmente a los pequeños y medianos agricultores de vides, el Honorable Senador señor Girardi lamentó que la visión expresada por el Ministerio de Agricultura resulte más anacrónica y negativa que la expresada por los propios gremios empresariales, ya que, a su juicio, los consumidores valoran cada vez más los productos que les entregan mayor y mejor información sobre sus características.


Finalmente, el asesor del Gabinete del Ministro de Agricultura, señor Horacio Bórquez, acotó que en ningún momento esa Secretaría de Estado ha mostrado una disposición contraria al proyecto de ley, sino que lo que ha tratado de exponer es que restricciones demasiado amplias podrían, eventualmente, tener algún efecto en la cadena productiva del sector.

- - - - - - - -


En relación con lo establecido en el inciso segundo del artículo 1° del proyecto, referido a las oraciones que deben seguir a la advertencia en la etiqueta, en especial aquella que señala que “El consumo de alcohol anula su capacidad para conducir”, el señor Ministro de Salud, doctor Jaime Mañalich, expresó que, desde el punto de vista médico, se ha podido determinar que los niveles inferiores a 0,3 miligramos de alcohol en la sangre no afectan la capacidad para conducir, y por esa razón se estableció ese límite en la ley N° 20.580
. Por ello, le pareció más razonable utilizar las palabras “disminuye” o “afecta”.


Por su parte, el Honorable Senador señor Ruiz-Esquide planteó que no es preciso utilizar el vocablo “disminuye”, puesto que la reducción de la capacidad para manejar dependerá de la cantidad de alcohol que ingiera la persona. 


En referencia a la situación de la publicidad audiovisual, tratada en el inciso quinto de la norma, el Honorable Senador señor Chahuán afirmó que le parece preferible que la advertencia no se exhiba al final del comercial, mediante un recuadro que abarque la totalidad de la pantalla, sino que se realice mediante una leyenda que se proyecte durante todo el aviso publicitario. Recalcó que de la primera forma los únicos beneficiados serían los canales de televisión, que verían incrementados sus ingresos por la mayor extensión de los avisos.


La Honorable Diputada señora Cristi enfatizó que la manera en que se regulará la publicidad de las bebidas alcohólicas es la principal traba que ha retardado el total despacho de la presente iniciativa. 


En tal virtud, aconsejó homologar la publicidad de los alcoholes a la del tabaco, esto es, prohibiéndola en todas sus formas, tal como hace la ley N° 20.660, de reciente aprobación, que modifica la ley N° 19.419 en materia de ambientes libres de humo de tabaco. De esa manera, concluyó, se evitará que discrepancias sobre la forma del avisaje sigan retrasando la tramitación del proyecto.


Frente a esa propuesta, el Honorable Senador señor Chahuán estimó que también se debe tener en consideración la buena disposición que ha mostrado la industria de las bebidas alcohólicas, al apoyar el establecimiento de advertencias permanentes durante la exhibición de comerciales de televisión. Por ello, una norma en este sentido tendría, en su parecer, más posibilidades de ser rápidamente aprobada, a diferencia de la proscripción total de publicidad, que incluso podría adolecer de vicios de constitucionalidad.


A su vez, la Honorable Diputada señora Cristi reiteró que, a su juicio, la publicidad debe ser restringida en forma estricta, especialmente aquella que induce a los más jóvenes al consumo de alcohol.


El señor Ministro de Salud reiteró que el consumo excesivo de alcohol es dañino para la salud y representa una de las grandes cargas de enfermedades que debe soportar el sistema de salud del país, producto de patologías como cirrosis y otros problemas sociales, como accidentes de tránsito y violencia intrafamiliar. En definitiva, razonó, la forma en que la población consume alcohol es un problema de salud pública muy relevante.


Luego, hizo presente que existen dos diferencias entre el alcohol y el tabaco que hacen que sea de gran complejidad la homologación en su tratamiento normativo.


La primera de ellas es que el consumo de tabaco de una persona, en general, afecta a terceros y genera un daño colectivo.


En segundo lugar, continuó, toda dosis de consumo de tabaco provoca un perjuicio para la salud y no hay duda sobre el perjuicio sanitario que produce. Por el contrario, no se ha demostrado que un consumo muy moderado de alcohol pueda ser dañino para el organismo e, incluso, existen algunos estudios que señalan que  podría ser beneficioso para la salud. 


En ese sentido, afirmó que la acción más relevante para disminuir el impacto sanitario del alcohol es el aumento del impuesto que grava a las bebidas, vinculado a su grado alcohólico, lo que permite que, especialmente los jóvenes, prefieran aquellas de menor graduación. Mencionó que la cartera que encabeza ha elaborado dos propuestas para aumentar de forma importante los gravámenes de las bebidas alcohólicas que superan los 30°, las que se plantearon durante la tramitación del proyecto destinado a financiar la reconstrucción luego del terremoto del año 2010 y de la reforma tributaria que permitió allegar más recursos para financiar el sector educativo. Sin embargo, ninguna de ellas tuvo resultados fructíferos. 


Otra medida que permitiría combatir el consumo excesivo de alcohol, explicó el Secretario de Estado, es una adecuada información en la etiqueta de cada uno de los productos alcohólicos, tanto en materia nutricional como en advertencias que den cuenta de los peligros de un consumo imprudente.


El Honorable Senador señor Rossi planteó su extrañeza sobre la amplia colaboración que los gremios productores de bebidas alcohólicas han prestado al tratamiento del proyecto, específicamente en materia de publicidad audiovisual, en que han propuesto establecer una advertencia permanente mientras dure el respectivo comercial, en vez del recuadro que abarca la totalidad de la pantalla, que es la fórmula aprobada por esta Comisión en su primer informe. En este escenario, recomendó recabar la opinión de un especialista en publicidad o en sicología, toda vez que hay razones poderosas para regular la propaganda que puede afectar especialmente a menores de edad. Además, sugirió analizar en forma más profunda las restricciones que pueden aplicarse a la publicidad en espectáculos deportivos y que generalmente está asociada a símbolos exitistas o machistas, y no sólo acotarlas a la proscripción de la incitación al consumo. 


La Honorable Diputada señora Cristi recordó que la discusión que actualmente ocupa a la Comisión ya se produjo durante la tramitación del proyecto en la Cámara de Diputados, de la que se puede concluir que es la necesario proscribir la asociación entre éxito y alcohol. Como ejemplo de lo anteriormente expuesto mencionó la gran cantidad de niños que portan camisetas de equipos de fútbol que contienen publicidad de bebidas alcohólicas.


En otro aspecto, recalcó que es partidaria de mantener el horario de restricción de la propaganda de alcoholes hasta las 23:00 horas, ya que antes de ese horario existe una gran cantidad de menores de edad que ven programas de televisión. Incluso, hizo presente que en muchos países está absolutamente prohibida esa publicidad, en todas sus formas.


En conclusión, instó a los miembros de la Comisión a mantener las ideas contenidas en el proyecto aprobado por la Cámara de Diputados y, posteriormente, por la Comisión de Salud del Senado en su primer informe.


El Honorable Senador señor Uriarte concordó en que debe haber un tratamiento regulatorio diferente para el alcohol y el tabaco, toda vez que el impacto que provoca el consumo de este último producto en cualquier dosis es mucho mayor al que pudiese causar la ingestión moderada de bebidas alcohólicas.


Finalmente, el señor Ministro de Salud acotó que la mayoría de las modificaciones propuestas por la industria vitivinícola tienen como objetivo morigerar la regulación prevista en el proyecto de ley, por ejemplo, en el caso de las imágenes de advertencia que se deben incluir en la publicidad audiovisual.

- - - - - - - -

Dado que esta Comisión aprobó en general y en particular el proyecto con anterioridad, en el presente informe se da cuenta de las nuevas indicaciones formuladas y de los artículos en que inciden, así como de los acuerdos adoptados sobre las mismas. 

Artículo 1°

El texto del artículo 1° reza como sigue:

“Artículo 1°.-  Toda bebida alcohólica de graduación igual o mayor a un grado, que esté destinada a su comercialización en Chile, deberá llevar en el envase que la contenga una advertencia sobre su consumo excesivo y, o los modos de beber sin riesgo.  Esta recomendación deberá ser fácilmente legible en condiciones normales, esto es, aparecerá escrita en letras negras sobre un fondo blanco, debiendo incluirse en cualquier campo visual del envase.  El tamaño mínimo de la letra de esta advertencia será de 1,5 mm. para envases menores de 237 ml.; de 2 mm. para envases de hasta 1,5 lts., y de 3 mm. para envases de más de 1,5 lts.  Asimismo, se establece un máximo de 5 caracteres por centímetro para letras de 1,5 mm.; de 8 caracteres por centímetro para letras de 2 mm., y de 10 caracteres por centímetro para letras de 3 mm.

La recomendación referida deberá incluir la siguiente leyenda: “Beber en exceso daña su salud y puede dañar a terceros”, precedida de la palabra “ADVERTENCIA” escrita en letras mayúsculas y en el mismo formato indicado en el inciso anterior.  A continuación de la frase indicada, y precedida de un punto seguido, se deberá adicionar alguna de las siguientes oraciones, a elección del productor o fabricante, las que deberán rotarse, a lo menos, cada dos años:

-“La mujer embarazada no debe beber alcohol”.

-“El consumo de alcohol anula su capacidad para conducir”.

-“El consumo de alcohol en menores afecta su desarrollo físico e intelectual”.

En el caso de bebidas alcohólicas importadas, la advertencia deberá ser adherida al envase de manera que no pueda ser despegada fácilmente.

La misma advertencia se incluirá también en toda acción gráfica, ya sea publicitaria o de estimulación al consumo de alcohol, que sea insertada en diarios, revistas o en algún otro medio de comunicación social de tal naturaleza. Dicha recomendación deberá insertarse dentro de un recuadro que abarque al menos el 15% de la superficie total de tal aviso.

En el caso de la publicidad audiovisual, se proyectará después del comercial, y por un lapso no inferior a tres segundos, un recuadro que abarque la totalidad de la pantalla, que contenga la advertencia indicada en el inciso segundo.

En el caso de los avisos radiales, se reproducirá a continuación del aviso, y por un lapso no inferior a tres segundos, cualquiera de las advertencias indicadas en el inciso segundo.

No se podrá hacer publicidad de bebidas alcohólicas en calles y carreteras.

El Ministerio de Salud fiscalizará el cumplimiento de esta normativa.”.

La indicación N° 1, del Honorable Senador señor Chahuán, sustituye el texto del inciso quinto del artículo 1°, por el siguiente:

“En el caso de la publicidad audiovisual, se proyectará, mientras se exhiba el comercial y por un lapso no inferior a tres segundos, una leyenda que cumpla con lo establecido para el etiquetado.”.


El Honorable Senador señor Chahuán puntualizó que la indicación plantea una fórmula razonable y más eficaz porque advierte sobre los efectos nocivos del consumo irresponsable y excesivo de alcohol durante todo el lapso que dura el comercial; además, de esa forma no se obliga a las empresas a contratar minutos adicionales de exhibición, mayor costo que no incide en la morigeración del consumo. 


Por su parte, el Honorable Senador señor Girardi manifestó su posición contraria a la propuesta y prefirió mantener la redacción actual de la disposición, contenida en el inciso quinto del artículo 1° del proyecto de ley.


Al no concitar consenso entre los miembros de la Comisión, el Honorable Senador señor Chahuán retiró la indicación N° 1.

Artículo 3°

El artículo 3° introduce diversas modificaciones en la ley N° 19.925, sobre expendio y consumo de bebidas alcohólicas, de las que para efectos del presente informe interesa la contenida en la letra a) del N° 3, que incorpora un inciso segundo, nuevo, en el artículo 19 del mencionado cuerpo legal. Su texto es el siguiente:


“3.- Modifícase el artículo 19, en los siguientes términos:


a) Incorpórase el siguiente inciso segundo, pasando el actual inciso segundo a ser tercero, y así sucesivamente:


“Prohíbese la venta de bebidas alcohólicas en estaciones de servicios o bombas bencineras y en cualquier otro establecimiento que se encuentre emplazado en el mismo terreno.”.

La indicación N° 2, del Honorable Senador señor Chahuán, sustituye el inciso que agrega la letra a) arriba transcrita, por el siguiente:

“Prohíbese la venta de bebidas alcohólicas en estaciones de servicio o bombas expendedoras de combustibles, salvo que se trate de establecimientos o restaurantes que cuenten con patente comercial que permita su consumo dentro del recinto.”.

El autor de la proposición explicó que el objetivo es evitar la venta de promociones de alcohol y bebidas de fantasía que se produce, especialmente en horario nocturno, en estaciones de servicio.

Sin embargo, añadió, también se pretende resguardar la posibilidad de que establecimientos de expendio de alimentos o restaurantes, que cuenten con la patente correspondiente, puedan vender alcohol para su consumo dentro del recinto. En definitiva, declaró, se trata de resguardar el ejercicio lícito de una actividad comercial.

Al respecto, el Honorable Senador señor Rossi argumentó que antes de discutir el mérito de la indicación se debe analizar el sentido de la restricción impuesta a las bombas expendedoras de combustible y, en esa perspectiva, argumentó que el expendio de alcohol en esos recintos podría facilitar la conducción de vehículos bajo efectos del alcohol. Entonces, dicho razonamiento también sería válido en el caso de un restorán situado junto al expendio de combustible.

El señor Ministro de Salud precisó que la materia en discusión está regulada por el sistema de patentes municipales, por lo que, a pesar de que coexistan en un mismo terreno un restaurant y una estación de servicio, su rol único tributario y su personalidad jurídica podrían ser diferentes y, por lo tanto, gozarían de un tratamiento distinto.

Sin perjuicio de lo anterior, y junto con compartir la preocupación sobre la existencia de demasiados puntos de venta de alcohol sin un control adecuado, explicó que la situación que pretende controlar la norma en comento tiene su origen principal en la entrega excesiva de patentes por parte de los municipios, que reciben un beneficio económico por ello. Entonces, lo que se debiese promover, en su parecer, es restringir esa atribución de los gobiernos comunales.

El Honorable Senador señor Girardi afirmó que el objetivo fundamental de la norma aprobada por la Comisión en el primer informe es evitar la exposición de las personas a los riesgos del consumo irresponsable de bebidas alcohólicas y, en ese escenario, facilitar su adquisición cuando las personas acuden a una estación de servicio con el fin de cargar combustible no le parece razonable. Por la misma razón, finalizó, tampoco se debiese permitir el consumo dentro de otro local situado en el mismo terreno.

En último término, el Honorable Senador señor Ruiz-Esquide anunció su voto contrario a la indicación formulada, en el entendido de que es más permisiva que la redacción del texto ya aprobado por la Comisión, con el cual concuerda.

- Sometida a votación, la indicación N° 2 fue rechazada por la mayoría de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Girardi, Rossi y Ruiz-Esquide. Se pronunciaron a favor los Honorables Senadores señores Chahuán y Uriarte.

- - - - - -

Indicación N° 3, que propone agregar un artículo 6°, nuevo

De los Honorables Senadores señores Chahuán y Girardi, propone agregar un nuevo artículo 6º al proyecto, del siguiente tenor:

“Modifíquese el artículo 15 de la Ley Nº 18.455, que fija normas sobre producción, elaboración y comercialización de alcoholes etílicos, bebidas alcohólicas y vinagres, y deroga libro I de la ley Nº 17.105, agregándose los siguientes incisos:

Sin perjuicio de lo que establezca en el reglamento a que se refiere el inciso segundo del artículo 7º de esta ley, los alcoholes potables, destilados y licores que no estén sujetos a requisitos específicos sobre la materia, podrán contener las siguientes impurezas volátiles parciales máximas expresadas en gramos por litro a 100 grados del alcohol:

a) Acidos totales expresados en ácido acético: 1,500.

b) Aldehídos expresados en aldehído acético: 0,500

c) Furfural:  0.080

d) Alcohol metílico: 0,500

e) Esteres: 1,300

f) Alcoholes superiores: 0,500

Se considerarán también como impurezas, que pueden causar un efecto tóxico en los productos enológicos, el selenio, el arsénico y los metales pesados.”.


La Comisión consideró que la materia propuesta en la indicación corresponde a la potestad reglamentaria del Presidente de la República. 


Coincidió con dicha argumentación el señor Ministro de Salud, quien informó, además, que la cuestión se encuentra normada en acuerdos internaciones suscritos por Chile y por el Reglamento Sanitario de los Alimentos
.

Los Honorables Senadores señores Chahuán y Girardi retiraron la indicación.


No obstante ello, el Honorable Senador señor Chahuán dejó constancia de que el objetivo de la propuesta formulada era asimilar la normativa interna a las reglas internacionales generalmente aceptadas que regulan la cantidad y el tipo de sustancias que puede contener una bebida alcohólica.


Informó que solicitó a un laboratorio un análisis de las 20 bebidas alcohólicas más consumidas en el país y, como resultado de ello, se detectó que en 7 de ellas había presencia de metales pesados.

- - - - -

Indicación N° 4, que propone agregar un artículo final, nuevo

Del Honorable Senador señor Chahuán, para agregar un artículo nuevo del siguiente tenor:

“Artículo xxxx: Los fabricantes, productores, distribuidores e importadores de bebidas alcohólicas  deberán informar en sus envases o etiquetas los elementos que contienen, El Ministerio de Salud, conjuntamente con el Ministerio de Agricultura, dictarán un reglamento,  que determinará, además, la forma, tamaño, colores, proporción, características y contenido de las etiquetas y rótulos nutricionales de las bebidas alcohólicas, velando especialmente porque la información que en ellos se contenga sea visible y de fácil comprensión por la población.”.


El Honorable Senador señor Chahuán consignó que la proposición tiene como finalidad incluir en el etiquetado de las bebidas alcohólicas la información correspondiente a su composición nutricional.


El Honorable Senador señor Uriarte llamó la atención sobre la posible falta de relación de la indicación con las ideas matrices del proyecto en discusión. Además, expresó sus reparos al mérito de la propuesta, ya que semejante reglamentación no se presenta en legislaciones comparadas.


A su turno, el Honorable Senador señor Girardi manifestó que indudablemente una bebida alcohólica tiene un componente nutricional y, en ese entendido, es necesario ampliar el derecho a saber de las personas, a través de la incorporación de información que puede serles útil.

En otro aspecto, Su Señoría reclamó que la indicación otorgue facultades al Ministerio de Agricultura para reglamentar la forma, tamaño, colores, proporción, características y contenido de las etiquetas, regulación cuya finalidad es exclusivamente sanitaria.


El señor Ministro de Salud, por su parte, puntualizó en primer lugar que los organismos públicos que tienen  atribuciones sobre el control de los alcoholes son el Servicio Agrícola y Ganadero y el Ministerio de Agricultura.


Luego, planteó que, antes de entrar a discutir el fondo de la indicación, se debiese analizar también si la reglamentación dispuesta en la ley sobre composición nutricional de los alimentos y su publicidad podría ser aplicada también a las bebidas alcohólicas.


Seguidamente, el Honorable Senador señor Rossi, si bien valoró el hecho de otorgar mayor información a la población, advirtió que se debe tener la precaución de que esta nueva etiqueta no disminuya el impacto de la que debe prevenir sobre los efectos nocivos del consumo excesivo del alcohol.


Al finalizar la discusión de la indicación, la mayoría de los miembros de la Comisión estimó adecuado eliminar la referencia que en ella se hace al Ministerio de Agricultura.

- Con esa enmienda y otras de redacción, la indicación N° 4 fue aprobada por la mayoría de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi, Rossi y Ruiz-Esquide. Se pronunció en contra el Honorable Senador señor Uriarte.

- - - - - - -




Tal como se señaló al comienzo del presente informe, la Cámara de Diputados consultó la opinión de la Corte Suprema acerca del artículo 6° de la iniciativa en informe, que agrega en la ley N° 18.287, sobre procedimiento de los juzgados de policía local, un nuevo artículo 16 ter, que dispone lo siguiente:



“Artículo 16 ter.- En los casos de denuncias de Carabineros de Chile por contravención a lo establecido en el artículo 14 de la ley N° 19.925, el juez podrá decretar la entrada y registro del establecimiento, aunque éste se encontrare cerrado, para verificar el hecho denunciado, cuando la denuncia contenga los antecedentes que permitan fundar sospechas sobre la verdad del hecho.”.

Sin embargo, el informe emitido por la Corte, que consta en el oficio N° 357, de fecha 15 de noviembre de 2007, objetó el artículo, por estimar que atentaría contra la garantía constitucional de inviolabilidad del hogar, consagrada en el artículo 19, número 5°, de la Carta Fundamental. El acuerdo fue adoptado por 9 votos contra 6.


La Comisión tuvo presente que los artículos 204 a 207 del Código Procesal Penal regulan en detalle la entrada y registro de las policías en lugares de libre acceso público y en lugares cerrados, con o sin consentimiento del propietario o encargado. Por tal motivo, por la unanimidad de sus miembros, como lo exige el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, consideró pertinente eliminar el referido artículo 6° del proyecto.

- Concurrieron a la decisión los Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi, Rossi, Ruiz-Esquide y Uriarte.

- - - - - - -

MODIFICACIONES


En el presente capítulo se consignan las modificaciones aprobadas por la Comisión de Salud al texto propuesto en nuestro primer informe:


- Eliminar el artículo 6°.

(Artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 5 x 0).


- Consignar como nuevo artículo 6° el siguiente:

“Artículo 6°.- Los fabricantes, productores, distribuidores e importadores de bebidas alcohólicas deberán informar en sus envases o etiquetas los elementos que contienen. El Ministerio de Salud dictará un reglamento que determinará, además, la forma, tamaño, colores, proporción, características y contenido de las etiquetas y rótulos nutricionales de las bebidas alcohólicas, velando especialmente porque la información que en ellos se contenga sea visible y de fácil comprensión por la población.”.

(Indicación N° 4, unanimidad 5 x 0).

- - - - - - - -

TEXTO DEL PROYECTO APROBADO




Se consigna a continuación el texto del proyecto cuya aprobación en particular propone la Comisión:

PROYECTO DE LEY:


  
“Artículo 1°.- Toda bebida alcohólica de graduación igual o mayor a un grado, que esté destinada a su comercialización en Chile, deberá llevar en el envase que la contenga una advertencia sobre su consumo excesivo y, o los modos de beber sin riesgo.  Esta recomendación deberá ser fácilmente legible en condiciones normales, esto es, aparecerá escrita en letras negras sobre un fondo blanco, debiendo incluirse en cualquier campo visual del envase.  El tamaño mínimo de la letra de esta advertencia será de 1,5 mm. para envases menores de 237 ml.; de 2 mm. para envases de hasta 1,5 lts., y de 3 mm. para envases de más de 1,5 lts.  Asimismo, se establece un máximo de 5 caracteres por centímetro para letras de 1,5 mm.; de 8 caracteres por centímetro para letras de 2 mm., y de 10 caracteres por centímetro para letras de 3 mm.



La recomendación referida deberá incluir la siguiente leyenda: “Beber en exceso daña su salud y puede dañar a terceros”, precedida de la palabra “ADVERTENCIA” escrita en letras mayúsculas y en el mismo formato indicado en el inciso anterior.  A continuación de la frase indicada, y precedida de un punto seguido, se deberá adicionar alguna de las siguientes oraciones, a elección del productor o fabricante, las que deberán rotarse, a lo menos, cada dos años:



-“La mujer embarazada no debe beber alcohol”.



-“El consumo de alcohol anula su capacidad para conducir”.



-“El consumo de alcohol en menores afecta su desarrollo físico e intelectual”.



En el caso de bebidas alcohólicas importadas, la advertencia deberá ser adherida al envase de manera que no pueda ser despegada fácilmente.



La misma advertencia se incluirá también en toda acción gráfica, ya sea publicitaria o de estimulación al consumo de alcohol, que sea insertada en diarios, revistas o en algún otro medio de comunicación social de tal naturaleza.  Dicha recomendación deberá insertarse dentro de un recuadro que abarque al menos el 15% de la superficie total de tal aviso.



En el caso de la publicidad audiovisual, se proyectará después del comercial, y por un lapso no inferior a tres segundos, un recuadro que abarque la totalidad de la pantalla, que contenga la advertencia indicada en el inciso segundo.



En el caso de los avisos radiales, se reproducirá a continuación del aviso, y por un lapso no inferior a tres segundos, cualquiera de las advertencias indicadas en el inciso segundo.



No se podrá hacer publicidad de bebidas alcohólicas en calles y carreteras.



El Ministerio de Salud fiscalizará el cumplimiento de esta normativa.



Artículo 2°.- La publicidad de bebidas alcohólicas en televisión sólo podrá realizarse entre las veintitrés y las seis horas.  Se prohíbe la publicidad, directa o indirecta, de bebidas alcohólicas en radios, entre las dieciséis y las dieciocho horas.



Se prohíbe cualquier forma de publicidad comercial o no comercial, directa o indirecta de bebidas alcohólicas en actividades deportivas, tales como la promoción, comunicación, recomendación o propaganda de dichas bebidas, sus marcas y productos.



Igual prohibición regirá para todos los productos, actividades o publicaciones, cualquiera sea su formato, físico o virtual, destinados a menores de edad.



Los artículos deportivos destinados a ser distribuidos masivamente, tales como camisetas, uniformes u otros, y aquellos de “merchandising” vinculados a actividades deportivas, no podrán contener publicidad de bebidas alcohólicas, ni siquiera cuando con ello se busque replicar más fielmente algún artículo usado por un deportista o equipo deportivo determinado.



Asimismo, prohíbese también la publicidad de bebidas alcohólicas en cualquier producto, publicación o actividad destinada a menores de edad.



Además de los organismos que fiscalizan el cumplimiento de la ley N° 19.925, la autoridad sanitaria fiscalizará el cumplimiento de lo establecido en los artículos 1° y 2° de esta ley, conforme a las normas del Código Sanitario.



Artículo 3°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 19.925, sobre expendio y consumo de bebidas alcohólicas:



1.-  Modifícase la letra l) del artículo 3° en los siguientes términos:



a) Agrégase, después de la expresión “HOTELES,” lo siguiente: “APART HOTELES,”.



b) Intercálase la siguiente letra b), pasando la actual letra b) a ser c), y así sucesivamente:



“b) Apart hotel, en el que se presta al turista servicio de hospedaje, sin perjuicio de otros servicios, con expendio de bebidas alcohólicas.”.



2.-  Sustitúyese el inciso segundo del artículo 9°, por el siguiente:



“Igual anotación se hará respecto del adquirente de una patente, en caso de transferencia, o respecto del poseedor o tenedor a cualquier título de ella. Si fuere una persona jurídica, deberá dejarse constancia del o los administradores o gerentes. Las patentes sólo pueden transferirse previa inscripción en la oficina municipal que corresponda, y a personas que no estén comprendidas en las prohibiciones del artículo 4°.”.



3.- Modifícase el artículo 19, en los siguientes términos:



a) Incorpórase el siguiente inciso segundo, pasando el actual inciso segundo a ser tercero, y así sucesivamente:



“Prohíbese la venta de bebidas alcohólicas en estaciones de servicios o bombas bencineras y en cualquier otro establecimiento que se encuentre emplazado en el mismo terreno.”.



b) Reemplázase, en el inciso cuarto, que pasa a ser quinto, la expresión “de fútbol profesional” por la palabra “masivos”.



4.- Reemplázase los incisos primero y segundo del artículo 29, por los siguientes:



“Artículo 29.- Prohíbese el ingreso de menores de dieciocho años a los cabarés, cantinas, bares y tabernas.  Prohíbese, asimismo, el ingreso de menores de dieciocho años a las discotecas cuando en ellas se expendan bebidas alcohólicas.



El administrador o dueño de esos establecimientos, así como quien atienda en ellos, estará obligado a exigir la cédula de identidad u otro documento de identificación expedido por la autoridad pública a todas las personas que deseen ingresar y tengan, aparentemente, menos de dieciocho años de edad.”.



5.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 39.



a) Reemplázase, en el inciso primero, la expresión “se estimulará” por la frase “el currículo de enseñanza del establecimiento deberá incorporar”.



b) Sustitúyese el inciso cuarto, por el siguiente:



“No obstante lo dispuesto en el inciso anterior, la dirección del respectivo establecimiento, sólo a solicitud del centro general de padres y apoderados o con la aprobación de éste, podrá autorizar que se proporcionen y consuman bebidas alcohólicas durante Fiestas Patrias o actividades de beneficencia que se realicen hasta por tres veces en cada año calendario.  Se deberá contar, asimismo, con las autorizaciones de Carabineros de Chile y la respectiva municipalidad, las que no se concederán durante el año escolar a establecimientos que cuenten con internado.  La dirección del establecimiento velará por el correcto uso de la autorización concedida y porque la realización de la actividad no afecte, de manera alguna, el normal desarrollo de las actividades educacionales. Este permiso será válido sólo para aquellas localidades que no cuenten con un lugar para dicho evento.”.



6.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 42.



a) Agrégase, como frase final del inciso primero del artículo 42, la siguiente:



“Asimismo, se prohíbe a los menores de dieciocho años comprar bebidas alcohólicas.”.



b) Sustitúyese el inciso segundo del artículo 42, por el siguiente:



“Con el propósito de dar cumplimiento a lo establecido en el inciso anterior, quienes atiendan en esos establecimientos estarán obligados a exigir la cédula de identidad u otro documento de identificación expedido por la autoridad pública, a todas las personas que deseen adquirir bebidas alcohólicas y tengan, aparentemente, menos de dieciocho años de edad. Asimismo, y mientras se encuentren cumpliendo con sus funciones fiscalizadoras, los inspectores municipales estarán facultados para solicitar alguna identificación que acredite la edad de los compradores.”.



7.- Agréganse, en el artículo 51, los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos:



“Para todos los efectos legales, el dueño, empresario, sean ellos personas naturales o jurídicas, o el regente de un establecimiento, se entenderán emplazados cuando la boleta de citación sea recibida por una persona adulta que se encuentre a cargo del local en que se cometa el hecho denunciado, debiendo, en el parte o denuncia respectiva, dejarse constancia, a lo menos, de la individualización del regente y de la persona a cargo del local al momento de la citación, si no fuere el regente o administrador.



Deberá, asimismo, mantenerse en un lugar visible del local, un cartel con la individualización del regente administrador.”.



Artículo 4°.- Los planes y programas de estudio y prevención a que se refieren los incisos primero, segundo y final del artículo 39 de la ley N° 19.925, deberán estar en ejecución un año después de la publicación de esta ley.


Artículo 5°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el inciso primero del artículo 13 de la ley N° 18.290:


a) Sustitúyese en el número 3.- la conjunción “y” final y la coma (,) que la precede por un punto y coma (;)


b) Reemplázase en el número 4.- el punto final (.) por una coma (,) y agrégase a continuación la conjunción “y”.



c) Agrégase el siguiente número 5:



“5.- No haber sido sorprendido por Carabineros realizando alguna de las conductas descritas en los incisos primero de los artículos 25 y 26 de la ley N° 19.925, sobre expendio y consumo de bebidas alcohólicas, en los últimos doce meses.”



Artículo 6°.- Los fabricantes, productores, distribuidores e importadores de bebidas alcohólicas deberán informar en sus envases o etiquetas los elementos que contienen. El Ministerio de Salud dictará un reglamento que determinará, además, la forma, tamaño, colores, proporción, características y contenido de las etiquetas y rótulos nutricionales de las bebidas alcohólicas, velando especialmente porque la información que en ellos se contenga sea visible y de fácil comprensión por la población. 



Artículo transitorio.- El artículo 1° de esta ley entrará en vigencia a partir de un año contado desde la fecha de su publicación.



El artículo 2° de esta ley entrará en vigencia a partir de dos años contados desde la fecha de su publicación.”.

- - - - - - -


Acordado en sesiones de fecha 15 de enero, 12 y 20 de marzo y 30 de abril, todas del año 2013, con asistencia de los Honorables Senadores señores Mariano Ruiz-Esquide Jara (Presidente), Francisco Chahuán Chahuán, Guido Girardi Lavín, Fulvio Rossi Ciocca y Gonzalo Uriarte Herrera.


Valparaíso, 8 de mayo de 2013.

(Fdo.): Fernando Soffia Contreras,

Secretario
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MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR BIANCHI, CON LA QUE INICIA UN PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA EL ARTÍCULO 155 DEL CÓDIGO CIVIL PARA REDUCIR EL PLAZO QUE HABILITA A SOLICITAR LA SEPARACIÓN JUDICIAL DE BIENES, EN CASO DE AUSENCIA INJUSTIFICADA DEL MARIDO

(8929-07)

El Código Civil en su libro I, título VI, regula las obligaciones y derechos entre los cónyuges y dispone - en su párrafo 4- las excepciones relativas a la separación de bienes. Dentro de las normas que se ocupan de este tema encontramos el artículo 155. Allí se establecen algunos de los casos en que el juez debe decretar la separación judicial de bienes. Dicha disposición, en su inciso tercero, da la opción para la mujer de pedir la separación en caso de ausencia injustificada del marido por más de un año.

La importancia de esta disposición es que permite modificar el régimen patrimonial; estableciendo la separación y, como consecuencia de esto, modificar la administración de los bienes durante la vigencia del matrimonio. Esto en el supuesto de la Sociedad Conyugal, régimen por el cual la mujer esta privada de la administración de los bienes; exceptuados los de sus patrimonios especiales.

Nos parece de toda lógica resguardar esta posibilidad de solicitar la separación de bienes, sin embargo, consideramos que el tiempo que debe transcurrir para hacer operativa esta acción es demasiado largo si se toma en cuenta los avances comunicacionales y las facilidades que ofrecen las tecnologías, cuando se trata de tener noticias respecto de alguien. Por otro lado, están los inconvenientes que representa para una familia monoparental, el que la mujer no tenga la libre administración de sus bienes por tan largo periodo de tiempo y, además, la ausencia injustificada constituye -al menos- un principio de infracción a los deberes conyugales que justifican indudablemente que el periodo mencionado sea ajustado acorde a las actuales condiciones de vida en sociedad.

Por las razones anteriores es que vengo en presentar el siguiente:

Proyecto de ley:

Artículo único: Modificase el inciso tercero del artículo 155 del Código Civil sustituyendo la expresión “más de un año”, por la expresión “más de seis meses”.

(Fdo.) : Carlos Bianchi Chelech, 

Senador

7

PROYECTO DE ACUERDO DE LOS SENADORES SEÑORES PROKURICA, HORVATH Y LARRAÍN PEÑA, CON EL QUE SE SOLICITAN A S.E. EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA EL ENVÍO A TRAMITACIÓN LEGISLATIVA DE UN PROYECTO DE LEY QUE AUTORICE A CARABINEROS DE CHILE EL COBRO O LA COMPENSACIÓN DE LOS GASTOS EXTRAORDINARIOS EN QUE INCURRA CON OCASIÓN DE ACTOS MASIVOS ORGANIZADO POR PARTICULARES CON FINES DE LUCRO

(S 1570-12)

Considerando que:

1.- La lucha contra la delincuencia sigue siendo una prioridad que demanda crecientes recursos humanos y materiales;

2.- Como es sabido, cada vez con mayor frecuencia empresarios privados organizan espectáculos artísticos, deportivos o de similar naturaleza a los que se invita a gran cantidad de público, por lo que se solicita o se hace necesario el resguardo de la seguridad de tales eventos masivos;

3- La realización de estos eventos masivos, muchas veces provocan alteraciones del orden público y ponen en riesgo la integridad y derechos no sólo de los asistentes, sino de quienes habitan o trabajan en las inmediaciones del recinto respectivo. Esto significa distraer personal y recursos de sus labores habituales de acuerdo a su planificación de resguardo a la ciudadanía;

4.- Para dichos efectos Carabineros de Chile debe destinar personal en forma extraordinaria y asumir, además, los costos adicionales de combustible y otros insumos necesarios para el cumplimiento de estos servicios;

5.- Entre los años 2005 y 2007, el costo promedio que Carabineros de Chile asumió por estos conceptos, superaron los 2.200 millones de pesos;

6.- Sólo en el mes de abril de este año, empresas privadas organizaron 28 eventos masivos, sumando un gasto en seguridad de un poco más de $55.000.000 de pesos. Carabineros de Chile, en los mismos eventos, debió destinar funcionarios, vehículos y combustibles por más de $205.000.000 de pesos;

7.- Con fecha 5 de julio de 2005 y 11 de noviembre de 2008, se presentaron iniciativas legales para exigir que los organizadores de espectáculos privados con fines de lucro, se hicieran cargo de todo o parte del gasto extraordinario que Carabineros de Chile incurría con ocasión de estos eventos, siendo declaradas inadmisibles;

8.- Esta situación debe ser enfrentada mediante el establecimiento de un sistema que haga posible un cobro o compensación de estos gastos extraordinarios, a fin de restituirlos al presupuesto de Carabineros.

Por las razones expuestas, vengo en presentar el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO.

Solicitar a su S.E el Presidente de la República don Sebastián Piñera Echenique, el envío de un proyecto de ley destinado a compensar los gastos extraordinarios en que incurre Carabineros de Chile, con ocasión de los eventos masivos con fines de lucro organizados por particulares.
(Fdo.): Baldo Prokurica Prokurica, Senador.- Antonio Horvath Kiss, Senador.- Carlos Larraín Peña, Senador.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA, RECAÍDO EN LA OBSERVACIÓN, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, FORMULADA POR SU EXCELENCIA EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA AL PROYECTO DE LEY QUE REAJUSTA EL MONTO DEL INGRESO MÍNIMO MENSUAL

(8845-05)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de informar acerca de la observación formulada por Su Excelencia el Presidente de la República al proyecto de ley de la referencia, en uso de la facultad que le confiere el inciso primero del artículo 73 de la Constitución Política de la República y de conformidad con lo establecido en el Título III de la Ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, con urgencia calificada de “discusión inmediata”.
A la sesión en que vuestra Comisión conoció de la iniciativa, concurrieron, además de sus integrantes, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, el Ministro, señor Cristian Larroulet; el Subsecretario, señor Claudio Alvarado, y la asesora, señorita Constanza Castillo.
De la Corporación de Estudios para Latinoamérica (CIEPLAN), la Secretaria Ejecutiva del Programa Legislativo, señorita Macarena Lobos.
- - -


Respecto del proyecto de ley que reajusta el monto del ingreso mínimo mensual despachado por el Congreso Nacional, Su Excelencia el Presidente de la República hizo uso de la facultad conferida por el inciso primero del artículo 73 de la Constitución Política de la República, formulándole una observación.


La Cámara de Diputados, mediante oficio N° 10.710, de 8 de mayo de 2013, informó al Senado el rechazo de la observación formulada por Su Excelencia el Presidente de la República y haber reunido el quórum necesario para insistir en el texto aprobado por el Congreso Nacional.

- - -

La Comisión de Hacienda del Senado conoció de la observación en virtud de lo prescrito en el artículo 21 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.


Del mismo modo, de conformidad con lo dispuesto por los artículos 127 y 188, N° 1, del Reglamento del Senado, la discusión se efectuó en general y en particular a la vez

- - -

ANTECEDENTES

La observación formulada por Su Excelencia el Presidente de la República, indica que el proyecto, originado a su vez en Mensaje, tiene por objeto reajustar el monto del ingreso mínimo mensual, mejorando los ingresos laborales de los trabajadores más vulnerables y  cuidando, al mismo tiempo, su capacidad de encontrar empleo.

En efecto, expresa, incrementos reales del ingreso mínimo superiores a los que experimente la productividad pueden provocar algunos efectos adversos sobre los trabajadores más vulnerables. Aumentos del ingreso mínimo mensual desalineados de las cifras de inflación y  productividad, pueden reducir las oportunidades de empleo de los trabajadores poco calificados, en su mayoría jóvenes y trabajadores con bajos niveles de instrucción formal. 

Adicionalmente, consigna la necesidad de considerar que alzas desmedidas del salario mínimo promueven el crecimiento de la informalidad, aumentando la brecha salarial entre los trabajadores formales e informales. Del mismo modo, tal como se ha hecho ver durante la tramitación de la presente iniciativa, afectan directamente la competitividad de las pequeñas y medianas empresas. Según datos de la Base del Seguro de Cesantía, de hecho, del total de trabajadores que perciben el ingreso mínimo, un 48% trabaja en empresas con menos de 9 trabajadores, y un 75% lo hace en empresas de menos de 200 trabajadores.

Desde la aprobación del último reajuste del ingreso mínimo, agrega la observación, se ha constatado que los efectos de la crisis de la Eurozona sobre Chile han sido menos severos que lo previsto el año pasado. La última estimación de crecimiento disponible para el año 2013 alcanza a 5,6%, superior a la estimada a mediados del año pasado, y de acuerdo a la última información disponible, la tasa de  desempleo alcanzó 6,2%. En vista del desarrollo experimentado por la economía en los últimos meses y con la idea de hacer partícipes a los trabajadores más vulnerables de los logros alcanzados, el Gobierno ha decidido proponer al Congreso Nacional el adelanto del reajuste del ingreso mínimo mensual, que tradicionalmente comienza a regir el 1 de julio de cada año.

En vista de los antecedentes expuestos, así como de la recomendación de la Comisión Asesora convocada al efecto el presente año, se propuso un reajuste, para el año 2013, de 6,2%, que se traduce en un nuevo ingreso mínimo mensual de $205.000. Con él se  supera la cifra de $200.000, mejorando la capacidad adquisitiva de los trabajadores pero, al mismo tiempo, cuidando la creación de empleo.

Refiere enseguida la observación presidencial la tramitación legislativa del proyecto de ley, que fue objeto de una Comisión Mixta que no llegó a acuerdo para resolver las discrepancias entre ambas Cámaras. De este modo, el proyecto aprobado por ambas cámaras sólo contempló el artículo 4° original del proyecto del Ejecutivo, que establece el financiamiento de la iniciativa legal. Sin embargo, los preceptos con la cifra de reajuste y otros montos, como las asignaciones familiares actualizadas, fueron rechazados.

Conforme a todo lo expuesto, el proyecto aprobado por el Congreso Nacional carece actualmente de normas de reajuste del salario mínimo y de reajuste del monto de la asignación familiar y del subsidio familiar establecido en el artículo 1° de la ley N° 18.020, normas cuya reposición el Ejecutivo considera esencial. De esta forma, las modificaciones que por la vía del veto presidencial se proponen, son las siguientes:

1)
Se incorpora un artículo 1º que establece el monto del reajuste del ingreso mínimo mensual, elevando de $193.000 a $205.000 la cifra para los trabajadores mayores de 18 años de edad y de hasta 65 años de edad; de $144.079 a $153.037 el monto del ingreso  mínimo mensual para los trabajadores mayores de 65 años de edad y para los trabajadores menores de 18 años de edad; y el monto del ingreso   mínimo mensual que se emplea para fines no remuneracionales, de $124.497 a $ 132.238.

2)
Se incorpora una norma que establece el reajuste de las asignaciones familiar y maternal del Sistema Único de Prestaciones   Familiares.
3)
Se incorpora una norma que establece el reajuste del subsidio familiar establecido en el artículo 1° de la ley N° 18.020.

4) 
Se sustituyen las disposiciones aprobadas del proyecto por las normas pertinentes, para hacer concordante su redacción.

- - -

DISCUSIÓN  

La observación formulada por Su Excelencia el Presidente de la República al proyecto de ley de la referencia, es del siguiente tenor:

Para sustituir el actual artículo único del proyecto de ley, por los siguientes artículos 1, 2, 3 y 4:

“Artículo 1°.- Elévase, a contar del día 1° del mes en que se publique esta ley, de $193.000 a $205.000 el monto del ingreso mínimo mensual para los trabajadores mayores de 18 años de edad y hasta de 65 años de edad. 

Elévase, a contar del día 1° del mes en que se publique esta ley, de  $144.079 a $153.037 el monto del ingreso mínimo mensual  para los trabajadores mayores de 65 años de edad y para los trabajadores menores de 18 años de edad. 

Elévase, a contar del día 1° del mes en que se publique esta ley, el monto del ingreso mínimo mensual que se emplea para fines no remuneracionales, de $124.497 a $132.238.

Artículo 2°.-
Reemplazase, a contar del día 1° del mes en que se publique esta ley, el artículo 1° de la ley N° 18.987, por el siguiente: 


“Artículo 1°.- A contar del 1° de mayo de 2013, las asignaciones familiar y maternal del Sistema Único de Prestaciones Familiares, reguladas por el decreto con fuerza de ley N° 150, de 1982, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, tendrán los siguientes valores, según el ingreso mensual del beneficiario:

a)
De $8.364 por carga, para aquellos   beneficiarios cuyo ingreso mensual no exceda de $215.108. 

b)
De $5.294 por carga, para aquellos   beneficiarios cuyo ingreso mensual supere los $215.108 y no exceda los $321.851.

c)
De $1.673 por carga, para aquellos   beneficiarios cuyo ingreso mensual supere los $321.851 y no exceda los $501.978.

d) Las personas que tengan acreditadas o que acrediten cargas familiares y cuyo ingreso mensual sea superior a $501.978 no tendrán derecho a las asignaciones aludidas en este artículo.

Sin perjuicio de lo anterior, mantendrán su plena vigencia los contratos, convenios u otros instrumentos que establezcan beneficios para estos trabajadores.  

Dichos afiliados y sus respectivos causantes mantendrán su calidad de tales para los demás efectos que en derecho correspondan.

Los beneficiarios contemplados en la letra f) del artículo 2° del citado decreto con fuerza de ley N° 150, y los que se encuentren en goce de subsidio de cesantía se entenderán comprendidos en el grupo de beneficiarios indicados en la letra a) precedente.”. 

Artículo 3°.-
Fíjase a contar de la   vigencia de los incisos primero, segundo y   tercero del artículo 1° de la presente ley, en $ 8.364 el valor del subsidio familiar establecido en el artículo 1° de la ley N° 18.020.

Artículo 4°.-
El mayor gasto fiscal que represente durante el año 2013 la aplicación de los artículos 1°, 2° y 3° de la presente ley, se financiará con cargo a los recursos del   Tesoro Público.”.

En votación la observación formulada por Su Excelencia el Presidente de la República, fue rechazada por tres votos en contra y dos votos a favor. Votaron en contra los Honorables Senadores señores Escalona, Lagos y Zaldívar, y a favor los Honorables Senadores señores Kuschel y Novoa.
- - -

INFORME FINANCIERO

El Informe Financiero Sustitutivo elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 6 de mayo de 2013, señala, de manera textual, lo siguiente: 

“I. Antecedentes.

1. Considerando que el proyecto aprobado por el H. Congreso Nacional carece actualmente de normas de reajuste del salario mínimo y de reajuste del monto de la Asignación Familiar y del Subsidio Familiar establecido en el artículo 1° de la ley N° 18.020, el Ejecutivo considera esencial la reposición de dichas normas a fin de dar coherencia y eficacia a la normativa que el proyecto propone.

2. De esta manera, a contar del 1 de mayo de 2013, se fija el monto de ingreso mínimo mensual para los trabajadores mayores de 18 años y hasta 65 años de edad, en $205.000.

II. Efecto del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal.

1. Como consecuencia de lo anterior:

a. Se modifican los niveles de ingresos inferiores y superiores correspondientes al grupo C, a que se refiere el artículo 160 del Decreto con Fuerza de Ley N° 1, de 2005, del Ministerio de Salud, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del DL N° 2.763 de 1979 y de las leyes 18.933 y 18.469, de $193.000 a $205.000 y de $281.780 a $299.300, respectivamente.

Estas modificaciones generan una disminución en la recaudación de copagos en la modalidad institucional en los establecimientos del Sistema Nacional de Servicios de Salud, lo que implica menores ingresos para el año 2013 de $1.874 millones.

b. Se modifica el valor del subsidio previsional a los trabajadores jóvenes, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 82 de la Ley N° 20.255, lo que significa un costo fiscal en el año 2013 de $95 millones.

c. A contar del 1 de mayo de 2013 se fija el monto del ingreso mínimo mensual que se utiliza para fines no remuneracionales en $ 132.238.

La aplicación de este incremento origina un mayor costo fiscal durante 2013 de aproximadamente $885 millones por el aumento en el valor de la asignación por muerte de activos y pensionados del antiguo sistema.

d. A contar del 1 de mayo de 2013 se modifican los tramos para la asignación familiar y maternal y los montos correspondientes a cada tramo, con un costo de aproximadamente $2.211 millones para el presente ejercicio fiscal.

A partir de la misma fecha, se fija en $8.364 el valor del Subsidio Familiar establecido en el artículo 1° de la ley N° 18.020, con un costo fiscal de aproximadamente $10.215 millones para 2013.

2. En consecuencia, el costo total del proyecto de ley en el presente año asciende a $15.280 millones y se financiará con cargo a los recursos del Tesoro Público.

A partir del año 2014, los recursos serán provistos en las respectivas leyes de presupuestos.”.

- - -

Acordado en sesión celebrada el día 8 de mayo de 2013, con asistencia de los Honorables Senadores señores Andrés Zaldívar Larraín (Presidente), Camilo Escalona Medina, Carlos Ignacio Kuschel Silva, Ricardo Lagos Weber y Jovino Novoa Vásquez.


Sala de la Comisión, a 8 de mayo de 2013.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre,

Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE DERECHOS HUMANOS, NACIONALIDAD Y CIUDADANÍA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE CONCEDE LA NACIONALIDAD POR GRACIA AL SEÑOR DAVID FEUERSTEIN WIELGUS

(8894-07)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía tiene el honor de informaros el proyecto de ley de la referencia, en primer trámite constitucional, que concede, por gracia, la nacionalidad chilena al señor David Feuerstein.





La presente iniciativa tuvo su origen en una Moción de la Honorable Senadora señora Lily Pérez San Martin.





Se dio cuenta del proyecto en análisis en la Sala del Honorable Senado, el 16 de abril de 2013, disponiéndose su estudio por la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.

- - -


Vuestra Comisión, teniendo presente que la iniciativa consta de un artículo único, y lo prescrito por el artículo 127 del Reglamento del Senado, acordó efectuar y proponer su discusión en general y particular a la vez.

- - -  

ANTECEDENTES GENERALES


1.- De Derecho.


La nacionalidad chilena, por especial gracia, se encuentra consagrada constitucionalmente en el Capítulo II de la Carta Fundamental, denominado “Nacionalidad y Ciudadanía”, cuyo artículo 10, Nº 4°, dispone que son chilenos: “4º. Los que obtuvieren especial gracia de nacionalización por ley.”. 


2.- De Hecho.



2.1.- Las pautas adoptadas por la Comisión para el otorgamiento de la nacionalidad, por especial gracia, que se mencionan a continuación:

a.- La nacionalidad por gracia constituye el más alto honor que se puede conferir a un extranjero en nuestro país, en consecuencia, sólo se deberá conceder a personas notables y destacadas, que exorbiten el término regular en el estado de actividad que les es propio.


b.- Para otorgar esta distinción especialísima deberá considerarse la existencia de una vinculación real del beneficiario con la comunidad nacional.


c.- Asimismo, será necesario que la actividad ejercida por el extranjero que se desea honrar se traduzca en un beneficio efectivo y relevante para el país, en el ámbito específico de que se trate y constituya un servicio destacado a la República.


d.- Las actividades del beneficiario deberán haber alcanzado relevancia nacional independientemente de que hayan tenido lugar en una zona determinada del territorio nacional o se hayan circunscrito a un sector específico de actividad. Resulta útil al efecto recoger el concepto procesal de hecho público y notorio, que es aquél que por evidente, patente, sabido y palmario, no es necesario acreditar.


e.- A los proyectos deberán acompañarse antecedentes escritos y documentos fundantes de la concesión de nacionalidad, pudiendo, por ejemplo, oficiarse al Departamento de Extranjería del Ministerio del Interior con el propósito de obtener las referencias que se estimen conducentes relativas a la individualización de la persona y su permanencia en nuestro país. Asimismo, puede estimarse como un antecedente valioso para apreciar el grado de reconocimiento comunitario, el haber obtenido otros galardones que premien la labor efectuada en el ámbito respectivo.


f.- Finalmente, debe quedar asentado que el constituyente dispone que este honor se confiera por ley y, en consecuencia, las calidades que justifiquen la dictación de la misma deberán ser expuestas y acreditadas por parte de quien inicie el proyecto de ley respectivo. De esta forma se pretende evitar se distorsionen los fines del constituyente y que la obtención de la nacionalidad chilena, por especial gracia, pueda dar lugar a prácticas de “lobby” del todo ajenas a tal alta institución.


2.2.- La Moción que da origen al proyecto en informe.





La Moción expresa que la nacionalización por gracia, como institución, constituye una tradición republicana extraordinariamente valiosa para el bien común de nuestro país. Lo anterior, por cuanto mediante este reconocimiento, se distingue a quienes han efectuado un aporte significativo al progreso del país en diversas áreas: científicas, productivas, comerciales, artísticas, deportivas y culturales, así como también en el magisterio de costumbres y estilos de vida que signifiquen un modelo de virtudes a seguir por las generaciones venideras.

Destaca que esta importante y excepcional institución de la nacionalidad por gracia de ley, es recogida en el número 5 del artículo 10 de la Constitución Política de la República, al expresar que serán chilenos los que obtuvieren especial gracia de nacionalización por ley.

En razón de lo expuesto, la Moción considera esencial, por una razón de justicia y de verdad histórica, reconocer en vida el comprometido trabajo de promoción y de protección de los Derechos Humanos que el señor Feuerstein ha desarrollado durante toda su vida en Chile y en el mundo mediante las distintas causas por las cuales ha luchado permanentemente.

En seguida, la Moción relata los aspectos más relevantes de la vida y obra de don David Feuerstein.  Informa que nació en Polonia en el año 1925, y que a la edad de 16 años fue confinado junto a su familia al campo de concentración y exterminio de Auschwitz Birkenau. En ese centro de tortura, fue separado de su familia, quedando sólo con una hermana. Posteriormente, en el año 1943, sus padres y demás hermanos fallecieron en las cámaras de gas.

Al año siguiente de la muerte de sus padres, en 1944, logró escapar de su prisión en Varsovia uniéndose a las tropas que luchaban contra el imperio nazi, combatiendo junto a la resistencia polaca.  

Destaca que una vez concluida la Segunda Guerra Mundial, el señor Feuerstein comenzó a contar su historia por el mundo con el objetivo de promover el respeto y de tutelar los Derechos Humanos de todos, sin discriminación, racismo, xenofobia, condición social, violencia de género y tantas otras miserias del hombre que han acaecido en el curso de la historia.

Informa que en los años cincuenta llegó a nuestro país donde se radicó en forma definitiva y, desde sus inicios, comienza a trabajar arduamente en las áreas vinculadas con el respeto, promoción y protección de los Derechos Humanos, transmitiendo sus valores y principio pro Hominem, ya que, agrega, es un humanista por naturaleza.

Enfatiza la Moción que el señor Feuerstein se ha destacado por su constante lucha contra el olvido y la asimilación, obteniendo el respeto y admiración de quienes lo conocen sin distinción de credo, religión, pensamiento político, filosófico o corriente intelectual. 

La vida y obra de señor Feuerstein son notables. Su testimonio vital reafirma el compromiso de la sociedad con los Derechos Humanos con medidas concretas implementadas por el actual Gobierno y también con el aporte de la oposición, en particular, con la presentación del proyecto de ley que crea la Subsecretaría de Derechos Humanos y el que crea el acuerdo de vida en pareja, además de la aprobación de las leyes de antidiscriminación y la que tipifica la incitación al odio racial, entre otras.

Lo anterior, continúa, forma parte de instituciones e instrumentos que permitirán en un futuro, proteger adecuadamente cualquier amenaza contra los derechos y dignidad humana de nuestros compatriotas, inherentes a cualquier ser humano por el hecho de ser tal.

Asimismo, recuerda que en la sesión del 9 de abril del presente año, la Sala del Honorable Senado realizó un sentido homenaje a don David Feuerstein, en reconocimiento a su valiosa contribución para con nuestro país en materia de Derechos Humanos, libertad de expresión y entendimiento entre los Estados. Agrega que este homenaje fue recibido con mucha satisfacción por el Congreso Nacional, pues se rendía a un hombre noble que trasciende cualquier color político, coincidiendo en que su vida e historia han sido un gran aporte, dejando invaluables lecciones de vida para no cometer los errores del pasado y mirar al futuro sin rencor ni odio, y avanzar en el desarrollo de una sociedad más fraterna, justa, equitativa e inclusiva.

Del mismo modo, hace presente que el testimonio de don David Feuerstein permite apelar a la conciencia del hombre y aborrecer cualquier forma de barbarie. Destaca que su compromiso por la vida nos hace más fuerte y nos alienta a soñar en la construcción de un país más humano que dote a sus hijos de las herramientas necesarias para desarrollarse espiritual y materialmente como lo establece nuestra Carta Fundamental.

Releva, también, su condición de hombre de paz, pese al horror de la guerra que acompañó su vida, demostrando una gran resiliencia frente a las adversidades que ha vivido, siendo un ejemplo para las nuevas generaciones que deben comprender que respetar la dignidad humana es un elemento esencial en el desarrollo de una nación civilizada.

Actualmente don David Fuerstein es Presidente para Chile y Vicepresidente para América Latina de Yad Vashem -el Museo del Holocausto-, cuya misión es difundir el legado y dar reconocimiento público a personalidades que mediante su labor sean testimonio de permanente defensa de la libertad de expresión y de culto, constante respeto por la tolerancia e igualdad de los seres humanos, así como del mutuo entendimiento entre los pueblos.

Del mismo modo, destaca su apoyo a entidades culturales, religiosas y de bien público y el reconocimiento y distinciones que ha recibido de Yad Vashem, del Instituto Conmemorativo de los Mártires y Héroes del Holocausto con sede en Jerusalén, además de  ser activo colaborador de Jabad Lubavitch de Chile. En esta obra, explica, entrega momentos emocionantes de los primeros años de su vida y cuenta las experiencias de ser sobreviviente del Holocausto.

Al concluir la Moción, destaca que sus relatos son verdaderas lecciones de vida, de amor a su familia, de entrega a sus semejantes y de profundo respeto a sus sólidos principios religiosos.


2.3.- Oficio N° 2679 del Servicio de Registro Civil e Identificación en virtud del cual remite antecedentes sobre la identificación y filiación de don David Feuerstein Wielgus.
DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR


Al estudiar el proyecto de ley en informe la Comisión tuvo presente que don David Feuerstein es un hombre digno de admiración,  que representa el testimonio de la lucha por la dignidad humana,  que se ha destacado por su constante esfuerzo y compromiso por la promoción y defensa permanente de los Derechos Humanos,  ganando el respeto y el reconocimiento de todos aquellos que conocen su experiencia de vida, testimonio viviente de uno de los capítulos más tristes en la historia y que, no obstante, ha sabido sobrevivir y dar un ejemplo de humanidad.


Considerando lo anterior,  vuestra Comisión, después de analizar la iniciativa en informe y en razón de las pautas establecidas para ponderar la procedencia del otorgamiento excepcional de la nacionalidad chilena por especial gracia a extranjeros de actuación notable en beneficio para la comunidad nacional, se formó la convicción de que  don David Feuerstein Wielgus con su ejemplo y fortaleza y su trascendente lucha por la tolerancia y los Derechos Humanos, es merecedor del reconocimiento reservado a las personas que han prestado valiosos servicios a los que alude la norma del número 4° del artículo 10 de la Constitución Política de la República.  


- Sometido a votación en general y en particular, el proyecto fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Gómez y Orpis.


Cabe señalar que con posterioridad a la votación, se incorporó el Honorable Senador señor Ruiz-Esquide, quien también compartió el acuerdo de la Comisión.


En consecuencia, vuestra Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, tiene el honor de proponeros, por la unanimidad de sus miembros presentes, que aprobéis, de conformidad a lo preceptuado en el artículo 127 del Reglamento de esta Corporación, en general y en particular, el siguiente proyecto de ley:


PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.- Otórgase la nacionalidad chilena, por especial gracia, al señor David Feuerstein Wielgus”.

- - - 


Acordado en sesión celebrada el día 8 de mayo de 2013, con asistencia de sus miembros Honorables Senadores señor Jaime Orpis Bouchon (Presidente), señora Lily Pérez San Martín  y señores José Antonio Gómez Urrutia y Mariano Ruiz-Esquide Jara.


Sala de la Comisión, 8 de mayo 2013.

(Fdo.): Ximena Belmar Stegmann,

Secretario de la Comisión
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE SALUD, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE CREA EL SISTEMA ELIGE VIVIR SANO

(8749-11)

HONORABLE SENADO:

 
La Comisión de Salud tiene el honor de emitir su segundo informe acerca del proyecto de la suma, iniciado en mensaje del Presidente de la República.


La iniciativa fue aprobada en general por la Sala el día 2 de abril del presente año, oportunidad en la que se acordó abrir un plazo para presentar indicaciones hasta las 12 horas del día 15 de abril del año en curso.





Se hace presente que el proyecto sólo contiene disposiciones de ley común y no atañe a la organización y atribuciones de los tribunales de justicia.

El texto que se propone a la Sala en este segundo informe consta de 12 artículos permanentes.

- - - - - - -

Acudieron a la Comisión, con ocasión del estudio de las indicaciones, las siguientes personas: el Ministro de Salud, doctor Jaime Mañalich Muxi y sus asesores, señores Juan Cataldo Acuña y Jaime González Kazazian; la Subsecretaria (S) de Evaluación Social del Ministerio de Desarrollo Social, señora María José de las Heras Val; la Jefa de Gabinete de la Primera Dama, señora Daniela Godoy Gabler; la Directora del Programa Elige Vivir Sano, señora Pauline Kantor Pupkin; el coordinador del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Pedro Pizarro González, y el analista de la Biblioteca del Congreso Nacional, señor Eduardo Goldstein Braunfeld.

- - - - - - - -


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:
I.- Artículos del proyecto aprobado en general que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones: 3°, 5°, 7°, 8°, 9°, 11 y 12.


II.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: ninguna.


III.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: ninguna.


IV.- Indicaciones rechazadas: Nos 5, 6, 7, 8, 9, 10, 11, 12, 13, 14 y 15.


V.- Indicaciones retiradas: ninguna.


VI.- Indicaciones declaradas inadmisibles: Nos 1, 2, 3 y 4.

- - - - - - - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR 

A continuación se presenta una relación de los artículos y de las indicaciones presentadas, así como de los acuerdos adoptados sobre las mismas. 

ARTÍCULO 1°





“Artículo 1º.- Esta ley tiene por objeto promover hábitos y estilos de vida saludables para mejorar la calidad de vida y el bienestar de las personas.

Para efectos de esta ley, se entenderá por hábitos y estilos de vida saludables, aquellos que propenden y promueven una alimentación saludable, el desarrollo de actividad física, la vida familiar y las actividades al aire libre, como también aquellas conductas y acciones que tengan por finalidad contribuir a prevenir, disminuir o revertir los factores y conductas de riesgo asociados a las enfermedades no transmisibles.”.

La indicación N° 1, del Honorable Senador señor Lagos, intercala en el inciso segundo, a continuación de la locución “alimentación saludable”, lo siguiente: “, el ejercicio de la sexualidad y paternidad responsable, igualdad de trato, derechos y responsabilidades entre géneros, solución pacífica de las diferencias, seguridad laboral y cuidado del medio ambiente”.
- La indicación N° 1 fue declarada inadmisible por acuerdo unánime de la Comisión, por no decir relación con las ideas matrices del proyecto. Concurrieron a la decisión los Honorables Senadores señores Girardi, Rossi, Ruiz-Esquide y Uriarte.

ARTÍCULO 2°

“Artículo 2º.- Los órganos de la Administración del Estado con competencia en materias vinculadas a promover hábitos y estilos de vida saludables procurarán incorporar en sus políticas, planes y programas, medidas que tengan por finalidad informar, educar y fomentar la prevención de los factores y conductas de riesgo asociadas a las enfermedades no trasmisibles, derivadas de hábitos y estilos de vida no saludables. 

Una resolución, dictada por el Ministerio de Salud y suscrita además por el Ministerio de Desarrollo Social, determinará las enfermedades que serán consideradas no trasmisibles derivadas de hábitos y estilos de vida no saludables y aquellos factores y conductas de riesgo, asociadas a ellas, respecto de los cuales se dirigirá el Sistema a que se refiere esta ley.

Mediante los actos administrativos que corresponda se deberá, asimismo, establecer los estándares en materia de publicidad, promoción y responsabilidad social empresarial que deberán cumplir las empresas e instituciones privadas para poder celebrar convenios con el Ministerio de Desarrollo Social y otros organismos públicos para participar de las iniciativas relacionadas con el Sistema Elige Vivir Sano y utilizar sus símbolos. Todo convenio con organismos privados deberá incorporar el compromiso de respetar y cumplir como mínimo con estos estándares para mantener la vigencia de los respectivos convenios.”.

Inciso primero

La indicación N° 2, del Honorable Senador señor Larraín Fernández, intercala en el inciso primero, a continuación de la expresión “Administración del Estado”, la siguiente: “y Municipios”.

Al respecto, la Subsecretaria (S) de Evaluación Social, señora María José de las Heras, precisó que los gobiernos comunales sí están incorporados en las acciones que promueve la iniciativa de ley, puesto que en su artículo 11 se dispone que el Ministerio de Desarrollo Social podrá celebrar convenios con municipalidades para la implementación a nivel local del Sistema Elige Vivir Sano, los que deberán regirse por lo establecido en el inciso penúltimo del artículo 5° de la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades
. 

- La indicación número 2 fue declarada inadmisible por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi, Rossi, Ruiz-Esquide y Uriarte, de conformidad con lo dispuesto en el número 2° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

La indicación N° 3, del Honorable Senador señor Horvath, reemplaza en el inciso primero la palabra “procurarán” por “deberán”.

- En consideración a la misma causal que afecta a la indicación precedente, se declaró inadmisible la indicación N° 3, con el voto unánime de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi, Rossi, Ruiz-Esquide y Uriarte.

La indicación N° 4, del Honorable Senador señor Lagos, reemplaza el punto final del inciso primero por un punto y coma y agrega el siguiente texto: “incluyendo el desarrollo de iniciativas destinadas a facilitar, permitir y apoyar la reducción de los factores que afectan la equidad de género, el acceso a mecanismos pacíficos de solución de controversias, seguridad laboral, o contribuyan a la prevención de la violencia intrafamiliar y el acceso a educación sexual y en paternidad responsable.”.

- La indicación N° 4 fue igualmente declarada inadmisible, por apartarse de las ideas matrices del proyecto. Concurrieron a la decisión los Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi, Rossi, Ruiz-Esquide y Uriarte.

La indicación N° 5, del Honorable Senador señor Larraín Fernández, consulta agregar al inciso primero las siguientes oraciones finales: “En caso alguno podrá afectarse, de cualquier forma, la entrega de algún beneficio por el no cumplimiento de los hábitos y estilos de vida promovidos. El cumplimiento de los hábitos y estilos de vida saludables promovidos, por su parte, no podrán considerarse para los efectos de entregar algún tipo de beneficio especial.”.

La señora Subsecretaria (S) de Evaluación Social acotó, en primer lugar, que el Sistema Elige Vivir Sano tiene como objetivo la creación de políticas, planes y programas y no el de efectuar prestaciones específicas, por lo que, en su parecer, la indicación no tendría relación con las ideas matrices del proyecto de ley.

No obstante ello, estimó relevante que ciertas conductas, como la adopción de un estilo de vida saludable, puedan asociarse a la consecución de beneficios, al igual como sucede, por ejemplo, en el programa sobre ingreso ético familiar que administra el Ministerio de Desarrollo Social, en que se requiere, en materia de salud, la realización periódica del denominado control del niño sano.

Por su parte, el Honorable Senador señor Rossi señaló no comprender el objetivo de la indicación, toda vez que en las disposiciones de la iniciativa no se asocia la entrega de algún tipo de beneficio al cumplimiento de hábitos de vida saludables. Sin perjuicio de lo expuesto, consideró adecuada la instauración de incentivos positivos para la observancia de acciones que se estiman correctas.

A su vez, el Ministro de Salud, señor Jaime Mañalich, solicitó rechazar la indicación, puesto que la posibilidad de discriminar positivamente se presenta frecuentemente en materias de salud y es necesaria para priorizar la entrega de algunos beneficios.

Coincidió con dicha opinión el Honorable Senador señor Girardi, quien agregó que la adopción de hábitos de vida saludables debe incentivarse. Incluso, propuso que a futuro se considere en el costo de las primas de los seguros de salud el hecho de que una persona realice conductas calificadas como sanas.

- Por las consideraciones antes señaladas, la indicación N° 5 fue rechazada por la mayoría de los miembros de la Comisión. Votaron en contra los Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi, Rossi y Uriarte. Se pronunció a favor el Honorable Senador señor Ruiz-Esquide.

La indicación N° 6, del Honorable Senador señor Larraín Fernández, reemplaza la oración final del inciso tercero del artículo 2°, por las siguientes: “Todo convenio celebrado con organismos privados para los efectos de participar en dichas iniciativas deberá incorporar el compromiso de respetar y cumplir, como mínimo, con estos estándares. En la medida que ello no se produzca, caducarán los respectivos convenios.”.

La diferencia está en que la indicación propone la caducidad de los convenios como efecto del incumplimiento de estándares, en tanto que el texto aprobado en general estipula que dicho cumplimiento es requisito para mantener la vigencia de aquéllos.


- Fue rechazada por la mayoría de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi, Rossi y Ruiz-Esquide. Se abstuvo el Honorable Senador señor Uriarte.

ARTÍCULO 4°

“Artículo 4°.- Las políticas, planes y programas que sean parte del Sistema Elige Vivir Sano tendrán uno o más de los siguientes objetivos:

a) Fomento de la alimentación saludable: consiste en la promoción de la educación en aquellos hábitos alimentarios tendientes a mejorar la nutrición integral y la disminución del sobrepeso.

b) Promoción de prácticas deportivas: aquellas que fomenten el ejercicio y la actividad física como elementos fundamentales de la salud y el bienestar.

c) Difusión de las actividades al aire libre: promoción de los beneficios que tiene la realización de acciones en las cuales exista contacto con la naturaleza.

d) Actividades de desarrollo familiar, recreación y manejo del tiempo libre: son aquellas tendientes a fortalecer las familias y que facilitan el desarrollo de actividades dirigidas al esparcimiento y al ejercicio de disciplinas lúdicas o deportivas.

e) Acciones de autocuidado: implica desarrollar habilidades que permitan optar por decisiones saludables que, incorporadas a las prácticas cotidianas, mejoren la calidad de vida del individuo, de la familia o de su comunidad.

f) Medidas de información, educación y comunicación: son aquellas que difunden, incentivan y promueven el desarrollo de hábitos y prácticas saludables de vida.

g) Contribuir a disminuir obstáculos que dificultan el acceso a hábitos y estilos de vida saludables de las personas más vulnerables.”.

- - - - -

La indicación N° 7, del Honorable Senador señor Bianchi, intercala como letra b), nueva, la siguiente:

“b) Adecuación de los programas alimentarios nacionales de acuerdo a las necesidades de los destinatarios, considerando al menos los siguientes criterios: edad, estado de salud, ubicación geográfica y posibilidad de acceso económico a una alimentación saludable.”.

- - - - -





El señor Ministro de Salud expresó que el objetivo propuesto corresponde a la potestad reglamentaria del Presidente de la República. Asimismo, aseveró que, al ser una disposición meramente declarativa, no agregaría valor al proyecto y sólo rigidizaría algunas materias que son modificadas frecuentemente en forma reglamentaria. 

- En votación la indicación N° 7, fue rechazada por la mayoría de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señores Chahuán, Ruiz-Esquide y Uriarte.  Se pronunció a favor el Honorable Senador señor Girardi y se abstuvo el Honorable Senador señor Rossi.

La indicación N° 8, del Honorable Senador señor Larraín Fernández, sustituye en el literal c) de este artículo la expresión “promoción de”, por “son aquellas que promueven”.

La indicación N° 9, del Honorable Senador señor Larraín Fernández, reemplaza en el literal d) el vocablo “Actividades”, por “Promoción de actividades”.

Letra e)
La indicación N° 10, del Honorable Senador señor Larraín Fernández, sustituye en el literal e) la palabra “Acciones”, por “Promoción de acciones”.

Letra f)
La indicación N° 11, del Honorable Senador señor Larraín Fernández, reemplaza en el literal f) la voz “Medidas”, por “Difusión de medidas”.

Al analizar las indicaciones, el señor Ministro de Salud consignó que la introducción de correcciones meramente formales en el texto determinará que el proyecto de ley deba cumplir un tercer trámite constitucional, por lo que solicitó rechazarlas. 

- Puestas en votación las indicaciones Nos 8, 9, 10 y 11, fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi, Rossi, Ruiz-Esquide y Uriarte. 

- - - - - 

La indicación N° 12, del Honorable Senador señor Lagos, propone agregar al artículo 4° la siguiente letra h), nueva:

“h) El establecimiento de códigos de conducta de medios de comunicación y agencias de publicidad para las industria de los alimentos, productores y comercializadores de bebidas alcohólicas y azucaradas, vinculados a cabildeo, publicidad, promoción y mercadeo.”.

- - - - -

El señor Ministro de Salud hizo presente que la mayor parte del contenido de la indicación está tratado en la ley 
N° 20.606, sobre composición nutricional de los alimentos y su publicidad y en el proyecto que se tramita en el Honorable Senado sobre publicidad de los alimentos
. Además, respecto de la reglamentación de alcoholes, también hizo referencia a las iniciativas legales que sobre estos asuntos han sido de conocimiento de la Comisión y que proponen una regulación más exhaustiva.

A su turno, el Honorable Senador señor Rossi dejó constancia de que, si bien la necesidad de dar una rápida tramitación a la iniciativa de ley aconsejaría su rechazo, no puede obviar su apoyo al sentido y espíritu de la indicación y, por lo tanto, anunció su voto favorable respecto de ella.

En el mismo sentido, el Honorable Senador señor Ruiz-Esquide manifestó compartir la intención de la proposición del Honorable Senador señor Lagos, con el objetivo de reafirmar la obligación de que los medios de comunicación y agencias de publicidad deban necesariamente seguir los lineamientos generales del Sistema Elige Vivir Sano. A mayor abundamiento, señaló que la experiencia ha demostrado que la libertad absoluta en el ámbito económico se ha prestado en ciertos casos para justificar acciones contrarias a la regulación normativa.

Seguidamente, los Honorables Senadores señores Chahuán y Uriarte expresaron que, al estar regulada esta materia en otras normas legales y proyectos actualmente en tramitación, sería redundante incluirla en esta discusión. A mayor abundamiento, cabe recordar que el ordinal 6° del artículo 131 del Reglamento del Senado reconoce la procedencia de indicaciones que promuevan la cuestión de inadmisibilidad de indicaciones que, aun cuando tengan relación con el proyecto en debate, afecten a otros en actual tramitación.

Por su parte, el señor Ministro de Salud recordó que el proyecto sobre publicidad de los alimentos se generó a partir de un acuerdo político consensuado ampliamente entre los parlamentarios, al discutirse la iniciativa que dio origen a la ley N° 20.606. En definitiva, concluyó, no sería necesario repetir materias ya reglamentadas y que en su momento fueron, incluso, estudiadas con el apoyo de asesorías internacionales.

Al respecto, el Honorable Senador señor Girardi manifestó su disposición a destrabar la discusión sobre la indicación en comento, siempre que exista un compromiso del Ejecutivo para acelerar la tramitación del proyecto sobre publicidad de los alimentos.

Dicha propuesta fue aceptada por el señor Ministro, quien se comprometió a realizar los esfuerzos necesarios para conseguir el objetivo requerido.

Finalmente, a modo de complemento de lo ya expresado, la señora Subsecretaria (S) de Evaluación Social llamó la atención sobre la eventual inconstitucionalidad del contenido de la indicación, por afectar las garantías constitucionales sobre libertades de opinión e información y el derecho a desarrollar actividades económicas. Destacó también que en el artículo 2° del proyecto se establecen ciertos estándares sobre publicidad, promoción y responsabilidad social que deberán cumplir las empresas e instituciones privadas para poder celebrar convenios con el Ministerio de Desarrollo Social.





- En la votación de la indicación N° 12, se pronunció por aprobarla el Honorable Senador señor Rossi, en tanto que en contra lo hicieron los Honorables Senadores señores Chahuán y Uriarte; se abstuvieron los Honorables Senadores señor Girardi y Ruiz-Esquide.





En vista de la influencia de la abstención, en el sentido de que la proposición quedaba sin resolverse, la votación se repitió de inmediato, con el mismo resultado.





- En aplicación del inciso segundo del artículo 178 del Reglamento del Senado las abstenciones se sumaron a la posición que obtuvo mayor número de opciones, por lo que la indicación N° 12 resultó rechazada por 4 votos contra 1.

ARTÍCULO 6°

“Artículo 6º.- Las políticas, planes y programas señalados en el artículo anterior deberán cumplir los siguientes requisitos para formar parte del Sistema:

a) Diseñar y llevar a cabo iniciativas que tengan uno o más de los objetivos señalados en el artículo 4°.

b) Metas, mecanismos de evaluación, y objetivos.

c) Considerar para sus programas procedimientos de registros de información de beneficiarios y postulantes, que permitan la medición y evaluación de, a lo menos, procesos y resultados, tales como cobertura, eficacia y calidad.

d) Contar con financiamiento.”.





La indicación N° 13, del Honorable Senador señor Horvath, sustituye en la letra b) de este artículo la voz “Metas”, por “Definir metas”.





En vista de que la corrección propuesta sólo incide en el estilo de la redacción de la indicación, la Comisión acordó su rechazo.

- Concurrió al acuerdo la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi, Rossi, Ruiz-Esquide y Uriarte. 

La indicación N° 14, del Honorable Senador señor Horvath, intercala en la letra d), a continuación del vocablo “financiamiento”, la expresión “suficiente para su concreción”.

El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide consignó que, no obstante que la Comisión coincide con la idea propugnada por la indicación, no la consideró necesaria para lograr el objetivo perseguido.

- Sometida a votación la indicación número 14, fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi, Rossi, Ruiz-Esquide y Uriarte. 

ARTÍCULO 10

“Artículo 10.- Las personas que accedan a bases de datos en virtud de esta ley, deberán respetar la confidencialidad de los datos personales que consten en la información a la que tengan acceso, y estará prohibida su difusión no autorizada por el Ministerio de Desarrollo Social, así como también su adulteración. La infracción de esta disposición será sancionada en conformidad a la ley N°19.628 y, además, respecto de los funcionarios públicos se estimará como una vulneración grave al principio de probidad administrativa, la que será sancionada en conformidad a la ley.

Se prohíbe cualquier uso e intercambio comercial de las bases de datos a que se refiere el inciso anterior, y cualquier uso comunicacional, académico o de investigación que se haga de ellas deberá asegurar la debida disociación, de acuerdo a lo establecido en la ley N°19.628, sobre protección de datos personales.”.

La indicación N° 15, del Honorable Senador señor Horvath, incorpora como inciso segundo, nuevo, el que sigue:

“Sin perjuicio de lo señalado en el inciso anterior, en caso alguno el Ministerio de Desarrollo Social podrá autorizar la divulgación o entrega de información sobre los hábitos, estilos de vida, o conductas de personas determinadas.”.


Los miembros de la Comisión, en vista de que la materia contenida en la indicación ya está normada en los artículos 1°, 7°, 9° y 10 de la ley N° 19.628, sobre protección de la vida privada, resolvieron su rechazo.

- Sometida a votación la indicación número 15, fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi, Rossi, Ruiz-Esquide y Uriarte. 

- - - - - - -

En consecuencia, la Comisión de Salud propone aprobar el proyecto de ley en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Sala del Senado en el primer trámite reglamentario. De consiguiente, su texto queda como sigue:

PROYECTO DE LEY:

“Título I

Del objeto y otras disposiciones generales

Artículo 1º.- Esta ley tiene por objeto promover hábitos y estilos de vida saludables para mejorar la calidad de vida y el bienestar de las personas.

Para efectos de esta ley, se entenderá por hábitos y estilos de vida saludables, aquellos que propenden y promueven una alimentación saludable, el desarrollo de actividad física, la vida familiar y las actividades al aire libre, como también aquellas conductas y acciones que tengan por finalidad contribuir a prevenir, disminuir o revertir los factores y conductas de riesgo asociados a las enfermedades no transmisibles.

Artículo 2º.- Los órganos de la Administración del Estado con competencia en materias vinculadas a promover hábitos y estilos de vida saludables procurarán incorporar en sus políticas, planes y programas, medidas que tengan por finalidad informar, educar y fomentar la prevención de los factores y conductas de riesgo asociadas a las enfermedades no trasmisibles, derivadas de hábitos y estilos de vida no saludables. 

Una resolución, dictada por el Ministerio de Salud y suscrita además por el Ministerio de Desarrollo Social, determinará las enfermedades que serán consideradas no trasmisibles derivadas de hábitos y estilos de vida no saludables y aquellos factores y conductas de riesgo, asociadas a ellas, respecto de los cuales se dirigirá el Sistema a que se refiere esta ley.

Mediante los actos administrativos que corresponda se deberá, asimismo, establecer los estándares en materia de publicidad, promoción y responsabilidad social empresarial que deberán cumplir las empresas e instituciones privadas para poder celebrar convenios con el Ministerio de Desarrollo Social y otros organismos públicos para participar de las iniciativas relacionadas con el Sistema Elige Vivir Sano y utilizar sus símbolos. Todo convenio con organismos privados deberá incorporar el compromiso de respetar y cumplir como mínimo con estos estándares para mantener la vigencia de los respectivos convenios.

Título II

El Sistema Elige Vivir Sano

Artículo 3º.- Créase el Sistema Elige Vivir Sano, en adelante “el Sistema”, el cual será un modelo de gestión constituido por políticas, planes y programas elaborados y ejecutados por distintos organismos del Estado, destinados a contribuir a generar hábitos y estilos de vida saludables y a prevenir y disminuir los factores y conductas de riesgo asociados a las enfermedades no trasmisibles, establecidas en la resolución a que se refiere el artículo anterior.

El Ministerio de Desarrollo Social, a través de la Secretaría Ejecutiva Elige Vivir Sano dependiente de la Subsecretaría de Servicios Sociales, tendrá a su cargo la administración, coordinación y supervisión del Sistema. Por su parte, a través de la Subsecretaría de Evaluación Social, tendrá a su cargo la evaluación de la implementación del Sistema. Un reglamento determinará el funcionamiento de la Secretaría Ejecutiva y establecerá las normas necesarias para la administración, coordinación, supervisión y evaluación del Sistema.

Artículo 4°.- Las políticas, planes y programas que sean parte del Sistema Elige Vivir Sano tendrán uno o más de los siguientes objetivos:

a)
Fomento de la alimentación saludable: consiste en la promoción de la educación en aquellos hábitos alimentarios tendientes a mejorar la nutrición integral y la disminución del sobrepeso.

b)
Promoción de prácticas deportivas: aquellas que fomenten el ejercicio y la actividad física como elementos fundamentales de la salud y el bienestar.

c)
Difusión de las actividades al aire libre: promoción de los beneficios que tiene la realización de acciones en las cuales exista contacto con la naturaleza.

d)
Actividades de desarrollo familiar, recreación y manejo del tiempo libre: son aquellas tendientes a fortalecer las familias y que facilitan el desarrollo de actividades dirigidas al esparcimiento y al ejercicio de disciplinas lúdicas o deportivas.

e)
Acciones de autocuidado: implica desarrollar habilidades que permitan optar por decisiones saludables que, incorporadas a las prácticas cotidianas, mejoren la calidad de vida del individuo, de la familia o de su comunidad.

f)
Medidas de información, educación y comunicación: son aquellas que difunden, incentivan y promueven el desarrollo de hábitos y prácticas saludables de vida.

g)
Contribuir a disminuir obstáculos que dificultan el acceso a hábitos y estilos de vida saludables de las personas más vulnerables.

Artículo 5°.- Las políticas, planes y programas que sean parte del Sistema serán elaboradas y ejecutadas sectorial o intersectorialmente por los distintos órganos de la Administración del Estado, según sus respectivas competencias y serán coordinadas por la Secretaría Ejecutiva Elige Vivir Sano.

Artículo 6º.- Las políticas, planes y programas señalados en el artículo anterior deberán cumplir los siguientes requisitos para formar parte del Sistema:

a)
Diseñar y llevar a cabo iniciativas que tengan uno o más de los objetivos señalados en el artículo 4°.

b)
Metas, mecanismos de evaluación, y objetivos.

c)
Considerar para sus programas procedimientos de registros de información de beneficiarios y postulantes, que permitan la medición y evaluación de, a lo menos, procesos y resultados, tales como cobertura, eficacia y calidad.

d)
Contar con financiamiento.

Artículo 7°.- El Presidente de la República, anualmente, determinará las políticas, planes y programas que formarán parte del Sistema, siempre que cumplan con los requisitos señalados en el artículo anterior, previa propuesta del Comité Interministerial de Desarrollo Social regulado en la ley Nº20.530, e informe de la Secretaría Ejecutiva Elige Vivir Sano, elaborado para dicho Comité.

El decreto supremo que incorpore una política, plan y programa deberá ser expedido por el Ministerio de Desarrollo Social y, además, suscrito por el Ministro de Hacienda. Dicho decreto deberá establecer los mecanismos de coordinación entre los órganos de la Administración del Estado que participen en la política, plan y programa, en caso de que estos últimos sean intersectoriales, y las demás normas necesarias para su funcionamiento.

El procedimiento señalado en los incisos anteriores se utilizará, también, para determinar las políticas, planes y programas que dejarán de formar parte del Sistema cuando éstas hubieren dejado de cumplir alguno de los requisitos establecidos en el artículo 6°.

Artículo 8°.- Los programas que formen parte del sistema serán sometidos a evaluaciones de acuerdo a lo dispuesto en las letras c) y d) del artículo 3° de la ley N°20.530. Lo anterior se establece sin perjuicio de la facultad de la Dirección de Presupuestos para realizar, en forma directa o a través de terceros, evaluaciones de impacto de los programas del Sistema.

Para lo anterior, cada programa deberá diseñar y poner en funcionamiento un mecanismo de registro de información que permita contar con antecedentes relevantes y pertinentes para el seguimiento de los avances y resultados de su implementación. Dicha información, además, deberá ser ingresada en el registro a que se refiere el artículo 6º de la ley Nº19.949.

Para efecto de las evaluaciones, los ejecutores de los programas antes señalados proporcionarán dichas bases de datos, incluyendo los datos personales necesarios, a las entidades evaluadoras y a la Dirección de Presupuestos.

Copias de los informes finales de las evaluaciones señaladas en el inciso anterior, deberán ser remitidas a las Comisiones de Salud y de Deportes de ambas Cámaras del Congreso Nacional y publicadas en el sitio web del Ministerio de Desarrollo Social.

Artículo 9º.- El Sistema podrá utilizar instrumentos de información, incluidas encuestas realizadas por parte de organismos públicos, que contengan información necesaria para el seguimiento de los hábitos y estilos de vida no saludables y de los factores o conductas de riesgo asociados a enfermedades no transmisibles de la población. Para estos efectos, el Ministerio de Desarrollo Social podrá solicitar a las entidades correspondientes encargadas de dichos instrumentos, las bases de datos, incluyendo los datos personales necesarios.

Artículo 10.- Las personas que accedan a bases de datos en virtud de esta ley, deberán respetar la confidencialidad de los datos personales que consten en la información a la que tengan acceso, y estará prohibida su difusión no autorizada por el Ministerio de Desarrollo Social, así como también su adulteración. La infracción de esta disposición será sancionada en conformidad a la ley N°19.628 y, además, respecto de los funcionarios públicos se estimará como una vulneración grave al principio de probidad administrativa, la que será sancionada en conformidad a la ley.

Se prohíbe cualquier uso e intercambio comercial de las bases de datos a que se refiere el inciso anterior, y cualquier uso comunicacional, académico o de investigación que se haga de ellas deberá asegurar la debida disociación, de acuerdo a lo establecido en la ley N°19.628, sobre protección de datos personales.

Artículo 11.- El Ministerio de Desarrollo Social podrá celebrar convenios con municipalidades, con otros órganos de la Administración del Estado o con entidades privadas para el funcionamiento y financiamiento del Sistema.

Los convenios con entidades privadas con fines de lucro deberán asegurar el cumplimiento de los estándares en materia de publicidad, promoción y responsabilidad social empresarial indicados en el artículo 2º, y deberán garantizar la posibilidad de dar por terminados los mencionados acuerdos de constatarse el incumplimiento de los mencionados estándares. Las bases administrativas que den lugar a estos convenios deberán asegurar la libre contratación.

Los convenios que se suscriban con municipalidades deberán cumplir con lo dispuesto en el inciso penúltimo del artículo 5º de la ley Nº18.695, orgánica constitucional de Municipalidades, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº1, de 2006, del Ministerio del Interior.

Artículo 12.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley durante el primer año de su vigencia se financiará con cargo al presupuesto del Ministerio de Desarrollo Social. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria Tesoro Público, podrá suplementar el presupuesto de dicho Ministerio en la parte del gasto que no pudiera financiar con sus recursos.

Increméntase la dotación máxima de personal vigente de la Subsecretaría de Servicios Sociales en un cupo. Además, auméntase la autorización máxima para el cumplimiento del artículo septuagésimo tercero de la ley N°19.882, en un cupo el número de personas.”.

- - - - - - -


Acordado en sesión celebrada el día 30 de abril de 2013, con asistencia de los Honorables Senadores señores Mariano Ruiz-Esquide Jara (Presidente), Francisco Chahuán Chahuán, Guido Girardi Lavín, Fulvio Rossi Ciocca y Gonzalo Uriarte Herrera


Valparaíso, a 3 de mayo de 2013.

(Fdo.): Fernando Soffia Contreras,

Secretario
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE CREA EL SISTEMA ELIGE VIVIR SANO

(8749-11)

HONORABLE SENADO:

 
La Comisión de Hacienda tiene el honor de emitir su informe acerca del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República, con urgencia calificada de “discusión inmediata”.


A la sesión en que la Comisión consideró esta iniciativa asistieron, además de sus integrantes, la Directora del Programa Elige Vivir Sano, señora Pauline Kantor; la Coordinadora Interministerial de dicho Programa, señora Daniela Godoy Gabler; la asesora de la Subsecretaría de Desarrollo Social, señora Andrea Martínez; la asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señorita Constanza Castillo; y la Secretaria Ejecutiva del Programa Legislativo de la Corporación de Estudios para Latinoamérica (CIEPLAN), señorita Macarena Lobos.

- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO

Proveer un marco institucional y presupuestario para promover hábitos y estilos de vida saludables para mejorar la calidad de vida y el bienestar de las personas.

- - -





Cabe hacer presente que previa autorización de la Sala del Senado, otorgada el día 8 de mayo de 2013, la Comisión de Hacienda fue autorizada para la recepción de indicaciones hasta las 17:00 horas.

- - -

Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia que en el trámite seguido ante la Comisión de Hacienda, se intercaló un artículo 12, nuevo, y se efectuó una modificación al artículo 12, que pasó a ser 13.

Se hace presente que esta constancia es complementaria del cuadro reglamentario contenido en el segundo informe de la Comisión de Salud, y sólo guarda relación con el trámite cumplido ante la Comisión de Hacienda. 

- - -

DISCUSIÓN 


Previo a la consideración de los asuntos de competencia de la Comisión de Hacienda, la Coordinadora Interministerial del Programa Elige Vivir Sano, señora Daniela Godoy, resaltó el objeto del proyecto de ley, a saber, promover hábitos y estilos de vida saludables para mejorar la calidad de vida y el bienestar de las personas.


Para tal fin, añadió, se propone la creación de un sistema intersectorial, dependiente de la Subsecretaría de Servicios Sociales, que incluya planes, políticas y programas elaborados por distintos servicios públicos. Todo ello con miras a la implementación de una política de largo plazo que pueda ser desarrollada no sólo por el actual Gobierno, sino también por los sucesivos.


Enseguida, la Comisión tuvo en consideración que al tenor del artículo 12 del texto aprobado por la Comisión de Salud en su segundo informe, debían ser objeto de una mayor precisión los siguientes asuntos: 


- El inciso primero dispone que el mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta iniciativa durante el primer año se financiará con cargo al presupuesto del Ministerio de Desarrollo Social. Sin embargo, el Informe Financiero originalmente elaborado por la Dirección de Presupuestos -del que se da cuenta más adelante en el presente informe-, señala que dicho mayor gasto será financiado con recursos provenientes de  la Partida tesoro Público.


- El inciso segundo incrementa la dotación máxima de personal vigente de la Subsecretaría de Servicios Sociales, en un cupo, y la autorización máxima para el cumplimiento de la asignación por desempeño de funciones críticas establecida en la ley N° 19.882, también en un cupo. No se expresa, empero, cuál será la función que desempeñará el nuevo funcionario de la referida Subsecretaría, ni en qué calidad será contratado.   

En relación con el primer punto, la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda emitió un Informe Financiero Complementario -del que también se da cuenta más adelante en el presente informe- que, en lo pertinente, prevé que sea el presupuesto del Ministerio de Desarrollo Social el que financie el mayor gasto fiscal a que de lugar la aplicación de la ley que se está proponiendo durante su primer año de vigencia.


Respecto del segundo punto, en tanto, el Ejecutivo comprometió la presentación de una indicación que recogiera las observaciones señaladas, de la que se da cuenta con ocasión de la discusión particular del artículo 12 del proyecto de ley. Al efecto, se solicitó a la Sala del Senado la apertura de un nuevo plazo de indicaciones, que se concedió.  

A continuación, de conformidad con su competencia, la Comisión de Hacienda se pronunció acerca de los artículos 3°, 8°, 11 y 12. 

Dichas disposiciones se reseñan, de manera sumaria, a continuación:

Artículo 3°

Crea, en su inciso primero, el Sistema Elige Vivir Sano, en adelante “el Sistema”, modelo de gestión constituido por políticas, planes y programas elaborados y ejecutados por distintos organismos del Estado, destinados a contribuir a generar hábitos y estilos de vida saludables y a prevenir y disminuir los factores y conductas de riesgo asociados a las enfermedades no trasmisibles, establecidas en la resolución a que se refiere el artículo 2°.

Agrega en su inciso segundo que el Ministerio de Desarrollo Social, a través de la Secretaría Ejecutiva Elige Vivir Sano dependiente de la Subsecretaría de Servicios Sociales, tendrá a su cargo la administración, coordinación y supervisión del Sistema. Por su parte, a través de la Subsecretaría de Evaluación Social, tendrá a su cargo la evaluación de la implementación del Sistema. Finalmente, encarga a un reglamento la determinación del funcionamiento de la Secretaría Ejecutiva y el establecimiento de las normas necesarias para la administración, coordinación, supervisión y evaluación del Sistema.

Artículo 8°

Establece que los programas que formen parte del Sistema serán sometidos a evaluaciones de acuerdo a lo dispuesto en las letras c) y d) del artículo 3° de la ley N°20.530. Esto, sin perjuicio de la facultad de la Dirección de Presupuestos para realizar, en forma directa o a través de terceros, evaluaciones de impacto de los programas del Sistema.

Para lo anterior, indica el inciso segundo que cada programa deberá diseñar y poner en funcionamiento un mecanismo de registro de información que permita contar con antecedentes relevantes y pertinentes para el seguimiento de los avances y resultados de su implementación. Dicha información, además, deberá ser ingresada en el registro a que se refiere el artículo 6º de la ley Nº19.949.

Para efecto de las evaluaciones, conforme al inciso tercero, los ejecutores de los programas proporcionarán las bases de datos, incluyendo los datos personales necesarios, a las entidades evaluadoras y a la Dirección de Presupuestos.

Ordena el inciso final que copias de los informes finales de las evaluaciones señaladas en el inciso anterior, deberán ser remitidas a las Comisiones de Salud y de Deportes de ambas Cámaras del Congreso Nacional y publicadas en el sitio web del Ministerio de Desarrollo Social.

Artículo 11

Autoriza al Ministerio de Desarrollo Social, en su inciso primero, para celebrar convenios con municipalidades, con otros órganos de la Administración del Estado o con entidades privadas para el funcionamiento y financiamiento del Sistema.

Previene, en el inciso segundo, que los convenios con entidades privadas con fines de lucro deberán asegurar el cumplimiento de los estándares en materia de publicidad, promoción y responsabilidad social empresarial indicados en el artículo 2º del proyecto de ley, y deberán garantizar la posibilidad de dar por terminados los acuerdos de constatarse el incumplimiento de los mencionados estándares. Las bases administrativas que den lugar a estos convenios, asimismo, deberán asegurar la libre contratación.

Agrega, en el inciso tercero, que los convenios que se suscriban con municipalidades deberán cumplir con lo dispuesto en el inciso penúltimo del artículo 5º de la ley Nº18.695, orgánica constitucional de Municipalidades, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº1, de 2006, del Ministerio del Interior.



Los artículos 3°, 8° y 11 fueron aprobados por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Kuschel, Lagos, Novoa y Zaldívar.

Artículo 12

Prescribe que el mayor gasto fiscal que represente la aplicación de la ley que se propone durante el primer año de su vigencia, se financiará con cargo al presupuesto del Ministerio de Desarrollo Social. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria Tesoro Público, podrá suplementar el presupuesto de aquél  Ministerio en la parte del gasto que no pudiera financiar con sus recursos.

En el inciso segundo, en tanto, incrementa la dotación máxima de personal vigente de la Subsecretaría de Servicios Sociales en un cupo. Asimismo, aumenta la autorización máxima para el cumplimiento del artículo septuagésimo tercero de la ley N°19.882, en un cupo el número de personas.


En el plazo abierto al efecto, este artículo fue objeto de la siguiente indicación de Su Excelencia el Presidente de la República:

1) Para reemplazar en su inciso segundo por el siguiente: “Créase el cargo de Secretario, contrata, grado 2, de la Secretaria Ejecutiva Elige Vivir Sano en la Subsecretaria de Servicios Sociales, al que le corresponderá desempeñar funciones de carácter directivo o de jefatura”.

2) Modificase la Ley de Presupuestos del Sector Público año 2013 en el siguiente sentido:

a. Increméntese la dotación máxima de personal vigente de la Subsecretaria de Servicios Sociales, en un cupo.

b. Auméntese la autorización máxima para el cumplimiento del artículo septuagésimo tercero de la ley N 19.882, en un cupo, de la Subsecretaria de Servicios Sociales.


La indicación fue aprobada, con enmiendas formales, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Kuschel, Lagos, Novoa y Zaldívar.

- - -

INFORME FINANCIERO


El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, con fecha 19 de diciembre de 2012, señala, de modo textual, lo siguiente:

“I. Antecedentes.

El presente proyecto de ley crea el Sistema Elige Vivir Sano, política pública que pretende generar hábitos y estilos de vida saludables que permitan disminuir los factores y conductas de riesgo asociados a las enfermedades no trasmisibles. La misión es ser una iniciativa preventiva, positiva y práctica para generar hábitos saludables a través de información, educación y de una invitación a considerar libremente cuatro compromisos de acción:

- Come Sano

- Mueve Tu Cuerpo

- Disfruta a tu Familia

- Vive al Aire Libre

Lo anterior, a partir de la articulación y coordinación e investigación de iniciativas del sector público y privado, que pretende promover la alimentación saludable, la actividad física, la realización de actividades en familia y los beneficios de disfrutar la naturaleza y el medio ambiente.

El Sistema Elige Vivir Sano consiste en un modelo de gestión constituido por políticas, planes y programas elaborados y ejecutados por distintos organismos del Estado, destinados a contribuir a generar hábitos y estilos de vida saludable y a prevenir y disminuir los factores y conductas de riesgo asociados a las enfermedades no transmisibles. Estas políticas, planes y programas deberán cumplir con ciertos requisitos, detallados en el proyecto de ley, y será el Presidente de la República quien determinará anualmente, previa propuesta del Comité Interministerial de Desarrollo Social e informe de la Secretaría Ejecutiva del Ministerio de Desarrollo Social, cuales serán ejecutados en el año respectivo.

La implementación de los mecanismos de coordinación entre los órganos de la Administración del Estado que participen en la política, plan y programa, se establecerá en un decreto supremo que deberá ser expedido por el Ministerio de Desarrollo Social y además suscrito por el Ministro de Hacienda.

En síntesis, el proyecto de ley:

- Considera la institucionalización del Sistema, el cual recoge y perfecciona las medidas que por vía de Ley de Presupuestos se crearon como parte de una acción intersectorial coordinada desde la Presidencia, y plasmada en una política pública de carácter social, interministerial, transversal y en alianza con el sector privado y la sociedad civil.

- Propone crear y regular el Sistema en comento, cuya administración, coordinación, supervisión y evaluación de su implementación corresponde al Ministerio de Desarrollo Social, a través de la creación de la Secretaría Ejecutiva Elige Vivir Sano, dependiente de la Subsecretaría de Servicios Sociales, salvo respecto de la evaluación, que se realizará a través de la Subsecretaría de Evaluación Social de la misma cartera.

- Contempla el aumento en un cupo tanto de la Dotación como de la autorización máxima para el cumplimiento del artículo septuagésimo tercero de la Ley N° 19.882, de la Subsecretaría de Servicios Sociales del Ministerio de Desarrollo Social.

La Ley de Presupuestos para el año 2013 contempla la identificación de recursos para el Sistema Elige Vivir Sano, a través de glosas asociadas a diversos programas presupuestarios, los cuales promueven los objetivos de dicho programa.

En particular, se contemplan $800 millones en el Ministerio de Educación para financiar actividades que promueven hábitos y estilos coincidentes con el Programa Elige Vivir Sano, a través de los Programas "Apoyo al Deporte y la Recreación" y "Habilidades para la Vida y Escuelas Saludables". Asimismo, se contemplan en el Ministerio de Salud $450 millones para este mismo propósito. Lo anterior, sumado a los cerca de $418 millones contemplados para financiar la administración del Programa, radicada hoy en Presidencia, totalizan $1.618 millones de uso exclusivo para el Programa.

Adicional a lo anterior, en diversos programas se contemplan recursos que financian actividades para estos mismos fines y cuyo monto final atribuible al programa es contingente en las acciones específicas que se desarrollen durante el año. Estos recursos se consultan en los Ministerios de Salud (Programas Especiales de Atención Primaria), de Vivienda y Urbanismo (Programa Espacios Públicos), de Desarrollo Social (Programa de Apoyo a Familias para el Autoconsumo), Secretaría General de Gobierno (Chile se pone en Forma - Deporte Recreativo) y del Interior (Glosa común a los Gobiernos Regionales).

II. Efecto del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal.

El mayor gasto fiscal que irrogue la aplicación de esta Ley, durante el primer año de su entrada en vigencia, considerando su efecto año completo, tiene un costo aproximado de $417.749 miles, correspondiente a la implementación de la Secretaría Ejecutiva dependiente de la Subsecretaría de Servicios Sociales del Ministerio de Desarrollo Social y se financiará con recursos provenientes de la Partida Tesoro Público.”.


Posteriormente, con fecha 8 de mayo de 2013 la Dirección de Presupuestos emitió el siguiente Informe Financiero Complementario:

“I. Antecedentes.

El presente Informe Financiero complementa el del 19 de diciembre de 2012 (IF N° 162) para precisar la imputación del gasto durante el primer año de vigencia de la ley. Se reemplaza el punto II del IF citado por texto siguiente.

II. Efecto del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal.

El mayor gasto fiscal que irrogue la aplicación de esta ley, durante el primer año de su entrada en vigencia, considerando su efecto año completo, tiene un costo aproximado de $417.749 miles, correspondiente a la implementación de la Secretaría Ejecutiva dependiente de la Subsecretaría de Servicios Sociales del Ministerio de Desarrollo Social y se financiará con cargo al presupuesto del Ministerio de Desarrollo Social. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria Tesoro Público, podrá suplementar el presupuesto de dicho Ministerio en la parte del gasto que no pudiera financiar con sus recursos.”.

En consecuencia, las normas de la iniciativa legal en informe no producirán desequilibrios macroeconómicos ni incidirán negativamente en la economía del país.

- - -

MODIFICACIÓNES


En virtud de los acuerdos precedentemente consignados, la Comisión de Hacienda tiene el honor de proponer las siguientes enmiendas al proyecto aprobado por la Comisión de Salud en su segundo informe:

- - -


Intercalar el siguiente artículo 12, nuevo:

“Artículo 12.- Créase el cargo de Secretario, contrata, grado 2, de la Secretaría Ejecutiva Elige Vivir Sano en la Subsecretaría de Servicios Sociales, al que le corresponderá desempeñar funciones de carácter directivo o de jefatura.

Modifícase la Ley de Presupuestos del Sector Público para el año 2013, en la Partida 21, Capítulo 01, Programa 01, de la siguiente manera:

a. Increméntase la dotación máxima de personal vigente de la Subsecretaría de Servicios Sociales, en un cupo.

b. Auméntase la autorización máxima para el cumplimiento del artículo septuagésimo tercero de la ley N° 19.882, en un cupo, de la Subsecretaría de Servicios Sociales.”. 
Artículo 12


Pasó a ser artículo 13, con una enmienda consistente en suprimir su inciso segundo. (Unanimidad 5x0. Indicación de Su Excelencia el Presidente de la República).
- - -

TEXTO DEL PROYECTO


En consecuencia, el texto del proyecto de ley queda como sigue:
PROYECTO DE LEY:

“Título I

Del objeto y otras disposiciones generales

Artículo 1º.- Esta ley tiene por objeto promover hábitos y estilos de vida saludables para mejorar la calidad de vida y el bienestar de las personas.

Para efectos de esta ley, se entenderá por hábitos y estilos de vida saludables, aquellos que propenden y promueven una alimentación saludable, el desarrollo de actividad física, la vida familiar y las actividades al aire libre, como también aquellas conductas y acciones que tengan por finalidad contribuir a prevenir, disminuir o revertir los factores y conductas de riesgo asociados a las enfermedades no transmisibles.

Artículo 2º.- Los órganos de la Administración del Estado con competencia en materias vinculadas a promover hábitos y estilos de vida saludables procurarán incorporar en sus políticas, planes y programas, medidas que tengan por finalidad informar, educar y fomentar la prevención de los factores y conductas de riesgo asociadas a las enfermedades no trasmisibles, derivadas de hábitos y estilos de vida no saludables. 

Una resolución, dictada por el Ministerio de Salud y suscrita además por el Ministerio de Desarrollo Social, determinará las enfermedades que serán consideradas no trasmisibles derivadas de hábitos y estilos de vida no saludables y aquellos factores y conductas de riesgo, asociadas a ellas, respecto de los cuales se dirigirá el Sistema a que se refiere esta ley.

Mediante los actos administrativos que corresponda se deberá, asimismo, establecer los estándares en materia de publicidad, promoción y responsabilidad social empresarial que deberán cumplir las empresas e instituciones privadas para poder celebrar convenios con el Ministerio de Desarrollo Social y otros organismos públicos para participar de las iniciativas relacionadas con el Sistema Elige Vivir Sano y utilizar sus símbolos. Todo convenio con organismos privados deberá incorporar el compromiso de respetar y cumplir como mínimo con estos estándares para mantener la vigencia de los respectivos convenios.

Título II

El Sistema Elige Vivir Sano

Artículo 3º.- Créase el Sistema Elige Vivir Sano, en adelante “el Sistema”, el cual será un modelo de gestión constituido por políticas, planes y programas elaborados y ejecutados por distintos organismos del Estado, destinados a contribuir a generar hábitos y estilos de vida saludables y a prevenir y disminuir los factores y conductas de riesgo asociados a las enfermedades no trasmisibles, establecidas en la resolución a que se refiere el artículo anterior.

El Ministerio de Desarrollo Social, a través de la Secretaría Ejecutiva Elige Vivir Sano dependiente de la Subsecretaría de Servicios Sociales, tendrá a su cargo la administración, coordinación y supervisión del Sistema. Por su parte, a través de la Subsecretaría de Evaluación Social, tendrá a su cargo la evaluación de la implementación del Sistema. Un reglamento determinará el funcionamiento de la Secretaría Ejecutiva y establecerá las normas necesarias para la administración, coordinación, supervisión y evaluación del Sistema.

Artículo 4°.- Las políticas, planes y programas que sean parte del Sistema Elige Vivir Sano tendrán uno o más de los siguientes objetivos:

a)
Fomento de la alimentación saludable: consiste en la promoción de la educación en aquellos hábitos alimentarios tendientes a mejorar la nutrición integral y la disminución del sobrepeso.

b)
Promoción de prácticas deportivas: aquellas que fomenten el ejercicio y la actividad física como elementos fundamentales de la salud y el bienestar.

c)
Difusión de las actividades al aire libre: promoción de los beneficios que tiene la realización de acciones en las cuales exista contacto con la naturaleza.

d)
Actividades de desarrollo familiar, recreación y manejo del tiempo libre: son aquellas tendientes a fortalecer las familias y que facilitan el desarrollo de actividades dirigidas al esparcimiento y al ejercicio de disciplinas lúdicas o deportivas.

e)
Acciones de autocuidado: implica desarrollar habilidades que permitan optar por decisiones saludables que, incorporadas a las prácticas cotidianas, mejoren la calidad de vida del individuo, de la familia o de su comunidad.

f)
Medidas de información, educación y comunicación: son aquellas que difunden, incentivan y promueven el desarrollo de hábitos y prácticas saludables de vida.

g)
Contribuir a disminuir obstáculos que dificultan el acceso a hábitos y estilos de vida saludables de las personas más vulnerables.

Artículo 5°.- Las políticas, planes y programas que sean parte del Sistema serán elaboradas y ejecutadas sectorial o intersectorialmente por los distintos órganos de la Administración del Estado, según sus respectivas competencias y serán coordinadas por la Secretaría Ejecutiva Elige Vivir Sano.

Artículo 6º.- Las políticas, planes y programas señalados en el artículo anterior deberán cumplir los siguientes requisitos para formar parte del Sistema:

a)
Diseñar y llevar a cabo iniciativas que tengan uno o más de los objetivos señalados en el artículo 4°.

b)
Metas, mecanismos de evaluación, y objetivos.

c)
Considerar para sus programas procedimientos de registros de información de beneficiarios y postulantes, que permitan la medición y evaluación de, a lo menos, procesos y resultados, tales como cobertura, eficacia y calidad.

d)
Contar con financiamiento.

Artículo 7°.- El Presidente de la República, anualmente, determinará las políticas, planes y programas que formarán parte del Sistema, siempre que cumplan con los requisitos señalados en el artículo anterior, previa propuesta del Comité Interministerial de Desarrollo Social regulado en la ley Nº20.530, e informe de la Secretaría Ejecutiva Elige Vivir Sano, elaborado para dicho Comité.

El decreto supremo que incorpore una política, plan y programa deberá ser expedido por el Ministerio de Desarrollo Social y, además, suscrito por el Ministro de Hacienda. Dicho decreto deberá establecer los mecanismos de coordinación entre los órganos de la Administración del Estado que participen en la política, plan y programa, en caso de que estos últimos sean intersectoriales, y las demás normas necesarias para su funcionamiento.

El procedimiento señalado en los incisos anteriores se utilizará, también, para determinar las políticas, planes y programas que dejarán de formar parte del Sistema cuando éstas hubieren dejado de cumplir alguno de los requisitos establecidos en el artículo 6°.

Artículo 8°.- Los programas que formen parte del sistema serán sometidos a evaluaciones de acuerdo a lo dispuesto en las letras c) y d) del artículo 3° de la ley N°20.530. Lo anterior se establece sin perjuicio de la facultad de la Dirección de Presupuestos para realizar, en forma directa o a través de terceros, evaluaciones de impacto de los programas del Sistema.

Para lo anterior, cada programa deberá diseñar y poner en funcionamiento un mecanismo de registro de información que permita contar con antecedentes relevantes y pertinentes para el seguimiento de los avances y resultados de su implementación. Dicha información, además, deberá ser ingresada en el registro a que se refiere el artículo 6º de la ley Nº19.949.

Para efecto de las evaluaciones, los ejecutores de los programas antes señalados proporcionarán dichas bases de datos, incluyendo los datos personales necesarios, a las entidades evaluadoras y a la Dirección de Presupuestos.

Copias de los informes finales de las evaluaciones señaladas en el inciso anterior, deberán ser remitidas a las Comisiones de Salud y de Deportes de ambas Cámaras del Congreso Nacional y publicadas en el sitio web del Ministerio de Desarrollo Social.

Artículo 9º.- El Sistema podrá utilizar instrumentos de información, incluidas encuestas realizadas por parte de organismos públicos, que contengan información necesaria para el seguimiento de los hábitos y estilos de vida no saludables y de los factores o conductas de riesgo asociados a enfermedades no transmisibles de la población. Para estos efectos, el Ministerio de Desarrollo Social podrá solicitar a las entidades correspondientes encargadas de dichos instrumentos, las bases de datos, incluyendo los datos personales necesarios.

Artículo 10.- Las personas que accedan a bases de datos en virtud de esta ley, deberán respetar la confidencialidad de los datos personales que consten en la información a la que tengan acceso, y estará prohibida su difusión no autorizada por el Ministerio de Desarrollo Social, así como también su adulteración. La infracción de esta disposición será sancionada en conformidad a la ley N°19.628 y, además, respecto de los funcionarios públicos se estimará como una vulneración grave al principio de probidad administrativa, la que será sancionada en conformidad a la ley.

Se prohíbe cualquier uso e intercambio comercial de las bases de datos a que se refiere el inciso anterior, y cualquier uso comunicacional, académico o de investigación que se haga de ellas deberá asegurar la debida disociación, de acuerdo a lo establecido en la ley N°19.628, sobre protección de datos personales.

Artículo 11.- El Ministerio de Desarrollo Social podrá celebrar convenios con municipalidades, con otros órganos de la Administración del Estado o con entidades privadas para el funcionamiento y financiamiento del Sistema.

Los convenios con entidades privadas con fines de lucro deberán asegurar el cumplimiento de los estándares en materia de publicidad, promoción y responsabilidad social empresarial indicados en el artículo 2º, y deberán garantizar la posibilidad de dar por terminados los mencionados acuerdos de constatarse el incumplimiento de los mencionados estándares. Las bases administrativas que den lugar a estos convenios deberán asegurar la libre contratación.

Los convenios que se suscriban con municipalidades deberán cumplir con lo dispuesto en el inciso penúltimo del artículo 5º de la ley Nº18.695, orgánica constitucional de Municipalidades, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº1, de 2006, del Ministerio del Interior.

Artículo 12.- Créase el cargo de Secretario, contrata, grado 2, de la Secretaria Ejecutiva Elige Vivir Sano en la Subsecretaría de Servicios Sociales, al que le corresponderá desempeñar funciones de carácter directivo o de jefatura.

Modifícase la Ley de Presupuestos del Sector Público para el año 2013, en la Partida 21, Capítulo 01, Programa 01, de la siguiente manera:

a. Increméntase la dotación máxima de personal vigente de la Subsecretaría de Servicios Sociales, en un cupo.

b. Auméntase la autorización máxima para el cumplimiento del artículo septuagésimo tercero de la ley N° 19.882, en un cupo, de la Subsecretaría de Servicios Sociales.

Artículo 13.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley durante el primer año de su vigencia se financiará con cargo al presupuesto del Ministerio de Desarrollo Social. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria Tesoro Público, podrá suplementar el presupuesto de dicho Ministerio en la parte del gasto que no pudiera financiar con sus recursos.”.

- - - 


Acordado en sesión celebrada el día 8 de mayo de 2013, con asistencia de los Honorables Senadores señores Andrés Zaldívar Larraín (Presidente), Camilo Escalona Medina, Carlos Ignacio Kuschel Silva, Ricardo Lagos Weber y Jovino Novoa Vásquez.


Valparaíso, a 8 de mayo de 2013.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre,

Secretario de la Comisión

� Publicidad y Etiquetado de Alcoholes. Derecho Comparado. Biblioteca del Congreso Nacional, 2011.


� Ley N° 20.580, que modifica ley N° 18.290, aumentando las sanciones por manejo en estado de ebriedad, bajo la influencia de sustancias estupefacientes o sicotrópicas, y bajo la influencia del alcohol.





� Decreto N° 977, del Ministerio de Salud, de 1996 y publicado en 1997.


� Decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio del Interior, de 2006, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.695, orgánica constitucional de municipalidades.


� Boletín N° 8.026-11.
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